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Introducción* 


ERIKA PANI** 


Procuremos pues dar este testimonio de nuestra cordura y 
moderación a las naciones de Europa [...] Reformemos los 
abusos sin tocar a las personas [...] persuadiendo al pueblo por 
el buen uso de la libertad de prensa [de] la importancia, conve- 
niencia y necesidad de ciertos cambios, que aunque chocan con 
las ideas comúnmente recibidas, no por eso son menos justos, y 
éste es el fin que nos hemos propuesto en la continuación de es- 
te periódico que consagramos enteramente a la felicidad de 
nuestra patria.? 


Así describía José María Luis Mora la misión del escritor pú- 
blico en un México recién independizado. Quienes se creían los 
constructores de la nueva nación compartían con Mora la con- 
vicción —primero optimista, después angustiada— de que la 
transformación del país era imprescindible. Sólo así podría Mé- 
xico insertarse plenamente en un Occidente “moderno” al que 
reclamaba pertenecer pero del que se sentía relegado. La clase 
política de la joven nación coincidía: había que cambiar; no 
obstante, nunca pudieron ponerse de acuerdo ni en los medios, 
ni en lo que debían ser las características del fin. Así, para fines 
de la década de 1830, el análisis sectario de un Mora apesa- 
dumbrado postulaba que dentro de la clase política se enfrenta- 
ban los hombres del progreso —que buscaban “la ocupación de 
los bienes del clero; la abolición de los privilegios [...], la difu- 
sión de la educación pública [...] la igualdad de los extranjeros 
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con los naturales en los derechos civiles, y el establecimiento del 
jurado en las causas criminales” — con los del retroceso —que 
pretendían “que el pueblo mexicano no ha nacido para gozar 
los beneficios sociales, ni recibir las instituciones políticas, que 
los producen en Europa y los Estados Unidos”—. El statu quo 
no tenía sino poquísimos partidarios: la clave compartida era la 
del movimiento.? 


Anhelaban entonces adelantar en la “carrera de la civiliza- 
ción” tanto los abogados del libre cambio como los de la indus- 
trialización; quienes buscaban cortar con el lastre colonial como 
quienes deploraban el relajamiento de los “resortes” de la auto- 
ridad que había corrido paralelo al proceso de independencia. 
Se trataba de una carrera en la que estos mexicanos considera- 
ban que no corrían sobre suelo parejo. Se palpa ya lo que se 
convertiría en uno de los tópicos recurrentes de la historia lati- 
noamericana: la sensación de que, en el subcontinente, los 
tiempos son otros, que la historia no es un capítulo cerrado o el 
prólogo del presente, sino un “espíritu inquieto” que todo lo 
“infecta”.* Cada grupo inventó entonces un “progreso” que en 
otros lares se desarrollaba lineal y coherente, y aquí tropezaba, 
se fragmentaba, se descomponía. Como admitiera Justo Sierra, 
al describir un México transformado por la paz, el ferrocarril y 
la industria, si bajo la tutela del general Díaz la “marcha” del 
país se había destrabado, esta “modernización” no por impresio- 
nante dejaba de estar trunca: “la evolución política” había sido 
sacrificada “a las otras fases de su evolución social”.* 


El desconcierto de los políticos mexicanos se fincaba en la 
impotencia que les inspiraba la situación que vivían. México 
había surgido a la vida independiente tras 10 años de guerra ci- 
vil y sin el reconocimiento de la antigua metrópoli. La recupe- 
ración económica sería lenta, en un contexto de mercados pro- 
fundamente fragmentados. La política posrevolucionaria, en la 
que el recurso a la ficción de la nación soberana se había vuelto 
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imprescindible, resquebrajaba viejas jerarquías territoriales y 
políticas. Se erigió en escenario para nuevos actores que juga- 
ban siguiendo reglas resbaladizas e inciertas, emanadas de una 
legitimidad política contingente. La joven nación pesaba muy 
poco sobre el escenario internacional. Perdió los territorios del 
norte por el dinamismo económico y el apetito expansivo de 
Estados Unidos, al tiempo que la producción de plata era obje- 
to de las ambiciones de las potencias comerciales, y que las ra- 
quíticas finanzas públicas dependían de préstamos que, muchas 
veces, terminaban reclamándose como deuda exterior. En este 
contexto, los políticos mexicanos creyeron poder constituir una 
nación que no existía. Recurrieron a la ingeniería constitucional 
—con dos actas constitutivas, tres constituciones, unas bases 
orgánicas y otras administrativas—, a la mecánica del pronun- 
ciamiento y a la marrullería electoral, a la prensa partidista, a la 
organización política y a la movilización militar. Echaron mano 
de la codificación, de la educación y de la represión para orde- 
nar a una sociedad que se mostraba refractaria. Proyectaron los 
bancos, las vías férreas, los esquemas de desamortización y colo- 
nización que debían echar a andar una economía estancada, to- 
do con la esperanza de transformar una realidad permanente- 
mente insatisfactoria. 


Este libro explora los distintos proyectos de cambio que idea- 
ron y promovieron los miembros de la élite política decimonó- 
nica, en aquellos campos, fuertemente relacionados, que les 
preocupaban de forma particular: el de la consolidación del Es- 
tado y de la gobernabilidad, el de lo que hoy llamaríamos el de- 
sarrollo económico, y el de la construcción de una sociedad 
“moderna”, que imaginaban distinta al México indígena, corpo- 
rativo y católico que heredaran del orden colonial. Los autores 
analizan los alcances y los límites de estas visiones de “moderni- 
zación”, la forma en que entreveraban ideales, prejuicios e inte- 
reses, y los traducían a la vez que se veían moldeados por la lu- 
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cha por el poder. Partiendo del hecho de que ninguno de estos 
proyectos se dieron en el vacío, indagan sobre la forma en que 
ciertos sectores de la sociedad reaccionaron ante los cambios pa- 
ra ignorarlos, adaptarlos o manipularlos, con resultados insos- 
pechados por sus promotores. Asimismo, ponderan el peso de 
las circunstancias que tantas veces determinaron, por encima de 
las ideas y los modelos, el contenido y el ritmo de las reformas. 


Luis Medina Peña revisa de forma crítica la “teoría del desa- 
rrollo político”, tan en boga en las décadas de 1950 y 1960, que 
postulaba que podían inducirse ciertos cambios económicos y 
políticos en países “subdesarrollados”, para que alcanzaran una 
“modernidad” que estos expertos definían como monolítica y 
uniforme. En su trabajo describe el desafortunado encuentro de 
la teoría con la historia en el último volumen del Political De- 
velopment Series del Comité de Estudios del Desarrollo Políti- 
co. La complejidad de los procesos históricos no podía sino des- 
montar un esquema teórico que postulaba al “desarrollo políti- 
co” como el resultado inequívoco de una secuencia mecánica de 
etapas. No obstante, el autor rescata las supuestas “fases” del de- 
sarrollo político, traduciéndolas a conceptos accesibles y des- 
criptivos. Éstos constituyen una tipología útil para organizar de 
manera sintética el conocimiento histórico, para aquilatar el al- 
cance y el calado del Estado que se construyó a lo largo del siglo 
XIX, para calibrar las características de la “conciencia nacional” 
que se forjó a lo largo del siglo, para apuntar a las particularida- 
des de la experiencia electoral, y para sugerir las razones por las 
cuales el Estado decimonónico fue incapaz de responder al au- 
mento en las demandas de la población. 

Para Medina Peña, la virtud de la historia es “corregir” sin in- 
validar la teoría. Siguiendo la misma línea, el análisis de Aurora 
Gómez Galvarriato y Emilio Kourí muestra la falacia de una de 
las premisas más apreciadas por los “desarrollistas”: que el cam- 
bio estratégico de ciertas variables —políticas, económicas— 


16 


acarreará la transformación, en el sentido anhelado, de todo el 
sistema. Este artículo rastrea los esfuerzos de los políticos del 
XIX por construir un régimen económico liberal que asegurara 
el libre comercio, garantizara la propiedad individual y apunta- 
lara un régimen fiscal eficiente, equitativo y uniforme. Sin em- 
bargo, los resultados de las reformas no se dieron en el tiempo 
esperado y rara vez fueron los que postulaban sus promotores. 
La repetida promulgación de leyes, así como lo innovador del 
código de comercio de 1854, que fuera posteriormente rechaza- 
do por razones políticas, sugieren que los tan polémicos “orí- 
genes del atraso” no yacen en las formas anquilosadas de sope- 
sar la economía ni en la ausencia de políticas reformistas, sino 
en el peso determinante de un contexto complejo, en la inercia 
de las prácticas y de los circuitos económicos. Para comprender 
los procesos que desembocan en el anhelado “progreso mate- 
rial”, apuntan a la necesidad de abandonar la fijación sobre el 
Estado y las ideas que ha marcado el trabajo de los historiado- 
res, para identificar aquellos factores que son los que detonan y 
dan forma a los cambios. 


Si estos autores centran su atención en las políticas por me- 
dio de las cuales se pretendía dar forma a las instituciones y a 
las condiciones materiales de los mexicanos del XIX, María José 
Rhi Sausi, Daniela Marino, Guy P. C. Thomson y Brian Con- 
naughton exploran el espacio abigarrado y conflictivo en que se 
encontraron reformas y sociedad. Rhi Sausi examina uno de los 
instrumentos mediante los cuales los arquitectos del Estado li- 
beral pretendieron proteger las garantías individuales, estable- 
ciendo un vínculo entre Estado y ciudadanos a través del juicio 
de amparo, reglamentado en 1861. El trabajo analiza los dife- 
rentes usos que dieron a este recurso jurídico distintos actores 
sociales, que iban desde las madres que reclamaban que sus hi- 
jos fueran liberados de la leva hasta los pudientes hacendados 
que se resistían a pagar impuestos. Así, un instrumento que ha 
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sido considerado el producto más acabado de la legislación libe- 
ral reformista de mediados del siglo sirvió para proteger al indi- 
viduo tanto como para menoscabar el federalismo, debilitar el 
fisco, proteger los grandes intereses económicos y amparar algu- 
na propiedad comunal sujeta a la desamortización. El texto po- 
ne de manifiesto lo fracturado, paradójico y desigual del proce- 
so de “modernización”. 


Por su parte, Marino y "Ihomson acometen el estudio de la 
cuestión indígena desde la perspectiva de quienes fueron consti- 
tuidos por las élites liberales como un “problema”. Marino 
muestra cómo, en el centro del país, la legislación liberal —y en 
particular el ayuntamiento pluriétnico y la desamortización — 
desmanteló aquello (sistema jurídico, tributo, comunidades, 
instituciones) que había constituido al indio como sujeto colo- 
nial, desarmando la base cultural y material de los pueblos. No 
obstante, la igualdad jurídica y política también constituyó es- 
pacios —sin duda desiguales— para la representación y defensa 
de los derechos y bienes de las comunidades. Así, los conflictos 
devinieron “laboratorios cotidianos” de convivencia interétnica, 
sincretismo cultural y aprendizaje político, en “fábricas de mo- 
dernidad”. 

Mientras Marino revisa el proceso, progresivo y secular, de 
desmantelamiento cotidiano de los pueblos de indios, Thomson 
rescata aquellas circunstancias que hicieron viable una alianza 
entre las comunidades indígenas y el Estado liberal: por una 
parte, las exigencias de una guerra larga y sangrienta, que en- 
frentó a liberales contra conservadores, y después a republicanos 
contra imperiales y franceses. Por otra, subraya como factores 
centrales de la contribución indígena al triunfo de la República 
la “autonomía ecológica” y la importancia geopolítica de las co- 
munidades serranas de Puebla y Oaxaca. Durante las décadas 
que siguieron a la guerra, las comunidades legitimarían sus peti- 
ciones al gobierno con el discurso del patriotismo liberal. La 
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comparación con la comunidad guatemalteca de Momostenan- 
go, que diera su apoyo al caudillo conservador Rafael Carrera, 
sugiere el carácter instrumental, más que ideológico, de este “li- 
beralismo popular”. Para los miembros de la minoría rectora, la 
“modernización” de los indios significaba que éstos dejaran de 
serlo. Sin embargo, el texto de Thomson sugiere que, al contra- 
rio, su inserción efectiva dentro del Estado, por lo menos como 
milicianos, dependía más bien de que mantuvieran a cambio 
sus costumbres y autonomía. 


El artículo de Brian Connaughton aborda también cuestio- 
nes que los hombres de la época consideraban profundamente 
problemáticas: la religiosidad, la Iglesia y su relación con el Es- 
tado. El autor rompe con una visión tradicional superficial, que 
postula a la Iglesia como baluarte monolítico de la tradición y 
enemiga jurada de los “errores modernos”, que Pío IX especifi- 
cara en el Syllabus en 1864, y a la religiosidad como refugio de 
los atavismos, la superstición y la irracionalidad. El racionalis- 
mo “moderno” acarrearía la escisión de la cristiandad y resque- 
brajaría los cimientos de una idea de “autoridad única y univer- 
sal”, mientras que la era de las revoluciones ponía en tela de jui- 
cio la “cómoda alianza” entre las autoridades temporal y espiri- 
tual. Pero el espacio de lo religioso, lejos de permanecer imper- 
meable a la “modernidad”, se vio convulsionado por ésta, libe- 
rándose energías que se canalizaron en la construcción de nue- 
vas relaciones con la divinidad de individuos y comunidades. 
Por su parte, la Iglesia católica mexicana promovió un proyecto 
de nación católica fincado sobre las premisas del nuevo orden, y 
al mismo tiempo compitió con el Estado en ciernes por las 
mentes, los corazones y los centavos de los ciudadanos. 

Finalmente, Paul Garner vincula la extensa literatura sobre la 
construcción del Estado-nación como elemento constitutivo de 
la “modernidad” a la historiografía reciente sobre el Porfiriato, 
periodo que una visión tradicional ha erigido en paradigma de 
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los proyectos mexicanos de modernización: aparatoso, autorita- 
rio, inequitativo, y esencialmente mentiroso. El análisis de Gar- 
ner, particularmente del proyecto del Gran Canal del desagúe 
del Valle de México, restaura el aspecto tangible —y simultá- 
neamente problemático— del “progreso porfiriano”, al tiempo 
que matiza visiones maniqueas sobre la relación entre el régi- 
men y el capital extranjero. Postula que muchos de los elemen- 
tos que sirvieron al régimen posrevolucionario para apuntalar el 
aparato estatal y consolidar la nación estaban ya presentes en el 
programa porfiriano. Como los demás artículos del libro, el de 
Garner subraya la complejidad tanto de la concepción como de 
los móviles y de la puesta en marcha de los proyectos de cons- 
trucción del Estado y de la nación que se emprendieron a lo 
largo del siglo XIX. El libro rescata así una visión global, aun- 
que no exhaustiva, de los anhelos de transformación de la clase 
política mexicana; se ponderan sus alcances y límites y se ponen 
de manifiesto algunas de las respuestas sociales a las reformas, 
dentro de espacios distintos a lo largo del siglo. De esta manera, 
esta serie de textos revela la utilidad que pueden tener catego- 
rías analíticas como la “modernidad”, que a menudo nos remi- 
ten al debate político actual. Si dichas categorías resultan a ve- 
ces falaces e ideologizadas por postularse como inequívocas y 
totalizantes,? al restaurarse su dimensión profundamente pro- 
blemática y respetándose los términos propios del fenómeno 
histórico, contribuyen a estructurar, desmenuzar e iluminar 
aquella realidad “Huida, continua, como la clara corriente del 
agua” que describiera Daniel Cosío Villegas. 
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* Debo lo que esta introducción tenga de atinado a los traba- 
jos y comentarios de los autores y a la doctora Josefina Zoraida 
Vázquez, comentarista de la mesa. 
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México: una modernización 


política tardía e incompleta 


LUIS MEDINA PEÑA* 


Entre los muchos conceptos ahora populares en las Ciencias 
Sociales, el de modernización es uno de los más problemáticos. 
Es un término que no aparece por ningún lado en la teoría po- 
lítica clásica. Irrumpió en las teorías políticas empíricas contem- 
poráneas con múltiples connotaciones. Es término que quiere 
connotar movimiento, proceso, traslado, crecimiento y, de al- 
guna manera, implica también calidad. Es decir, modernización 
es un proceso mediante el cual una entidad social y/o política 
va de lo malo o indeseable (tradición) a lo bueno o deseable (lo 
moderno). Con este tipo de conceptos estamos siempre en la 
cuerda floja, especialmente cuando se quiere hacer Historia. 
Veamos por qué. 


Moderno viene del latín modernus, lo de hace poco, reciente o 
actual. Así, como adjetivo no tiene mayor problema. Las dificulta- 
des empezaron cuando apareció el sustantivo, modernismo, pero so- 
bre todo cuando éste transmutó para connotar acción o proceso: 
modernización. Tanto modernismo como modernización están li- 
gados a los resultados de la dinámica de la historia del Occidente 
europeo y sus prolongaciones en el Nuevo Mundo. De hecho, son 
manifestaciones concentradas de su propio acontecer histórico al 
grado de determinar, culturalmente hablando, una forma de ser, 
actitud o talante. Si moderno significó en sus orígenes “lo reciente”, 
en algún momento los europeos sintieron la necesidad de contrastar 


22 


los valores rescatados de la Antigúedad con las circunstancias y rea- 
lidades en que vivían. En ese contraste, el adjetivo paulatinamente 
devino actitud filosófica al colocar al hombre, a partir del Renaci- 
miento, en el centro de las preocupaciones desplazando a la Divini- 
dad.* El gran choque sería finalmente filosofía natural contra filo- 
sofía trascendente. Con el triunfo de la primera quedaron sentadas 
las bases para la revolución científica (dominio del hombre sobre la 
naturaleza) y para las revoluciones sociales (dominio del hombre 
sobre su propio destino), que dieron forma a la sociedad y al Estado 
modernos. Esos procesos de cambio fueron identificados primero con 
la vaga noción de progreso por los positivistas y, después, ya en 
pleno siglo XX, se trataron de conceptuar bajo el término moderni- 
zación en sus versiones sociales, económicas y políticas.? Esta última 
tendencia es la que se conoce como desarrollismo. 


Ya desde el siglo XIX empezaron a divergir las ideas en torno 
a la modernización, fundamentalmente en lo que toca al papel 
asignado a la sociedad. Las teorías revolucionarias que plantea- 
ron una posible utopía social, concedían a la sociedad (o a una 
parte de ella) un papel primordial y activo en la transformación 
del mundo. Cuando finalmente una de esas corrientes triunfó 
en algunos lugares y dio lugar al socialismo real, se fortaleció 
frente a ella otro grupo de ideas en las que la sociedad aparecía 
como ámbito pasivo —variable dependiente, le llamarían los 
científicos sociales—, cuya mutabilidad o cambio dependía a su 
vez de cambios inducidos en las variables económicas y políticas 
para encaminar países y regiones hacia una modernidad hege- 
mónica (capitalista preferentemente). 

La aplicación del concepto de modernización a un análisis 
histórico plantea muchos y muy serios problemas, de los cuales 
percibo al menos tres importantes de naturaleza epistemológica. 
De entrada está el problema de la definición y los alcances del 
concepto y el de las duplas a él asociadas: tradición-moderni- 
dad, desarrollo-subdesarrollo y estabilidad-inestabilidad. Viene 
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luego la cuestión del posible anacronismo, pues se va a juzgar a 
los de entonces con conceptos de los de ahora (de alguna mane- 
ra, el problema de los antiguos y los modernos), el cual sólo se 
puede evitar si se tienen las debidas precauciones. Y finalmente 
está el problema, para mí más agudo, de que la modernización 
sea un concepto —como lo bueno o la calidad— fácil de perci- 
bir pero difícil de definir operativamente porque los indicadores 
cualitativos no existen.? Una suma abrumadora de índices es 
apenas un pobre auxiliar para determinar la modernidad en 
cualquier terreno, no se diga en un proceso histórico. Resulta 
imposible objetivar cuantitativamente lo que es propio de un 
juicio subjetivo. Y eso es lo que sucede, agravado, con la mo- 
dernización: que pretende arribar a un juicio sobre un proceso 
que implica algún tipo de calidad creciente —aquí, en el caso 
que nos ocupa, en materia de desarrollo político— para una en- 
tidad nacional en su desplazamiento histórico del punto A al 
punto B en el tiempo. Con estos cuidados y precauciones en 
mente trataremos de llegar a un principio de orden en las ideas, 
previa una revisión de una literatura ahora prácticamente olvi- 


dada. 
Las teorías del desarrollo político 


La teoría (o teorías) del desarrollo político es una de las espe- 
cies de la teoría del desarrollo en general. El saldo mejor cono- 
cido de esta última escuela de pensamiento, también conocida 
como desarrollismo, se dio en el terreno de la economía políti- 
ca. En general, el desarrollismo partía del supuesto de que los 
cambios que se proponían eran posibles mediante la inducción, 
a su vez, de cambios en ciertas variables económicas y/o políti- 
cas. El interés por la modernización económica se vio así acom- 
pañado por un interés paralelo en el desarrollo político. Sin em- 
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bargo, la neutralidad científica no fue el fuerte de estas teorías 
pues no iban libres de valores, base de toda investigación cientí- 
fica, sino que vinieron como respuestas a la situación interna- 
cional que surgió con la segunda posguerra. 


Antes de la segunda Guerra Mundial, la modernización polí- 
tica no preocupaba a nadie, ni siquiera a los politólogos. Las 
preguntas que se planteaban estos últimos eran las de siempre y 
se referían a determinar la manera de mejorar las instituciones 
políticas para asegurar el bienestar y el bien pasar de los ciuda- 
danos. Eran preguntas que se venían haciendo desde Platón y 
Aristóteles. Pero todo ello cambió con el advenimiento de la 
Guerra Fría. En un mundo bipolar, África, América Latina, 
Medio Oriente y parte de Asia se convirtieron de repente en los 
campos de la batalla ideológica de las dos superpotencias, los 
Estados Unidos y la URSS (China no contaba en este juego por 
su actitud defensiva). En Occidente, particularmente en los Es- 
tados Unidos, el problema se redujo a tratar de adivinar qué 
bando tomarían los países del Tercer Mundo, y cómo evitar que 
lo hicieran por el lado socialista. 


El drástico cambio en la situación mundial impactó las aca- 
demias de las dos superpotencias emergentes. No se conoce a 
detalle cómo afectó al mundo académico de la antigua URSS, 
pero sí es bien conocido lo que sucedió en el estadunidense. 1 
Ahí, los temores sobre el avance del comunismo en los territo- 
rios con atraso, pobreza e inestabilidad política llevaron a uno 
de los esfuerzos teóricos en política comparada más organizados 
y mejor financiados de la segunda mitad del siglo XX. La sede 
fue la Universidad de Princeton, donde se ubicó el Comité de 
Estudios del Desarrollo Político, encabezado por Lucien W. 
Pye, generosamente apoyado por el Social Science Research 
Council. Este comité quedó integrado por lo más granado de 
los científicos sociales del momento y por sus alumnos de pos- 
grado, que apresuradamente cayeron como plaga de langosta 
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sobre los países en desarrollo para hacer sus tesis de doctorado. 

En menos de 20 años, entre los decenios de los cincuenta y ses- 
enta, profesores y alumnos produjeron una cantidad asombrosa 
de estudios que integraron el andamiaje de lo que se dio en lla- 
mar teoría (o teorías) del desarrollo político. 

El corazón bibliográfico de este gran empeño lo constituye- 
ron los nueve volúmenes de la Political Development Series.? 
Sus autores, todos miembros del comité, después de un gran es- 
fuerzo reduccionista, concluyeron que todas las variables impli- 
cadas en los procesos de modernización llevaban a cambios que 
concluían en un sistema político con mayor capacidad de ac- 
ción, igualdad generalizada y una mayor diferenciación social y 
política. Y que para el logro de esos objetivos los Estados tenían 
que enfrentar una serie de crisis, cuya adecuada solución llevaba 
a la constitución de un sistema político estable, es decir, plena- 
mente moderno (y de calidad). Esas crisis constituían los esca- 
lones del proceso de la modernización política y tenían que dar- 
se y solucionarse en una secuencia fija, a saber: 


crisis de identidad > crisis de legitimidad > crisis 


de participación > crisis de penetración de la autoridad > crisis 
de distribución 


Esta aproximación al desarrollo político fue duramente ata- 
cada dentro y fuera de los Estados Unidos.* A sus autores se les 
acusó de etnocentrismo ya que la imagen-objetivo de la moder- 
nidad, el modelo por así decirlo, la proporcionaba implícita- 
mente el sistema político de los Estados Unidos. Sus autores 
fueron vistos como idealistas incorregibles al postular como ine- 
vitable la convergencia —si se hacía lo correcto para superar las 
crisis en el orden predicho— de todos los regímenes en ese tipo 
concreto de sistema político liberal, democrático y moderno. Se 
señalaron muchas y muy serias limitaciones al modelo, entre las 
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cuales una de las más destacadas fue la de ser un modelo cerra- 
do que no tomaba en cuenta variables “externas” como las gue- 
rras, la conquista, el colonialismo o el comercio internacional. 
Otra crítica fue resaltar el trampeo lingúístico de los autores de 
la teoría del desarrollo político, por tratar de rebautizar ideas y 
conceptos bien conocidos en la teoría y la ciencia políticas tra- 
dicionales con una jerigonza seudocientífica (llamar, por ejem- 
plo, strenght input a la represión o two steps flow system a la 
comunicación cara a cara). Otros defectos que se les veían mu- 
cho eran los exagerados empeños por las simetrías derivados del 
enfoque estructural funcionalista que decantaron de la teoría de 
los sistemas de Ludwig von Bertalanffy y de los farragosos trata- 
dos sobre el sistema social de Talcott Parsons.” Como el ances- 
tro intelectual al que reconocían filiación los postulantes de la 
teoría del desarrollo político era Max Weber, no tardó en apare- 
cer una teoría en contra, la teoría de la dependencia, que apela- 
ba, más que a Carlos Marx, a V. LI. Lenin y su concepción del 
imperialismo.? 

Pero como todo el trabajo del Comité de Desarrollo Político 
había versado sobre los países en desarrollo, la ética académica 
obligaba a probar la solidez del modelo con la historia política 
de los países desarrollados. Para ello convocaron a un grupo de 
historiadores y les encargaron aplicar el modelo de las crisis de 
la modernización política a la historia de varios países europeos 
y de los Estados Unidos, y tratar de probar la secuencia fija de 
las crisis.? Como diría un crítico al reseñar el noveno volumen 
de la serie, resultado de este esfuerzo: fue un matrimonio a 
punta de escopeta entre las Ciencias Sociales y la Historia que 
terminó en divorcio casi al día siguiente. El libro falló en pro- 
porcionar una visión sintética y única del desarrollo político de 
Europa en los dos siglos anteriores, no fue bien visto por el res- 
to de la comunidad de historiadores y no satisfizo las expectati- 
vas de los miembros del comité. 
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Pero algo bueno dejó atrás. Este noveno volumen de la serie, 
único enfocado en la historia y no en sucesos recientes, involu- 
cró no sólo a investigadores procedentes de otra disciplina, sino 
a historiadores especialistas en diversos países y que respondían 
a distintas tradiciones académicas. Por ello, el volumen corrigió 
a la teoría. Y de esperar que así fuera, después de todo, la teoría 
social no es más que historia concentrada. Lo primero que deja- 
ron en claro estos autores fue que la historia política europea no 
sostenía la hipótesis de una secuencia fija de las crisis en la 
construcción de Estados modernos. Es más, había países que no 
las cumplían todas. En la introducción del noveno volumen 
Raymond Grew proponía, siguiendo los ensayos aportados por 
sus colegas, tres grupos de países: Inglaterra, Suecia, Noruega, 
Dinamarca, Bélgica y los Estados Unidos, en donde las crisis de 
legitimidad y participación se habían resuelto temprano en sus 
historias; Alemania, Polonia y Rusia, donde se dio prioridad a 
la penetración de la autoridad en la sociedad, con España, Por- 
tugal, Francia e Italia en diversas posiciones intermedias entre 
esos dos grupos. La segunda aportación, mucho más importan- 
te para los propósitos del presente ensayo, fue que los historia- 
dores concluyeron que las famosas crisis secuenciadas, más que 
un modelo, constituían una tipología útil para organizar el co- 
nocimiento histórico político de cada país.*” Una tipología que 
resultaba muy atractiva para presentar de manera sintética los 
caminos que cada país había seguido en la construcción del Es- 
tado (state-building) y en la construcción de la nación (nation- 
building). Eso siempre y cuando no se consideraran las crisis en 
secuencia fija y se sustituyeran los conceptos pretendidamente 
científicos por los sinónimos de uso ya conocido para los histo- 
riadores y accesibles para la gente de a pie, a saber: crisis de la 
extensión de la conciencia nacional por la de identidad; crisis 
de la extensión del sufragio universal por la de participación; 
crisis de ampliación en la cobertura de la eficiencia burocrática 
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por la de penetración de la autoridad, y crisis del bienestar so- 
cial por la de distribución. En cuanto a la de la legitimidad, to- 
do el mundo, al menos en la academia, sabía de lo que se trata- 
ba y así la aceptaban los historiadores. Utilizaremos, pues, esa 
tipología para ver las “modernizaciones” de México. 


Crisis de la legitimidad y de la extensión 


de la eficacia burocrática 


La legitimidad en los países europeos tiene que ver, como se- 
ñala Grew, con una compleja combinación de leyes, derechos, 
costumbres, procedimientos, instituciones y sentimientos pú- 
blicos, en un marco institucional político que efectivamente 
funciona. Y con todo eso fue con lo que se intentó romper al 
proclamarse la independencia de la Nueva España en 1821.'! Y 
digo se intentó porque la independencia fue un acto de efectos 
meramente políticos que no afectó a las formas tradicionales de 
acción pública de los actores políticos existentes (Iglesia y pue- 
blos) o a los que emergieron con la Independencia (ejército y 
clases políticas locales). La construcción de una nueva legitimi- 
dad estuvo determinada y limitada por formas tradicionales de 
hacer política de corte corporativo que provenían de la legitimi- 
dad del régimen colonial. *? 


En efecto, la revuelta, el pronunciamiento y el plan fueron 
apenas unas de las manifestaciones más vistosas del antiguo de- 
recho a la rebelión en caso de violación del pacto subjectionis, 
de acuerdo con la tradicional filosofía política medieval que an- 
claba en el tomismo. La mayoría de los componentes de los ac- 
tores colectivos o corporativos son incapaces de absorber del to- 
do los conceptos que trae la secuela modernizante de las Luces 
para integrar a la nación en el Estado. En suma, el concepto de 
la soberanía nacional y la representación política, como justifi- 
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cante y como medio, respectivamente, para la construcción po- 
lítica del Estado que pugna por nacer tras la independencia, les 
resultan ajenos a los diversos actores políticos dadas sus tradi- 
ciones políticas corporativas. Se puede afirmar, dirían algunos, 
que entre los llamados conservadores, jefes y generales del 
ejército incluidos, se manejaba el discurso de la modernidad 
política. Puede ser, ya que todas las élites abrevaron en las mis- 
mas fuentes de la Ilustración, pero el hecho es que sus acciones 
denotaban lo contrario. Uno no se rebela y niega la obligación 
política si no tiene al menos la convicción de que es legítimo 
hacerlo. Quizá por ello todas esas élites conservadoras se sen- 
tían, a fin de cuentas, más a gusto con la solución monárquica 
que con la republicana. No en balde hubo dos intentos monár- 
quicos en un lapso de 40 años, 1822 y 1862. 


Por consiguiente, la legitimidad “moderna” del nuevo Estado 
hubo de construirse prácticamente ab initio y en diversos episo- 
dios, algunos de ellos violentos, a lo largo de los 40 primeros 
años de vida independiente. 

En el caso de México, y también en buena parte de Iberoa- 
mérica, la crisis de la legitimidad va de la mano con la crisis de 
la extensión de la eficacia del Estado. Van diacrónicamente tan 
juntas que prácticamente se confunden en un solo y mismo 
proceso. Ambas tienen que ver esencialmente con la relación 
centro político y periferia o, dicho de otro modo, con el con- 
flicto entre dos tipos de régimen político: federalismo y centra- 
lismo. 


La historiografía liberal ha identificado al federalismo con el 
progreso y la modernidad, y al centralismo con la tradición y el 
retroceso.*% No es correcto hacerlo así: ambas propuestas de ré- 
gimen tienen ascendencia liberal ilustrada, pero del liberalismo 
ilustrado al modo español, y respondieron a las necesidades del 
cuerpo político que se va formando, tal y como veían esas nece- 
sidades las distintas élites. La solución monárquica de Iturbide 


30 


fue un intento de darle continuidad a la tradición política colo- 
nial, pero estaba condenada al fracaso por la imposibilidad de 
crearle rápidamente una legitimidad histórica creíble. Los Aus- 
tria primero, y Borbones después, contaban con discursos his- 
tóricos, filosóficos y religiosos suficientes para fundamentar la 
legitimidad de su dominio en estas tierras. Agustín de Iturbide, 
modesto criollo pero hábil político, carecía de ese bagaje. Hu- 
biera sido un excelente presidente de la República, pero él y los 
suyos se dejaron llevar por la inercia y optaron por la monar- 
quía. Es muy difícil establecer una línea dinástica con legitimi- 
dad instantánea. Es más fácil, por renovable, hacerlo en la solu- 
ción republicana. Es preciso, sin embargo, hacer notar que no 
es posible inscribir la intentona iturbidista en la tradición más 
rancia de la Colonia, ya que su opción era una monarquía cons- 
titucional. “Tan moderna resultaba la monarquía constitucional 
como la república. Y si aquélla se frustró no fue por tradicional, 
sino porque implicaba un centralismo desagradable para las cla- 
ses políticas locales y regionales, portadoras del virus republi- 
cano y federalista, que no reconocían la legitimidad de la inten- 
tona monárquica. Una solución de síntesis era imposible pues 
en el imaginario de la época ni siquiera cabía la posibilidad de 
una monarquía constitucional y federal. Por ello los políticos de 
las regiones, ajenas al centro geográfico y político del país que 
nacía, pronto impusieron la solución republicana que sí admitía 
la modalidad federal. Ahí estaban, como ejemplo inmediato, los 
Estados Unidos de América. 


El federalismo se impuso desde el inicio de la vida indepen- 
diente por razones históricas y geopolíticas que venían de la 
Colonia. Es falsa la tesis de que el federalismo mexicano fue 
imitación extralógica del estadunidense. Los que han estudiado 
el territorio como sujeto histórico han encontrado que se for- 
maron por lo menos tres importantes configuraciones regiona- 
les durante los años coloniales, con entidades menores perfecta- 
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mente distinguibles en el interior de cada una de ellas.*% La re- 
gión central, compuesta por el virreinato de la Nueva España y 
provincias aledañas, dominadas por el antiguo centro político 
colonial y por los intereses del eje comercial Veracruz-México- 
Acapulco. Esta región habría estado flanqueada por otras regio- 
nes integradas por provincias más lejanas, que desarrollaron sus 
propios intereses comerciales internos e interregionales (con al- 
gunas, como la península de Yucatán, con un incipiente comer- 
cio internacional propio). Guadalajara, Oaxaca, Mérida, Zaca- 
tecas y el eje Saltillo-Monterrey fueron ciudades sedes de con- 
centración de grupos de notables que, de la periferia al centro, 
impusieron el primer federalismo. Desde sus orígenes, la Colo- 
nia traía el germen del federalismo al haber importado el mode- 
lo peninsular de los reinos, y ante las realidades que esa organi- 
zación creó nada pudo hacer el régimen de intendencias intro- 
ducido por los Borbones en el siglo XVIII. De hecho, el régi- 
men de las intendencias fue el primer intento de centralizar el 
poder político y aumentar la capacidad de exacción de recursos. 


Cuando se declaró la Independencia se concretó la crisis de 
legitimidad que inició en 1808. El primer federalismo de 1824 
(algunos prefieren llamarle confederalismo) fue la respuesta: 
creación de un centro político débil organizado sobre la base de 
la división de poderes. Junto a la división de poderes, el excedi- 
do federalismo vino a ser un elemento adicional para limitar ese 
centro otrora poderoso. Así y sólo así, las regiones estaban de 
acuerdo para constituir un país. A través de este entramado, los 
intereses regionales, ya organizados jurídicamente como estados 
tanto en la constitución federal como en las locales, buscaron 
gobernar mediante el artificio de la recién adoptada representa- 
ción política ubicada en el Congreso federal.!? El bicameralis- 
mo representaba a las élites locales por partida doble: como es- 
tados en el Senado, como representantes de la población en la 
cámara baja. La clave de la hegemonía de la periferia sobre el 


32 


centro por medio de la representación política fue el sistema 
electoral indirecto heredado de la Constitución de Cádiz, que 
veremos más adelante. En otras palabras, con la Constitución 
de 1824 se resolvieron simultáneamente dos cuestiones centra- 
les de la legitimidad: las formas de acceso al poder y la represen- 
tación. La periferia dominaba (y limitaba) al centro político del 
país por medio de la representación en el Congreso y el control 
local de las elecciones. 


Cierto, había regiones que pudieron haber optado por sus 
propias independencias. Y de hecho hubo conatos en ese senti- 
do, de los cuales queda un rastro en las constituciones estatales 
actuales, en aquello de “estado libre y soberano” que aparece en 
todas ellas. La dispersión política de entidades independientes 
no llegó a concretarse gracias a la habilidad del diputado consti- 
tuyente Miguel Ramos Arizpe, que primero hizo aprobar el Ac- 
ta constitucional que declaraba la intención del Congreso 
Constituyente de 1823 de adoptar la solución federal y des- 
pués, ya con calma, discutir el proyecto de constitución. Pero la 
unión federal en parte también se debió a la situación geopolíti- 
ca del nuevo país. Con océanos a oriente y occidente, el tapón 
de El Darién al sur, y con una extensa franja árida y despoblada 
y un todavía lejano pero amenazante vecino en el norte, era un 
territorio de regiones obligadas a convivir de alguna manera. Y 
la búsqueda de esa forma de convivir, federalismo o centralis- 
mo, fue la apariencia externa que asumió la larga crisis de legiti- 
midad del nuevo Estado. 

La crisis fue larga porque las clases políticas regionales (o no- 
tables locales, como prefieren algunos) no quedaron dueñas ab- 
solutas del campo. Una coalición contraria integrada por ejérci- 
to, Iglesia y clase política de los estados del centro de la Repú- 
blica estará activa durante mucho tiempo para tratar de impo- 
ner, entre 1821 y 1867, versiones distintas de la opción centra- 
lizadora, que van de la monarquía iturbidista a la monarquía 
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maximiliana, pasando por la república centralista y el experi- 
mento con la dictadura santannista. Tan pronto se estableció la 
república y el sistema de tres poderes, quedó planteado un pro- 
blema fundamental en la estructura de representación de los in- 
tereses. En el lado moderno de la república el Congreso debía, 
en teoría, articular esos intereses, pero la mayoría de los meca- 
nismos de acceso estaban cooptados por las clases políticas re- 
gionales, a través de la manipulación de las elecciones indirectas 
y el monopolio de los puestos de representación nacional. Los 
grupos conservadores de tendencia centralista tuvieron, sin em- 
bargo, un acceso limitado al Congreso mediante las elecciones 
indirectas de tercer grado que permitían, como dice Annino, 
que el colegio electoral último en el ámbito de los estados con- 
tuviera electores de todas las tendencias. Pero aun así nunca lle- 
garon a predominar en número, razón por la cual acudieron 
aliados con el ejército y la Iglesia católica a los pronunciamien- 
tos y las revueltas. En el Congreso, el lado moderno del Estado, 
convivían las tendencias, y hubo repetidos intentos, sobre todo 
en la década de 1840, de acercamiento y transacción sobre el ti- 
po de régimen por adoptar en los fallidos congresos constitu- 
yentes de 1843 y 1846. Pero cuando parecía que estos intentos 
de avenencia iban a dar frutos, resurgía la opción premoderna 
del pronunciamiento, el plan y la revuelta. 


En todo ello el papel fundamental lo desempeñó la alta ofi- 
cialidad del ejército, con una Iglesia aliada que le sirvió para la 
propaganda contra el federalismo primero y el republicanismo 
después, pero nada más. Los oficiales del ejército fueron agentes 
modernizadores, como en la España de la época, e intentarían 
varias veces establecer una legitimidad basada en la centraliza- 
ción política y regular de alguna manera el acceso al poder, pero 
a la larga fracasarían en ambas empresas. Las soluciones llama- 
das conservadoras o centralistas fueron impuestas manu milita- 
rii mediante pronunciamientos y manipulaciones propagandís- 
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ticas para ganarse el apoyo de los pueblos. Dicho en otras pala- 
bras, la litis principal se planteó entre el ejército y las clases po- 
líticas regionales. Los jefes del ejército se consideraban no sólo 
los autores de la independencia del país, sino sus únicos garan- 
tes, lo cual los hacía un actor político activo y peligroso.** Pero 
poco apoyo recibían esos jefes tanto en cuotas de sangre como 
en recursos económicos de parte de los estados soberanos que 
formaron la primera república federal. A ello habría que agregar 
la natural vocación castrense a la centralización. En esa coali- 
ción estaban involucrados también los intereses comerciales de 
la zona central, que no se verían seriamente afectados sino a 
partir de la expulsión de los españoles a fines de 1827.*” Si ve- 
mos ese periodo a través de los actores políticos, lo que resalta a 
primera vista es una constante creciente y al final irreconcilia- 
ble: la polarización política que va a desembocar en la Guerra 
de Reforma. 


Entre 1821 y 1867 no sólo no hubo integración nacional 
sino que se perfiló una suerte de desintegración latente que 
amenazó dar al traste con cualquier posibilidad de unidad en el 
país. Por lo tanto, en este periodo no se dan los elementos im- 
prescindibles para establecer la legitimidad del Estado, fuera de 
la adhesión a, o el repudio de, los sucesivos documentos consti- 
tucionales. Vistos en perspectiva histórica, los intentos de defi- 
nición jurídica para constituir la nación fueron, a fin de cuen- 
tas, ejercicios superfluos y superficiales, porque la identidad na- 
cional quedaba en vilo. La solución no llegaría por el lado de la 
integración de los contrarios, que hubiera sido la solución polí- 
tica, sino por la eliminación de una de las banderías, porque la 
opción de todos fue a fin de cuentas militar. La Guerra de Re- 
forma empieza a evidenciarse a partir del desprestigio de los 
moderados con el rechazo del presidente Ignacio Comonfort a 
la Constitución de 1857. Luego de 10 años de disensiones cada 
vez más violentas y con la intervención extranjera y el Segundo 


35 


Imperio de por medio, llegó el momento de resolver el conflic- 
to primordial e irreconciliable con la derrota del adversario por 
las armas. El triunfo de los liberales radicales en 1867 fue el 
momento propicio para establecer por todos los medios al al- 
cance de la mano la legitimidad de un gobierno nacional y, si- 
multáneamente, cimentar los fundamentos institucionales y po- 
líticos para la paulatina extensión de su autoridad en todo el 
país. 

Al inicio de la República Restaurada, la extensión de la auto- 
ridad se basó en el carisma heroico.*? Juárez había regresado a la 
Ciudad de México en 1867 con un gran prestigio y una capaci- 
dad política sin precedente. Se los había ganado en la prolonga- 
da contienda contra el francés y el Imperio de Maximiliano 1. 
Esa legitimidad resolvía, al menos temporalmente, la cuestión 
del ejercicio efectivo de la autoridad nacional, pues Juárez había 
impuesto, en uso de facultades extraordinarias, gobernadores 
leales en todos los estados durante los años de guerra. Estos go- 
bernadores, a su vez, le correspondieron integrando un Congre- 
so más dócil, totalmente diferente al que había enfrentado entre 
1861 y 1862. El poder de Juárez era indiscutido, no obstante 
errores como el de la convocatoria a elecciones de 1867.” Pero 
el carisma heroico termina por gastarse, por evaporarse rápida- 
mente; por ello Juárez emprendió una tarea que no pudo termi- 
nar: la construcción de arreglos políticos para estabilizar y darle 
continuidad a la autoridad nacional. Los mismos fines juaristas 
de hacer duradera esa autoridad y de fortalecer al Poder Ejecuti- 
vo federal, los conseguiría después Porfirio Díaz ampliando el 
camino trazado por Juárez mediante la construcción del sistema 
político.?2 

En el largo periodo del Porfiriato, la extensión de la autori- 
dad se basó más en arreglos clientelares que en mecanismos for- 
males. Sin embargo, desde el punto de vista formal se pueden 
enumerar diversas disposiciones que contribuyeron a la exten- 
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sión de la autoridad nacional. Ante todo sobresalen las Leyes de 
Reforma que establecieron la igualdad ante la ley al eliminar los 
fueros, ampliaron el mercado interno con la desamortización de 
bienes en manos muertas y le brindaron autonomía a la autori- 
dad al decretar la separación Iglesia y Estado. El número de se- 
cretarías de Estado se incrementó, y en ellas se incluyeron las de 
Fomento y Obras Públicas, determinantes para la penetración 
de la autoridad por vías distintas a las políticas. En cambio el 
sistema impositivo, instrumento de penetración de la autoridad 
nacional por excelencia, evolucionó poco, y lo poco que se lo- 
gró fue sacando el tema del Congreso y dejándolo a conferen- 
cias fiscales entre representantes de los ejecutivos de los estados 
y de la Federación. La medida fiscal más importante fue la abo- 
lición de las alcabalas en 1896, que frenaba el comercio interno 
al gravar las mercancías en su tránsito de un estado a otro. 


Así, las crisis de legitimidad y de extensión de la autoridad a 
todo el territorio se solucionaron a partir de los años ochenta 
del siglo XIX. Para cuando estalla la Revolución mexicana en 
1910, el país había dado un vuelco al transitar del caos a la esta- 
bilidad política mediante acuerdos clientelares y medidas for- 
males que ampliaron la legitimidad del Estado nacional y afir- 
maron su autoridad en todo el territorio.?* Con la Revolución 
mexicana, sobre todo después del triunfo de la revolución cons- 
titucionalista, se destruyó el sistema político porfirista y el po- 
der se centrifugó hacia los estados, las regiones y los nuevos 
caudillos militares. La posterior recuperación de poder por par- 
te del centro político nacional sería paulatina. Los gobiernos 
posrevolucionarios recompondrían, después de 1920, los pactos 
del Porfiriato, aunque perfeccionando los mecanismos formales 
e informales que éste había creado. Por ello entre el Porfiriato y 
el sistema político posrevolucionario hay más continuidades 
que discontinuidades. De hecho, estas últimas son más bien 
novedades. Entre las novedades posrevolucionarias destacaron 
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la legalización de los partidos políticos, el reconocimiento cons- 
titucional de dos nuevos actores políticos (sindicatos y empresa- 
rios) y el establecimiento de acuerdos entre el centro y las clases 
políticas locales, cuyo resultado final fue la constitución de un 
partido dominante. Este último, el partido, fue el instrumento 
por excelencia para reconstituir la autoridad central —mediante 
la integración de representaciones nacionales leales al presidente 
de la República— a costa de dominios reservados a los estados a 
partir del decenio de 1930; se trató de un proceso largo, que 
muchos llaman el presidencialismo mexicano, y que terminó 
con la alternancia en el poder del año 2000, la cual trajo consi- 
go un renovado pero limitado enfeudamiento político de los 
gobernadores. 


La construcción de la conciencia 


(o identidad) nacional 


Sólo los seres conscientes y las entidades conformadas por se- 
res conscientes tienen identidad. Una entidad o institución 
existe si sus miembros son capaces de proyectar su especificidad 
en palabras, actitudes y conductas a fin de reafirmar la cohe- 
sión, la necesidad de existencia de la entidad, y también las ra- 
zones por las cuales se pertenece a ella. Así, la identidad es un 
producto eminentemente psicológico, existe en la mente de los 
miembros de una colectividad, y como tal requiere de puntos 
de referencia comúnmente llamados símbolos. Los símbolos 
evocan y sintetizan.?? Responden a necesidades psicológicas de 
la sociedad y, por lo general, apelan al conformismo, la armo- 
nía, definen lo externo y al Otro, y actúan en contra de las ten- 
siones sociales y las disensiones rupturistas. En el caso de la 
identidad nacional, esos símbolos son obvios para nosotros: te- 
rritorio, constitución, bandera, himno, instituciones políticas y 
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sociales, leyes vigentes, juramentos, gestas históricas y, sobre to- 
do, héroes. Muchos héroes. Y estatuaria. 


La construcción de una identidad nacional no es tarea fácil. 
Supone el tránsito de lealtades regionales a una lealtad nacional, 
mediante un proceso de creciente integración simbólica. Re- 
quiere tiempo, pues de lo que se trata es de instilar en la pobla- 
ción una serie de actitudes de pertenencia básica mediante di- 
versos medios. En la historia moderna, el nacionalismo ha de- 
sempeñado un papel importantísimo en estas tareas. El traslado 
de lealtades se logra óptimamente a través de la educación, aun- 
que no sea éste el único medio. 


Al momento de la Independencia pocas eran las referencias 
que tenían las élites criollas para definir una conciencia o iden- 
tidad nacional fuera de los vaivenes de la disputa americana y 
las búsquedas de la antigua grandeza mexicana, referidas a un 
mitificado pasado indígena (de fuerte sabor azteca en perjuicio 
de otras etnias). Las referencias más frecuentes se concretaban 
en la universalidad de una Iglesia católica, que prácticamente 
monopolizaba la vida social y cívica del mundo criollo, y en un 
vago vínculo político con una monarquía lejana y ausente, me- 
diante la cual se conectaban con un amplio y fragmentado Im- 
perio. Aún más, en los primeros meses posteriores a la caída del 
fugaz Imperio de Agustín 1, en vísperas de los trabajos del Con- 
greso Constituyente de 1823-1824, se dio la tentación de los 
separatismos pues hubo varias provincias que adelantaron sus 
constituciones declarándose estados libres y soberanos. El día lo 
salvó Miguel Ramos Arizpe, como ya se dijo, diputado consti- 
tuyente que hizo aprobar un acta constitucional que compro- 
metía al Congreso a diseñar una federación. La primera repú- 
blica, en consecuencia, fue exageradamente federal, pero esa 
exageración fue la que aseguró al país al impedir una dispersión 
de regiones como se dio en Centroamérica. 
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Antes del diseño de una política educativa como instrumento 
estatal para la difusión de valores y símbolos nacionales, fue de- 
terminante el advenimiento en México de una ola de naciona- 
lismo como consecuencia de la Guerra de 1847 con los Estados 
Unidos y la consecuente pérdida de territorio nacional a favor 
de este país. En los estados del centro del país ello fue más que 
evidente, y ahí están publicaciones destacadas, como la de Roa 
Bárcena, que contribuyó notablemente a la confección de la 
gesta histórica de los Niños Héroes, que luego ofrecería la edu- 
cación nacional como ejemplo de valor, entrega y patriotismo, a 
los niños mexicanos. Pero en la periferia también se dio esa ex- 
plosión de patriotismo, particularmente en los estados por don- 
de pasaron las tropas estadunidenses. Tal fue el caso de Nuevo 
León, que presentó una aguerrida resistencia al invasor, de na- 
turaleza más civil que militar.? El desplazamiento de la fronte- 
ra fue así un determinante previo para la ofensiva educativa y la 
integración de la identidad nacional. Las fronteras, como bien 
se sabe, contribuyen a la integración mediante un doble proce- 
so simultáneo de separación y de unión. Separan al Otro, al Ve- 
cino, al Posible Enemigo, pero también por exclusión une lo 
Nuestro. Antes de la Independencia, la noción de frontera, so- 
bre todo hacia el norte, era un concepto muy vago, la frontera 
estaba de hecho indeterminada. Después del 47 la frontera físi- 
ca coincidió con la frontera demográfica y contribuyó a crear 
una conciencia territorial. Ésta es, después de todo, uno de los 
elementos definitorios de cualquier Estado moderno. Después 
de la Guerra del 47, la frontera se convirtió en una realidad no 
sólo política sino también física y simbólica. 

Pero sería necesaria otra guerra para acelerar el proceso de 
identificación nacional. Al igual que en la Francia de la Revolu- 
ción francesa, donde se establece a la nación como el nexo de 
todos los derechos y todas las obligaciones del recién definido 
ciudadano, en un momento en que la Revolución se encontra- 
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ba asediada por un contexto europeo hostil, la Guerra de Inter- 
vención y del Segundo Imperio en México contribuyeron a re- 
forzar el proceso de identificación nacional. El instrumento 
principal fue la Guardia Nacional, en muchos trazos idéntica al 
diseño original de los revolucionarios franceses en 1789. La 
Guardia Nacional, a diferencia de las milicias estatales de la pri- 
mera República, fue un instrumento integrador. Si bien se re- 
clutaba y se mantenía con recursos locales de los estados, tenían 
por ley una lealtad y dependencia del gobierno federal en mo- 
mento de crisis nacional o guerra extranjera, que fue el caso en- 
tre 1862 y 1867. En esos años, el discurso nacionalista no sólo 
sube de tono, sino que se definen cuerpos de guardias naciona- 
les, integrados por ciudadanos-soldados, que no sólo comparten 
los mismos ideales de independencia, sino que se desplazan de 
un lado a otro del país. Gracias a dos guerras con extranjeros, 
cuando se restaura la República en 1867, la mesa está servida 
para componer una política educativa sobre valores de integra- 
ción e identificación nacionales. 


La educación fue, en el México de la segunda mitad del siglo 
XIX, el medio por excelencia para la creación de una identidad, 
por ser la mejor posicionada para la reiteración simbólica de 
puntos de referencia capaces de ser compartidos y comprendi- 
dos por todos. Fue auxiliada por las sociedades cívicas que orga- 
nizaban eventos durante las efemérides patrias, y la estatuaria 
que incluyó una avenida majestuosa pautada por estatuas de hé- 
roes en la Ciudad de México, pero también el quiosco, corona- 
do con el águila republicana, la plaza con las estatuas del padre 
de la patria y el héroe local, en pueblos y pequeñas ciudades En 
cuanto a la escuela podemos hablar de un proceso socializador 
casi continuo a partir de 1880 hasta nuestros días. Sin embar- 
go, ya en el siglo XX, la escuela ha tenido que competir no sólo 
con la familia sino con otras instancias, primordialmente los 
medios masivos de comunicación y diversos grupos de interés, 
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que le han venido disputando con éxito el monopolio de la la- 
bor socializadora. 


Una identidad nacional es más difícil de construir en un Es- 
tado nacido de dos pueblos que por razones de conquista viven 
juntos. Ya se sabe que en estas tierras americanas, al igual que 
en la mayoría de las europeas, primero fue el Estado y luego la 
Nación. Es menos complicado hacer una constitución política y 
delinear formalmente un Estado que formular en el vacío insti- 
tucional eso que se llama conciencia o identidad nacional. Ha- 
cia el siglo XVIII, fuera de la lengua (no siempre) y de la reli- 
gión (casi siempre, y gracias al sincretismo), había pocos ele- 
mentos psicológicos que unieran a los pueblos y regiones que 
conformaban la Nueva España. Ya se ha estudiado cómo se die- 
ron entonces de manera incipiente circunstancias para confor- 
mar una serie precoz de símbolos que a la larga incidirían en la 
conciencia nacional; símbolos identificables con nostalgias ana- 
crónicas de la grandeza del pasado precolombino, el culto a la 
Virgen de Guadalupe y una serie de mitos indígenas, como el 
águila y la serpiente.?% Para decirlo en los términos de las teorías 
del desarrollo político, se trató de un proceso simultáneo de di- 
ferenciación e identificación; de diferenciación del criollo frente 
al peninsular y de identificación de aquél con estas tierras me- 
diante lo único que tenía a mano, la mitología y la simbología 
indígenas.2% Mitología y simbología indígenas, dicho sea de pa- 
so, tal y como habían sido rescatadas e interpretadas por los 
evangelizadores, ya que la mayoría de las fuentes originales se 
destruyeron. En un primer momento, durante la época colo- 
nial, la educación formal no desempeñó papel alguno. Se trató 
de una actividad reducida en cobertura, carente de sistematiza- 
ción y limitada a la minoría blanca y algunas élites indígenas. 
Pero el proceso de identificación seguía siendo el mismo, con 
un Estado remoto, la Corona, a través de la religión y de la 
Iglesia. 
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La construcción de la conciencia nacional fue pues un proce- 
so tardío, que de alguna manera continúa hasta hoy en los con- 
fines más remotos del país. Fue una política que empezó con 
fuerza en el último tercio del siglo XIX, con la que se buscó 
construir la identidad nacional mexicana mediante la extensión 
de la educación y la amalgama de las diferencias regionales y di- 
visiones étnicas en un crisol común. Entre 1824 y 1867 no se 
vio la educación como medio para formar la nacionalidad. No 
hubo las condiciones propicias por la inestabilidad política rei- 
nante. En ese lapso, la educación elemental vegetó en las heren- 
cias coloniales, las penurias económicas, los vaivenes políticos y 
la ausencia de secularización. La secularización de la educación, 
hay que decirlo, es el requisito fundamental para que la educa- 
ción pueda cumplir su papel en este terreno, al desplazar la doc- 
trina cristiana como cemento social y sustituirla por la religión 
de la patria, esencia misma de la identidad nacional a la que se 
aspiraría. Es la vía más rápida y segura para identificar los pro- 
cesos socializadores con el Estado. Ni siquiera la tan aclamada 
reforma educativa para el Distrito Federal y Territorios de Va- 
lentín Gómez Farías en 1833 se adentró en la secularización. 
Más hizo Santa Anna en 1842 con la ley que centralizaba la 
educación de todos los departamentos, al sujetar la educación 
superior a un solo plan de estudios diseñado en la capital del 
país, que poseía rasgos muy novedosos para aquel entonces. Los 
afanes y propuestas de José María Luis Mora, el gran preocupa- 
do por la educación en la primera mitad del siglo XIX, se limi- 
taron a las élites sin incluir a las masas, segundo requisito este 
último, además de la secularización, para labrar la identidad na- 
cional mediante la educación. 

Si algún esfuerzo se hizo en la primera mitad del siglo XIX, 
fue en la educación superior, y no por el gobierno nacional sino 
por los de los estados, que crearon instituciones expresamente 
laicas. En la educación elemental siguió predominando la es- 
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cuela lancasteriana de enseñanza mutua que incluía en sus pro- 
gramas la doctrina cristiana.?* La gran aportación durante la 
primera república federal la proporcionaron los estados con la 
fundación de institutos científicos y literarios o colegios civiles, 
que introdujeron la enseñanza de técnicas, lenguas vivas y nue- 
vas formas de enfocar la filosofía y el derecho. Sin duda fueron 
las novedades en la enseñanza del derecho, en particular del de- 
recho constitucional, lo que empezó a perfilar algunos rasgos de 
diferenciación nacional en la educación frente a las herencias 
coloniales y metropolitanas.?” El esfuerzo apenas alcanzó a re- 
ducidos grupos; pero aun así en esas instituciones educativas 
habrían de graduarse la mayor parte de los miembros de la se- 
gunda generación de liberales mexicanos, la que emprendió la 
Reforma social, se fogueó en la guerra contra el francés y el Se- 
gundo Imperio, y que sentó finalmente las bases de la creación 
de la identidad nacional mediante la educación. 


La ofensiva educativa de la segunda mitad del XIX mexicano 
coincidió con el establecimiento de la separación de Iglesia y 
Estado por la segunda generación de liberales.?? El primer mo- 
mento clave fue la ley de 1861, promulgada por el presidente 
Benito Juárez en vísperas de la Guerra de Reforma y que exten- 
día la ayuda federal a las escuelas de las municipalidades y “pue- 
blos cortos” (pequeños), con la obligación de sujetarse al pro- 
grama de estudios federal. El plan de estudios agregaba a las 
materias típicas de la educación elemental —lectura, escritura y 
aritmética—, el estudio de la Constitución (1857), las leyes 
fundamentales del país y la historia nacional. Para empezar la 
socialización simbólica no estaba mal, aunque el enfoque fuera 
muy legalista. “Tras la restauración de la República se promulgó 
otra ley de instrucción pública a fines de 1867, producto de 
una comisión presidida por Gabino Barreda.* En ella se esta- 
bleció la gratuidad y obligatoriedad de la educación proporcio- 
nada por el Estado y se prohibieron explícitamente los conteni- 
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dos religiosos en el plan de estudios. Barreda también acometió 
la reforma de los estudios superiores con la creación de la Pre- 
paratoria, paso previo para los estudios profesionales, para la 
cual adaptó (o mexicanizó) el positivismo de Augusto Comte. 
El embate de Barreda era bifronte: con la educación elemental 
se combatiría la ignorancia, rémora para lograr el engrandeci- 
miento del país, y con la Preparatoria se formaría en la laicidad 
comtiana a la clase dirigente. La Preparatoria se convirtió en 
modelo para los estados, que adoptaron su plan de estudios en 
sus institutos científicos y literarios y los colegios civiles. 


Una segunda ola de transformaciones de la educación mexi- 
cana empezó con el ministro de Justicia e Instrucción Pública, 
Joaquín Baranda (1882 a 1901).** Ante la creciente incapaci- 
dad de los municipios para ofrecer escuela, Baranda concibió 
esquemas de “federalización”, que de paso suponían un mejor 
control del proyecto educativo.?? Baranda concebía a la escuela 
como la solución a las grandes cuestiones económicas, sociales y 
políticas que afectaban a México, y como basamento del credo 
democrático.?% Homogeneizar los libros de texto y la enseñanza 
en todo el país fueron sus obsesiones. Para lo primero hizo un 
concurso para escoger los mejores textos, para lo segundo fundó 
la Escuela Nacional de Maestros. Intentó la “federalización” de 
la enseñanza mediante la celebración de un congreso nacional 
en 1889, al que acudieron los más destacados pedagogos del 
país. Pero no tuvo tiempo para más. Sin embargo, en la legisla- 
ción que favoreció, dejó sentada la obligatoriedad de la escuela 
elemental, aunque ésta quedara en intención declarativa. En su 
horizonte estaba la creación de la escuela nacional mexicana 
que quedaría definida por el mínimo de educación a que se 
obligaba el Estado a fin de crear ciudadanos conscientes de sus 
derechos constitucionales.?% 


Con Justo Sierra aparece ya claramente la necesidad de forjar 
la unidad nacional mediante la creación y el fortalecimiento de 
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la identidad. Aunque decidido positivista y dedicado al tema 
educativo desde 1870, fue a principios del siglo XX, cuando 
asumió el cargo de secretario de Justicia e Instrucción Pública, 
que atemperó sus convicciones spencerianas y desplegó las me- 
didas orientadas a crear esa conciencia nacional que le diera 
sentido y orientación a la paz y el progreso logrados por Porfirio 
Díaz. Convencido de que era indispensable hacer educación pa- 
ra las masas, Sierra creó la Secretaría de Instrucción Pública y 
Bellas Artes en 1905, y buscó constituir el proyecto pedagógico 
del Distrito Federal y territorios como ejemplo para los progra- 
mas educativos de los estados y municipios. Pero el aspecto más 
importante de las innovaciones de Sierra, junto a la reiteración 
del método científico, fue hacer un lugar importante para la en- 
señanza de la historia nacional (la sociología es síntesis, la histo- 
ria es análisis, repetía en sus discursos). Llegó al grado de com- 
poner él mismo manuales para la enseñanza de esta materia. 
Culminó su visión educativa con la recreación de la Universi- 
dad y el establecimiento dentro de ella de la Escuela de Altos 
Estudios para reincorporar la filosofía en el asunto pedagógico. 
Las ideas implícitas en su proyecto educativo fueron la exten- 
sión en la cobertura de la instrucción elemental, y la consolida- 
ción de una identidad nacional mediante la enseñanza de la his- 
toria y de los resultados de la especulación filosófica. 


Durante el Porfiriato, junto a la escuela, la fiesta cívica y la 
estatuaria, figuraron de manera prominente los esfuerzos edito- 
riales para ampliar la conciencia nacional. De todas las obras, 
novelas históricas, libros de memorias, ediciones conmemorati- 
vas y estudios sobre la evolución del país, destaca con mucho 
una sola, obra histórica monumental, los cinco tomos de Méxi- 
co a través de los siglos, coordinada, y redactada en parte, por el 
general Vicente Riva Palacio con el pleno patrocinio y apoyo 
del gobierno. Se ha dicho que es la historia escrita por los (libe- 
rales) victoriosos. Puede que así sea, lo cual no sería novedad en 
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el mundo occidental. Pero lo importante del México... es que 
se convirtió en el Codex único y último de la simbología nacio- 
nal y, a la vez, marcó la reconciliación del mexicano con sus pa- 
sados precolombino y colonial.?% Punto de referencia para eru- 
ditos y profesores, parte obligada de la biblioteca familiar inclu- 
so hoy día, el México... fue medio socializador esencial cuando 
la difusión de la cultura y la educación se hacía por medios es- 
critos y no electrónicos. 


La cobertura de la educación elemental durante los gobiernos 
de Díaz no llegó muy lejos; se concentró en áreas urbanas fun- 
damentalmente. Sin embargo, el proyecto liberal de la cons- 
trucción de la identidad nacional estaba prácticamente termina- 
do cuando se eclipsó el Porfiriato y estalló la Revolución mexi- 
cana. Este proyecto sería retomado con algunos retoques y adi- 
ciones —federalización de la enseñanza básica mediante refor- 
ma constitucional, indigenismo, una dosis mayor de nacionalis- 
mo y la edición de libros gratuitos para la educación primaria 
— a partir de 1920 y se aplicaría tal cual hasta finales del siglo 
XX. 

¿Se ha logrado la integración de una identidad nacional? Sí y 
no. O al menos, la enseñanza de la historia no ha sido tan im- 
portante como se pensaba. Como señaló Segovia en su momen- 
to, los niños mexicanos están divididos en dos bloques claros, 
determinados sobre todo por el ingreso familiar, con los de alto 
ingreso en escuelas privadas y los de bajo en las públicas.? En- 
tre las privadas predominan las escuelas de afiliación religiosa, 
católica principalmente, que tienen una lectura de la historia 
nacional totalmente distinta a la historia liberal que se enseña 
en las públicas. Aunque los referentes en estas últimas son más 
claros y fuertes, Juárez sin disputa alguna al frente de los héroes, 
en la visión católica basculan entre Cortés, Morelos e Iturbide, 
pero coinciden en la condena de Juárez y la Reforma. El Esta- 
do, por su parte, nunca ha sido hegemónico en materia educati- 
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va, como en Francia por ejemplo. No sólo tuvo que acceder a 
presiones de los grupos de interés, civiles y religiosos, que im- 
pusieron su propia versión histórica y su galería de héroes, sino 
que las entidades federativas también reivindicaron sus sobera- 
nías educativas imponiendo las monografías de geografía e his- 
toria estatales dentro de los programas oficiales. Muchas veces, 
entre estados con fronteras comunes, los héroes y hechos histó- 
ricos simbólicos positivos para uno son negativos para el vecino. 
Y ello para no hablar de los efectos de los medios de comunica- 
ción, particularmente la televisión, que a diario deshace lo que 
se hace en la escuela. Quizá los principales símbolos referentes 
—<erritorio, bandera, nacionalidad— no han sido tan vulnera- 
dos como los símbolos de condensación, aquellos que atañen 
más a las necesidades psicológicas de la nación. 


La crisis de la participación 


o de la extensión del sufragio 


Ésta es una crisis que no ocurrió a la manera clásica, por de- 
cirlo de alguna manera. Más que crisis fue una suerte de evolu- 
ción paulatina y en sí misma no fue disputada. Entre 1824 y 
principios del siglo XX no hubo organización popular ni lucha 
por un mayor acceso al voto porque desde 1812 la Constitu- 
ción de Cádiz había entregado a todo el Imperio el sufragio 
universal masculino.*” Cierto, en España, a partir del adveni- 
miento de Isabel al trono, hubo varias restricciones intermiten- 
tes al sufragio entre 1830 y 1875, lo cual supuso una evolución 
distinta desde el mismo origen. En cambio en México, el me- 
canismo electoral indirecto de tres grados para integrar la repre- 
sentación nacional perduró a lo largo de todo el siglo XIX, con 
la sola modificación de la introducción del distrito electoral a 
partir de 1857. Salvo un par de intentos esporádicos de regular 
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el voto activo y pasivo por clases para la elección al Congreso 
extraordinario en 1846, generalmente no se quiso restringir el 
sufragio; se prefirieron otros mecanismos, adicionales a la elec- 
ción indirecta de tres grados, para controlar los resultados del 
sufragio. Antes de la introducción del distrito electoral, los go- 
bernadores tenían que negociar con los grupos políticos que se 
decantaban con los electores del último nivel; en cambio, con la 
introducción del distrito se les facilitó el control del acceso a las 
candidaturas y, por lo tanto, al puesto de elección popular.?? A 
partir de la restauración de la República en 1867, los goberna- 
dores desarrollaron las jefaturas políticas que controlaban políti- 
camente varios municipios a fin de asegurar los resultados elec- 
torales que querían los gobernadores. Por ello en el esquema fe- 
deral mexicano, no centralizado como en España, el problema 
político electoral del gobierno nacional residía no en restringir 
el sufragio sino en establecer acuerdos con los gobernadores. Y 
esos acuerdos finalmente se lograron mediante el reparto de las 
competencias políticas y electorales entre el gobierno federal y 
los gobernadores. % 


Claro está que uno u otro mecanismo electoral llevaba a dis- 
tintos resultados en cuanto a la integración de la representación 
nacional. En este sentido la reforma que introdujo el distrito no 
fue ni neutral ni anodina. Pasó sin crear grandes tolvaneras por- 
que apareció en la ley reglamentaria de las disposiciones electo- 
rales de la Constitución de 1857. En las sesiones del constitu- 
yente el debate se había centrado en la conveniencia de adoptar 
o no el voto directo. A éste se le veía como más democrático, 
pero los constituyentes lo rechazaron porque consideraron que 
el clero aún tenía demasiada influencia en el pueblo y podía 
manipular conciencias para determinar elecciones; pero los 
constituyentes ni idea tenían sobre las consecuencias políticas 
de las modificaciones que se habrían de introducir a la geografía 
electoral. No sabemos cuáles fueron las intenciones de los legis- 
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ladores cuando aprobaron la ley electoral porque no contamos 
con los debates; ni siquiera sabemos si hubo debate. Pero lo que 
sí sabemos es que trajo profundas consecuencias. La introduc- 
ción del distrito llevó a lo que he denominado la maquinaria 
electoral del último tercio del siglo XTX.% 


La consecuencia política más importante del sistema electo- 
ral posterior a la Constitución de 1857 fue que las reelecciones 
de Díaz pudieran pasar sin problemas por el Congreso, que ha- 
cía las veces de colegio electoral. Para decirlo con las palabras 
correctas de la teoría, ésta fue la vía porfiriana para resolver la 
transmisión pacífica del poder, aunque éste recayera una y otra 
vez en la misma persona. Las formas se cumplían puntualmen- 
te, la constitución no se violaba: Díaz se presentaba a la reelec- 
ción, las elecciones se llevaban a cabo, y su triunfo era ratificado 
(aceptado) por los representantes legítimos de las entidades fe- 
derativas en el Congreso general. El problema del déficit demo- 
crático no existía (fue invento del siglo XX) pues a los liberales 
les interesaba la integración efectiva y funcional de la represen- 
tación nacional, y les tenía sin cuidado la cuestión del sufra- 
gio. 2 

Hacia fines del Porfiriato surgió una crisis peculiar, la crisis 
provocada por la ausencia de competencia política en las elec- 
ciones que, por su naturaleza, afectó primordialmente a las éli- 
tes políticas. Fue una crisis profunda que empezó por la exigen- 
cia del cumplimiento de la formalidad electoral y terminó por 
involucrar a casi toda la sociedad a consecuencia de los cambios 
en ella introducidos por la modernidad” patrocinada por el Es- 
tado liberal.4 Se trata de un marcado contraste con las tenden- 
cias políticas de otros países occidentales. En un principio las 
exigencias del respeto al sufragio y la creación de un sistema de 
partidos no son demandas que crucen a toda la sociedad mexi- 
cana; Madero triunfa en su cruzada por el respeto del sufragio 
casi por default ya que Díaz tira los bártulos cuando aquél ape- 
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nas había tomado Ciudad Juárez. La revolución constituciona- 
lista, en cambio, sí involucra todos los estratos de la sociedad 
porque en buena medida es el resultado de una crisis económi- 
ca y del quiebre de las relaciones clientelares entre el poder cen- 
tral y muchas familias políticas regionales y locales.** El sistema 
electoral indirecto —con las oportunidades crecientes de mani- 
pulación que ofrecía a los gobernadores— se hizo rápidamente 
obsoleto para contender con las nuevas realidades políticas que 
planteaban el crecimiento económico del país, la extensión de 
la educación (urbana), una incipiente y novedosa pluralidad y 
la consecuente polarización política. El antirreeleccionismo que 
aparece a principios del siglo XX es la consigna que expresa to- 
do lo anterior. Esa consigna se articuló en el programa más evi- 
dente y atractivo para el momento, evitar otra reelección de 
Díaz, pero que concluiría incorporando demandas sociales y 
políticas tanto de corte tradicional como moderno. Díaz y Ma- 
dero expresaron el choque de dos concepciones distintas de la 
acción política. Lo más evidente de la obsolescencia política de 
Díaz, mucho más que su edad, fue su terminante rechazo a 
crear un partido moderno que lo apoyara para darle solución 
institucionalizada a su propia sucesión. Ésta sería una lección 
que Plutarco Elías Calles no olvidaría y le daría expresión en 
1929 con la creación de un partido cúpula. 


Como personaje más dotado para derruir que para construir 
sobre lo destruido, Madero pereció en sus ambigiedades. Pero 
logró la introducción del sistema de partidos con su ley de 
1911; el desmantelamiento de la maquinaria electoral porfiria- 
na y del sistema electoral indirecto correría a cargo de los cons- 
tituyentes de 1917.% De esta suerte, el establecimiento tem- 
prano del sufragio universal en estas tierras culminó con la tar- 
día institucionalización del sistema de partidos y el voto direc- 
to. 


3 


La crisis de la distribución 


o del bienestar social 


A esta crisis los teóricos del desarrollo político la veían estre- 
chamente relacionada con la crisis de la participación, casi una 
consecuencia directa de ella. Quizá la relación sea cierta para los 
países descolonizados después de la segunda posguerra, cuando 
las independencias, la extensión del sufragio y la participación 
se dieron de manera simultánea en territorios ya ubicados en un 
mundo de expectativas crecientes. Sin embargo, no parece ha- 
ber sido así en Iberoamérica siglo y medio antes; al menos no lo 
fue así en Nueva España-México. 

Si entendemos por crisis de distribución la que se deriva de 
un aumento inusitado en la demanda de bienes públicos por 
parte de la población —demanda que puede ir de la exigencia 
de abastecimientos de boca a precios accesibles o subsidiados, 
hasta instituciones propias del bienestar social, pasando por 
cuestiones de salud pública, distribución de tierras y derechos 
laborales—, en el caso de México esas demandas se dieron en 
un arco temporal de más de 150 años, con peculiaridades dife- 
rentes a las que quisieron imaginar los teóricos. Pero se dieron. 


Las demandas de distribución en el siglo XIX son escasas si 
no es que inexistentes. La demanda más extendida, al menos 
entre las élites, fue la de la distribución de la igualdad, esto es, 
la igualdad ante la ley. Ése fue el eje rector de la política liberal 
decimonónica: una política que implicaba acabar con las juris- 
dicciones corporativas que seccionaban en compartimientos es- 
tancos la sociedad y el mercado. En ese contexto, la redistribu- 
ción más importante se dio con la desamortización de bienes en 
manos muertas. Fue producto de planteamientos económicos 
teóricos propios de las élites liberales, más que de exigencias ve- 
nidas de abajo. El propósito era ampliar un mercado interno de 
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bienes raíces. Como se ha demostrado, los bienes del clero fue- 
ron pocos comparados con los bienes pertenecientes a las cor- 
poraciones municipales.** También ha resultado evidente que 
muchas comunidades indígenas fueron capaces de conservar sus 
tierras en explotación comunal, bien fingiendo distribuciones 
individuales, bien llegando a pactos con los liberales durante las 
guerras de Reforma y de Intervención. Tenemos, pues, más 
casos de defensa de la propiedad comunal que exigencias de su 
distribución. La naturaleza autosuficiente de las unidades pro- 
ductivas en el campo, independientemente de su extensión, así 
como el escaso desarrollo de la industria durante la mayor parte 
del siglo XIX, contribuyeron a que no hubiera demasiadas de- 
mandas distributivas ni organizaciones que las exigiesen. Sin 
embargo, hacia finales de siglo empiezan a aparecer las socieda- 
des mutualistas obreras y, con el impulso del anarquismo, aso- 
man algunos sindicatos, pero su activismo sólo se acentuaría 
gracias al influjo de la Revolución mexicana, ya en pleno siglo 


XX. 


En la historia nacional se presentaron problemas de abasteci- 
miento de manera tan episódica y limitada que no se traduje- 
ron en intentos de cambio de régimen o en grandes conmocio- 
nes políticas. Durante el siglo XIX las hambrunas fueron cues- 
tiones aisladas, generalmente ubicadas en alguna ciudad o re- 
gión y como consecuencia de guerras intestinas o de sitios más 
o menos prolongados, como el de Querétaro en 1867. Grandes 
porciones del territorio nacional nunca las padecieron en el sen- 
tido europeo del término. Durante la Colonia, el abastecimien- 
to se dio en mercados regionales en torno a lugares ubérrimos 
en cultivos, granos o crianza de ganado menor y mayor. Las re- 
giones eran plenamente capaces de alimentar a sus habitantes. 
A ello ayudaron la baja densidad demográfica y la tradición de 
la producción para el autoconsumo comunal de las poblaciones 
indígenas del centro de país. Si una región se veía temporal- 
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mente afectada en su producción, las otras continuaban produ- 
ciendo. A ellas las afectaron más los eventos naturales que los 
hechos de los hombres. 


La salud pública, en cambio, sí fue una preocupación cons- 
tante de las autoridades, desde la época colonial. La limpieza 
urbana y la política sanitaria para enfrentar epidemias y pande- 
mias fueron cuestiones centrales hacia finales del siglo XVHI 
pero, sobre todo, a partir de la segunda mitad del siglo XIX. En 
los últimos decenios de la Colonia y la primera mitad del siglo 
XIX hay diversas respuestas institucionales a estas preocupacio- 
nes, normalmente limitadas a la Ciudad de México, y puestas 
en marcha por comisiones (de la vacuna contra la viruela, de 
cementerios, de aguas) y por juntas (de caridad y de socorro). 
El establecimiento de la Junta Superior de Salubridad en 1841 
marcó el arranque de la modernización y extensión al ámbito 
nacional de las políticas sanitaria y de salud.* 

Durante los años del Porfiriato la definición de la política 
sanitaria se vio limitada por las facultades en materia de salud 
del dominio reservado a los estados, según la Constitución de 
1857. Los intentos por coordinar esfuerzos con estados y muni- 
cipios empezaron en 1891 con la publicación del Código Sani- 
tario, que algunos estados imitaron al pie de la letra, pero que el 
gobierno federal aplicó no sólo en el Distrito Federal y Territo- 
rios sino también en puertos y puestos de frontera. El Consejo 
Superior de Salubridad tuvo un papel destacado de coordina- 
ción únicamente en el caso de la epidemia de fiebre amarilla en 
Mazatlán en 1903, que permitió acabar con ella en cuatro me- 
ses. Pero en general la actividad del Consejo se centró en labo- 
res pedagógicas mediante la organización de congresos higiéni- 
cos nacionales e internacionales. Aun así, este Consejo, integra- 
do por eminencias médicas de fin de siglo que repartían su 
tiempo entre el consultorio privado, el hospital y el organismo, 
dejó una herencia: la convicción de legislar al respecto. De aquí 
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la disposición que se introdujo en la Constitución de 1917, que 
le otorgó al Consejo Superior de Salubridad atribuciones para 
coordinar las políticas de salubridad en todo el país, con lo cual 
las facultades en materia de salud se hicieron concurrentes, co- 
mo sucedería posteriormente con la educación en la segunda 


década del siglo XX. 


La verdadera crisis del bienestar social vino con la Revolu- 
ción mexicana, que abrió abruptamente las compuertas de las 
demandas agraria y obrera a un Estado que apenas se reorgani- 
zaba. Ese inesperado surtidor de demandas era el resultado de la 
rápida modernización económica experimentada durante la pax 
porfiriana. En un principio los primeros repartos se parecían a 
los de la antigua Roma: tierras para desmovilizar veteranos. Pe- 
ro muy pronto, la creciente presión demográfica en el campo 
perfilaría el verdadero rostro de la Reforma Agraria allá por los 
años treinta del siglo XX.% 

El movimiento obrero, en cambio, sí cumple con las pautas 
de evolución europeas. Desorganizado y limitado de miras du- 
rante los últimos años del Porfiriato, la Revolución mexicana lo 
precipitó a una vorágine de organización, alentado en muchos 
casos por gobernadores radicales, para culminar con la constitu- 
ción de una central hegemónica, la Confederación de Trabaja- 
dores de México (CT'M). Con las excepciones de Nuevo León y 
el Estado de México, que legislaron sobre riesgos en el trabajo, 
el Porfiriato no desarrolló una política laboral por limitaciones 
ideológicas: el trabajo era objeto de contrato entre particulares 
en el imaginario liberal. Y en los contratos el Estado no debía 
intervenir. El surgimiento de las formaciones obreras coincidió 
con la crisis del liberalismo y la aparición de novedosas ideas y 
modelos sociales, particularmente con el triunfo de la Revolu- 
ción soviética en Rusia. La coincidencia de todo ello con la Re- 
volución mexicana llevaría a una alianza entre el Estado y el 
movimiento obrero que finalmente desembocó en el camino re- 
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formista, típico de los movimientos socialistas de la Europa de 
entreguerras. 


Conclusión 


Poco menos de 100 años de vida independiente del siglo 
XIX, el arco temporal de este ensayo, es insuficiente para dicta- 
minar de manera definitiva sobre logros y avances en las moder- 
nizaciones de México. Pero con los escasos elementos que nos 
proporciona la aplicación de la tipología que aquí hemos utili- 
zado, podemos al menos hacer un diagnóstico muy general del 
asunto. Es obvio que la secuencia en las crisis de la moderniza- 
ción esperada por los teóricos no se cumple en el caso de Méxi- 
co, como ya habían advertido los historiadores para otros países 
occidentales. En términos generales, puede afirmarse que las 
crisis de modernización no se dieron todas y tuvieron ritmos y 
cadencias atípicas e irregulares en el caso mexicano. 


Hay dos crisis que van de la mano, la de la legitimidad y la 
de la extensión de la eficacia estatal, si bien marcada esta última 
por un complejo sistema político de relaciones clientelares, pro- 
pias del mundo iberoamericano. La primera arroja a México en 
el torbellino de la definición del régimen político; la segunda 
no puede resolverse dados los pronunciamientos y guerras civi- 
les que provoca la primera. En este círculo vicioso, la definición 
del perfil del Estado es lenta y penosa, y llega al final del siglo 
sin transmutarse en un Estado democrático por la carencia de 
bases sociales y políticas para crear un sistema de partidos, par- 
tidos que sí aparecen ya en esos tiempos en otras latitudes de 
Iberoamérica. En gran medida el retraso puede explicarse por la 
forma adelantada en que se resolvió la crisis de participación, 
por la cual no fue necesario luchar, como en otros países de Oc- 
cidente, pues el sufragio universal masculino fue otorgado gra- 
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ciosamente desde 1812. La crisis de la identidad, aunque tardía, 
la alimentó repentina y violentamente un factor externo: la 
Guerra de 1847-1848 y la pérdida de la mitad del territorio. A 
la par del triunfo de los liberales en 1867, ese fenómeno alentó 
un fuerte nacionalismo que finalmente se aprovechó en la con- 
fección de una doctrina educativa que sirvió de base, junto a la 
fiesta cívica y la estatuaria, para sentar las bases de una identi- 
dad nacional con rasgos modernos. 


La verdadera crisis del bienestar no se dio en el siglo XIX; es 
una crisis típica del siglo XX y aún hoy no puede afirmarse que 
México la haya superado. Los pocos rasgos que se encuentran, 
algunas huelgas y legislaciones del trabajo en un par de estados, 
son apenas síntomas y esbozos de una modernidad en las rela- 
ciones laborales que hará explosión en pleno siglo XX, bajo el 
influjo de la Revolución mexicana. Lo que sí tuvo impacto en el 
siglo XIX fue la lucha de las comunidades indígenas por conser- 
var la explotación comunal de sus tierras. Según se sabe, la des- 
amortización no logró destruir este ámbito y, de hecho, lo afec- 
tó muy poco. En este sentido la Reforma Agraria del siglo XX, 
tan falsamente pregonada como mecanismo corrector de los 
abusos del Porfiriato, fue más bien el sistema redistribuidor por 
excelencia para lograr un nuevo equilibrio político después de 
la dispersión de poder que trajo consigo la Revolución mexica- 
na. 

Es pues en el juego de las peculiaridades de tres crisis —legi- 
timidad, participación y extensión de la autoridad— en donde 
podemos ubicar el atraso en el desarrollo político del país y, en 
general, su lenta modernización. El arreglo político del Porfiria- 
to tendría, a su vez, que entrar en una crisis de su entramado, 
otra crisis de legitimidad, para dar lugar a la Revolución mexi- 
cana, condición para otro jalón en las modernizaciones que lle- 
garían hasta el año 2000. 
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La reforma económica 
FINANZAS PÚBLICAS, 


MERCADOS Y TIERRAS 


AURORA GÓMEZ GALVARRIATO* 
EMILIO KOURÍ** 


Introducción 


A partir de fines del siglo XVII y a lo largo del siglo XIX, en 
Europa y América Latina algunos grupos políticos se propusie- 
ron la tarea de transformar sociedades regidas por las reglas de 
lo que en Francia se llamó el Antiguo Régimen en sociedades 
“modernas:” Estados-nación fundados sobre una base legal “li- 
beral”. Lo que significaba constituciones y leyes que acotaran el 
poder del Estado y otorgaran a los individuos libertad en el ám- 
bito político, religioso y económico, además de plantear la 
igualdad de los ciudadanos ante la ley. 

Este proceso, que inició en Europa continental con la Revo- 
lución francesa y fue difundido a buena parte de Europa a par- 
tir de las guerras napoléonicas, en América coincidió con los 
procesos de independencia. Si bien en algunos países esta trans- 
formación se dio de forma relativamente rápida y poco violen- 
ta, en otros implicó un largo proceso en que los países se vieron 
envueltos en guerras civiles recurrentes cuyo desenlace no acabó 
de gestar el Estado “moderno”. Las contradicciones entre las re- 
glas del juego que idealmente plantea el liberalismo (en un sen- 
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tido filosófico) y la realidad social, política y económica impe- 
rante eran tan grandes, que los obstáculos resultaron insalva- 
bles. Este fue sin duda el caso de México. 


El liberalismo tuvo desde sus inicios un fuerte componente 
económico que fue planteado por Adam Smith en su libro La 
riqueza de las naciones, publicado en 1776. En él se argumenta 
que la libre interacción de los individuos genera el mayor bien- 
estar y progreso económico para la sociedad, siempre y cuando 
el Estado se limite a ejercer solamente unas cuantas tareas: 1) 
definir y proteger la propiedad privada, 2) fomentar la compe- 
tencia económica, y 3) realizar aquellas empresas que no sería 
rentable para ningún individuo realizar por su cuenta porque, 
por su propia naturaleza, no se puede excluir de sus beneficios a 
quienes no pagan por ellas, tales como seguridad pública, cami- 
nos y otras obras de infraestructura. Para ser capaz de realizar 
estas tareas el Estado debe cobrar impuestos, y Smith dedicó 
parte de su libro a explicar cuál sería la mejor forma de hacerlo, 
de forma que perjudicara lo menos posible la iniciativa indivi- 
dual y el desarrollo de los mercados. 

De esta forma el liberalismo estuvo ligado desde sus inicios a 
la idea de progreso material, y recomendaba una serie de políti- 
cas públicas que los Estados debían llevar a cabo si deseaban 
mejorar el bienestar económico de su población. A lo largo del 
XIX las ideas del liberalismo económico abstracto fueron crista- 
lizándose en una serie de políticas económicas concretas que 
con mayor o menor éxito intentaron poner en práctica los go- 
biernos liberales. 


En primer lugar estarían las políticas económicas liberales li- 
gadas a fomentar el desarrollo de los mercados de bienes, servi- 
cios y de trabajo. En este ámbito encontramos todas aquellas 
políticas enfocadas a destruir monopolios y privilegios econó- 
micos. Están también las políticas dirigidas a generar mayor li- 
bertad de intercambio, tanto en el ámbito nacional, a través de 
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la abolición de los impuestos al comercio entre regiones (las al- 
cabalas por ejemplo), como en el internacional, a través de la 
reducción de los aranceles y otras restricciones al comercio exte- 
rior. Asimismo, con el objetivo de fomentar el desarrollo del 
mercado y también de definir de forma más eficaz los derechos 
de propiedad, se dio un esfuerzo legislativo por generar códigos 
que facilitaran el comercio y la formación de empresas al esta- 
blecer un marco legal que permitiera resolver mejor los litigios 
mercantiles. En el ámbito de fomentar el desarrollo de los mer- 
cados entrarían también los esfuerzos legislativos liberales diri- 
gidos a abolir la esclavitud y otros sistemas de trabajo coerciti- 
vos, así como cualquier práctica que interfiriera con la libre 
oferta y demanda de trabajo. 


En segundo lugar, la política económica liberal buscaría tam- 
bién generar un sistema fiscal que, sin entorpecer el desarrollo 
de los mercados, recaudara los recursos necesarios para que el 
gobierno pudiera realizar las labores fundamentales que requie- 
re un Estado liberal para su desarrollo económico. Esto signifi- 
caba buscar fuentes de financiamiento público distintas a las 
que prevalecían en el Antiguo Régimen. Había que sustituir 
muchas de las prácticas que habían sido anteriormente las prin- 
cipales fuentes de recursos para el fisco, como los monopolios y 
las alcabalas, y había que reducir los aranceles. Además, si ahora 
se consideraba que todos los individuos eran iguales ante la ley 
no podían cobrarse impuestos exclusivos a algunos individuos 
debido a su condición social ni exentarse de impuestos a otros 
por pertenecer a alguna categoría social. Finalmente, si quería 
hacerse prevalecer la libertad de religión, habría que evitar toda 
participación del Estado en los impuestos relacionados con la 
Iglesia. 

Finalmente, están todas aquellas políticas ligadas a la cues- 
tión de la propiedad privada. Los legisladores liberales incluye- 
ron en las constituciones artículos que entendían la propiedad 
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privada como un derecho natural y la defendían de la posible 
expropiación del Estado. Asimismo, abolieron el derecho a la 
propiedad corporativa, tanto por parte de la Iglesia como de 
pueblos y comunidades, pues consideraban que este tipo de 
propiedad limitaba el poder del mercado como fuente de crea- 
ción de riqueza. En teoría, en la medida en que una propiedad 
puede ser comprada y vendida, aquel que pueda sacar de ella 
mayor provecho ofrecerá por ella un precio más alto y por tan- 
to, a través del mercado, la tierra quedará asignada en manos de 
aquellos que la exploten de forma más eficiente. A partir de es- 
tas ideas varios países se pusieron a la tarea de “privatizar” la tie- 
rra a través de reformas agrarias, que tenían también la inten- 
ción política de quitar poder a la nobleza y a la Iglesia. 


Ya desde el siglo XVI en Inglaterra se había emprendido un 
proceso de desamortización de los bienes monacales como con- 
secuencia de la ruptura de la monarquía inglesa con la Iglesia 
católica romana. Más adelante, en Inglaterra y Gales se llevó a 
cabo el proceso de enclosures, o cercamientos o concentracio- 
nes parcelarias, que otorgaba títulos de propiedad individuales 
sobre tierras que si bien anteriormente tenían un propietario, 
imperaba en ellas un derecho tradicional de ciertos grupos a 
utilizarlas comunitariamente. Esto significó el paso de la agri- 
cultura de campos abiertos (open-field system) o colectivos a 
una agricultura de campos cerrados y explotación privada. El 
éxito de estas políticas en términos de aumentar la producción 
agrícola y el grado de comercialización de sus productos debió 
influir en que otros países buscaran imitarlas. Tras la Revolu- 
ción francesa se llevaron a cabo reformas agrarias similares tanto 
en Francia como en los territorios ocupados por las tropas fran- 
cesas republicanas y napoleónicas (Bélgica, Holanda, norte de 
Italia), así como en territorios libres de dicha ocupación pero 
que decidieron imitarla, como Prusia. En España la desamorti- 
zación fue decretada tanto por el gobierno bonapartista de José 
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I como por las Cortes de Cádiz que le darían un carácter más 
radical, pero no terminó de llevarse a cabo sino más adelante 
con las desamortizaciones de Mendizábal (1836) y Madoz 
(1855), así como con la desamortización del subsuelo de 1869.! 
En todos los casos, empezando por Inglaterra, el cambio en el 
régimen de propiedad no tuvo exclusivamente una finalidad 
económica, sino también política, e implicó resistencia por par- 
te de quienes perdían sus derechos, lo que conllevó el uso de la 
violencia para imponer el cambio. 


En México, como en muchos otros países, el liberalismo (en- 
tendido como un conjunto de ideas que pasaron del ámbito fi- 
losófico al político, económico y social) trasciende las divisiones 
entre grupos políticos. De esta forma, el liberalismo se filtra al 
pensamiento y la política tanto de los liberales como de los con- 
servadores a lo largo del siglo XIX. Si bien en algunos aspectos, 
como el referente a la libertad de culto y la relación entre la 
Iglesia y el Estado, podrían encontrarse diferencias claras entre 
ambos grupos, en muchos otros, y particularmente en los rela- 
cionados con el ámbito económico, resulta difícil hacer una dis- 
tinción tajante que permitiera identificar al liberalismo exclusi- 
vamente con el bando liberal. Como dice Charles A. Hale: “La 
relación entre desarrollo económico y el liberalismo en el siglo 
XIX es por sí misma una cuestión confusa”, y en México es dos 
veces más desconcertante.? 


Como veremos a lo largo de este ensayo, en algunos aspectos 
de la política económica, como el de la tributación, ambos ban- 
dos deseaban una transformación de corte liberal y las diferen- 
cias estaban más bien entre imitar el modelo francés o el esta- 
dunidense. Ambos grupos encontraron que las principales difi- 
cultades para sacar adelante su proyecto no fueron las disputas 
con el bando opuesto, sino las que imponían los intereses rea- 
les: el poder de las élites regionales, el escaso crecimiento econó- 


74 


mico, el muy limitado desarrollo de los mercados de capitales y 
las frecuentes guerras civiles y externas. 


Charles A. Hale considera que en términos del desarrollo 
económico, resulta más útil distinguir entre la posición doctri- 
naria y la pragmática que entre la liberal y la conservadora. En- 
tre la generación inmediatamente posterior a 1821, José María 
Luis Mora sería el mejor representante del enfoque doctrinario, 
mientras que Lucas Alamán y Esteban de Antuñano representa- 
rían el enfoque pragmático. Ambos grupos, explica Hale, fue- 
ron considerablemente tributarios de la teoría económica liberal 
clásica, así como en grados diversos de la política española del 
siglo XVIIL.$ Como veremos a lo largo de este ensayo, en la me- 
dida que fue transcurriendo el siglo XIX la posición del grupo 
liberal se fue tornando cada vez más pragmática, lo que hace a 
las categorías de conservadores y liberales todavía menos útiles 
en la segunda que en la primera mitad del siglo. 


El continuo choque con la realidad fue dejando claro que la 
única forma de realizar las reformas necesarias para sacar al país 
de la crisis crónica era mediar entre los principios del liberalis- 
mo clásico y los intereses políticos y económicos reales. Al mis- 
mo tiempo, en la medida que fue avanzando el siglo, muchos 
principios liberales fueron cuestionados, incluso desde un plano 
puramente teórico, haciendo cada vez más difícil identificar 
“modernidad” con liberalismo. 


En México, el largo proceso que comenzó en 1812 con las 
disputas en torno a la Constitución de Cádiz culminó con las 
Leyes de Reforma y la Constitución de 1857. A partir de en- 
tonces, el bando liberal logró finalmente construir un marco le- 
gal y promover una serie de políticas públicas fundadas en el li- 
beralismo, lo que resultaría duradero a partir del triunfo liberal 
de 1867. El propósito de este trabajo es analizar en qué medida 
dichas reformas —las nuevas leyes y las nuevas políticas públi- 
cas— contribuyeron o no a generar un mayor crecimiento eco- 
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nómico. Esto es, en qué medida las ideas liberales pudieron 
realmente ponerse en práctica, de qué forma lograron o no ha- 
cerlo, y hasta qué punto generaron los resultados esperados. 


El trabajo se dividirá en tres apartados que, como hemos des- 
crito, a nuestro juicio expresan los cambios fundamentales que 
perseguía el liberalismo económico y que fueron incluidos en 
las Leyes de Reforma y/o en la Constitución de 1857: las refor- 
mas en materia de comercio, de impuestos y de propiedad terri- 
torial. 


El comercio 
a) La libertad de comercio 


Ignacio Vallarta, en la sesión del 8 de agosto de 1856 del 
Congreso Constituyente, argumentaba: 


La libertad de comercio [...] la considero como la realización 
completa de la civilización humanitaria del género humano. 
Como la verdad encarnada de la unidad en la especie humana; 
como la aplicación más absoluta de la máxima económica de la 
necesidad de la división del trabajo: como una esperanza del 
gran día en que la humanidad será una sola familia compuesta 


de muchas naciones hermanas. 4 


Sin embargo, Vallarta era consciente de las limitaciones que 
existían en el país para poner en práctica la libertad de comer- 
cio. Vallarta argumentaba que no podía defender la libertad ab- 
soluta de comercio exterior, a pesar de ser su partidario, puesto 
que: 


76 


la sola alteración mercantil que tal disposición produjera, ya 
es un mal de suyo grave: la destrucción de nuestra hacienda en 
bancarrota hace más inminente el peligro; la muerte segura de 
nuestra industria que con tal flujo y reflujo de importaciones 
no podría derramarse por nuevos canales, aumenta los riesgos; y 
el transtorno general del país, política, económica y mercantil, 
me obligan a desechar una idea que hoy miro como irrealiza- 


ble.? 


Hacia fines de la década de 1850 los liberales habían dejado 
atrás la posición doctrinaria hacia el comercio exterior que pre- 
valeció durante los primeros años posteriores a la Independen- 
cla. 

Esta posición se expresó en el decreto del 15 de diciembre de 
1821, que abría los puertos del México independiente a los bar- 
cos de toda las naciones y a los artículos extranjeros con un 
arancel uniforme de 25 % ad valorem.* Sus efectos tanto en 
términos fiscales como en relación con la producción manufac- 
turera nacional habían sido desastrosos, por lo que dicho decre- 
to pronto tuvo que ser modificado. 


Una larga disputa entre aquellos que defendían políticas pro- 
teccionistas de distinta naturaleza y quienes propugnaban por la 
libertad de intercambio, los así llamados librecambistas, llevó a 
una serie de modificaciones en las leyes arancelarias. Entre 1824 
y 1857 la política gubernamental, con sus altas y bajas, se tornó 
en términos generales más proteccionista. No se trató única- 
mente de un debate teórico sino de una lucha entre los intereses 
reales. 


En la ciudad de Puebla, en donde hacia 1803 más de la mi- 
tad de la población se dedicaba al hilado y tejido de algodón, el 
descontento popular que provocaron las medidas librecambistas 
desencadenaron dos graves motines populares en diciembre de 
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1828 que motivaron al gobierno de Vicente Guerrero a fortale- 
cer el régimen de prohibición a las importaciones.” 


El surgimiento de una industria textil mecanizada a partir de 
1835, gracias a las políticas de promoción industrial llevadas a 
cabo por Lucas Alamán durante el gobierno de Anastasio Bus- 
tamante, complicaban la posición librecambista, que ya no iría 
en contra de una producción artesanal arcaica como la que pre- 
valecía en los veinte, sino de unas manufacturas relativamente 
modernas. Según lo indica Charles A. Hale: “El punto de vista 
doctrinario, como lo habían expresado anteriormente Ortiz de 
la Torre, Zavala o Mora, tenía que modificarse en la era de la 
posguerra”.? 

Los constituyentes de 1856-1857 seguían siendo adversos al 
proteccionismo, como deja claro el discurso de Vallarta: 


Desde que Quesnay proclamó su célebre principio de “dejad 
hacer, dejad pasad”, hasta que Smith dejó probada la máxima 
económica de la “concurrencia universal” [...] el principio de 
concurrencia ha probado que toda protección a la industria ine- 
ficaz es fatal; que la ley no puede ingerirse en la producción; 
que la economía política no quiere del legislador más que la re- 
moción de toda traba, hasta las de protección; que el solo inte- 
rés individual, en fin, es el que debe crear, dirigir y proteger to- 
da especie de industria, porque sólo él tiene la actividad, vigi- 
lancia y tino para que la producción de la riqueza no sea gravo- 
sa.? 


Sin embargo, tanto ellos como los gobiernos liberales que les 
siguieron tenían claro que una vuelta hacia la posición liberal 
doctrinaria en materia de comercio exterior resultaba inviable. 
A partir de 1856, los liberales emprendieron una política co- 
mercial menos proteccionista, que si bien moderada fue sustan- 
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tiva. Como se ve en el cuadro 1, en materia arancelaria los libe- 
rales llevaron a cabo una importante reducción en los aranceles 
a los productos de algodón así como al algodón en rama, que 
eran los principales productos que figuraban en el debate pro- 
teccionista-librecambista del siglo XIX. La reducción a los aran- 
celes de la hilaza no afectó la producción industrial pues su 
efecto fue contrapesado por la decisión simultánea del gobierno 
de levantar la prohibición a la importación de algodón en rama, 
que había sido un serio freno a la producción textil desde los 
cuarenta. La industria textil mexicana resultó en realidad bene- 
ficiada, en cuanto a su protección efectiva (arancel al producto 
final menos arancel a los insumos) con la disminución liberal a 
los aranceles. 


Además, la necesidad del gobierno de obtener ingresos adua- 
nales resultó en una política arancelaria mucho menos liberal 
que la que el gobierno liberal hubiera deseado por cuestiones 
ideológicas. Si bien las tarifas se redujeron en 1856 y se elimi- 
naron las prohibiciones (véase cuadro 1), los artículos que de- 
bían pagar impuestos aumentaron de 293 en 1845 a 524 en 


1856 y 775 en 1872.'* 
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Otro tema fundamental que ocupó a los constituyentes de 
1857 fue el de las restricciones al comercio interior que genera- 
ban las alcabalas cobradas al tránsito de mercancías nacionales y 
extranjeras entre estado y estado. En relación a las alcabalas, al 
igual que en torno al comercio exterior, los constituyentes se 
mostraban conscientes de las limitaciones que la realidad impo- 
nía sobre los ideales. La Comisión del Constituyente, a la que 
pertenecían León Guzmán, Isidoro Olvera y José María Mata, 
preparó un dictamen que exponía que no podían suprimirse las 
alcabalas, “pues antes de resolver la abolición de un impuesto, 
habría necesidad de considerar si ese impuesto pertenecía a la 
Federación o a los estados”, para lo que primero se tendrían que 
clasificar las rentas. Además, la Comisión argumentaba que: 
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en cuestiones financieras no es conveniente dictar resolucio- 
nes que alteren notablemente la fuente de recursos de la admi- 
nistración pública, sin tener presentes todas las condiciones de 
actualidad y sin reemplazar el recurso que se destruye y cuyo 
importe es necesario, con otro que lo sustituya [...] a pesar del 
ardiente deseo que anima a todos los que la componen [la Co- 
misión] de ser cuanto antes abolido en la República el oneroso 
e injusto sistema de alcabalas.*? 


Esta propuesta no fue aceptada, pues para la mayoría de los 
diputados se trataba de una de las promesas fundamentales que 
había hecho el Plan de Ayutla y gracias a la cual habían recibido 
el apoyo de distintos grupos. 

Espiridión Moreno argumentó que la abolición de las alcaba- 
las era un punto capital que no podía aplazarse indefinidamen- 
te. Gregorio Payró sostuvo que era erróneo considerar que las 
alcabalas no eran un punto constitucional, Ícomo si no tocara a 
la Constitución fortalecer el vínculo federal determinando las 
relaciones de Estado a Estado, e impidiendo que se hagan una 
guerra de impuestos”. Decía: “la alcabala pesa sobre las subsis- 
tencias, disminuye el alimento del pueblo, lo reduce a la desnu- 
dez, y en su modo de exacción, en su inquisición fiscal, tiene 
todos los vestigios de edades semi-bárbaras y ultraja la dignidad 
del hombre”, por lo que no era patriótico emplazar su aboli- 
ción.!3 Por su parte, Guillermo Prieto argumentó que el princi- 
pio de la libertad del comercio no podía ser punto omiso en 
una constitución que derivaba del Plan de Ayutla.!* En el mis- 
mo sentido, Francisco Zarco explicó que existía “otra gravísima 
consideración que es de la moralidad política para el partido 
progresista”; decía que el Plan de Ayutla prometió su abolición 
y para eso llamó al pueblo a apoyarlo y que ahora le tocaba 
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Y (e. . . 
cumplir su promesa: “si no, el partido liberal queda con la man- 


cha de impostor”.!* 


Todos los constituyentes estaban de acuerdo en que era de- 
seable abolir las alcabalas, pero algunos se opusieron a incluir su 
supresión en el texto constitucional por considerarlo inviable. 
De esta forma, José Antonio Gamboa argumentaba que “hay 
dificultades gravísimas para reemplazarlo, y el Congreso no 
puede decir fiat para realizar un prodigio. Si se quiere que la 
Constitución contenga grandes promesas aunque no se cum- 
plan, póngase un artículo que diga que no habrá carreteras sino 
ferrocarriles, y ¿qué se logrará con esto?”1é 

Al final, la propuesta de incluir la abolición de las alcabalas 
en la Constitución ganó por un voto mayoritario, de forma que 
en el artículo 124 se establecía que para “el 1 de junio de 1858 
quedarán abolidas las alcabalas y aduanas interiores de toda la 
República”. Pero tenían razón quienes consideraban que se tra- 
taba de un deseo imposible de poner en práctica en tan corto 
plazo. Las alcabalas siguieron vigentes en la mayor parte de la 
República, y en el decenio de 1880 representaban 34.5% de los 
ingresos de 20 estados de la República.*” Fue en 1896 cuando 
la situación fiscal y política hizo viable abolirlas. Sin embargo, 
incluso entonces fue difícil lograrlo por completo y sólo se con- 


siguió hacerlo de forma gradual. **? 


b) El código de comercio 


Una de las grandes innovaciones en materia de comercio que 
promovieron los gobiernos liberales a lo largo del siglo XIX fue 
la promulgación de códigos de comercio que otorgaran mayor 
certeza a las transacciones mercantiles así como a la constitu- 
ción y disolución de las empresas. Dichos códigos buscaban 
transitar de un derecho subjetivo a uno objetivo, en el que los 
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comerciantes no fueran considerados per se en su calidad de 
miembros de un consulado, sino que lo relevante fueran los ac- 
tos de comercio voluntarios, impersonales y anónimos.'? Este 
proceso comenzó con la promulgación del Código de Comer- 
cio napoleónico en 1807, cuyos principios fundamentales fue- 
ron retomados por la mayor parte de los códigos que adoptaron 
los países atlánticos en el transcurso del siglo XIX. 


En México la regulación de las actividades comerciales conti- 
nuó basándose después de la Independencia en las leyes que se 
habían heredado de España, las más importantes de las cuales 
eran las Ordenanzas de Bilbao de 1737 y las Siete Partidas. Asi- 
mismo, entre las leyes heredadas de los tiempos de la Colonia 
estaban las regulaciones emitidas por los consulados de Vera- 
cruz, Guadalajara y Puebla, así como las Ordenanzas del Con- 
sulado de México y las Ordenanzas de Minería.?% Los consula- 
dos eran asociaciones de comerciantes organizadas para la pro- 
moción del comercio y la defensa del interés de sus miembros; 
estaban integrados por comerciantes locales y actuaban como 
cortes de arbitraje para resolver las disputas entre sus miembros. 
Las disputas eran dirimidas usando el cuerpo de la ley de usus 
mercatorium y las normas escritas que prevalecían en cada con- 
sulado. Anualmente se elegían entre los miembros del consula- 
do dos o tres jueces (cónsules) y el administrador (el prior) para 
dirigirlo.?* Si bien la estructura consular dotaba a sus miembros 
de una reglamentación que los protegía frente a eventualidades 
en los intercambios, ésta no era general para toda la población. 
Además, los comerciantes carecían de personalidad jurídica pa- 
ra negociar como individuos, debiendo ser representados por su 
corporación al negociar con las distintas instancias guberna- 
mentales.?? 


Una vez que México obtuvo su independencia en 1821, ante 
la ausencia de una legislación nacional, la regulación colonial, 
lejos de ser abolida, continuó siendo aplicada, y las nuevas leyes 
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españolas en materia comercial, como el Código de Comercio 
español de 1829, y la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1855, 
eran frecuentemente invocadas por los abogados mexicanos en 
las Cortes como parte de su argumentación legal.23 


La regulación comercial en México anterior al Código de 
Comercio no era muy distinta en la práctica de la forma como 
funcionaba en los países de sistemas de derecho consuetudina- 
rio (common law) debido a que los abogados y los jueces es- 
tructuraban sus argumentos no con base en los artículos de las 
Ordenanzas de Bilbao o de cualquier otro código, sino en la ju- 
risprudencia que se había construido por décadas acerca de ca- 
sos similares, lo que conformaba una vasta cultura legal escrita 
en varios manuales y tratados. En la práctica los jurisconsultos 
mexicanos y los jueces estaban influidos ampliamente por los 
tratados legales escritos en España, como la Curia Philipica de 
Hevia Bolaños y los Elementos de jurisprudencia mercantil y El 
Febrero Reformado de Eugenio Tapia.?% Este último libro fue 
publicado en México como El Nuevo Febrero Mexicano y con- 
tenía una serie de machotes sobre el tipo de sociedades que se 
usaban en la práctica, aun cuando éstas no estaban reguladas 
por ningún código específico en México.?? El Febrero Reforma- 
do incluía tres tipos de sociedades: personal, colectiva y coman- 
ditaria, y mostraba diferentes maneras de limitar la responsabi- 
lidad (sobre todo a favor del socio comanditario), así como va- 
rios arreglos sobre la distribución de ganancias y pérdidas y de 
restricción de la competencia de algunos socios sobre aspectos 
determinados de las sociedades.?£ 


Las Ordenanzas de Bilbao, como toda ley comercial tradicio- 
nal, “era una ley sobre las transacciones comerciales, preocupa- 
da exclusivamente sobre el flujo de bienes y servicios entre enti- 
dades económicas independientes; las relaciones económicas al 
interior de las organizaciones eran ignoradas casi por comple- 
to”.27 Si bien regulaban a las asociaciones mercantiles, sus pro- 
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visiones se preocupaban principalmente por las relaciones lega- 
les externas de las compañías, tales como su responsabilidad so- 
bre deudas. Dado que las sociedades mercantiles en México 
eran típicamente pequeñas, la transferencia de recursos internos 
no representaba un problema importante. El único sector en el 
que las compañías eran más grandes y complejas era la minería, 
pero las Ordenanzas de Minería de la Nueva España tomaban 
cuenta expresamente de la forma de sociedad por acciones (ba- 
rras) y establecían reglas en relación con su organización inter- 
na. 


El 16 de octubre de 1824 fue ordenada la supresión de los 
consulados de comerciantes, determinándose que a partir de 
entonces los pleitos mercantiles se llevarían a cabo ante alcaldes 
o jueces de letras. Sin embargo, esta disposición no fue acatada 
y los tribunales mercantiles siguieron funcionando en muchos 
estados, como el de Veracruz.?? En noviembre de 1841 Anto- 
nio López de Santa Anna emitió un decreto para organizar las 
Juntas de Fomento y los Tribunales Mercantiles, a modo de que 
remplazaran a los consulados. El decreto establecía nuevos tri- 
bunales mercantiles además de reconocer los que ya existían. 
Los Tribunales Mercantiles regían sobre todas las disputas co- 
merciales y obligaban a las compañías y a los comerciantes a re- 
gistrar sus negocios en las juntas locales de fomento.?? De 
acuerdo con este decreto, las Ordenanzas de Bilbao regirían so- 
bre todos los demás asuntos mercantiles hasta que el Congreso 
emitiera un código de comercio nacional. 

Como la mayor parte de los países latinoamericanos, México 
codificó sus leyes comerciales a mediados del siglo XIX. En ma- 
yo de 1854 Santa Anna, de nuevo en el poder, promulgó el pri- 
mer Código de Comercio, conocido como el Código Lares 
pues fue el ministro de Justicia Teodosio Lares el encargado de 
su redacción. El código mexicano estuvo profundamente influi- 
do por el Código de Comercio español de 1829, que si bien es- 
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taba basado en el Código de Comercio francés de 1807 era más 
avanzado en muchos aspectos, como permitir la incorporación 
de sociedades anónimas sin mayor requisito que el que fueran 
aprobados sus estatutos por el tribunal local de comercio.? Es- 
to hacía del Código de Comercio mexicano uno de los más 
avanzados de su tiempo, puesto que en la propia España el Có- 
digo de Comercio de 1829 había sido modificado en 1848 para 
incluir el requisito de la aprobación gubernamental para la in- 
corporación de sociedades anónimas, debido a una crisis en la 


bolsa de valores durante ese año.?! 


Sin embargo, el Código de Lares fue derogado sólo 15 meses 
después de ser emitido, al tomar los liberales el poder. Éste fue 
uno de los ámbitos en que las ideas liberales doctrinarias preva- 
lecieron sobre las pragmáticas. Si en el resto del mundo fueron 
los liberales quienes promulgaron los códigos de comercio co- 
mo parte de su programa de ampliación de los mercados y del 
comercio, en México los liberales vieron en el Código de Co- 
mercio de 1854 una reinstauración de los odiados fueros. 


En 1860, cuando los conservadores tomaron el control bre- 
vemente de la Ciudad de México, el Código fue nuevamente 
aplicado, así como durante el Segundo Imperio (1863-1867). 
Pero cuando la República fue restaurada en 1867, de nuevo se 
decretó su nulidad. Debido a que la legislación comercial era 
materia que correspondía a los estados y no a la Federación de 
acuerdo con la Constitución de 1854, varios estados decidieron 
adoptarlo, entre ellos Puebla, el Estado de México, Guanajuato, 
Veracruz, Aguascalientes, Hidalgo y Morelos, pero no la Ciu- 
dad de México.*? "Tomó casi 17 años para que se emitiera un 
nuevo código de comercio, lo que ocurrió a finales de 1883. Es- 
to hizo de México el último país en América Latina que conti- 
nuó siendo regido por las Ordenanzas de Bilbao, puesto que 
Honduras, el penúltimo, emitió su código de comercio en 
1881.33 
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Los impuestos 


Un componente importante del ideario liberal en materia 
económica incluía la adopción de un régimen fiscal basado en 
los siguientes principios: 1) la reserva de ley, o principio de le- 
galidad fiscal, que establecía que el Congreso o el Parlamento 
debía aprobar anualmente todas las cuestiones presupuestarias y 
tributarias a fin de mermar la arbitrariedad fiscal del Poder Eje- 
cutivo (o del monarca); 2) la atribución al Estado del monopo- 
lio fiscal que quitaba a la Iglesia y a los particulares la capacidad 
de cobrar impuestos; 3) la unificación territorial del tratamien- 
to fiscal y la generalización personal de la obligación de contri- 
buir, lo que significaba acabar con los privilegios y exenciones 
fiscales de los estamentos noble y eclesiástico; 4) la equidad li- 
beral, que dictaba que la carga fiscal debía distribuirse propor- 
cionalmente a los ingresos que los contribuyentes obtuvieran de 
sus propiedades o actividades; 5) el principio presupuestario de 
suficiencia, que exigía que el presupuesto general del Estado ha- 
bía de cerrarse equilibrado en todos los ejercicios, lo cual impli- 
caba que el Estado no podría emitir deuda sin la autorización 
del Congreso; 6) el principio de economía en la imposición que 
exigía que los tributos habían de ser fáciles y económicos de co- 
brar; 7) el principio de neutralidad, que señalaba que las contri- 
buciones del Estado no habían de distorsionar los precios, y 8) 
la sistematización y simplificación de los impuestos para evitar 
la sobrecarga fiscal y doble tributación.?% En la práctica estos 
ideales se tradujeron en “la insistencia sobre el libre comercio, 
la aversión absoluta hacia las alcabalas, la esperanza puesta en 
las contribuciones directas [...] y un afán justiciero —o por lo 
menos igualitario—” por parte de los “hacendistas” mexicanos 


del siglo XIX.33 
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La transición de un sistema de Antiguo Régimen a una ha- 
cienda liberal fue especialmente lenta y difícil para México. Si 
bien a lo largo del siglo XIX se fueron dando ciertos cambios 
tendientes a realizar este proceso, en realidad no acabó de darse 
por completo incluso hacia fines del Porfiriato, cuando comen- 
zÓ la Revolución mexicana y se plantearían nuevos objetivos pa- 
ra la transformación de la hacienda. 


México heredó del régimen colonial un sistema tributario de 
Antiguo Régimen en el que no había generalidad personal en la 
legislación fiscal pues los estamentos noble y eclesiástico conta- 
ban con privilegios fiscales. Los impuestos directos sólo eran 
pagados por las comunidades indígenas bajo la forma de tribu- 
to, que era recaudado por las oligarquías locales. La hacienda 
real no tenía un monopolio fiscal pues existían poderes fiscales 
paralelos al de la monarquía, fundamentalmente el de la Iglesia, 
que pagaba al Estado el noveno. Muchos impuestos eran recau- 
dados por los ayuntamientos, por los gremios o por los consula- 
dos de comercio. Como no había separación de poderes, cual- 
quier arbitrariedad fiscal era posible, como las levas sobre el ca- 


pital, los secuestros de bienes y los donativos “forzosos” 3 


Después de las reformas borbónicas del siglo XVIII la recau- 
dación de los impuestos coloniales en la Nueva España era su- 
peravitaria y alcanzaba para financiar los gastos administrativos 
y militares en el propio virreinato, las transferencias (situados) 
para la defensa y los gastos de otras colonias españolas en el Ca- 
ribe y Filipinas y para enviar remesas a la tesorería general de 
Madrid. Las principales fuentes de recaudación fiscal eran 1) los 
impuestos directos, constituidos por el tributo indígena (7.6% 
de los ingresos ordinarios), 2) los impuestos sobre la produc- 
ción minera, principalmente el diezmo y derecho de amoneda- 
ción (26%), 3) los impuestos indirectos, como las alcabalas y 
los impuestos sobre pulques (24%), y 4) los monopolios fisca- 
les, como el del tabaco (30 por ciento).?” 
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Durante la Guerra de Independencia la situación fiscal em- 
peoró de forma progresiva. Los gastos militares aumentaron y 
fue difícil reunir nuevos préstamos en parte debido a las enor- 
mes deudas coloniales que se habían acumulado desde finales 
del siglo XVIII. La hacienda colonial se fue desintegrando por- 
que las tesorerías locales cortaron el envío de fondos a la tesore- 
ría de la capital, base del gobierno virreinal.$8 A partir de en- 
tonces la gestión de la administración, del ejército y de la ha- 
cienda se regionalizó, quedando en poder de funcionarios, mili- 
tares y políticos locales, algunos de los cuales incluso crearon 
sus propias casas de moneda. Además, las guerras de indepen- 
dencia generaron un fuerte descenso en la producción minera y 
por tanto una disminución en la recaudación de los impuestos 
sobre la misma. 


Los primeros intentos de llevar a cabo reformas tributarias li- 
berales en México se dieron a partir de la normativa establecida 
en las Cortes de Cádiz. Los principios tributarios liberales de las 
Cortes de Cádiz trajeron consigo la derogación del tributo indí- 
gena en 1810 por el virrey de la Nueva España. Asimismo, la 
contribución directa en 1813 se intentó aplicar en México. 
Después de la Independencia, en 1821 y 1822, aunque no se 
establecieron principios tributarios liberales, el gobierno de 
Iturbide buscó liberar el comercio y la producción de graváme- 
nes: se redujeron las tasas impositivas de las alcabalas, de las 
aduanas y los impuestos sobre la producción de oro y plata. El 
problema fue que los impuestos que se eliminaron o disminu- 
yeron no se remplazaron por otros, lo que trajo graves conse- 
cuencias en términos de una fuerte reducción de los ingresos 
del Estado y la aparición del déficit público. Así, desde los pri- 
meros meses de 1822, a menos de un año de alcanzada la inde- 
pendencia, el gobierno tuvo que pedir préstamos que termina- 
ron siendo forzosos, y recurrió a la emisión del papel moneda 
con alcances limitados.?? 
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Como consecuencia de las guerras y de las reformas llevadas 
a cabo a principios de la década de 1820, la estructura tributa- 
ria colonial fue radicalmente transformada, debilitando las 
fuentes de ingreso en general, pero sobre todo las del gobierno 
federal. Se abolieron el tributo indígena (que había sido resta- 
blecido en 1814) y el diezmo minero, figuras que habían sumi- 
nistrado casi 30% de los ingresos antes de su supresión. Otros 
impuestos coloniales no fueron abolidos sino transferidos a los 
gobiernos estatales, como los impuestos sobre el comercio in- 
terno (alcabalas y pulques), que se convirtieron en la fuente más 
importante de recursos para los estados.% 


A partir de la caída de Iturbide la desintegración de la ha- 
cienda pública se profundizó. El Plan de Casa Mata establecía 
que al triunfo del pronunciamiento las provincias se harían car- 
go de su administración interna. Así, a partir de 1823 en las 
provincias se dio un movimiento político que en algunos casos 
las llevó al autogobierno y la separación de cualquier vínculo 
con la capital. 9 

El nuevo marco institucional de la restructuración fiscal y fi- 
nanciera fue ratificado por la Constitución de 1824, que esta- 
bleció una jurisdicción política similar a la de los Estados Uni- 
dos, en la que el gobierno federal coexistía con los gobiernos es- 
tatales, cada uno con sus recursos impositivos. La nueva 
Constitución otorgó a los estados la mayor parte de los recur- 
sos: alcabalas, derechos sobre la producción minera, papel sella- 
do, impuestos sobre la venta de cigarros y puros y las llamadas 
“contribuciones directas”. Además, les asignó todas las rentas 
que, sin ser de la Federación, quisieran conservar, por lo que el 
tributo indígena fue restablecido en algunos estados durante los 
años veinte.* Al gobierno federal la Constitución dejó sólo los 
impuestos aduaneros, los cobros por amonedación de plata y 
los monopolios de la pólvora, las salinas, el correo y la lotería, 
así como el producto de la venta o arrendamiento de los bienes 
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de la nación y las rentas de los territorios de Tlaxcala y Baja Ca- 
lifornia. Dado que los recursos que se asignaban a la Federación 
eran insuficientes, el Congreso creó un impuesto al que se le lla- 
mó “contingente”, que la Federación cobraba anualmente a los 
estados. Desde 1826 el gobierno federal consiguió quedarse 


además con las alcabalas y el impuesto del pulque de la Ciudad 
de México. 


De esta forma se instauró un sistema fiscal federal, que en la 
práctica era más bien confederal pues los estados se quedaron 
con la prerrogativa de recaudar todos los impuestos en sus terri- 
torios.*% El gobierno federal carecía de competencias fiscales en 
los estados pero en cambio éstos debían de enviar a la Federa- 
ción parte de lo recaudado. En un principio el contingente 
aportó importantes sumas al gobierno federal pero éstas fueron 
disminuyendo y a partir de la década de 1830 estos ingresos ca- 
yeron notablemente.* El sistema comenzó a resquebrajarse, de- 
jando sin recursos al gobierno federal, que acabó dependiendo 
casi exclusivamente de los ingresos de las aduanas exteriores, va- 
riables y difíciles de gestionar debido a la lejanía de la capital de 
los puertos y de las fronteras. 

La estructura confederal del régimen político mexicano deci- 
monónico y la ausencia de un pacto entre el poder central y las 
élites locales hicieron mucho más lenta y complicada que en 
otros países la instalación de una hacienda liberal en México. La 
nueva configuración fiscal otorgó a las élites mexicanas “un me- 
dio muy oportuno para liberarse de sus altas obligaciones fisca- 
les y para evitar las demandas de recursos del gobierno nacio- 
nal, ya que en este sistema se delimitaban con rigor las esferas 
de jurisdicción fiscal del gobierno nacional y las rentas de don- 
de obtendrían sus ingresos”.46 Las élites locales se opusieron a la 
formación de un gobierno federal fuerte y esto hundió al país 
en un círculo vicioso. La debilidad de la hacienda federal impi- 
dió la financiación de un ejército lo suficientemente fuerte para 
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impedir las invasiones extranjeras y las guerras internas, y la 
inestabilidad política hacía difícil realizar una reforma tributaria 


global. 


La persistente falta de recursos junto con la ausencia de sobe- 
ranía fiscal por parte del gobierno federal impedía la aplicación 
de cualquier reforma liberal en materia fiscal a lo largo de todo 
el país. Las reformas tributarias llevadas a cabo en cada uno de 
los estados fueron muy diferentes y dispersas en el tiempo. To- 
davía hacen falta estudios sobre el desarrollo del sistema tributa- 
rio en los distintos estados que nos permitan formar una ima- 
gen más cabal del proceso, pero por lo que hasta ahora se sabe 
podemos decir que si bien las haciendas de los diferentes esta- 
dos fueron incorporando nuevos tributos liberales tanto direc- 
tos como indirectos, mantuvieron también muchos de los im- 
puestos del Antiguo Régimen.*8 

El fracaso del experimento federalista (1824-1835) llevó a in- 
tentar sustituirlo por un régimen centralista (1835-1845), pero 
éste tampoco tuvo mucho éxito. Durante la primera República 
centralista se planteó una reforma tributaria de corte liberal ba- 
sada en las contribuciones directas que imitaba el modelo fran- 
cés, que se había difundido por algunos países del continente 
europeo. Los estados perdieron sus competencias y se convirtie- 
ron en departamentos sometidos al gobierno central. 


Como resultado de la reforma se buscaba eliminar las alcaba- 
las y demás impuestos a la circulación interior a partir del 19 de 
enero de 1837.% Sin embargo, esto no pudo realizarse pues los 
resultados de la reforma fueron decepcionantes. La razón detrás 
de su fracaso se debió en parte a que en la administración de las 
nuevas instituciones fiscales se mantuvo a los políticos y funcio- 
narios de los antiguos estados y que la Secretaría de Hacienda 
no cambió sus métodos de cobranza. Las principales reformas 
se centraban en nuevos impuestos sobre la propiedad y activi- 
dad comercial, pero ante el desconocimiento de las bases tribu- 
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tarias, la ausencia de un catastro de la propiedad rústica y urba- 
na y la ausencia de una administración tributaria eficiente, el 
gobierno pudo obtener muy pocos ingresos de ellos.*% 


Las deudas acumuladas en la década de 1820 y la imposibili- 
dad de obtener nuevos préstamos extranjeros después de la sus- 
pensión de pagos de la deuda externa en 1827, obligó a las au- 
toridades a contraer créditos con prestamistas locales cada vez 
más poderosos que exigían fuertes garantías fiscales y dismi- 
nuían el flujo de ingresos gubernamentales en los años siguien- 
tes. Esto generó un círculo vicioso que llevó al Estado a la vir- 
tual bancarrota.** 

El establecimiento del centralismo incrementó los ingresos 
del gobierno general pero no de forma suficiente para aliviar el 
déficit toda vez que también aumentaron los gastos tanto admi- 
nistrativos como militares.?2 La guerra de "Texas de 1836 y la 
intervención francesa de 1838 aumentaron sustancialmente es- 
tos últimos y contribuyeron de forma importante al fracaso de 
la reforma. La guerra con los Estados Unidos dejaría a la ha- 
cienda pública en una situación todavía más precaria. “De he- 
cho, en términos nominales el nivel del ingreso público de 
1843, el más elevado de toda la primera mitad del siglo XIX, 
no se volvió a rebasar sino hasta el año fiscal de 1882-1883.” 53 


Ante la bancarrota del gobierno, el ministro de hacienda Pi- 
ña y Cuevas hizo en 1851 una propuesta que significaba la fe- 
deralización de varias contribuciones, y la creación de otros im- 
puestos directos que también debían ir a la Federación. Los go- 
bernadores se opusieron tajantemente a estas reformas que con- 
sideraban inconstitucionales. Para ellos el problema no radicaba 
en la falta de recursos del gobierno central sino en el abuso y el 
despilfarro que hacían de ellos sus administradores. Los gober- 
nadores desconocieron además la facultad del Congreso general 
de aplicar impuestos en los estados.*% Esta disputa mostraba, 
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una vez más, la falta de voluntad política de las élites regionales 
por otorgar más recursos al gobierno central. 


Si bien las guerras civiles y extranjeras, la ineficiencia admi- 
nistrativa y el desacuerdo político llevaron al fracaso financiero 
de los gobiernos federalistas y centralistas durante la primera 
mitad del siglo XIX, también éste se debió a la debilidad de los 
mercados de capital locales y de la economía en su conjunto. La 
recaudación fiscal era insuficiente e irregular por lo que las ad- 
ministraciones eran incapaces de cubrir sus deudas y se veían 
obligadas a emprender operaciones de refinanciamiento a corto 
plazo o a suspender los pagos de la misma. Los ministros de fi- 
nanzas eran forzados a aceptar las altas tasas demandadas por el 
oligopolio de prestamistas.*? 


La Constitución de 1857 tuvo cierta importancia en la cons- 
trucción de una hacienda liberal, pues estableció la separación 
de poderes en el control de los gastos y de los ingresos del Esta- 
do (artículo 72, inciso VI). Este precepto fue reforzado por el 
artículo 119, que indicaba que no podría hacerse ningún pago 
que no estuviera comprendido en el presupuesto o determinado 
por ley posterior. Mediante estos preceptos se buscaba cum- 


plir con el principio liberal de legalidad fiscal. 


El constituyente decidió también incluir los principios libe- 
rales de equidad y proporcionalidad impositiva en la Constitu- 
ción al aprobar el artículo 31, que establece como obligación de 
todo mexicano “contribuir para los gastos públicos, así de la Fe- 
deración como del Estado y Municipios en que resida, de la 
manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes”.5? 
Además, como ya hemos visto, los diputados decidieron incluir 
en el texto constitucional la abolición de las alcabalas, lo que 
iba a favor del principio liberal de unificación territorial. Sin 
embargo, no establecieron los mecanismos para lograr estos ob- 
jetivos. 
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Pero la Constitución de 1857 entorpeció el avance hacia una 
hacienda liberal al dejar muy pocos recursos en manos de la Fe- 
deración. Los impuestos que asignó al gobierno federal eran 
prácticamente los establecidos en la Constitución de 1824: los 
derechos aduaneros, las rentas de los servicios públicos (correos, 
loterías) y las rentas patrimoniales (tierras de la hacienda públi- 
ca). A los estados otorgaba todos los impuestos directos y los 
indirectos sobre el comercio interno. 


Durante la sesión del 12 de noviembre de 1856 se discutió 
en el Congreso Constituyente la propuesta de la Comisión so- 
bre el artículo 120, que buscaba otorgar al gobierno federal to- 
dos los impuestos indirectos y el producto de la enajenación de 
terrenos baldíos y dejaba para los estados las contribuciones di- 
rectas. La discusión en torno a esta propuesta ilustra las distin- 
tas ideas que los constituyentes tenían sobre el tema. 

Para Espiridión Moreno, diputado por Jalisco, el artículo de- 
bía ir todavía más lejos, aboliendo de una vez las contribuciones 
indirectas. Moreno opinaba que el artículo debía declarar ade- 
más que todo ciudadano tiene la obligación de contribuir pro- 
porcionalmente a los gastos públicos (lo que acabó plasmado en 
el artículo 31) y debía dar a los estados total libertad para arre- 
glar sus contribuciones como les pareciera conveniente. Sin em- 
bargo, no explicaba cómo, de aceptarse su propuesta, se finan- 
ciaría el gobierno federal. 


A partir de la intervención de Moreno la discusión se centró 
en torno a las bondades relativas de los impuestos directos e in- 
directos y se desvió del tema crucial de definir las competencias 
federales y estatales sobre los mismos. Guillermo Prieto coinci- 
día con Moreno sobre las ventajas del impuesto directo, al que 
consideraba más proporcional, más fijo y más moral, al contra- 
rio del indirecto, que conllevaba gran desigualdad. Sin embar- 
go, argumentó que era necesario mantener en la República un 
sistema mixto y, por la eficiencia del texto constitucional, no 
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introducir reformas que debían ser graduales para no producir 
la ruina del erario.* Por su parte, José María Mata expuso que 
no consideraba correctas las innovaciones repentinas pues aun 
en los países más adelantados se habían hecho de forma gra- 
dual. Defendió que había de conservarse el impuesto indirecto 
por su facilidad de recaudación al no requerir de inquisiciones 
fiscales. Abogó, por tanto, por mantener un sistema mixto y de- 
fendió la propuesta de la Comisión para que el impuesto indi- 
recto perteneciera a la Federación y el directo a los estados, que 
a su parecer tenían más medios para establecerlo. Mata conside- 
raba que al incluir estos preceptos en la Constitución se lograría 
suprimir el contingente, “semillero de discordias en la época an- 
terior de la federación en que se vio que el Gobierno quedaba 
sin recursos O los Estados sufrían el embargo de sus rentas”.?? 
Sin embargo, el diputado oaxaqueño Juan N. Cerqueda impug- 
nó el artículo, considerando muy peligroso obligar a los estados 
a reformar en un día su sistema de hacienda, se levantó la sesión 
y quedó el tema pendiente de debate, pero jamás se retomó. 


De haberse aprobado la propuesta de José María Mata, la 
Constitución de 1857 habría generado un gran avance en la 
construcción de una hacienda liberal, al permitir el nacimiento 
de un poder central con recursos suficientes para defender mili- 
tarmente y desarrollar económicamente al país. El no incluir es- 
te punto crucial en la Constitución reflejaba, una vez más, la re- 
sistencia de las élites regionales a ceder la soberanía fiscal a la 
Federación para recaudar los impuestos indirectos, que son los 
que en los sistemas fiscales federales se suelen dejar en manos 
del gobierno central. La Constitución de 1857 “estaba impreg- 
nada todavía de una concepción confederal, al menos en la 
cuestión tributaria, puesto que no delimitaba bien las compe- 
tencias tributarias de los estados que [...] podrían establecer 
contribuciones sobre la circulación mercantil, erigiendo barre- 


l . . ” 60 
ras arancelarias internas . 
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La Guerra de Reforma (1857-1861), la Intervención francesa 
(1862-1863) y el Segundo Imperio (1864-1867) hicieron que 
los preceptos presupuestarios de la Constitución de 1857 no 
fueran puestos en práctica sino hasta que se restauró la Repúbli- 
ca en 1867. Los avances que se dieron a partir de entonces en 
materia tributaria fueron sumamente lentos. La hacienda públi- 
ca continuó siendo deficitaria y el tesoro federal siguió depen- 
diendo excesivamente de los derechos aduaneros, que crecieron 
más entre 1867 y 1880 que los ingresos ordinarios de la hacien- 
da federal, de manera que en 1880 acabaron representando 
70.2% de los ingresos.*! El resto de los recursos del gobierno 
central provenían del Distrito Federal y de las aportaciones de 
los estados a través de la contribución federal que sustituyó al 
contingente a partir de 1861. De acuerdo con la ley del 16 de 
diciembre de 1861, los estados debían recargar en 25% la tribu- 
tación estatal y municipal para transferir esos recursos al erario 


federal. 


Después de 1867 también aumentaron mucho los ingresos 
patrimoniales gracias a la venta de los recursos naturales de la 
Federación y de los bienes desamortizados de la Iglesia. Con es- 
te proceso los gobiernos liberales buscaban, por un lado, poner 
los factores de la producción en manos de la iniciativa privada, 
y por otro obtener recursos. Además, gracias a estas políticas se 
esperaba poder aumentar de forma sostenida las contribuciones 
prediales, algo que en la práctica se logró de forma muy limita- 
da, incluso hasta nuestros días. “La imposición directa, traduci- 
da principalmente en el gravamen a la propiedad, era un recur- 
so con el que la mayoría soñaba contar. Sin embargo, la gran 
traba que conllevaba obtener datos fidedignos acerca de la pro- 


piedad raíz obstaculizaba su realización.”93 


Las dificultades para transformar la devastada hacienda pú- 
blica eran enormes y resultaba claro que los cambios habían de 
darse de forma gradual. Al llegar Matías Romero a la Secretaría 
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de Hacienda en enero de 1868 se propuso en primer lugar re- 
solver los problemas más urgentes; “por ahora, sólo procuraré 
cuidar con el mayor empeño, que se recauden todas las rentas 


de la Federación y que se distribuyan con equidad y pureza” .4 


Sin embargo, Romero tenía claro el camino por el que se de- 
bería seguir para transitar hacia una hacienda liberal que permi- 
tiera al país alcanzar su soberanía y el progreso económico. La 
reforma propuesta por Romero en 1869, y reformulada en la 
Memoria de Hacienda de 1870, definió por primera vez de for- 
ma coherente y realista el proyecto liberal de reforma de la ha- 
cienda. Sus ideas, si bien no se llevaron a cabo totalmente, sir- 
vieron de base para las transformaciones fiscales que se darían 
en las siguientes décadas. El sistema fiscal que proponía refleja- 
ba “los fundamentos esenciales de un Estado liberal: un Estado 
que ejerce regulación indirecta de la economía y la regulación 
directa de los intereses individuales o de grupo que pueden per- 
judicar los de otros individuos o grupos”.*% Sus objetivos eran 
elevar la recaudación interna para equilibrar las finanzas públi- 
cas, estimular la actividad económica, mejorar la administra- 
ción de los recursos y dar solución a la deuda pública, con lo 
que se podría consolidar el crédito nacional y afianzar la paz.* 
Los mayores ingresos del Estado permitirían realizar algunos de 
los principales objetivos del Estado liberal, “garantizar la con- 
servación de la tranquilidad pública” y lograr que sus leyes “sean 
obedecidas por todos los habitantes de la República, incluyendo 
por supuesto, las autoridades de los estados”.*” La adecuada ad- 
ministración de las rentas permitiría además “cimentar bajo ba- 
ses sólidas y estables, las instituciones que el país se ha dado li- 


bremente”.98 


Se trataba de modificar las principales fuentes de ingreso con 
impuestos más eficientes tanto en términos de recaudación co- 
mo de promoción al desarrollo económico. Para remediar los 
problemas que generaba la enorme dependencia del erario pú- 
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blico en los ingresos aduanales había que aumentar la recauda- 
ción proveniente de fuentes internas. Su propuesta para lograrlo 
fue la introducción del impuesto del timbre, que no sólo susti- 
tuiría al papel sellado, sino que también ampliaría la base grava- 
ble.62 Mientras el impuesto del papel sellado gravaba principal- 
mente documentos de transacciones mercantiles y judiciales, el 
impuesto del timbre era en realidad un impuesto indirecto que 
introducía gravámenes a productos específicos como tabacos, 
bebidas alcohólicas, medicinas, textiles, etc., que se fueron am- 
pliando con el tiempo. 


Otro eje de su estrategia fiscal era la abolición de las alcaba- 
las, que si bien, como hemos visto, habían sido abolidas por la 
Constitución de 1857, a partir de 1858 en realidad seguían vi- 
gentes. Matías Romero proponía que se eliminara la obligación 
de aportar una contribución federal a los estados que la abolie- 
ran, generando así un incentivo a los estados para hacerlo. Ade- 
más, propuso dos impuestos más, uno sobre las sucesiones y 
otro sobre la propiedad raíz no explotada. Por otro lado, a mo- 
do de fomentar la actividad económica proponía eliminar todos 
los gravámenes a la actividad minera y crear en su lugar un im- 
puesto de 5% a las utilidades líquidas, así como eliminar todos 
los impuestos a la exportación con excepción de los referentes al 
oro y plata amonedados.?% 


A pesar de la congruencia de la propuesta de Romero, el 
Congreso rechazó todas estas iniciativas en abril de 1869. No 
obstante, haciendo uso de las facultades extraordinarias conce- 
didas al Ejecutivo en diciembre de 1871, Romero decretó el 
impuesto del timbre en sustitución del papel sellado y expidió 
una nueva Ordenanza de Aduanas Marítimas y Fronterizas que 
eliminaba los impuestos sobre exportación de bienes naciona- 


les.?* 


La falta de presupuesto para invertir en la maquinaria que 
impidiera la falsificación de los timbres retrasó la puesta en 
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práctica de la ley del timbre, pero el 28 de marzo de 1876, sien- 
do secretario de Hacienda Francisco Mejía, se implantó de for- 
ma definitiva el nuevo impuesto. Muy pronto su recaudación 
superó la del papel sellado, pasando a lo largo de las siguientes 
décadas de representar apenas 2.6 millones de pesos en 1876- 
1877, a casi 30 millones en 1902-1903. Además, a partir de la 
administración de Mejía, la Secretaría de Hacienda realizó 
grandes esfuerzos por uniformar las noticias que las oficinas de 
Hacienda debían remitir al ministerio, por mejorar la contabili- 
dad fiscal, y reforzar la vigilancia contable.?? 


A pesar de todos estos esfuerzos modernizadores el gobierno 
federal siguió dependiendo de los impuestos aduanales que 
continuaron siendo su principal fuente de ingresos. El gran pe- 
so de los ingresos de aduanas en la hacienda de la Federación, 
que representaba alrededor de 50%, es una muestra del atraso 
de la fiscalidad en México durante el siglo XIX. Sin embargo, 
gracias a las reformas fiscales y sobre todo al crecimiento que 
experimentó la economía mexicana en las últimas décadas del 
siglo XIX, los impuestos al comercio exterior fueron perdiendo 
importancia. El crecimiento a largo plazo de los ingresos por 
comercio exterior fue menor que el de los ingresos totales: la di- 
vergencia entre ambos se inicia a principios de la década de 
1880 y se amplía sustancialmente desde 1892.73 Mientras en el 
periodo 1868-1892 los impuestos al comercio exterior contri- 
buyeron al erario en 57%, en el periodo 1893-1910 éstos repre- 
sentaron 44% de los ingresos totales de la Federación.?% Esta ci- 
fra, sin embargo, seguía siendo muy alta desde una perspectiva 
internacional; en España, por ejemplo, los ingresos aduaneros 
eran solamente 15% de los ingresos totales entre 1898 y 


1914. 


El arreglo de la deuda externa que se alcanzó con la llamada 
conversión Dublán de 1886 permitió a México retornar, des- 
pués de casi seis décadas, al mercado de capitales externo para 
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obtener nuevos empréstitos. El nuevo panorama financiero per- 
mitió al gobierno de Porfirio Díaz reducir el sesgo fiscal de la 
política arancelaria, para otorgar a los nuevos aranceles, a partir 
de 1891, características que favorecían la sustitución de impor- 
taciones al mismo tiempo que en lo general se liberaba el co- 
mercio.7é Además, gracias al arreglo de la deuda externa y al de- 
sarrollo de los mercados de capital locales el gobierno pudo por 
fin romper el círculo vicioso de la deuda que había sufrido a lo 
largo de casi todo el siglo. A partir de 1892 se consiguieron en 
México superávits presupuestarios continuados hasta 1907, 
cuando la crisis económica volvió a provocar un déficit. Final- 
mente, en 1896 Limantour pudo cumplir el anhelado objetivo 
liberal de eliminar las alcabalas con lo que pudo alcanzarse por 
fin la unidad económica de la nación. 


“Aun así —de acuerdo con Francisco Comín y Daniel Díaz 
Fuentes— el siglo XIX acabó en México sin que se hubiese 
conseguido realizar una reforma tributaria liberal coherente con 
el modelo francés o con el anglosajón.”?” El gobierno nunca 
pudo recaudar montos relevantes a través de impuestos sobre la 
propiedad raíz.7$ Mientras que en España a partir de 1845 la 
contribución territorial llegó a representar 20% de los ingresos 
ordinarios del Estado, en México la agricultura nunca aportó 
montos significativos. “Tampoco los impuestos directos que gra- 
vaban los rendimientos de la producción lograron nunca repre- 
sentar un porcentaje importante de la recaudación.”? A la altura 
de 1910, la relación ingresos del Estado/renta nacional era en 
México de 3.1%, en comparación con 8.9% en Argentina y 
8.3% en España, lo que significaba una presión fiscal relativa- 
mente baja y que se traducía en una hacienda pobre y una insu- 
ficiencia de los ingresos públicos para hacer frente a las deman- 
das crecientes de servicios públicos por parte de la sociedad.?% 


Propiedad de la tierra 
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Instrumento fundamental para la transformación progresista 
de la vida económica y la reorganización civilizadora de las rela- 
ciones sociales, la reforma de la estructura legal de la propiedad 
territorial por medio de la desamortización fue sin duda una de 
las piezas clave del ideario liberal decimonónico. Los esfuerzos 
por imponer una nueva regulación a la tenencia de la tierra pro- 
dujeron graves conflictos y desembocaron en una guerra civil, 
pero a pesar de que finalmente lograron, a partir de 1859, la ex- 
propiación de los numerosos bienes del clero, las reformas al ré- 
gimen de propiedad no surtieron los efectos deseados (e imagi- 
nados) por la mayoría de los liberales que las impulsaron. 


México heredó de la Nueva España una tenencia de la tierra 
marcada por el predominio de la propiedad corporativa. Por un 
lado, a lo largo de varios siglos de dominio virreinal diversas 
corporaciones eclesiásticas — iglesias, conventos, monasterios, 
capellanías, escuelas, hospitales, etc.— alcanzaron a acumular 
una extensa gama de bienes raíces, algunas por mercedes y 
compras, muchas otras producto de donaciones y de transaccio- 
nes crediticias. Poseían, además, numerosas hipotecas; según 
Lucas Alamán, para fines del siglo XVIII la mitad de todas las 
propiedades inmuebles en la Nueva España estaban hipotecadas 
por la Iglesia. Al alba de la república, parte considerable de la 
propiedad inmueble (sobre todo la urbana) estaba en manos de 
instituciones religiosas. En palabras del historiador Robert J. 


Knowlton, “la Iglesia era el propietario más rico de México”.9! 


Por otro lado, los centenares de pueblos de raíz indígena que 
fueron reconocidos o constituidos bajo la legislación española al 
consumarse la Conquista obtuvieron sus títulos de propiedad 
en forma colectiva, tanto sus terrenos originarios (ejidos, mon- 
tes, tierras de común repartimiento) como los que pudieron ad- 
quirir sucesivamente (por ejemplo, propios, tierras de la cofra- 
días). Esas corporaciones propietarias sobrevivieron sin mayores 
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alteraciones a las luchas y los trastornos que culminaron en la 
Independencia. Desde principios del siglo XIX, los liberales 
mexicanos pugnaron constantemente por la abolición de estas 
antiguas formas de tenencia a perpetuidad y por el traspaso de 
esos bienes a dueños individuales. Sus ideas y razones se funda- 
ron en el pensamiento liberal que surgió de la Ilustración e ins- 
piró el reformismo económico en la España de los Borbones. 


El precepto básico fue que la propiedad individual era un de- 
recho natural derivado del trabajo de cada persona. Precedía a 
la autoridad de los gobiernos y por tanto no podía estar sujeto a 
ella. El concepto lo elaboró John Locke a fines del siglo XVU y 
lo sustentaron, con argumentos diferentes, tanto David Hume 
como los utilitaristas británicos. El derecho natural de los indi- 
viduos contrastaba con el de las asociaciones o corporaciones, 
cuyos derechos de propiedad eran de naturaleza civil, y por tan- 
to estaban sujetos a la regulación de la autoridad legítima. La 
idea tomó vuelo en el pensamiento reformista de la Ilustración 
escocesa (en particular, con Adam Smith) y de los fisiócratas 
franceses acerca de las causas del crecimiento económico de las 
naciones. En ambos casos, aunque con matices políticos muy 
diferentes (uno liberal, el otro no), la liberación del potencial 
productivo de los individuos (motivado por el interés propio) 
se concibió como el verdadero generador de la riqueza y prospe- 
ridad de las sociedades, y por ende debería ser el objetivo de la 
política pública ilustrada.*2 Entre los obstáculos más sobre- 
salientes al desarrollo de la libre competencia entre productores 
emprendedores se encontraban los monopolios y demás privile- 
gios corporativos o aristocráticos heredados de los antiguos re- 
gímenes. 

En la España de Carlos HI estas ideas sirvieron para generar 
un análisis crítico de la estructura institucional de la propiedad 
de la tierra (y de sus consecuencias socioeconómicas), en el cual 
se fueron identificando múltiples deficiencias. Quizás debido a 
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la preponderante influencia de la fisiocracia francesa, según la 
cual la agricultura era la única fuente real de la riqueza produc- 
tiva, los reformistas españoles pusieron un empeño particular 
en la necesidad de reorganizar la propiedad agraria como medio 
de fomentar la economía. A partir de 1760, Pedro Rodríguez de 
Campomanes y Pablo de Olavide impulsaron la privatización 
de las tierras de las comunidades, incluyendo los ejidos y los 
propios, bajo el argumento de que la propiedad particular trae- 
ría grandes ventajas, tanto económicas como fiscales. No tuvie- 
ron mucho éxito. Campomanes publicó además un importante 
tratado (1765) en contra de la amortización de los bienes de la 
Iglesia, de las comunidades y de otras “manos muertas”, argu- 
mentando que ésta causaba grandes perjuicios a la sociedad y 
que la Corona tenía las facultades necesarias para ponerle fin.8? 


Años después, en su Informe en el expediente de ley agraria 
(1795), Melchor Gaspar de Jovellanos incluyó las razones de 
Campomanes dentro de un estudio crítico más amplio en el 
que se propuso mostrar que los diversos tipos de vinculaciones 
de bienes raíces causaban el empobrecimiento de la agricultura 
y de las condiciones de vida de la población rural. Para Jovella- 
nos, el que las tierras amortizadas permanecieran fuera del mer- 
cado era uno de los principales “estorbos” que impedían el pro- 
greso del campo. La estructura de la propiedad frenaba sistemá- 
ticamente el cabal desarrollo de aquellos vastos recursos y del 
potencial productivo de quienes los trabajaban. Además de los 
bienes corporativos eclesiásticos y de los pueblos, los mayoraz- 
gos de la nobleza constituían una buena parte de la propiedad 
vinculada a perpetuidad en España, y a éstos les dedicó Jovella- 
nos algunas de sus más agudas críticas.2* Había que poner fin a 
la amortización civil y eclesiástica; sin la libre circulación de la 
propiedad territorial, el campo jamás superaría su atraso. 


Los avances reales fueron pocos y modestos durante el reina- 
do de Carlos IV (Godoy expropió algunos bienes eclesiásticos 
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para financiar la guerra), pero el liberalismo imperante en las 
Cortes de Cádiz le daría nuevos aires a la reforma institucional 
de régimen de propiedad. En 1813 se decretó la privatización a 
título individual de los terrenos de los pueblos (con excepción 
de sus ejidos), pero la ley no tuvo efecto. Y en 1820, al comien- 
zo del “trienio liberal”, se legisló la supresión de numerosos 
conventos, monasterios, colegios y hospitales pertenecientes a 
las órdenes religiosas y militares, disponiendo la desamortiza- 
ción de sus propiedades en beneficio del fisco. Al mismo tiem- 
po, se suprimieron todas las vinculaciones, “todos los mayoraz- 
gos, fideicomisos, patronatos y cualquier otra especie de vincu- 
laciones de bienes raíces”.8% A pesar de que el colapso del poder 
liberal puso fin (por el momento) a estas leyes, los proyectos de 
Cádiz circularon ampliamente por las provincias americanas, y 
adquirirían allí vida propia a partir de sus independencias. 


A fines del siglo XVIII se discutía ya en la Nueva España la 
necesidad de reformar la propiedad de la tierra. Destacaron 
aquí las tempranas propuestas de Manuel Abad y Queipo, futu- 
ro obispo de Michoacán. Pese a su investidura clerical y a su fé- 
rrea defensa de los antiguos privilegios eclesiásticos, Abad y 
Queipo adoptó (y adaptó) parte del ideario liberal formulado 
por Campomanes y Jovellanos, entre otros. En un escrito dirigi- 
do al rey en 1799, abogó por la “división gratuita de todas las 
comunidades de indios entre los de cada pueblo”, por la *divi- 
sión gratuita de todas las tierras realengas entre los indios y las 
castas” y por una ley agraria “que permita al pueblo la apertura 
de tierras incultas de los grandes propietarios”. Seis años des- 
pués, en otra carta “a nombre de los labradores de esta ciudad y 
provincia (Valladolid)”, Abad y Queipo explicó que “la indivisi- 
bilidad de las haciendas, dificultad de su manejo y falta de pro- 
piedad en el pueblo, produjeron y aún producen efectos muy 
funestos a la agricultura misma, a la población y al Estado en 
general”.8% Identificó así a las corporaciones indígenas y a los la- 
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tifundios en manos de particulares (aunque no a las propieda- 
des de la Iglesia) como los mayores obstáculos al crecimiento 
económico y al progreso social del campo. La población indí- 
gena permanecía aislada en sus pueblos “por unos privilegios de 
protección, que si le fueron útiles en el momento de la opresión 
comenzaron a serle nocivos desde el instante mismo que cesó, 
que ha estado y está imposibilitada de tratar y contratar y mejo- 
rar su fortuna, y por consiguiente envilecida en la indigencia y 
la miseria”.97 El remedio consistía en desamortizar las tierras de 
los pueblos y facilitar jurídicamente el acceso a — o incluso la 
adquisición de— terrenos incultos, tanto baldíos (realengos) 
como privados, lo que propiciaría el surgimiento de una clase 
de propietarios indígenas y mestizos libres, prósperos y progre- 
sistas. En estas representaciones (recopiladas y publicadas poste- 
riormente por Mora), alcanzó Abad y Queipo a trazar lo que 
constituiría uno de los dos principales lineamientos del pensa- 
miento y la política agraria liberal del siglo XIX: la titulación 
individual de los terrenos comunales y baldíos. 


Al consumarse la Independencia, varios estados (Veracruz, 
México y Jalisco, entre otros) discutieron —y en algunos casos 
decretaron— el reparto de las tierras amortizadas de los pue- 
blos, de acuerdo con los principios establecidos en las leyes de 
Cádiz. Si bien —con ciertas excepciones— los resultados inme- 
diatos fueron prácticamente nulos, estas iniciativas guberna- 
mentales sentaron un precedente importante. Surgió entonces 
por primera vez un debate acerca del mejor modo de instru- 
mentar las políticas liberales de desamortización laica en el par- 
ticular contexto social y cultural del México rural. Algunos le- 
gisladores, más apegados a una interpretación estricta de los 
preceptos liberales (de acuerdo con la ley gaditana de 1813), 
abogaron por la privatización directa, por dar derechos de pro- 
piedad absolutos a los nuevos parcelarios. En el Congreso 
Constituyente del Estado de México, José María de Jáuregui ar- 
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gumentó que la privatización individual convertiría a los indios 
en “verdaderos ciudadanos que no estén bajo la tutela de nadie 
[...] que es cabalmente lo que apetecen con mayor empeño”. 
Otros pensaban que era más prudente adjudicar las parcelas ini- 
cialmente en arrendamiento pagable al ayuntamiento, no sólo 
para fortalecer las finanzas de las municipalidades, sino también 
para proteger a los indios de sus propias debilidades y de la ra- 
pacidad de los hacendados colindantes. No los consideraban 
preparados para asumir la responsabilidad y aprovechar la opor- 
tunidad de convertirse en propietarios, y temían que acabarían 
enajenando sus terrenos en favor de los hacendados, lo que des- 
virtuaría los propósitos originales de la reforma.?? Cómo lograr 
conjugar la aplicación del programa reformista liberal con la 
obligación tutelar del Estado frente al “atraso” material y cultu- 
ral de la población indígena sería tema de múltiples debates a lo 
largo del siglo XIX y principios del XX. Casi un siglo después 
de las primeras discusiones, en el Congreso Constituyente del 
Estado de México, la disputa sobre el modo más adecuado de 
dividir la propiedad comunal seguía vigente cuando Andrés 
Molina Enríquez escribió Los grandes problemas nacionales 
(1909), en cuyo análisis crítico de las historia de las desamorti- 
zaciones decimonónicas desempeña un papel fundamental. 


La otra gran reforma territorial indicada por Abad y Queipo, 
el reparto de los terrenos baldíos, no suscitó mucho interés. 
Más de medio siglo después (en 1863) se legislaría por primera 
vez al respecto, y no sería sino hasta el Porfiriato —a partir de 
las leyes federales de 1875 (de colonización), 1883 y 1894— 
que se pondrían en práctica tales deslindes y titulaciones. Pero 
habría más, pues las propuestas de Abad y Queipo excluyeron 
dos de los elementos constitutivos de la agenda liberal trasatlán- 
tica para reordenar la propiedad territorial que habría de con- 
cretarse en Cádiz. El primero, la abolición del mayorazgo y de- 
más vinculaciones aristocráticas (decretada inicialmente en 
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Cádiz en 1820), se aprobó y se comenzó a instrumentar en Mé- 
xico sin mayores contratiempos en 1823, poco después del co- 
lapso del Imperio de Iturbide. Fueron pocos los afectados, pues 
la nobleza en México era escasa. En esa temprana ley republica- 
na no se incluyeron, sin embargo, las vinculaciones eclesiásticas, 
cuya supresión formaba parte de la legislación gaditana en que 
se fundó.*? La desamortización de esos bienes clericales fue el 
segundo elemento del proyecto reformista excluido —y en este 
caso, explícitamente rechazado— por Abad y Queipo. Y en 
contraste con el mayorazgo, institución de muy débil arraigo en 
México, las propiedades en “manos muertas” del clero eran mu- 
chas y —en conjunto— sumamente valiosas. Pese a los argu- 
mentos esgrimidos en su contra por Abad y Queipo (y poste- 
riormente por dos generaciones de figuras conservadoras), la 
enajenación de los bienes del clero habría de ser el otro gran li- 
neamiento (y por mucho el más importante) de la reforma libe- 
ral al régimen de propiedad durante el primer medio siglo de 
gobierno posvirreinal. 


En esto, las ideas de Mora sentarían la pauta. En palabras de 
Charles A. Hale, “el ensayo que en 1831 escribió José María 
Luis Mora sobre la sociedad eclesiástica puede considerarse co- 
mo punto de partida del anticlericalismo decimonónico en Mé- 
xico”.?% En su Disertación sobre la naturaleza y aplicación de 
las rentas y bienes eclesiásticos, y sobre la autoridad a que se ha- 
llan sujetos en cuanto a su creación, aumento, subsistencia o 
supresión, Mora se propuso demostrar, con argumentos jurídi- 
cos e históricos, que los bienes del clero estaban sujetos a la re- 
gulación del Estado. Mientras la propiedad individual era un 
derecho natural, por tanto inviolable, la propiedad de las corpo- 
raciones eclesiásticas tenía su verdadero fundamento en el dere- 
cho civil. Dichas corporaciones, como personas morales, eran 
en realidad “comunidades políticas”. “El derecho de adquirir 
que tiene el particular —escribió— es natural, anterior a la so- 
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ciedad [...] por el contrario, el derecho de adquirir de una co- 
munidad es puramente civil, posterior a la sociedad, creado por 
ella misma y por consiguiente sujeto a las limitaciones que por 
ésta quieran ponérsele.” Y “la Iglesia como poseedora de bienes 
temporales no es otra cosa [...] que una comunidad política; 
luego es cierto que puede ser privada de la administración y 
propiedad de ellos cuando así lo exija la conveniencia públi- 
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Para Mora, la desamortización eclesiástica era sin lugar a du- 
das una “conveniencia pública” apremiante. Sus razones eran 
múltiples y contundentes. En términos económicos, era necesa- 
rio promover la libre circulación de la propiedad territorial, sin 
la cual no podía progresar la agricultura. En México, las “manos 
muertas” clericales eran el principal obstáculo. En términos ju- 
rídicos, los privilegios de las corporaciones carecían de justifica- 
ción y atentaban contra el principio republicano de la igualdad 
de derechos. Urgía abolirlos. En términos políticos, la propie- 
dad individual era el cimiento de la responsabilidad cívica y del 
orden social republicano; sin propietarios, era imposible consti- 
tuir una verdadera ciudadanía. Había por tanto que privatizar 
la tierra. 


Con estos argumentos fundamentó Mora la exigencia de des- 
amortizar (es decir, la enajenación forzosa de los bienes del cle- 
ro, pagadera —en principio— al dueño original). Sus propues- 
tas concretas, sin embargo, fueron más allá. Para resolver los 
graves problemas de crédito público que enfrentaba el nuevo 
Estado, Mora abogó no sólo por la desamortización, sino ade- 
más por la “ocupación” de dichos bienes —en efecto, su expro- 
piación sin indemnización—. “La nación, agobiada con el 
enorme peso de un crédito exorbitante —escribió Mora en 
1833—, no puede ya sostener su reputación financiera si ha de 
atenerse a las entradas ordinarias de sus rentas”. Por tal razón, 
era necesario “usar de los recursos extraordinarios que se hallan 
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a la disposición de la Sociedad, y consisten en ocupar los bienes 
consignados a ciertas instituciones de puro lujo”, como “los 
cuantiosos que poseen el Clero y los monacales de ambos 
sexos”.?2 La expropiación de dichos bienes, destinados “a servir 
de hipoteca de la deuda pública, y al pago de sus réditos”, ga- 
rantizaría la solvencia fiscal de la joven nación.?* 


Las principales figuras liberales de la época favorecían esta 
“ocupación”. El debate (en la Cámara de Diputados) se centra- 
ría en el modo de ponerla en marcha. Lorenzo de Zavala pro- 
puso la expropiación inmediata de los bienes eclesiásticos y su 
venta en subasta pública, a lo que se opusieron Gómez Farías, 
Mora y varios de sus colegas. Mora argumentó que tales subas- 
tas no sólo arruinarían a los actuales arrendatarios y tenedores 
de hipotecas clericales, quienes no tendrían posibilidades reales 
de competir en los remates, sino que también producirían valo- 
res muy bajos, reduciendo así la recaudación fiscal. Con subas- 
tas, sólo se beneficiarían los agiotistas. Propuso en cambio un 
sistema de adjudicaciones a los actuales arrendatarios, quienes 
asumirían hipotecas pagaderas al Estado, cuyo valor total se fi- 
jaría con base en las rentas corrientes, de tal modo que el mon- 
to de los pagos anuales no sufriera aumento. Los tenedores de 
créditos (censualistas) tramitarían nuevas hipotecas (ahora con 
el Estado), y las grandes fincas rústicas ocupadas serían dividi- 
das en parcelas individuales hipotecadas de la misma manera. 
De esta forma, escribió Mora, se asegurarían tanto “las ventajas 
de la división de la propiedad” como las urgentes necesidades 
del fisco.2% Ante la férrea oposición de la Iglesia y sus aliados 
políticos, la iniciativa no prosperó. 

Para Mora, la desamortización civil se justificaba por las mis- 
mas razones que la eclesiástica. Los pueblos eran, en efecto, mo- 
nasterios de indios. “En todo esto —señaló, refiriéndose a la or- 
denación jurídica de las corporaciones indígenas— se ve la ma- 
no e influjo del clero regular que quiso instituir la sociedad civil 
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sin su base fundamental que es la propiedad, y fundar en Amé- 
rica otros tantos monasterios cuantos eran los pueblos o congre- 
gaciones de sus neófitos.” ?% Sólo que en este caso no era preciso 
ocupar las propiedades de las corporaciones, sino meramente 
desamortizarlas en beneficio de sus miembros, potenciando así 
el surgimiento de ciudadanos propietarios con efectiva igualdad 
jurídica. 

De esa noción de la prioridad —y por ende inviolabilidad — 
absoluta del derecho individual a la propiedad se deriva la pecu- 
liar posición de Mora (y de la mayoría de sus correligionarios) 
con respecto a los latifundios en manos particulares. Si bien 
Mora apreciaba la importancia de aumentar el número de pro- 
pietarios (de ahí la idea de subdividir las fincas rústicas del clero 
en pequeñas propiedades y también su entusiasmo por la colo- 
nización agrícola), y a pesar de que reconocía los múltiples per- 
juicios causados por el latifundismo, le parecía impensable que 
el Estado interviniese en las propiedades de los hacendados, ni 
siquiera en las más enormes, aun si eran improductivas. “No se 
pueden dar providencias directas —apuntó Mora— para dismi- 
nuir estas inmensas posesiones.”26 Eso, en todo caso, correspon- 
día únicamente a las fuerzas del mercado. Esta paradójica pasi- 
vidad del reformismo liberal frente a la realidad del latifundis- 
mo (arraigada además por el hecho de que no pocos liberales 
eran también hacendados) sería una constante —con pocas ex- 
cepciones— a lo largo del siglo XIX. 

Dos décadas después, tras el regreso de los liberales al poder, 
la Reforma buscaría finalmente instrumentar la anhelada res- 
tructuración del régimen de propiedad. La Ley de Desamortiza- 
ción de 25 de junio de 1856 (Ley Lerdo) ordenó que “todas las 
fincas rústicas y urbanas que hoy tienen o administran como 
propietarios las corporaciones civiles o eclesiásticas de la repú- 
blica, se adjudicarán en propiedad a los que las tienen arrenda- 
das, por el valor correspondiente a la renta que en la actualidad 
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pagan, calculada como rédito al 6% anual” (artículo 19). Se le 
concedían al arrendatario tres meses para tramitar la adjudica- 
ción; cumplido el plazo, las fincas todavía sin desamortizar po- 
drían ser denunciadas y puestas en subasta pública, otorgándole 
una octava parte del precio al denunciante. Quedaban excep- 
tuados únicamente los edificios vinculados directamente a la 
función de la corporación en cuestión (por ejemplo, iglesias, 
conventos, hospitales), así como los ejidos de los pueblos. 


No era ésta la “ocupación” anticlerical que había propuesto 
Mora (expropiación sin indemnización alguna), sino meramen- 
te una desamortización. Las corporaciones afectadas recibirían 
los pagos de las hipotecas adjudicadas y podrían en lo sucesivo 
invertir sus capitales en propiedades a título individual o en ac- 
ciones empresariales, pero no “adquirir para sí ni administrar 
ninguna propiedad raíz” (artículos 25 y 26). La Iglesia seguiría 
siendo rica, mas ya no terrateniente. En palabras de Miguel 
Lerdo de Tejada, entonces ministro de Hacienda, dos eran los 
(viejos) propósitos de esta nueva ley: “el primero como resolu- 
ción tendiente a movilizar la propiedad raíz, y el segundo, co- 
mo medida fiscal con objeto de normalizar los impuestos”.?” 
Para lo segundo, la ley impuso una alcabala de 5% a la trasla- 
ción de dominio (además del costo de la titulación), procuran- 
do así que el compeler la “libre circulación” de la propiedad le 
inyectase amplios recursos al fisco. La Constitución expedida a 
principios de 1857 ratificó la Ley Lerdo, aunque eliminó la 
exención que ésta había concedido a los ejidos. 

Pese a la relativa moderación de sus propósitos, la Ley Lerdo 
no produjo los resultados esperados, en buena parte por la acé- 
rrima oposición de la Iglesia (en México y en el Vaticano), pero 
también debido a una serie de deficiencias en su diseño. Mu- 
chos de los arrendatarios no se acogieron a los beneficios de la 
ley, algunos por los altos costos del trámite (sobre todo la trasla- 
ción de dominio), otros ya bien por simpatía con la postura del 
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clero, o amedrentados por la excomunión decretada por la Igle- 
sia a los que pretendieran adquirir sus propiedades. No faltaron 
las adjudicaciones simuladas, a través de prestanombres. Por 
otro lado, el sistema de denuncios (con sus jugosos incentivos) 
atrajo a toda clase de especuladores, y las subastas con frecuen- 
cia les favorecieron. En el campo, las fincas enajenadas por lo 
general no fueron subdivididas de antemano (como lo había 
propuesto Mora), sino que se adjudicaron enteras, quedando 
así fuera del alcance de los pequeños agricultores. 


La aplicación de la desamortización eclesiástica fue pronto 
interrumpida por los graves conflictos generados por la nueva 
Constitución. No obstante, se inició entonces una significativa 
redistribución de la propiedad raíz, aunque ésta no favoreció en 
su mayoría a los pequeños arrendatarios a quienes la legislación 
había contemplado convertir en propietarios. Miguel Lerdo de 
Tejada estimó que en la segunda mitad de 1856, apenas comen- 
zado el proceso, el valor de las propiedades clericales adjudica- 
das o subastadas ascendía ya a más de 20 millones de pesos. Pe- 
ro los principales agraciados parecen haber sido especuladores, 
comerciantes y hacendados.?8 


Ya en medio de la llamada “Guerra de los Tres Años”, el go- 
bierno de Juárez se vio forzado a radicalizar su postura. Desde 
Veracruz, el 12 de julio de 1859 expidió la Ley de Nacionaliza- 
ción de Bienes Eclesiásticos, de acuerdo con la cual “entran al 
dominio de la nación, todos los bienes que el clero secular y re- 
gular ha estado administrando con diversos títulos, sea cual fue- 
re la clase de predios, derechos y acciones en que consistan, el 
nombre y aplicación que hayan tenido” (artículo 1%). Se supri- 
mieron además las órdenes de los religiosos regulares. El fin in- 
mediato era quitarle a la Iglesia y a los conservadores los recur- 
sos —bienes raíces y de capital— con que financiaban la gue- 
rra, apropiándolos en beneficio de la causa liberal. La ley man- 
dó una “ocupación” como la que había pedido Mora, incluso 
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más extensa, pero para su aplicación se adoptó el modelo de su- 
bastas expeditas propuesto por Lorenzo de Zavala 36 años an- 
tes. “Se procederá a vender en subasta pública —precisó la ley 
reglamentaria— todas las fincas que con diversos títulos ha ad- 
ministrado el clero regular y secular; y que a la fecha de la pu- 
blicación de esta ley no hayan sido desamortizadas, porque no 
se haya formalizado ni pedido la adjudicación de ellas conforme 
a la ley de 25 de junio de 1856” (artículo 20). En dichas almo- 
nedas, las cuales debían ser realizadas en plazos muy breves, se 
requeriría una tercera parte del avalúo en efectivo, y al menos 
otra tercera parte en créditos de la deuda nacional, pero “tam- 
bién podrá el gobierno en todos los casos en que lo juzgue con- 
veniente”, convertir el requerimiento del pago en numerario en 
hipotecas de cinco a nueve años (artículo 10 reglamentario). Se 
ampliaron además los privilegios otorgados a los denunciantes, 
quienes ahora podrían adquirir tales fincas (“por el valor decla- 
rado para el pago de contribuciones”) sin pasar por subasta pú- 
blica, “entregando el setenta por ciento en créditos (deuda na- 
cional) y el treinta en numerario”, esto último dividido en 40 
mensualidades (artículo 28 reglamentario). Finalmente, para fa- 
cilitar más aún las ventas, se eliminó el pago de derechos (inclu- 
yendo la alcabala por traslación de dominio) en estas transac- 
ciones (artículo 21 reglamentario).?? “Todo esto propició que 
muchos agiotistas y otros poseedores de deuda pública adqui- 
riesen propiedades clericales con muy poco o ningún costo en 
efectivo. Las hipotecas en manos del clero (incluyendo aquellas 
recién establecidas por medio de la Ley Lerdo) fueron también 
nacionalizadas y —en ciertos casos— puestas en venta. Lo ur- 
gente era expropiar, ante todo para privar al enemigo de sus 
fuentes de apoyo y al mismo tiempo generar —en la medida de 
lo posible— nuevos ingresos para sostener al gobierno en gue- 
rra. 
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Si bien el viejo ideal liberal de fomentar el desarrollo de la 
pequeña propiedad figuró prominente en los propósitos de la 
Ley Lerdo (con todo y que su instrumentación fue defectuosa), 
en la Ley de Nacionalización pasó a un plano muy secundario. 
La subdivisión de las fincas rústicas expropiadas se menciona en 
un solo artículo, que señala el procedimiento a seguir donde 
hubo desamortizaciones simuladas, en las cuales los arrendata- 
rios beneficiados conforme a la Ley Lerdo le devolvieron los te- 
rrenos al clero (artículo 26 reglamentario). Por lo demás, en los 
numerosos traspasos de propiedades rurales —por remate o de- 
nuncio— impulsados por esta ley, no se contempló la subdivi- 
sión de los predios en parcelas accesibles a los pequeños pro- 
ductores. Si las adjudicaciones estipuladas por la Ley Lerdo im- 
pusieron requisitos pecuniarios fuera del alcance de la mayoría 
de los pobladores del campo, los términos de los remates que 
dieron curso a la nacionalización fueron aún más excluyentes. 
En consecuencia, la mayoría de los cuantiosos bienes del clero 
—urbanos y rurales, muebles e inmuebles— fueron a parar en 
manos de agiotistas, políticos, comerciantes y terratenientes la- 
tifundistas. 


Por el convulsionado momento político en que se produjo, la 
enajenación de la propiedad eclesiástica fue un proceso caótico, 
plagado de irregularidades que llevaría largo tiempo resolver. !% 
El gobierno de Juárez aceleró las ocupaciones tras su regreso a la 
capital en enero de 1861, pero la paz fue muy breve. Durante la 
Intervención, Maximiliano intentó poner orden en el proceso 
(en parte por motivos fiscales), mas no detuvo ni revirtió su 
curso, lo que causó gran consternación a la Iglesia. En el corto 
plazo, las desamortizaciones y nacionalizaciones anticlericales 
generaron nuevos fondos para el fisco, pero no lograron resolver 
los problemas crónicos de la hacienda pública. El monto de los 
ingresos fue de 1 083 611 pesos en 1856, 10 094 184 pesos en 
1861, 2 250 000 pesos en 1865-1866, y 1 027 911 pesos en 
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1867-1868. Posteriormente, las recaudaciones anuales por este 
concepto no volverían a alcanzar el millón de pesos. Según los 
cálculos de Robert J. Knowlton, entre 1856 y 1910 el Estado 
mexicano obtuvo alrededor de 23 millones de pesos derivados 
de las ventas de los bienes del clero. El mismo historiador ha es- 
timado “el valor de las propiedades afectadas por las leyes — 
bienes raíces, hipotecas, edificios eclesiásticos— en una canti- 
dad cercana a 150 millones de pesos”.*%! El resto, más de cinco 
sextas partes del valor total, pasó a ser propiedad de particula- 
res. 


La extensa reorganización del régimen de propiedad puesta 
en marcha durante la década de 1850 acabó con el poder terra- 
teniente de la Iglesia, mas no contribuyó a resolver el antiguo 
problema de la desigualdad en la distribución de la tierra. Los 
hacendados, y no los pequeños propietarios, fueron los grandes 
beneficiarios de la Reforma. Esto se explica no sólo por las difí- 
ciles circunstancias políticas en las que se realizó la desamortiza- 
ción eclesiástica, o por la enorme debilidad fiscal y administra- 
tiva del Estado que la implementó, sino también, a fin de cuen- 
tas, por las convicciones ideológicas de la mayoría de los refor- 
madores liberales. La noción de la primacía del derecho natural 
a la propiedad individual (sin límites de orden filosófico), he- 
rencia liberal de la Ilustración, quedó de manifiesto en la pri- 
mera oración del muy breve artículo 27 de la Constitución de 
1857: “La propiedad de las personas no puede ser ocupada sin 
su consentimiento, sino por causa de utilidad pública y previa 
indemnización”. En el Congreso extraordinario que dio vida a 
esa Constitución, la “utilidad pública” de una distribución más 
equitativa de la propiedad territorial, si bien fue ampliamente 
reconocida, no condujo a la adopción de ninguna medida con- 
creta en contra del latifundio. Incluso Ponciano Arriaga, presi- 
dente de la comisión redactora del artículo 27, quien en su voto 
particular denunció enérgicamente los abusos de los latifundis- 
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tas y las funestas consecuencias sociales y económicas de “la 
mala distribución de la propiedad territorial en la República”, 
tuvo a bien señalar que “en el estado presente, nosotros recono- 
cemos el derecho de propiedad y lo reconocemos inviolable”, 
añadiendo que “si su organización en el país presenta infinitos 
abusos, convendrá desterrarlos”, pero eso, evidentemente, ten- 
dría que esperar. 


Con respecto a la desamortización de los bienes de las corpo- 
raciones laicas, la Ley Lerdo tuvo —en estos años— un impac- 
to significativamente menor. Algunos pueblos —por lo general 
aledaños a las ciudades— privatizaron sus tierras, pero muchos 
otros —la mayoría— simplemente ignoraron la nueva ley (co- 
mo lo habían hecho anteriormente, en varios estados, con las 
leyes de desamortización locales) o se opusieron abiertamente. 
Se vislumbraba un proceso costoso, potencialmente conflictivo 
y de incierta utilidad. ¿Cuáles serían los beneficios? ¿Y si la tie- 
rra era ya de ellos, en comunidad, por qué pagar ahora por ella? 
Convencido de que “la subdivisión de la propiedad rústica” (al 
menos la de los pueblos) habría “de favorecer a las clases más 
desvalidas”, y ante la falta de resultados favorables, el gobierno 
federal emitió en octubre de 1856 una circular disponiendo 


que todo terreno cuyo valor no pase de 200 pesos conforme 
a la base de la ley de 26 de junio, se adjudique a los respectivos 
arrendatarios [...] sin que se les cobre alcabala ni se les obligue 
a pagar derecho alguno, y sin necesidad tampoco del otorga- 
miento de la escritura de adjudicación, pues para constituirlos 
en dueños y propietarios [...] bastará el título que les dará la 
autoridad política. 


Se eliminó además, “para los indígenas y demás labradores 
menesterosos”, la obligación de realizar las adjudicaciones en un 
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plazo máximo de tres meses, y por ende el mecanismo de subas- 
tas y denuncios marcado por la ley.*% Sin embargo, estas exen- 
ciones surtieron muy poco efecto, pues la oposición a la des- 
amortización no era meramente fiscal. Carentes de incentivos y 
libres de las presiones de un Estado tan incapaz de forzar por sí 
solo la implementación de esta ley como temeroso de perder su 
base de apoyo en el campo, los pueblos por lo general hicieron 
caso omiso. Con dos guerras de por medio, la cuestión de las 
tierras comunales quedaría en suspenso hasta finales de la déca- 


da de 1860. 


Aunque inicialmente los resultados fueron también casi nu- 
los, el gobierno de Juárez publicó por esos años una ley sobre la 
ocupación y enajenación de los terrenos baldíos. Otorgaba a la 
ciudadanía el derecho a denunciar hasta 2 500 hectáreas de tie- 
rras no tituladas, pagaderas en efectivo y en abonos de la deuda 
pública. Los compradores estarían obligados a mantener pobla- 
dos sus terrenos por un periodo de 10 años. El decreto perse- 
guía dos fines: fomentar la colonización agrícola del territorio 
nacional y —como siempre— aumentar las recaudaciones fisca- 
les. Expedida en San Luis Potosí el 22 de julio de 1863, ya en 
plena invasión francesa, la ley fue más que nada la expresión, 
aún trunca, de un viejo anhelo liberal, cuya realización tendría 
que esperar mejores tiempos por venir. 

Cuando Porfirio Díaz llegó a la presidencia, en 1877, una 
parte sustancial de la agenda liberal para extender el dominio de 
la propiedad privada individual había sido ya prácticamente 
completada. Quedaba todavía pendiente la privatización a títu- 
lo personal de las tierras comunales y baldías. Durante las si- 
guientes décadas, la estabilidad política, el desarrollo de una 
moderna infraestructura ferrocarrilera, el notable crecimiento 
de la economía — inversiones, exportaciones, producción agrí- 
cola e industrial — y la consolidación del aparato del Estado le 
dieron un nuevo impulso a la reforma de la propiedad. A lo lar- 
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go del Porfiriato, casi 39 millones de hectáreas de terrenos bal- 
díos fueron deslindadas y adjudicadas a favor de propietarios 
particulares. No pocos poseedores de facto de predios no titula- 
dos (excedencias, demasías y terrenos baldíos) regularizaron de 
este modo sus derechos de propiedad. Muchos más adquirieron 
nuevas propiedades por medio de denuncios. Buena parte de la 
masiva transferencia de terrenos públicos al sector privado se 
llevó a cabo no por obra directa del Estado, sino por medio de 
compañías deslindadoras autorizadas por el Ejecutivo “para la 
habilitación de terrenos baldíos con las condiciones de medi- 
ción, deslinde, fraccionamiento en lotes, avalúo y descripción”. 
La ley del 15 de diciembre de 1883 facultó a estas compañías 
privadas para realizar todas las diligencias relativas al deslinde 
de dichos terrenos, ofreciéndoles “en compensación” por sus 
gastos “la tercera parte de los terrenos que habiliten, o de su va- 
lor”.1%% Fue un incentivo poderoso y sin duda eficaz, en parte 
porque se dio en un momento en que el potencial económico 
de la agricultura comercial en muchas partes de la República 
iba en claro aumento. El vínculo expreso entre la adjudicación 
de terrenos baldíos y el fomento a la colonización rural se man- 
tuvo vigente en la legislación hasta 1894, año en que una nueva 
ley (ante el evidente fracaso de tales iniciativas) le puso fin a ese 
infructuoso requerimiento. 


De esta manera, el Estado porfiriano promovió la privatiza- 
ción de grandes extensiones de tierra sin tener que invertir re- 
cursos públicos, acrecentando al mismo tiempo la recaudación 
hacendaria. Evitó así también involucrarse directamente (como 
gestor principal) en los inevitables conflictos que habrían de ge- 
nerar los denuncios y deslindes, sobre todo cuando había posee- 
dores actuales de por medio. Eso le tocaría a las compañías des- 
lindadoras o a los denunciantes particulares. El Ministerio de 
Fomento (a cargo de regular el proceso) intervendría únicamen- 
te en una segunda instancia, dirimiendo administrativamente 
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las desavenencias entre las partes en disputa. Por mucho tiempo 
se pensó que en la cuestión de los baldíos el gobierno porfirista 
favoreció descaradamente las ambiciones rapaces de las compa- 
ñías deslindadoras, pero un estudio reciente ha demostrado que 
en la mayoría de los conflictos de que se tiene noticia, el minis- 
terio sentenció a favor de los reclamantes locales (no pocas ve- 
ces, pueblos) y no de las compañías.*% No obstante, lo cierto es 
que la política de baldíos del Porfiriato contribuyó a fortalecer 
el latifundismo. 


En cuanto a las tierras comunales, el Porfiriato también sig- 
nificó grandes cambios. Se piensa comúnmente que en esos 
años el gobierno finalmente logró poner en marcha la Ley Ler- 
do, lo que acabó con la propiedad colectiva de los pueblos y — 
acto seguido— resultó en la usurpación de los terrenos privati- 
zados por parte de las haciendas colindantes. En realidad, el pa- 
norama parece haber sido mucho más complejo y diverso, y re- 
quiere todavía de más investigación. Si bien no cabe duda de 
que tanto la desamortización forzosa como la posterior enajena- 
ción de los predios ex comunales (muchas veces de modo tram- 
poso) fue una de las vertientes importantes del proceso, tam- 
bién es cierto que muchos pueblos —en las sierras de Oaxaca, 
por ejemplo— lograron mantener sus tierras indivisas (a pesar 
de la ley), y que otros las subdividieron más o menos volunta- 
riamente. Donde hubo repartos, los hacendados (y el gobierno) 
no fueron siempre sus únicos promotores. El notable (aunque 
desigual) desarrollo del potencial comercial de la agricultura y 
la ganadería durante el Porfiriato tuvo un gran impacto tam- 
bién al interior de los pueblos. Surgió entonces (o, en algunos 
casos, se consolidó) una clase media agraria de comuneros y 
rancheros con derechos comunales que llegó a ver con buenos 
ojos la privatización de los bienes comunales y que —en su mo- 
mento— decidió impulsarla. Fueron ellos, junto con los hacen- 
dados, los principales beneficiarios de esta última fase de la gran 
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privatización de la propiedad territorial ideada por los liberales 
decimonónicos. Falta todavía un esquema claro de cómo, cuán- 
do, por qué y para quiénes se desincorporó la tierra comunitaria 
en las diferentes partes de la República. El marco jurídico de es- 
tos procesos (frecuentemente conflictivos, a veces violentos) 
provino no de la Ley Lerdo, sino de las diversas leyes de des- 
amortización estatales (a menudo con fines primordialmente 
fiscales) que comenzaron a ser expedidas a partir de la caída del 
Imperio de Maximiliano. 


Al inicio del nuevo siglo, eran dos los principales problemas 
del régimen de propiedad rural trabajosamente forjado por los 
liberales: la notoria inequidad en la distribución de la tierra y 
los agravios acumulados a lo largo de la lucha —todavía incon- 
clusa— por el control del patrimonio de los pueblos. Ambos fi- 
gurarían prominentemente en la Revolución. 


Conclusión 


Esta apretada relación pretende mostrar los principales rasgos 
de las transformaciones que a lo largo del siglo XIX se dieron 
en la esfera económica, en los ámbitos comercial, fiscal y de la 
propiedad de la tierra. De ella cabe resaltar la complejidad, la 
pluralidad y el carácter a veces contradictorio de los procesos 
concretos de modernización económica, producto a fin de 
cuentas no de la imposición de una visión particular —la pro- 
pagación del evangelio de Adam Smith, o la sacralización de la 
propiedad privada— sino de una complicada interacción de in- 
tereses y necesidades coyunturales. 

El estudio de las reformas económicas liberales llevadas a ca- 
bo durante el siglo XIX en México en materia de comercio, de 
impuestos y de propiedad territorial sugiere que éstas fueron 
menos exitosas de lo que sus proponentes esperaban, en térmi- 
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nos de generar un mayor crecimiento económico. El principal 
problema con las políticas liberales relacionadas con el comer- 
cio y los impuestos no fue que estuvieran mal planteadas, sino 
que fueron sumamente difíciles de poner en práctica tanto por 
los gobiernos liberales como por los conservadores a lo largo del 
siglo XIX, al ir en contra de grupos de interés poderosos que 
defendían el statu quo. La debilidad del gobierno federal y su 
crónico déficit fiscal fueron causa y consecuencia de esta inca- 
pacidad, que mantuvo al país en el atraso económico durante la 
mayor parte del siglo. Además el liberalismo comercial a ultran- 
za en términos de comercio exterior iba en contra del desarrollo 
de la industria nacional y era demasiado costoso en términos 
fiscales. Había que encontrar salidas pragmáticas que permitie- 
ran generar incentivos al desarrollo de la industria doméstica, 
sin que eso implicara eliminar por completo la competencia ex- 
terna, y además encontrar ingresos fiscales alternativos. Ese 
equilibrio, como es claro hasta nuestros días, nunca ha sido sen- 
cillo de alcanzar. Fue sólo durante el gobierno de Porfirio Díaz 
cuando resultó posible comenzar a poner en práctica muchos 
de los ideales liberales tanto en términos de comercio interior 
—al abolir las alcabalas— como de comercio exterior —al ra- 
cionalizar y disminuir los aranceles—, así como en materia im- 
positiva —con la gradual disminución de la dependencia fiscal 
en el comercio exterior—. Sin embargo, no puede decirse que 
incluso a fines del Porfiriato la reforma liberal se hubiera dado 
en México de forma completa en estos ámbitos, o que ésta fue- 
ra comparable a la ocurrida en los países de la Europa occiden- 
tal y en los Estados Unidos. 


En cuanto al reparto territorial el problema fue algo distinto, 
pues se trató no sólo de la gran dificultad que enfrentaron los li- 
berales a lo largo del siglo al tratar de implementar su ideal de 
eliminar la propiedad corporativa de la tierra y asignarla a pro- 
pietarios individuales, sino también de un problema en la teoría 
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liberal misma. Al no dar mayor importancia al problema del la- 
tifundismo y al considerar la propiedad privada individual co- 
mo un derecho natural, condujeron con sus políticas a una ma- 
yor concentración de la tierra, provocando así nuevos conflictos 
que desembocarían en la Revolución. Sin embargo, hay tam- 
bién similitudes entre las políticas relacionadas con la tenencia 
de la tierra y las políticas comerciales y fiscales aquí analizadas. 
En todos los casos, las necesidades imperiosas de recursos que 
provocaron las guerras internas y externas llevaron a decisiones 
que favorecieron la aparente solución de los problemas de corto 
plazo sobre los de largo plazo, y que en la cuestión de la tierra 
condujeron a renunciar a la búsqueda de una estructura de pro- 
piedad más equitativa. Asimismo, fue sólo durante el gobierno 
de Porfirio Díaz cuando pudo darse cabal consecución a las po- 
líticas que en materia agraria se concibieron en la Constitución 
de 1857 y en las Leyes de Reforma. 


No se habían terminado de poner en práctica las reformas li- 
berales planteadas a lo largo del siglo XIX cuando —a princi- 
pios del XX— cambiaría sustancialmente el tenor de la agenda 
modernizadora, en parte como respuesta a las contradictorias 
transformaciones económicas, sociales y políticas generadas por 
dichas reformas. Quedaría así inconclusa —por el momento— 
la modernización económica de corte liberal que definió el pri- 
mer siglo de vida nacional. 
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Derecho y garantías: 
el juicio de amparo 


y la modernización jurídica liberal 


MARÍA JOSÉ RHI SAUSI G.* 


Escribir una ley no es nada; hacer querer su cumplimiento es 
todo. 
DEMÓSTENES! 


El liberalismo mexicano trajo consigo un alud de intenciones 
modernizadoras mediante las cuales pretendió dejar atrás los re- 
ferentes coloniales que, hasta antes de la victoria liberal de me- 
diados del siglo XIX, seguían definiendo la realidad nacional. 
Son múltiples las posibilidades que se ofrecen para estudiar esta 
voluntad transformadora. Está por supuesto el hilo económico, 
en donde la articulación de un mercado nacional, mediante la 
construcción de una red financiera, la llegada de inversiones ex- 
tranjeras, las mejoras en las vías de comunicación y varios in- 
tentos de reforma fiscal, son fuentes indiscutibles para rastrear 
la modernización mejor conocida del universo liberal mexicano. 
Y están otros hilos, el educativo, el político, el cultural, el jurí- 
dico —materia central de este trabajo— que tienen mucho que 
decir acerca de los matices que estas empresas de cambio obli- 
gan a tomar en cuenta. En todos estos ámbitos podemos encon- 
trar como temas constantes la pretendida igualdad ante la ley; el 
énfasis puesto en el individuo como único sujeto de derecho; la 
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importancia de un marco normativo que diera cabida y, des- 
pués, regulara lo nuevo; la sustitución de creencias religiosas 
por dogmas patrióticos; la defensa de la propiedad privada; la 
protección que el Estado ofrecía a cada ciudadano. Enunciar los 
temas fue tarea fácil, convertirlos en una efectiva práctica coti- 
diana fue un reto de complicada solución. Enfrentados a la rea- 
lidad, implicaron forzosas contradicciones, dificultades prácti- 
cas, maniobras técnicas de delicado funcionamiento. Implica- 
ron, para decirlo pronto, la invención de instrumentos con los 
cuales el nuevo ciudadano ideal pudiera moverse con seguridad 
en el marco diseñado por el liberalismo. Uno de estos instru- 
mentos, idóneo para analizar las muchas vueltas de tuerca que 
estas intenciones modernizadoras experimentaron, es el juicio 
de amparo. 


Así, el objetivo de este trabajo es ilustrar algunos de los efec- 
tos que el juicio de amparo tuvo sobre la vida nacional de la se- 
gunda mitad del siglo XIX. Para ello, se abordarán diversos pro- 
blemas que tienen como objetivo demostrar que este nuevo ins- 
trumento jurídico tuvo impactos distintos en las esferas involu- 
cradas. En su seguimiento tratará de mostrarse que la frecuencia 
inicial del uso del juicio de amparo revela que este instrumento 
vino a dotar de posibilidades antes inexistentes a distintos gru- 
pos sociales. Calificar al juicio de amparo como instrumento 
nuevo y pretender rastrear el impacto que como innovación tu- 
vo en las distintas esferas de la vida nacional, son propósitos 
que muestran la necesidad de distinguir al amparo decimonóni- 
co con respecto a su antecesor inmediato, el amparo colonial. Si 
bien se trata de dos figuras jurídicas que comparten un nombre, 
su contenido es distinto en partes esenciales. El amparo liberal 
—si así podemos llamarlo para distinguirlo de la versión colo- 
nial— constituyó un instrumento jurídico que materializó un 
ideario político particular que lo distanció en mucho de su pre- 
decesor. Por ende, se considera aquí válido hablar de la confor- 
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mación de una nueva cultura jurídica, en la cual la defensa de 
las garantías individuales, la cuestión de la incompetencia de 
origen y el triunfo del aspecto casacionista del amparo funcio- 
nan como demostraciones centrales de la existencia de un par- 
teaguas en el universo jurídico mexicano. En esta nueva cultura 
política lo distinto —es decir, lo que rompe con el pasado— es 
la exclusividad del individuo como sujeto de derecho, el condi- 
cionamiento de la legitimidad de la ley a la competencia de las 
autoridades que la emiten y, por supuesto, la responsabilidad 
del Estado de proteger al individuo en caso de que sus derechos 
—ahora elevados a garantías constitucionales— fueran vulnera- 
dos por agentes del propio Estado. 


Es común la interpretación de que el Estado liberal mexicano 
de fines del siglo XIX incidió en el empobrecimiento de la ma- 
yoría de la población. Las críticas al avasallamiento que el Esta- 
do liberal infligió sobre actores como las comunidades indí- 
genas constituyen verdades innegables que pueden fundamen- 
tarse a partir de un sinnúmero de discursos y posiciones de los 
pensadores de la época en donde el individuo resulta ser el úni- 
co sujeto reconocible. En este sentido, el modelo liberal mexi- 
cano derivó en una serie de articulaciones prácticas que dieron 
al Estado herramientas eficaces de gobernabilidad; entre ellas, el 
juicio de amparo. Este mismo juicio ha sido objeto de severas 
críticas tanto de autores del siglo XIX como de juristas contem- 
poráneos. Durante el Porfiriato, el amparo fue identificado por 
los críticos del régimen como el recurso favorito de los ricos y 
poderosos para tener la justicia a su servicio. Desde entonces se 
le asoció con un sistema de protección selectiva en donde los 
sectores sociales desfavorecidos se veían obligadamente margi- 
nados. Ha sido incluso visto como uno de los brazos legales con 
los que el Porfiriato contó para favorecer a la red de políticos- 
empresarios que rodeaban al presidente. Apuntalando de forma 
tácita estas interpretaciones, es hasta hace muy poco tiempo 
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que los historiadores se han adentrado en el tema. Se trata en- 
tonces de un tema muy mencionado pero poco estudiado. Por 
otra parte, la producción académica de los juristas en torno al 
amparo se centra en un problema muy específico, el del control 
de la constitucionalidad de las leyes. Es, pues, parte central de 
la historia constitucional de México, por lo que la tinta vertida 
sobre el tema ha producido obras incontables. La valía de este 
tipo de trabajos es innegable, dado que aportan al historiador 
explicaciones claras al tiempo que fijan hitos cronológicos que 
sirven de guía en el intento de entablar discusiones. Sin embar- 
go, resulta importante abordar el juicio de amparo como un 
elemento presente dentro de la diversidad de relaciones políti- 
cas, sociales y económicas, y no como una figura jurídica ajena 
al paso del tiempo. 


Son varios los problemas que se tuvieron en mente a la hora 
de construir el andamiaje de esta reflexión. Pronto surgió como 
evidente la imposibilidad de estudiar todas las manifestaciones 
del carácter transformador del amparo. La cuestión de la inde- 
pendencia de poderes, el problema del federalismo y la puesta 
en marcha del primer gran proyecto económico del siglo XIX 
(el modernizador del Porfiriato) constituyen referencias obliga- 
das en este análisis y moldearon en mucho la elección que de 
los múltiples temas revelados en un inicio tuvo que hacerse. 
Dado que este trabajo intenta ser una reflexión no sólo en 
torno a la ley sino, sobre todo, a los alcances e implicaciones de 
su aplicación, resultó imposible privilegiar una sola perspectiva 
de análisis. Se pretendió, por el contrario, abordar en lo posible 
la mayoría de los ámbitos tocados por el amparo: el mundo de 
los magistrados de la Suprema Corte, el de la reflexión teórica 
sobre el problema, el de la nunca bien definida opinión pública, 
el de las traducciones cotidianas de un modelo político, así co- 
mo el de la definición del universo de actores que recurrieron al 
juicio de amparo. 
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Con base en la revisión de estudios jurídicos y en el análisis 
de un corpus documental, el trabajo propone que si bien el jui- 
cio de amparo puede ser visto como hijo legítimo del modelo 
liberal a ultranza, sus usos iniciales revelan una realidad distin- 
ta. Sin pretender afirmar que el amparo fue usado por todos los 
sectores sociales sin traba alguna, ni que sirvió como escudo 
protector lo mismo para pobres que para ricos, el argumento es 
que este juicio tuvo —en los años inmediatos a su entrada en 
vigor— un efecto generalizador en el sistema de impartición de 
justicia. La prueba más contundente de este efecto es el impor- 
tante número de amparos promovidos desde las primeras déca- 
das de su existencia. Otro dato revelador lo constituye la diver- 
sidad de actores involucrados en la promoción de amparos: ma- 
dres que pretendían proteger a sus hijos de la leva; trabajadores 
esforzándose por apuntalar su posición en negociaciones labora- 
les; comunidades indígenas en defensa de su propiedad; una di- 
versidad de contribuyentes en protesta por cobros injustifica- 
dos; grandes propietarios rurales en busca de una solución a sus 
problemas en torno al uso del agua; inversionistas extranjeros 
explorando resquicios legales que pudieran actuar a su favor.? 


Una segunda tesis —directamente relacionada con la anterior 
— versa sobre la maleabilidad que el amparo ofreció a los diver- 
sos sectores —tanto sociales como políticos— que lo convirtie- 
ron en un recurso jurídico de fácil acceso. Los documentos con- 
sultados revelan que los usuarios del juicio de amparo supieron 
aprovechar los intersticios legales que presentaba el recurso; lo- 
grando así, por ejemplo, que una comunidad indígena se ampa- 
rara aun cuando el modelo jurídico liberal la había borrado co- 
mo sujeto de derecho. La tercera pregunta que sirvió de guía a 
esta reflexión se centró en el carácter centralizador que el ampa- 
ro implicó para el sistema judicial mexicano de las últimas dé- 
cadas del siglo XIX. Si bien la Constitución de 1857 contem- 
plaba la autonomía de los tribunales locales, el juicio de amparo 
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trajo consigo la fatal providencia de que la última palabra en 
materia de amparo la tendría la Suprema Corte de Justicia, o 
sea, los tribunales federales. Con esto, se hizo necesario explorar 
por lo menos algunos de los muchos conflictos jurisdiccionales 
suscitados a raíz de este paulatino proceso de debilitamiento de 
la justicia local. 


Por último, el trabajo se propone mostrar que la entrada del 
juicio de amparo al universo jurídico decimonónico significó 
un cambio sustantivo en las pautas de interlocución entre el po- 
der judicial y los actores sociales (aquí vistos como usuarios del 
derecho). Sin pretender ilustrar una congruencia entre el im- 
pacto práctico y los preceptos del discurso liberal, la reflexión 
enfoca al juicio de amparo como un instrumento contradicto- 
rio que abarcó más de lo que se tenía pensado y logró menos de 
lo que se había deseado en un principio. En este sentido, en el 
trabajo se ve al amparo tanto en su rol utilitario (su uso prácti- 
co) como en el de su papel como fuente predilecta para apunta- 
lar un discurso políticamente efectivo (su uso dentro de una 
ideología) para la consolidación de un sistema político: el porfi- 
riano. Siguiendo estas cuestiones se intentará validar la afirma- 
ción de que la reglamentación del juicio de amparo en 1861 
marca el inicio de un proceso mediante el cual se configura una 
nueva cultura jurídica. 


El juicio de amparo como materialización 


del ideario liberal 


Tomando en cuenta la propuesta inicial de utilizar el término 
nuevo para calificar al juicio de amparo, el objetivo de esta pri- 
mera parte es justificar dicho término ilustrando, pues, la nove- 
dad que esta figura trajo consigo. Como ya se dijo, los estudios 
de juristas contemporáneos aportan, entre otros muchos ele- 
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mentos, la certidumbre de una guía. Fijan, por ejemplo, docu- 
mentos que han funcionado como hitos o cortes temporales 
obligados para el análisis del origen y transformaciones del jui- 
cio de amparo durante el siglo XIX. A partir de éstos es posible 
ofrecer aquí una síntesis de las principales ideas ventiladas en 
torno al juicio de amparo, subrayando el discurso liberal que da 
origen y arropa a las distintas versiones del amparo. 


Silvestre Moreno Cora? señala a la Constitución española de 
1812 como la base del derecho público constitucional, misma 
que, sin embargo, no estableció un medio expedito para la pro- 
tección de los derechos naturales del ciudadano. Así, puede sólo 
ser considerada como uno de los primeros pasos para lograr 
“contrarrestar los avances de la autoridad sin caer en la anar- 
quía”.? Más específicamente, la fuente original del juicio de am- 
paro es el Curso de política constitucional de Benjamin Cons- 
tant. De este texto se toma la idea del Cuarto Poder Conserva- 
dor de la Constitución y sus leyes, retomada por el Supremo 
Poder Conservador instaurado en México en 1836. Aun cuan- 
do esta primera tentativa se encaminó a equilibrar los tres pode- 
res más que a garantizar las libertades públicas, el Supremo Po- 
der Conservador protegía —de manera indirecta— los derechos 
del individuo, al estar facultado para declarar la nulidad de una 
ley o decreto. Además de Constant, otra influencia importante 
es la doctrina del habeas corpus. Estos antecedentes van perfi- 
lando la verdadera semilla de la teoría del juicio de amparo (el 
artículo 81 del proyecto de Constitución de 1842, cuya autoría 
corresponde a los diputados Espinosa de los Monteros, Otero y 
Muñoz Ledo). Un segundo paso lo constituye el artículo 25 del 
Acta de Reformas del 18 de mayo de 1847, mismo que no tuvo 
aplicación debido a la falta de una ley reglamentaria. Cinco 
años más tarde, en 1852, Urbano Fonseca, ministro de Justicia 
del gobierno de Arista, presentó la iniciativa de una ley regla- 
mentaria que no fue considerada. 
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Moreno Cora insistiría acerca del “carácter político de la ins- 
titución del amparo”.* Es decir, que las violaciones de los dere- 
chos individuales no sólo afectaban el interés privado, sino el de 
la comunidad. Por lo tanto, era deseable que el Supremo Tribu- 
nal de la Nación conociera de ellas. Así pues, el amparo se eri- 
gió como una institución política sometida a las formas de una 
institución judicial. Era también un recurso extraordinario des- 
tinado a proteger, solamente, de las ilegalidades que implicaran 
una violación de los derechos del hombre dentro de la esfera 
constitucional. Por consiguiente, no procede contra todas las 
arbitrariedades y abusos del poder: 


el derecho es la facultad, y la garantía el reconocimiento de 
esa misma facultad; pero no de una manera absoluta sino limi- 
tada, dentro de la órbita trazada por la Constitución, pues los 
derechos del hombre considerados de una manera absoluta se- 
rían tal vez incompatibles con el régimen social.” 


En este mismo sentido, Rodolfo Reyes afirmaba a principios 


del siglo XX que: 


el amparo es imposible que exista donde quiera que existen 
derechos consignados entre las garantías, como un simple ele- 
mento constitutivo de ellas, entre otros, sino que es preciso que 
tales derechos estén reconocidos por la Constitución en el caso 
concreto, bajo la fórmula de garantía, y sean por ende conside- 
rados como derechos fundamentales y necesario para la existen- 


cia política y para la Constitución del país [...].$ 


Así pues, quedaba claro que el límite en los alcances del jui- 
cio de amparo lo daría la Constitución misma, en la cual se de- 
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finían no sólo las garantías que serían salvaguardadas por el am- 
paro sino el sujeto que podía valerse del recurso: el individuo. 


Correspondió a Yucatán el establecimiento de una declara- 
ción de derechos en el sentido moderno, así como su protec- 
ción a través de un juicio específico al que Manuel Crescencio 
Rejón, quien decía que “la independencia y la federación son 
las dos divinidades a las que he ofrecido y ofrezco culto”,? llamó 
juicio de amparo.** Así, Rejón se desligó del tradicionalismo 
constitucional de su época defendiendo a capa y espada el mo- 
delo de república federal representativa, teniendo como modelo 
al vecino del norte. En efecto, durante el Congreso Constitu- 
yente de 1822-1824, Rejón señalaba la importancia del plan re- 
volucionario y permaneció desligado de la tesis constitucionalis- 
ta que establecía la existencia de dos poderes: Ejecutivo y Legis- 
lativo. Por el contrario, el legislador sostuvo la equivalencia de 
los tres poderes manifestando la importancia del poder judicial 
como defensor de la vida humana y regulador de las relaciones 
sociales. Es por ello que en la exposición de motivos del proyec- 
to de Constitución yucateca de 1840, Rejón pretende otorgar a 
la Corte Suprema de Justicia un poder suficiente para oponerse 
con eficacia a cualquier ataque que el Congreso o el Ejecutivo 
pretendan imponer sobre los derechos políticos y civiles de los 
habitantes del Estado mexicano. 

En el proyecto de 1840, Rejón destaca el principio de la je- 
rarquización de las normas, base que fundamenta la supremacía 
de la Constitución. En él, concibe el amparo como la defensa 
de los derechos del hombre contra leyes y actos de los tres po- 
deres, otorgándole competencia a la Suprema Corte para ampa- 
rar contra leyes y actos violatorios de la Constitución y las leyes, 
así como respecto a los jueces de primera instancia. El artículo 
63 del proyecto dice: “ampararán en el goce de los derechos ga- 
rantizados por el artículo anterior (derechos del hombre), a los 
que les pidan su protección contra cualesquiera funcionarios 
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que no corresponda al orden judicial”. El artículo 64 establece 
la división jurisdiccional, lo que, aunado al procedimiento, ter- 
minología y elementos estructurados tales como agraviado, rela- 
ción procesal y relatividad de la sentencia, dieron cuerpo al am- 
paro y perviven en el sistema constitucional actual. El proyecto 
mencionado se aprobó y comenzó a regir como Constitución 
Política de Yucatán el 31 de marzo de 1841. Ese mismo año se 
expidió el Reglamento de Administración de Justicia, en el cual 
se determinaba la forma de tramitar un juicio de amparo. Des- 
pués, en la redacción de la Constitución de 1857, las ideas de 
Rejón estuvieron presentes a través de la participación de Pon- 
ciano Arriaga, quien reivindicó al yucateco haciendo proceden- 
te el juicio de amparo frente a actos del Poder Judicial. Las ma- 
trices ideológicas aportadas por Rejón y por Mariano Otero! 
constituyen el inicio de una larga serie de debates entre juristas 
que mucho revelan acerca de la importancia que el juicio de 
amparo tiene como producto de un esquema liberal. El pensa- 
miento de Ignacio L. Vallarta —vertido en sus votos como pre- 
sidente de la Suprema Corte en años clave para la historia del 
juicio que nos ocupa—, las disertaciones de juristas como Fer- 
nando Vega, Silvestre Moreno Cora y Jorge Vera Estañol, entre 
otros, constituyen fuentes indispensables para rastrear la im- 
pronta liberal en el diseño del juicio de amparo en sus tres leyes 
orgánicas correspondientes al siglo XIX así como en su juris- 
prudencia, intrincada traducción cotidiana de esos mismos 
principios. 

En la doctrina, reproducida y discutida por este grupo de ju- 
ristas, resulta clara la adscripción a un esquema individualista 
que tenía como voluntad expresa “asegurar la plena vigencia del 
orden jurídico por lo que hace a la protección de los derechos 
individuales, reconocidos como garantías constitucionales, y al 
control de los poderes públicos en la organización federal”.*2 
Sin embargo, en la jurisprudencia pronto se revela un sistema 
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procesal mucho más maleable, en el cual el rígido esquema del 
racionalismo individualista es puesto en entredicho por una se- 
rie de cuestionamientos prácticos más que doctrinarios. Es de- 
cir, y como se verá más adelante, el paso del tiempo va hacien- 
do evidente que el juicio de amparo ofrece retos jurídicos, espe- 
cie de nudos históricos que no logran ser resueltos mediante la 
lógica jurídica individualista de origen liberal. Sin embargo, a 
pesar de las dificultades, fue común entre los juristas de la épo- 
ca la reivindicación a ultranza del juicio de amparo, perla jurí- 
dica del liberalismo, que gracias a su buena hechura técnica, lo- 
graba ser escudo protector para un amplio abanico de sujetos de 
derecho. 


Las connotaciones políticas del juicio de amparo 


Los juristas ensalzaron sus virtudes liberales y los ciudadanos 
del XIX hicieron de él una herramienta —a veces eficaz, a veces 
no tanto— ante los abusos de poder. Sin embargo, si las leyes 
sirven para normar los conflictos entre los hombres, en la histo- 
ria del amparo sigue sin conocerse su papel como instancia re- 
guladora. En esta sección se intenta trazar algunas líneas para 
conocer la evaluación que de este papel hicieron por lo menos 
dos sectores de la opinión pública de la época: los juristas y al- 
gunos periódicos. Los debates giraron sobre la eficacia del am- 
paro, la posibilidad de acceder a él con igualdad y el hecho de 
que, a pesar de surgir de un discurso federalista, llegó a conver- 
tirse en un instrumento de centralización del Poder Judicial. El 
liberalismo mexicano de la segunda mitad del siglo XIX se dio a 
la tarea de imponer modificaciones en la vida pública teniendo 
a la Constitución como principal bandera argumentativa y a la 
ley como única fuente del derecho, lo que hizo evidente la bre- 
cha entre norma escrita y norma cumplida. Aquí se pretende 
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mostrar que existió un paralelismo importante entre un modelo 
político en gestación (la construcción de la autoridad porfiria- 
na) y la historia o evolución del juicio de amparo. Así, este jui- 
cio cobra connotaciones complejas si se le considera como parte 
del universo político porfiriano, ya que desempeñó un papel 
central en el juego planteado entre cultura política y cultura le- 
gal. 

Un eje de análisis para ilustrar este juego es el de las connota- 
ciones centralizadoras del amparo. Lo que los juristas ven como 
una virtud uniformadora, los estados lo viven como un acto de 
invasión a su soberanía. Aquí resulta importante retomar lo di- 
cho por Héctor Fix-Zamudio y José Ramón Cossío Díaz en el 
sentido de que 


la Suprema Corte de Justicia aceptó, en particular a partir de 
1869, la impugnación por medio del juicio de amparo de las 
sentencias de los tribunales locales dictadas en aplicación de la 
legislación también local (con apoyo en una interpretación in- 
debida del artículo 14 constitucional). Por medio de dicha ju- 
risprudencia se concentró de manera paulatina la impugnación 
de las resoluciones judiciales de todos los tribunales del país en 
la Suprema Corte de Justicia, con lo cual se subordinaron al 
más alto tribunal del país los organismos jurisdiccionales del 
Distrito Federal y de los estados, que perdieron así su autono- 


mía constitucional. !*3 


Lo que para algunos podía parecer un vicio intrínseco, para 
otros resultaba una virtud. Ignacio L. Vallarta, defensor absolu- 
to del juicio de amparo, vio como uno de los muchos signos 
positivos del amparo el hecho de que fueran los tribunales fede- 
rales los únicos facultados para conocer de este recurso. Con es- 
to, la Suprema Corte resultaba ser “el final intérprete de la 
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Constitución, el tribunal que pronuncia la última palabra en 
todas las cuestiones constitucionales que pueden revestir la for- 
ma judicial, sea quien fuere la autoridad que estas cuestiones 
haya decidido”.!% En este punto coincidía con Fernando Vega, 
quien afirmaba que “las sentencias de la Corte constituyen la 
verdad constitucional en el amparo de garantías”.1? Rabasa, por 
su parte, también consideraba que una de las ventajas del am- 
paro mexicano era que la Suprema Corte fuera la única autori- 
dad final en la interpretación de la Constitución. Esto traía re- 
percusiones favorables para la unidad de la jurisprudencia, lo 
que “pone a salvo nuestro sistema de las consecuencias que en 
la nación del norte se han palpado por la intervención de los 
tribunales comunes; consecuencias que entre nosotros habrían 


sido mucho más graves”. !1' 


Esta visión de los juristas fue rebatida por la prensa pocos 
años después de la entrada en vigor de la primera ley orgánica 
sobre el juicio de amparo de 1861. Al suscitarse un caso en 
donde era clara la vulneración a la soberanía política del estado 
de San Luis Potosí, El Monitor Republicano advertía a sus lec- 
tores sobre un peligro implícito del antes aplaudido juicio de 
amparo: el peligro de llevar consigo una arma poderosa para 
afianzar el centralismo político. Si la Suprema Corte de Justicia 
tenía la última palabra en los fallos sobre amparo, resultaba cla- 
ro que los jueces locales se encontraban en desventaja en su 
ejercicio de impartición de justicia. El caso de San Luis Potosí, 
el sonado “caso Morelos” de 1874, así como otros documenta- 
dos en la prensa, fundamentaban la preocupación de algunos 
en torno al carácter centralista del nuevo instrumento jurídico. 
Esta misma preocupación encuentra eco en un señalamiento de 
Silvestre Moreno Cora. Al tratar sobre los actos de la Secretaría 
de Comunicaciones y Obras Públicas que habían dado motivo 
a algunos juicios de amparo, Moreno recupera una ejecutoria 
de la Suprema Corte dada en 1893, en la que pretende demos- 


149 


trarse el límite de la soberanía estatal, al establecer que *si es 
verdad que los Estados pueden ejercer actos de soberanía en su 
régimen interior, también lo es que esto debe ser dentro de las 
prescripciones del Pacto Federal, y no fuera de los límites que él 
señala a la acción de los mismos Estados”.*” Declaración que, 
como puede verse, deja abierta la posibilidad para un sinfín de 
ambigúedades sobre la materia. 


Otra cuestión directamente relacionada con el carácter cen- 
tralizador del amparo es la de la incompetencia de origen, sobre 
la que Moreno sintetiza lo siguiente: 


Los Tribunales Federales carecen de facultades para resolver 
por vía de amparo, las cuestiones relativas a la legitimidad de 
una elección declarada por el cuerpo electoral respectivo, en to- 
do lo que se refiere a los actos propiamente electorales, esto es, a 
la computación de los votos, etc.; 2) Los mismos Tribunales se 
han considerado facultados para resolver acerca de la legitimi- 
dad de los funcionarios públicos, cuando la forma en que se su- 
ponen electos no ha sido arreglada a la ley; cuando la elección 
se ha hecho sin los requisitos que la ley establece; cuando el 
electo carece de alguna de las cualidades que la misma ley exige, 
y que el cuerpo electoral no tiene la facultad de dispensarle; en 
una palabra, en todos aquellos casos en que no se trata de la 
simple computación de los votos emitidos.*$ 


Por último, cuando Moreno aborda el tema de la diferencia 
entre la legitimidad de las autoridades y su competencia, esta- 
blece que la firmeza de las resoluciones del Poder Judicial debe- 
rá ser absolutamente independiente de la permanencia o varia- 
ción de las personas que figuren tanto en el Poder Legislativo 
como en el Ejecutivo, lo que lleva a pensar que la legitimidad 
de la autoridad judicial nunca podría ser cuestionada. En este 
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sentido, cabe rescatar lo dicho por Marcello Carmagnani cuan- 
do refiere que 


el constitucionalismo liberal debe ser considerado como un 
sistema unitario de valores políticos, sociales, culturales y eco- 
nómicos y que el orden estatal que se extiende entre la segunda 
mitad del siglo XIX y el primer tercio del siglo XX debe ser en- 
tendido como un orden político que busca implementar el ran- 
go y el peso de dichos valores.*? 


El poder encargado de la puesta en marcha de tales valores 
sería entonces el Judicial, que daría un rasgo de permanencia — 
intención que ya se percibe en la posición de Moreno— al or- 
den liberal, independientemente de los vaivenes de la lucha po- 
lítica, cuyos escenarios serían los poderes Ejecutivo y Legislati- 
vo. Lo que sigue deberá ser preguntarse si este orden de valores 
lograría penetrar en el orden social. 


El juicio de amparo como escudo protector 


A partir de su reglamentación en leyes orgánicas, el juicio de 
amparo constituyó un recurso legal que se adaptó con rapidez a 
las necesidades de un público ávido de protección jurídica.?2 
Sin embargo, es necesario considerar que, a pesar del carácter 
aparentemente universal de este recurso, no cualquiera podía 
acudir a él.2* Se necesitaban los recursos económicos para pagar 
a los abogados que asesorarían al quejoso para un mejor manejo 
del caso, así como para asumir el riesgo de ser multado en caso 
de que la autoridad judicial considerara que las razones para 
promover un amparo no ameritaban su seguimiento. Teniendo 
estas consideraciones en mente, una primera revisión a los jui- 
cios disponibles en algunos archivos podría hacernos pensar que 


151 


las personas dispuestas a emprender este tipo de trámites judi- 
ciales tenían, por lo general, cierto poder económico. Los moti- 
vos de los amparos fortalecían la sospecha: numerosos casos de- 
rivados de querellas en torno a sucesiones, propiedades, paten- 
tes industriales, elevadas deudas al fisco, entre otras cuestiones. 
De seguirse esta línea, estaríamos hablando de un círculo so- 
cioeconómico restringido y, por lo general, privilegiado. 


Sin embargo, una vez hecha una revaloración de los docu- 
mentos, esta primera impresión debe desecharse. Con este ejer- 
cicio, salta a la vista que los actores involucrados en el juicio de 
amparo son diversos, y no se circunscriben a una esfera socio- 
económica alta.?2 El hecho de que las madres de los jóvenes to- 
mados por la leva?3 interpusieran un buen número de amparos 
para recuperar a sus hijos, aunado a la evidencia de que una se- 
rie de comunidades indígenas —por lo general bajo el nombre 
de “sociedades agrícolas”— lograran presentar demandas de 
amparo para proteger sus propiedades fortalecen esta idea. Con 
el in de fundamentar esta tesis, se integran a este trabajo ejem- 
plos de demandas de amparo interpuestas por diversos sectores 
sociales. 


La guía para integrar estos ejemplos estará establecida por lo 
que se considera son los temas principales en torno a los cuales 
giraron las demandas de amparo, lo que en derecho se denomi- 
na “materias de amparo”.2% En primer lugar, se presentará la 
cuestión de la propiedad raíz y los conflictos suscitados en el 
contexto del proceso desamortizador, cuando se da la inserción 
de nuevos actores económicos, así como el rechazo de actores 
cuya lógica de propiedad no fue contemplada por el liberalismo 
jurídico. El segundo tema es el del papel del juicio de amparo 
en las detenciones arbitrarias. Tomando en cuenta que la liber- 
tad es una de las garantías individuales más importantes, tratará 
de verse cómo fue que el recurso de amparo sirvió de apoyo a 
esta garantía elemental. El tercer tema es la inconstitucionali- 
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dad de las autoridades, argumento que sirvió más de una vez 
para reparar agravios que de otra forma tendrían una resolución 
más incierta. Este último tema ya ha sido parcialmente analiza- 
do en la sección dedicada a las connotaciones políticas del am- 
paro. 


a) Propiedad comunal 22 


La cuestión de la propiedad comunal era, en la letra, un 
asunto jurídicamente muerto para el momento en que el recur- 
so de amparo comenzó a generalizarse. Por ejemplo, para el ca- 
so específico de las comunidades indígenas, Silvestre Moreno 
Cora recuperaba una afirmación de Ignacio L. Vallarta hecha 
unos años antes, en el sentido de que éstas “no tienen hoy una 
existencia reconocida por la ley, y por lo mismo no son perso- 
nas morales ni pueden pedir el amparo de la justicia federal”.26 
La interpretación, al parecer, se extendía a los ejidatarios. En lo 
que tocaba a las comunidades indígenas, éstas se habían valido 
de un cúmulo importante de resquicios legales para defender 
sus propiedades. Ante la supresión de su personalidad jurídica 
en 1856, surgió una serie de problemas de difícil solución: ¿a 
quién tocaba legislar sobre el repartimiento de bienes comuna- 
les: a los estados o al Congreso federal?; si las comunidades in- 
dígenas no tenían existencia legal, ¿quién podía administrar vá- 
lidamente sus bienes??” En las respuestas de Moreno Cora surge 
la ambigúedad del papel de los municipios como representantes 
de los intereses de las comunidades indígenas.?8 


En 1891, el señor Recio y *50 y tantas” personas más enta- 
blaron una demanda de amparo en contra de los actos del 
Ayuntamiento de Ciudad Camargo sobre un ejido al que los 
peticionarios consideraban como propio. Aparte de reclamar la 
propiedad del terreno, Recio y el resto de los individuos que fir- 
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maban con él la demanda, argumentaban que ni el Congreso 
del estado de “Tamaulipas ni las autoridades locales podían “in- 
gerirse en el repartimiento de ejidos, por ser esto del resorte de 
la Federación”.?? Es decir, se remontaban a la lógica de media- 
dos de siglo XIX, cuando los asuntos relacionados con la des- 
amortización de las propiedades de las corporaciones, tanto reli- 
giosas como civiles, correspondían al ámbito legislativo federal. 
El autor (anónimo) del alegato? del que se extrae la informa- 
ción, aclara que el artículo 27 constitucional** prohíbe la pro- 
piedad indivisa. Dado que en este artículo no se establece que 
sea la Federación quien deba terminar con esta condición de la 
propiedad, debe asumirse que “hacer su conversión corresponde 
al cuerpo municipal”.?*? Para este autor, quien presumimos for- 
maba parte del Ayuntamiento de Ciudad Camargo, la disputa 
tiene un origen político: 


Si en los comicios ninguno de ellos [los quejosos] obtuvo el 
voto de sus conciudadanos y quedaron excluidos del cuerpo 
concejil, condúzcanse mejor para granjearse la popularidad de 
que carecen: por ahora, tienen que someterse al gobierno local 
que la inmensa mayoría de la ciudad se ha dado, o mudar de re- 


sidencia.$3 


Pero, aun cuando la hipótesis que prevalece en la argumenta- 
ción del autor del alegato es la que se refiere al fracaso político 
de los peticionarios del amparo, el autor se da a la tarea de dar 
razones jurídicas para contradecir a sus adversarios. Se remite, 
por ejemplo, al caso de Cipriano Castillo y fvarios vecinos de 
Chicontepec”, quienes en 1881 interpusieron una demanda de 
amparo por motivos muy semejantes a los de Recio. La Supre- 
ma Corte de Justicia les negó el amparo, aun cuando “demos- 
traron ser indios pobres de Chicontepec, mientras que Recio y 
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los suyos ni aun estas calidades nos demuestran, por lo que, no 
se les puede ver con esa benignidad que siempre inspira la clase 
más desvalida”.?% Desconocemos cuál fue el fallo de la Suprema 
Corte, pero el alegato consultado termina con la frase siguiente: 
“El gobierno del estado de Tamaulipas, libre y soberano, des- 
cansa en el sentimiento liberal y en la conciencia recta de los 
Sres. Ministros que han de fallar este amparo”.*? 


Otro documento relacionado con la propiedad comunal es el 
estudio, fechado en 1893, del licenciado Prisciliano M. Díaz 
González combatiendo una sentencia de amparo dictada a favor 
de Estanislao Castellanos y socios”. Éstos, a decir de Díaz 
González, constituían 


una sociedad de ciudadanos pobres [...] vecinos del pueblo 
de San Miguel Chapultepec [quienes habían denunciado] como 
baldío un sitio de ganado mayor en que se comprenden anti- 
guos ejidos de San Mateo Mexicalcingo y de San Andrés Oco- 
tlán, repartidos ya entre los vecinos, pobres indígenas de esos 
pueblos, y una parte considerable de la Hacienda de Atenco de 
la propiedad de la Compañía Rafael Barbabosa Sucesores.?$ 


Díaz González representaba a todos los afectados por el am- 
paro concedido a Castellanos: la Sociedad Agrícola de San An- 
drés Ocotlán, la Sociedad Agrícola de Mexicalcingo y la Socie- 
dad Rafael Barbabosa Sucesores. En su argumentación, Díaz 
González calificaba a Castellanos y socios como “buscadores de 
baldíos”, mientras intentaba demostrar el derecho de sus repre- 
sentados (“los propietarios”) a defenderse. Dado que es muy di- 
fícil saber si Castellanos y los demás solicitantes del amparo 
eran, en efecto, los propietarios originales de los terrenos, sólo 
podemos observar que este juicio pudo ser la expresión del con- 
flicto entre dos lógicas distintas. En la primera (la de Castella- 


155 


nos) quiere mantenerse la propiedad comunal mientras que la 
segunda (representada por Díaz González) presume de cumplir 
los preceptos de la Constitución de 1857, que no acepta la pro- 
piedad indivisa. Dentro del tema de la propiedad comunal co- 
mo materia de amparo, es necesario subrayar la importancia del 
juicio en los procedimientos derivados de las leyes desamortiza- 
doras. Para algunos, éstos ilustraban “la utilidad y la eficacia de 
la institución del amparo, en una época en que por la confusión 
que había entre los bienes de la Iglesia y los de los particulares, 
era tan fácil que, al nacionalizar aquéllos se lastimasen también 
éstos”.+7 

La confusión en los casos presentados revela dos característi- 
cas comunes en muchos de los juicios de amparo promovidos 
en la época: un criterio por demás arbitrario —en el cual siem- 
pre caben preguntas en torno a las razones de la sentencia— 
acompañado de una práctica más cercana a la casuística que a la 
consistencia y a la congruencia jurídicas. Lo difícil de cuestio- 
nar es que en la evidente maleabilidad que la vida procesal del 
amparo presenta durante las tres últimas décadas del siglo XIX, 
el tema de las comunidades indígenas no resulta ser objeto de 
fisura alguna en el esquema jurídico liberal. El modelo liberal 
cedería ante cierto tipo de sujetos colectivos que acceden al es- 
tatus de personas morales en un determinado momento gracias 
a la flexibilización de los juristas en la práctica cotidiana, pero 
nunca ante las comunidades indígenas como tales.$8 


b) Detenciones arbitrarias 


Durante el siglo XIX, fue común en México la comparación 
de los alcances del juicio de amparo frente a los del writ of ha- 
beas corpus; comparación en que, ineludiblemente, el amparo 
surgía como una fuente de protección mayor que no sólo se ha- 
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cía cargo de tutelar los dos derechos fundamentales cubiertos 
por el habeas corpus —es decir, la libertad individual y el dere- 
cho a la integridad personal—, sino de abrazar todo derecho 
derivado en garantía constitucional. Sin embargo, una de las 
materias de amparo más repetidas en los registros es la referida a 
las detenciones arbitrarias, punto en que el juicio de amparo 
funcionaba, valga decir, como un habeas corpus mexicano. 


En 1897, Manuel Luna, agente viajero para la venta de vinos 
producidos en Parras, fue aprehendido por las acusaciones que 
en su contra hicieron sus empleadores, los miembros de la So- 
ciedad Ernesto Madero y Hermanos. Lo acusaban de los delitos 
de estafa y abuso de confianza, derivados de un manejo por de- 
más incierto de una deuda de Luna a favor de éstos. Los hechos 
presentados eran los siguientes. En febrero de 1895, Luna in- 
gresa al servicio de Madero y Hermanos, establecidos en Parras. 
Trece meses después, se practicó una liquidación entre los Ma- 
dero y Luna, de lo que resultó un saldo en contra de éste, “por 
el cual les extendió pagaré garantizado con algunas acciones de 
minas que tenía y otras que se proponía adquirir”.*? Un año 
después se verificó una nueva liquidación “por virtud de que 
pretendía separarse de la casa” el señor Luna, resultando un sal- 
do en su contra deducido el pagaré ya mencionado. En conse- 
cuencia, los hermanos Madero, por conducto de su apoderado, 
el licenciado Felipe H. Ortiz, ocurrieron al juez de letras de Pa- 
rras acusando a Luna de los delitos de estafa y abuso de con- 
fianza; se le abrió proceso y fue reducido a prisión. 

Los delitos le fueron imputados a Luna por “haber dispuesto 
de cantidades de dinero sin consentimiento de aquéllos [Made- 
ro Hermanos] y haberles garantizado un pagaré con una acción 
de la mina de Zaragoza de que no era dueño”.% La tarea del re- 
presentante legal de Manuel Luna, su hermano Ricardo Luna, 
era demostrar, en el alegato dirigido a la Suprema Corte una vez 
obtenido el amparo por parte del juzgado de distrito del estado 
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de Coahuila, que no había existido en los errores de su herma- 
no (como garantizar una deuda con una acción de la que no 
podía disponer) dolo o “maquinaciones fraudulentas”. Es decir, 
que no existían elementos que pudieran culparlo de los delitos 
de estafa y abuso de confianza. Por ello: 


La demanda de amparo interpuesta por el quejoso se funda 
en la violación de los artículos 17 y 18 de la Constitución Fede- 
ral, violación que se hace consistir en el hecho de haberse pro- 
ducido por la autoridad ejecutora a la detención y formal pri- 
sión del mismo quejoso, abriéndole proceso criminal por una 
reclamación entablada en su contra por los Sres. E. Madero y 
Hnos., cuya reclamación se basaba en hechos que no podían 
constituir delito por tratarse solamente de una deuda de carác- 
ter puramente civil, % 


Fueron muchas las precisiones jurídicas empleadas por Ricar- 
do Luna para demostrar la inocencia de su hermano. Baste de- 
cir que en su interpretación se trataba simplemente de una deu- 
da, de la que Luna nunca se había querido evadir. La autoridad 
judicial local ya se había convencido de ese hecho al conceder el 
amparo a Manuel Luna; faltaba esperar la resolución de la Su- 
prema Corte. 


Un caso muy parecido al de Manuel Luna es el de Jorge Sa- 
muels, quien en 1887 solicita amparo contra los procedimien- 
tos del juez de primera instancia de Cuernavaca, quien lo redu- 
jo a prisión por una deuda “meramente civil”; es decir, contra- 
viniendo el artículo 18 de la Constitución.*? Otro caso relacio- 
nado con el poder del amparo frente a aprehensiones arbitra- 
rias, es el de Teodomiro Palacios, quien en 1897 fue reducido a 
prisión en Chiapas “sin la previa comprobación del cuerpo del 
delito”.%2 Los casos revisados permiten observar que, aun cuan- 
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do el interés principal de los promoventes de los amparos era 
recuperar su libertad, los argumentos para conseguirlo van mu- 
cho más allá de la mera detención. Obedecen a particularizacio- 
nes jurídicas de sumo detalle en las que los representantes de los 
agraviados intentan demostrar la inconstitucionalidad de las de- 
tenciones. 


c) Autoridades inconstitucionales 


El asunto de la inconstitucionalidad de la “autoridad ejecuto- 
ra” es tal vez el más común entre las materias de amparo. Des- 
pués de todo, el amparo había surgido como la posibilidad legal 
de protegerse en contra de los actos de las autoridades, dado 
que para dirimir conflictos entre particulares existían —con 
mayor fuerza a partir de la década de 1870— los códigos civi- 
les, penales y mercantiles. En todo caso, los habitantes de la Re- 
pública hicieron uso del juicio de amparo justamente para pro- 
tegerse de actos de autoridad que consideraban abusivos. En es- 
te sentido, el argumento de la inconstitucionalidad resultó ser 
el campeón. El que sigue es un documento fechado en 1918; es 
decir, referido a un juicio de amparo que ofrece protección ante 
las violaciones de nuevas garantías, sancionadas por una nueva 
constitución, la promulgada en 1917. Sin embargo, resulta es- 
pecialmente eficaz para ilustrar qué tan lejos podía llevarse el ar- 
gumento de la inconstitucionalidad en una demanda de ampa- 
ro. 


El 14 de agosto de 1908, el Ayuntamiento Constitucional de 
Morelia concedió permiso a don José Alva para construir en la 
explanada Morelos de la capital michoacana, un centro de di- 
versiones y espectáculos con el nombre de “Salón Morelos”. 
Dos años después, la autoridad local refrendó la concesión, am- 
pliándola por seis años más. Sin embargo, en fecha no especifi- 
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cada en el documento, “el Gobierno preconstitucional del Ge- 
neral Gertrudis S. Sánchez” ordenó la destrucción del salón, he- 
cho que fue ejecutado por el Ayuntamiento nombrado por di- 
cho general. Tiempo después, el 6 de octubre de 1917, Alva 
consiguió un permiso para reconstruir su salón en el mismo si- 
tio. Esta vez, el permiso fue firmado por el gobernador consti- 
tucional de Michoacán, el ingeniero Pascual Ortiz Rubio. Este 
nuevo contrato, celebrado entre Alva y el gobierno de Micho- 
acán, quedó sometido a la aprobación del Congreso del estado 
“únicamente [en] lo relativo al impuesto convencional por 5 
años; dado que la cuota por los 10 siguientes será exactamente 
la que asignen los presupuestos que entonces rijan”.*% Y es aquí 
donde entra el argumento principal de Alva. La infracción resi- 
día en que, por un asunto de fechas, 


la autoridad responsable, cuando ya no era ni Constituyente, 
por haber expirado el mes fijado para expedir la Constitución, 
obró como Legislativo Constitucional antes de ser Legislador 
Constitucional; toda vez que ni entonces había ni hasta hoy ha 
votado la Constitución que constitucionalmente [sic] le confie- 
ra competencia para funcionar como Poder Legislativo Co- 


mún.* 


Así pues, todo lo que este ilegal congreso hubiera decretado 
en relación con su salón, resultaba inconsistente. 


Los promoventes de los juicios de amparo utilizaban múlti- 
ples estrategias en sus alegatos, mismos que recibían diversas 
respuestas por parte de la autoridad judicial. Dado que en la 
época analizada se estaba dando una redefinición de la persona- 
lidad jurídica de los diversos actores sociales, existía un dina- 
mismo bastante pronunciado. Se esgrimían distintas lógicas ju- 
rídicas en situaciones en apariencia iguales. Esto nos lleva a 
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pensar que, ante la reconformación del orden jurídico, una vez 
ofrecida la protección y el amparo de la justicia federal a todo 
aquel que se considerara agraviado por una ley o por un acto de 
autoridad, los actores se valieron de un sinfín de recursos argu- 
mentativos para, digámoslo así, encontrar su lugar en el nuevo 
orden. Se trata de un fenómeno que operó en sentido contrario 
al absolutismo jurídico que se pretendía instaurar, lo que nos 
lleva a pensar en una especie de ficción jurídica —el imperio de 
la ley— sobre la que el liberalismo estuvo dispuesto a insistir 
para legitimarse en una realidad que lo contradecía una y otra 
vez. 


Dentro de este ambiguo contexto, el amparo presentaba una 
maleabilidad especial que llevó a que distintos actores sociales 
pudieran servirse de él para dirimir un abanico muy amplio de 
agravios. Por otra parte, al ser un medio de contención ante ac- 
tos arbitrarios, constituye —como fuente para el trabajo histó- 
rico— una suerte de “termómetro” del sistema judicial decimo- 
nónico. En el caso específico de las comunidades indígenas, se 
plantea la cuestión de si el juicio de amparo significó una posi- 
bilidad para recuperar derechos perdidos gracias a un cúmulo 
de mecanismos legales que —a pesar del discurso en torno a la 
protección de las garantías individuales— permitieron a ciertas 
colectividades acceder a la obtención de amparos. Este y otros 
fenómenos revelan la importancia de reflexionar en torno a los 
usos sociales del amparo durante las primeras décadas de su 
existencia con base en un obligado trabajo cuantitativo. 


Los contribuyentes como usuarios 


del juicio de amparo 


Otra dimensión de abordaje ineludible es la economía, ámbi- 
to privilegiado para dilucidar en torno a las posibles transfor- 
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maciones que el juicio de amparo introdujo en una serie de re- 
laciones preexistentes. Como ejemplo, la esfera fiscal, que toca 
el problema de la interlocución entre los contribuyentes y el Es- 
tado. Desde esta perspectiva puede observarse cómo el amparo 
sirvió como un medio de contención eficaz para los casos de di- 
fícil resolución al tiempo que activó un puente de comunica- 
ción con el aparato federal, planteando complicados triángulos 
jurisdiccionales con las autoridades locales. Los juicios de am- 
paro relacionados con asuntos del fisco permiten hacer reflexio- 
nes metodológicas que enriquecen el ejercicio de retomar la 
fuente judicial como vía para adentrarse en la conflictiva rela- 
ción sostenida entre el contribuyente y la autoridad exactora.*6 
Asimismo, dan cuenta de la diversidad de temáticas que un am- 
paro podía incorporar así como del gran abanico de actores eco- 
nómicos que hicieron uso de esta nueva herramienta jurídica. 


a) El juicio de amparo y el fisco 


El que un grupo social determinado proteste ante el cobro de 
un impuesto que considera injusto no constituye ningún hecho 
insólito. Las protestas por asuntos fiscales son ya un tema cono- 
cido gracias a la labor de numerosos historiadores, por lo que 
sobra aquí abundar en los motivos por los cuales un sector de la 
sociedad, o varios, deciden emprender una resistencia ante lo 
que consideran un abuso en materia tributaria. Sin embargo, en 
el caso del siglo XIX mexicano es raro encontrar resistencias or- 
ganizadas, ya que el fenómeno se dio sobre todo a nivel indivi- 
dual. Un contribuyente protestaba, haciendo uso de las vías que 
el mismo exactor (el Estado) le otorgaba, ante el cobro de un 
impuesto “injusto”. Los ejemplos que aquí se comentarán no 
difieren en mucho de esta tendencia. En todo caso, prueban 
que el juicio de amparo fue un medio jurídico utilizado por los 


162 


contribuyentes con el fin de organizarse, si no en un frente de 
lucha, sí por lo menos en una comunidad de intereses. 


A partir de la ley orgánica relativa al juicio de amparo pro- 
mulgada en 1861, y con mucha mayor fuerza a partir de la dé- 
cada de 1870, la publicación de folletos que recopilaban infor- 
mación básica acerca de ciertos juicios especialmente polémicos 
o innovadores fue práctica común. Por lo general, esta difusión 
era promovida por los abogados encargados de estos mismos 
juicios, quienes veían en la circulación de folletos una posibili- 
dad idónea de darse a conocer. Por otro lado, puede suponerse 
que esta documentación podía servir de antecedente para fijar 
argumentos más sólidos a la hora de promover nuevos amparos. 
Los casos que se reseñarán a continuación fueron extraídos de 
este tipo de documentos, lo que nos lleva a pensar que en su 
momento tuvieron un impacto importante entre los juristas de- 
dicados a la promoción de juicios de amparo. 


En 1879, más de 300 personas,*” en su mayoría vecinos del 
distrito de Tehuacán, en Puebla, solicitaron amparo contra los 
actos del tesorero general de ese estado, quien pretendía cobrar- 
les un impuesto consistente en 1% sobre todo capital raíz que 
excediera el valor de 200 pesos, así como sobre el capital mobi- 
liario que excediera los 500 pesos. El impuesto tenía su origen 
en el decreto del 18 de noviembre de 1878, por medio del cual 
se había dado licencia al gobierno del estado de Puebla para 
construir y explotar por su cuenta el ferrocarril y el telégrafo 
que comunicaría a la ciudad de Puebla con la de Izúcar de Ma- 
tamoros. Así pues, lo recaudado se destinaría a la construcción 
de dicho ferrocarril. Los quejosos argumentaban una violación 
de varios artículos constitucionales (entre ellos, el artículo 31)% 
por parte del tesorero. 


Más que estar en contra del cobro del impuesto, el asunto 
central lo conformaban las multas. Si en el término de tres días 
los contribuyentes no cubrían las cuotas que les correspondían, 
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la tesorería del estado los multaría con 10% de recargo. De no 
verificarlo así, se procedería al embargo.* Según los quejosos, 
los artículos 21 y 22 constitucionales% eran muy claros al 
prohibir las multas excesivas (superiores a los 500 pesos), mien- 
tras que el artículo 31 resumía su argumento, estableciendo que 
“los mexicanos sólo están obligados a contribuir para los gastos 
públicos de la manera proporcional y equitativa que establecen 
las leyes”.?* El asunto llegó al gobernador de Puebla quien, el 4 
de septiembre de 1879, escribió a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación para comunicarle que “a pesar de las indicaciones 
que de la Suprema Corte ha recibido el ler juez suplente de 
Distrito para dar término al juicio de amparo [...] dicho juicio 
no termina con notorio perjuicio de los intereses del Estado, 
que tiene paralizados los trabajos que requiere la vía”.*2 El expe- 
diente resguardado en el Archivo Judicial de la Ciudad de Mé- 
xico termina con un documento fechado 10 días después del 
llamado de auxilio del gobernador. Se trata de una carta escrita 
por el juez de distrito encargado del caso, dirigida a la Suprema 
Corte, en la cual afirma que si el asunto no se ha resuelto no ha 
sido por capricho, sino por la “naturaleza de las cosas”. Desco- 
nocemos el final de la historia, pero, gracias a unas palabras es- 
critas por el gobernador poblano, presumimos que el juez se en- 
contraba en algún tipo de acuerdo con los quejosos. En la carta 
ya mencionada, el gobernador se quejaba de que el juez “se ha 
propuesto proteger el desarrollo de los obstáculos que se opo- 


nen a la marcha de este Gobierno”.?? 


El segundo caso también involucra a varios personajes. Ya no 
300, pero sí una decena de propietarios (entre ellos, los herma- 
nos Madero de Parras) de fábricas textiles ubicadas en los esta- 
dos de Tlaxcala, Nuevo León y Coahuila.*% Los fabricantes soli- 
citaban amparo contra los efectos de la ley del 5 de junio de 
1879 y su reglamento, fechado un día después, que establecían 
un gravamen para los establecimientos industriales dedicados a 
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la producción textil. Los argumentos en contra de las disposi- 
ciones eran cuatro: la ley era anticonstitucional, en la medida 
en que violaba el artículo 16;% la facultad económico coacti- 


56 resultaba también anticonstitucional, violando los artículos 


va 
16 y 17; los jefes de hacienda de las localidades no eran autori- 
dades competentes en el cobro del impuesto fijado por la ley 
del 5 de junio; y, por último, se consideraba que la ley violaba 
la soberanía de los respectivos estados involucrados. Un argu- 
mento suplementario (y digo suplementario porque no podía 
tipificarse como una violación a ningún artículo constitucional) 
era la percepción, por parte de los fabricantes, de que su activi- 
dad económica estaba siendo gravada más que otras. Es decir, 
que existía inequidad fiscal. En el caso de los quejosos de Nue- 


vo León, el promotor fiscal aclaraba a la Suprema Corte que: 


No se trata de una excepción odiosa en contra de los fabri- 
cantes, sino que es un carácter que en sí llevan todos los im- 
puestos. [...] se alega a favor del amparo [...] que la contribu- 
ción decretada no es conforme con los preceptos constituciona- 
les, porque grava sólo a una clase, la de los fabricantes [...], pe- 
ro lo mismo podría decirse de todas las contribuciones que no 
fueran las de capitación o personales. Así dirían lo mismo los 
fabricantes de vinos que en el Distrito Federal y otras partes tie- 
nen impuestos [...] sin que pueda decirse que tengan razón, 


porque no sería posible contribución alguna.” 


En noviembre de 1879, aproximadamente cuatro meses des- 
pués de interpuestas las demandas de amparo, los magistrados 
de la Suprema Corte votaron los tres casos en conjunto. Sin 
embargo, las ejecutorias de los magistrados no fueron unifor- 
mes. A los fabricantes de Tlaxcala y Saltillo sí les fueron conce- 
didos los amparos, mientras que los de Monterrey fueron casti- 
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gados con una multa de 100 pesos cada uno por interponer una 
demanda que no procedió. En los tres casos, la ejecutoria de la 
Suprema Corte coincidió con las sentencias locales. 


Otro de los amparos revisados se centra en una querella 
contra el fisco. Esteban Montiel, residente de Tehuacán, Puebla, 
pidió un amparo el 31 de enero de 1899 contra los actos del re- 
caudador de rentas y el gobierno del estado de Puebla, quienes 
habían rematado su casa por un adeudo de contribuciones. El 
abogado de Montiel, Cosme A. Zafra, decía que con lo hecho a 
su cliente: 


Se ha querido romper la igualdad ante la ley que reclaman y 
deben tener los interesados en un juicio universal de sucesión; 
apropiándose el fisco prerrogativas que no tiene y haciendo de 
la ley económico coactiva una ley privativa para resolver por sí y 
ante sí las cuestiones judiciales que sólo toca resolverlas el juez 
que conoce del juicio universal reuniendo en un solo poder las 
funciones de dos, administrativo y judicial [...].%8 


El problema residía en que Montiel era uno de los varios he- 
rederos de esa propiedad y, al parecer, no había tenido partici- 
pación alguna en el adeudo al fisco. Así, lo que se reclamaba era 
que el caso lo estaba llevando una autoridad administrativa — 
representante de los intereses fiscales— cuando se trataba de un 
asunto meramente judicial. 


Un caso más, ocurrido en 1886, es el del juicio de amparo 
promovido por Miguel Bringas y Cía. contra la imposición y 
exacción de una multa que, por infracciones a la ley del papel 
sellado, les había establecido la Segunda Sala del Tribunal Supe- 
rior de Justicia del Distrito Federal. La defensa de los quejosos 
argumentaba que los jueces del orden federal eran los únicos 
que podían y debían conocer de las infracciones de la ley del 
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timbre”? y, por lo tanto, los únicos que podían imponer una 
multa. Afirmaba, lamentándose, que: 


La centralización del poder público reviste por lo regular a 
los Gobiernos de una suma de facultades que con frecuencia 
hacen confundir las atribuciones meramente administrativas de 
las puramente judiciales, por lo que la mayor parte de los actos 
penados por la ley, son castigados discrecionalmente por los 


agentes de la administración. 


b) Renta del timbre *? 


El timbre constituyó a grandes rasgos la sustitución del papel 
sellado por la estampilla. La diferencia radicaba en que el tim- 
bre, establecido en marzo de 1876, abrazaba una base más am- 
plia de artículos y actividades gravadas. Por supuesto, fue en 
torno a este hecho que las protestas se levantaron, y con ellas, la 
mala publicidad que sobre el impuesto emprendió la prensa na- 
cional. Marcello Carmagnani” sugiere que esta efervescente 
oposición al timbre tiene su origen en razones políticas más que 
económicas, al ser considerado una invasión al régimen interior 
de los estados. Un análisis de la gestión de Francisco Mejía, mi- 
nistro de Hacienda al tiempo de implementarse esta nueva figu- 
ra fiscal, revela que desde el momento de su entrada en vigor 
hasta 1880, se emprende la firme intención de racionalizar la 
recaudación del impuesto del timbre, con éxitos cuantitativos 


inmediatos. 


La promoción de amparos por este y otros asuntos relaciona- 
dos con rentas puede ser identificada a lo largo y ancho de la 
República. La revisión de los estados donde se originan las de- 
mandas de amparo por asuntos fiscales revela que los registros 
que se tienen a mano provienen de 26 entidades federativas dis- 
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tintas. El estado de Veracruz y la Ciudad de México son las en- 
tidades con mayor número de demandas, pero estas mayorías 
son tan débiles que nos invitan a pensar que los amparos por 
motivos fiscales deben ser reconocidos como propios de todo el 
territorio mexicano y no de una región en particular. En cuanto 
a los usuarios o promoventes de amparos referentes a la renta 
del timbre, encontramos cinco compañías, ninguna demanda 
entablada por mujeres y un promovente famoso, Cenobio Sau- 
za, quien en 1902 recibe la sentencia de la Suprema Corte acer- 
ca del amparo que promovió en torno a problemas con el pago 
de la renta por la producción de mezcal. 


c) Impuestos 


El conjunto de información referente a impuestos no revela 
un asunto mayoritario en particular. La riqueza de esta docu- 
mentación reside en que revela que el juicio de amparo consti- 
tuía una herramienta útil para muy diversas situaciones. Así, 
encontramos amparos relacionados con adeudos fiscales de todo 
tipo; cobro de impuestos personales, prediales, municipales, fe- 
derales; avalúos “mal calculados” en beneficio del erario; dudo- 
sos procedimientos en aduanas locales y marítimas; embargos; 
multas y un largo etcétera. Entre los promoventes descubrimos 
también un amplísimo universo: jornaleros, vendedores de be- 
bidas alcohólicas, comerciantes ambulantes, propietarios de 
salinas, fabricantes de jabón, propietarios de fincas rurales, víc- 
timas de fraudes, agricultores. De los 71 registros que propor- 
cionan información sobre los promoventes, sabemos que 26 
formaban parte de alguna sociedad o compañía, que dos pro- 
movieron amparos colectivos (en nombre de fvecinos” o “com- 
pañeros”) y que cuatro eran mujeres. Una de ellas, Manuela 
Ruiz viuda de García, entabló, en febrero de 1902, una deman- 
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da de amparo en su nombre y en el de sus “socias”, por el em- 
bargo de unas salinas. 


Uno de los ejemplos pertenecientes a este rubro es la deman- 
da de amparo promovida por Fernando Verdejo quien, entre los 
meses de abril a noviembre de 1874, intenta defenderse del co- 
bro de dobles derechos de alcabala. La autoridad pretendía co- 
brarle esta multa debido a un “conato de contrabando”, delito 
en que el quejoso aducía no tener responsabilidad alguna. La 
sentencia de la Suprema Corte no fue favorable para Verdejo, 
porque éste no había designado, en el ocurso presentado, la ga- 
rantía o garantías violadas en tal cobro. No es la primera vez 
que se descubre que un simple error u omisión podía llevar al 
promovente a un fracaso en la obtención de un amparo por 
parte de la justicia federal. 


d) Contribuciones 


En la base de datos del Semanario Judicial de la Federación 
existen 105 registros correspondientes a este rubro, provenien- 
tes de 22 entidades federativas distintas, siendo las más repeti- 
das las de Querétaro (10 registros) y Sinaloa y Chiapas (11 re- 
gistros cada una). El asunto central de estas demandas de ampa- 
ro es el adeudo fiscal o el embargo subsecuente. En cuanto a los 
promoventes, llama la atención que 10% sean mujeres, habien- 
do incluso una demanda entablada por “varias señoras ex reli- 
giosas” en Querétaro durante 1874. Cuatro amparos son pro- 
movidos por actores colectivos (“varios causantes”), y 16 por so- 
ciedades o compañías. Aparecen como promoventes, bancos 
(como el Mercantil de Monterrey), compañías ferrocarrileras, 
compañías mineras, vendedores de medicinas homeopáticas, 
banqueros, entre otros muchos. 
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Uno de los asuntos específicos que se repiten dentro del ru- 
bro es el rechazo de la moneda de cobre para el pago de diversas 
contribuciones. Los siete casos correspondientes a esta temática 
provienen del estado de Sinaloa, y en todos ellos la justicia fede- 
ral amparó y protegió a los quejosos de la arbitrariedad de las 
autoridades recaudadoras. Se trató de un problema muy impor- 
tante durante el año de 1875, ya que se intentó exigir a los cau- 
santes el pago de contribuciones en oro o plata, rechazando la 
moneda de cobre que el mismo gobierno sinaloense había acu- 
ñado. En algunos casos, el pedimento del promotor fiscal va en 
el sentido de negar los amparos solicitados en la materia, tal vez 
en aras de proteger intereses locales. Sin embargo, una vez llega- 
dos los expedientes a la Suprema Corte, ésta decidió, en todos 
los casos, fallar a favor de los quejosos. 


Los ejemplos incluidos en esta última sección revelan la efi- 
cacia instrumental que el juicio de amparo significó para una 
diversidad de contribuyentes. Gracias a éste, pudieron experi- 
mentar nuevas pautas de interlocución frente al Estado; pautas 
que lo ubican dentro un marco regulatorio que lo protege fren- 
te a posibles abusos de autoridad. En este sentido, pueden verse 
ciertos rasgos de un proceso modernizador, mismos que no se 
muestran con tanta facilidad ni homogeneidad en casos no refe- 
ridos al ámbito fiscal. 


Reflexiones finales 


Es tarea imposible reunir en este ensayo el número suficiente 
de ejemplos para ilustrar todos los ámbitos tocados —o trans- 
formados— por el juicio de amparo. Pero no es sólo la ampli- 
tud del espectro cubierto una de las principales características 
de este recurso jurídico. Junto con ello, debe notarse también 
su casi inmediata generalización; su uso, pues, en muy distintos 
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sectores y grupos sociales. Ambos elementos (la extensión de es- 
feras y grupos en que el recurso fue prontamente utilizado), po- 
dría estar evidenciando al menos dos cuestiones fundamentales 
para la comprensión de la vida social, política y jurídica de la 
era liberal: por un lado, las enormes y graves irregularidades que 
el sistema judicial mexicano sufría; por el otro, que la novedad 
jurídica constituida por el amparo resultó efectiva para los habi- 
tantes de la nación. 


Aquí puede ensayarse una explicación cuyo punto central es 
el grado de adaptabilidad que el juicio de amparo tuvo con res- 
pecto a la realidad nacional, y en la que éste puede considerarse 
como un aparato institucional en el que no sólo se cifra buena 
parte del ideario liberal, sino en el que también se objetiva una 
gran cantidad de elementos y relaciones que dieron forma al si- 
glo XIX mexicano. Así, sin negar el carácter modernizador del 
amparo, es claro que las conclusiones a ese respecto no pueden 
ser lineales. La puesta en práctica de los principios jurídicos que 
dieron origen —y siguieron moldeando— al juicio de amparo 
fueron objeto de un sinfín de operaciones para hacerlos válidos 
en una realidad que conllevaba contradicciones sustanciales, y 
que de alguna u otra forma impidieron o, al menos, dificulta- 
ron la impronta que el liberalismo habría depositado en el re- 
curso. 

Tomando en cuenta los ejemplos ofrecidos en algunos de los 
apartados, resulta evidente que cada uno de los alegatos citados 
contenía argumentos en contra de distintas —supuestas— vio- 
laciones a las garantías ofrecidas por la Constitución. Era como 
si los quejosos, previendo un sinnúmero de dificultades para lle- 
var a buen término su demanda de amparo, prefirieran apuntar 
hacia todos lados para ver en cuál de los tiros tenían mejor suer- 
te. Tal práctica se repite en juicios referentes a otras materias y 
da muestra de que, durante las primeras décadas de su entrada 
en vigor, el juicio de amparo fue puesto a prueba desde distin- 
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tos frentes, en un ejercicio de “tanteo” jurídico. Inconsistencias 
no menos graves que las que se expresan en los alegatos se ob- 
servan también en las resoluciones de la Suprema Corte, al emi- 
tir ejecutorias distintas en casos aparentemente iguales. Como 
ejemplo de esta situación, tenemos las demandas de amparo de 
los fabricantes textiles revisadas en este trabajo, en donde, de 
tres casos, a dos se les concede el amparo mientras que para uno 
se establece una multa. Conocer con exactitud qué tipo de mo- 
tivaciones podían llevar a este tipo de resoluciones constituye 
un reto de importancia. Si la historia del juicio de amparo me- 
xicano va de la mano de la de la Suprema Corte, quedaría por 
explorar la cuestión de una posible reelaboración del universo 
político liberal por parte de los actores involucrados en la pro- 
moción de los juicios de amparo (no sólo los quejosos sino las 
autoridades involucradas). 


Ahora bien, si el contraste entre doctrina y práctica legal se 
quisiera llevar al ámbito de las materias de amparo, nos encon- 
traríamos también en terreno farragoso. Como se trató de mos- 
trar a lo largo de este texto, las demandas de amparo podían te- 
ner un motivo general y varios particulares. En apariencia, en el 
caso de los relativos al fisco, se trataría de una resistencia al pa- 
go, pero, viéndolos con mayor detenimiento, descubrimos que 
el agravio se ubica no en el cobro mismo, sino en los procedi- 
mientos para llevarlo al cabo. Así, son las multas y los embargos 
los que son cuestionados, no tanto el impuesto en sí. En este 
sentido, más que afirmar que la existencia procesal del amparo 
corrió a la vanguardia de la existencia misma del juicio, puede 
plantearse que, por el contrario, fue la jurisprudencia la que 
atrasó —si cabe la expresión— el proceso jurídico moderniza- 
dor que, desde la lógica liberal, pretendía encabezar el juicio de 
amparo. La ausencia de una clara definición respecto del sujeto 
jurídico, así como la falta de uniformidad en las materias de 
amparo, en los alegatos y en las resoluciones, no sólo son mues- 
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tra de las dificultades pragmáticas a las que se enfrentó su apli- 
cación, sino de las distintas lógicas a las que ésta misma hubo 
de someterse. 


En una licencia de extensión de esta idea, podríamos ubicar 
el amparo —tantas veces anunciado en su carácter de perla del 
liberalismo— como un “retroceso” en la línea progresiva traza- 
da por los ideólogos liberales de la segunda mitad del siglo XIX. 
Al constituir un golpe a la autonomía estatal coadyuvó a afian- 
zar un esquema políticamente centralizador (opuesto al federa- 
lismo); al reconocer dentro de su espectro de aplicación a cier- 
tas colectividades reafirmó el derecho de corporación (alejándo- 
se de la idea del individuo como único sujeto de derecho). 
Cuando en el capítulo X de su Tratado..., Silvestre Moreno 
Cora se ocupa de los actos legislativos que no son federales (es 
decir, de los estados) que han suscitado amparos, incluye la re- 
visión de un caso, en el que un individuo era mantenido en es- 
tado de interdicción conforme a la antigua legislación española 
y al Código Civil del estado de San Luis Potosí. El amparo se 
resolvió a su favor porque estas dos legislaciones se encontraban 
en oposición a los preceptos constitucionales. Aun cuando el 
ejemplo revela la victoria del afán modernizador, da cuenta de 
dos situaciones probablemente muy comunes: la diferencia y 
enorme lejanía entre la jurisprudencia local y la federal; y la 
pervivencia de fuentes de derecho distintas a las contempladas 
por el modelo jurídico liberal.9 Si bien es común la suposición 
de que el pluralismo jurídico de los tiempos coloniales se dejó 


65 concentrado en 


de lado para dar paso a un rígido monismo, 
la Constitución de 1857, no se puede negar la importancia de 
la huella del pasado en figuras incluso consideradas exclusiva- 
mente liberales, como el amparo. Años después del fin de la era 
liberal, algunos juristas emprendieron una reflexión sobre el 
marco jurídico que la había sustentado. Entre ellos, Jorge Vera 


Estañol afirmaba: “La superación del pasado se hallaba [...] en 
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el abandono del fanatismo religioso y de la visión teocrática so- 
bre los que se habían constituido las instituciones. El nuevo or- 
den, sustentado en la libertad y la igualdad había permitido en- 


cauzar al país hacia el progreso”. *é 
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* Departamento de Economía, UAM-Azcapotzalco. 


Y Epígrafe que aparece en el capítulo VI, “La Constitución 
de 1857. Sus críticos y expositores”, en Manuel Herrera y Las- 
so, Estudios constitucionales, Jus, México, 1983 [1939]. 


2 Aquí es necesario mencionar que la colección de primeros 
amparos sustanciados en México, construida por Manuel Gon- 
zález Oropeza, revela que los usos iniciales del amparo fueron 
de uso prácticamente li del ámbito castrense. Según sus 
investigaciones, el primer juicio de amparo tuvo lugar en 1847 
y fue promovido por el periodista y editor Vicente García To- 
rres por su aprehensión a manos del general en jefe del Ejército 


de Oriente. Posteriormente se presentó un segundo amparo, 
que fue EVE: por Lena Andrade, coronel graduado y 


pan. El tercer caso amparo fue promovido por Darío Servín 
de la Mora, capitán suelto de caballería permanente y coman- 


dante de escuadrón graduado, por haber sido dado de baja en el 
ejército. Como cuarto amparo, se tiene el promovido por el re- 
presentante legal de Jecker, Torre y Cía., conjuntamente con el 
de Wilde y Cía., sobre la afectación de la Secretaría de Hacien- 
da a unos tercios de tabaco. Finalmente, González Oropeza 
ubica el quinto caso en el presentado el 12 de agosto de 1848 
por Lorenzo Pérez Castro, teniente coronel y comandante de 


escuadrón, a quien se le había despojado de su empleo en el 
ejército sin expresión de causa. Además de los casos menciona- 
dos, se Pinsitara otros juicios bajo el nombre genérico de 


“quejas”. Entre ellas resalta la de Pánfilo Bassorda, presentada 


> de septiembre de 1849, que no se 
decidió propiamente como un am 


ante la pea Corte el 


paro a lil e haber sido ar- 


da después de la decisión del juez de distrito suplente de San 
Luis Potosí, en el caso de Manuel Verástegui, consignado como 


la primera sentencia de amparo del país (13 de agosto de 1849). 


de 1849, a través de su Tercera Sala. En este amparo, el extran- 
jero José Félix Rodríguez se quejó por los procedimientos segui- 
dos por las autoridades judiciales de Yucatán. Como último 


asunto relevante, González Oropeza menciona el de Anastasio 
Parrodi y Francisco León, quienes promovieron juicio en repre- 
sentación de la legislatura de San Luis Potosí, conforme al ar- 
tículo 23 del Acta de Reformas, contra el Congreso federal, por 
haber expedido la ley del 26 de octubre de 1849 sobre la crea- 
ción de colonias militares en territorios de tres estados: Queré- 
taro, México y San Luis Potosí. En opinión del autor, todos es- 
tos juicios “constituyen situaciones excepcionales entre el ma- 
rasmo y la anarquía que reinó en esos años de 1847 a 1849”, 
advirtiendo que, “sin embargo, _no sólo se estableció el juicio de 


amparo, sino hasta se dieron sus primeras expresiones a través 


EA A 


rebelión, ni tampoco invasión sirvió de pretexto para evadir la 
discusión o tratar de no proceder conforme a la Constitución y 
las leyes”. Manuel González Oropeza, “El primer juicio de am- 


paro sustanciado en México”, Anuario Mexicano de Historia 


del Derecho, núm. VIII (1996), p. 165. 


3 A saber: a) la Constitución de Cádiz de 1812; b) la Consti- 
tución de Apatzin 
d) la Constitución de 1824; e) las Siete Leyes Centralistas de 
1836; f) el Proyecto de Constitución para el Estado de Yucatán 
de Manuel Crescencio Rejón de 1840; g) el Proyecto Otero co- 
mo miembro del Congreso Constituyente de 1842; h) las Bases 


Orgánicas de 1843; i) el Acta de Reformas de 1847; j)_ la Cons- 
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1857 (el Proyecto Mata); _k) las leyes orgánicas del 
juicio de amparo (1861, 1869, 1883). 


í Silvestre Moreno Cora nació en la Ciudad de México en 
1837 y murió en 1922, Desarrolló la mayor parte de su carrera 
como abogado en la ciudad de Orizaba, Veracruz. Fue secreta- 
rio de gobierno durante el mandato del gobernador “Teodoro 
Dehesa y fue nombrado magistrado de la Suprema Corte de 
Justicia en 1898 | | 


, cargo al que renunció en 1904, 


5 Silvestre Moreno Cora, Tratado del juicio de amparo con- 
forme a las sentencias de los tribunales federales, Tip. y Lit. La 
Europea, México, _1902,_p. 2. 


7 Ibidem, p. 47. 


$ Rodolfo Reyes, Oposición a la clase de derecho constitucio- 
Pe Cra de eE Díaz de a Po E 


? Juan Estrella Campos, Breves consideraciones históric 
rídicas sobre la génesis del juicio dez amparo, tesis de bepchas 
ra, Escuela Libre de Derecho, 1957. 
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10 Yucatán contaba con una importante trayectoria liberal 
demostrada en hechos como la desamortización de los bienes 
eclesiásticos en 1782; la abolición de servicios A NS 
los indios prestaban al clero en 1813; 1 ] ci 0 
y_de las obvenciones parroquiales en 1820; y la abolición de los 
fueros y establecimiento de la tolerancia religiosa en 1840. 


11 Autor de la fórmula aún vigente en la legislación sobre 
amparos. 


12 o e “Del Mia a JS socialización del 
pes 19 >” 


SAS 


as en Obras ( ome del C. Lic. Jenado L, Vallarta, 
t. V, Imprer , p.56. Al respec- 
to, Fix-Zamudio poe A dá d a En jurisdicción: 
“Otro aspecto que no ha sido destacado con suficiente claridad 
es la transformación que ha experimentado el Poder Judicial 
mexicano desde que fue introducido en la Constitución federal 
de 1824 con características similares a las establecidas en la 
Constitución federal de los Estados Unidos de 1787 y_sus leyes 
judiciales, es decir, como una doble jurisdicción integrada por 
tribunales federales y locales separados y con competencia pro- 
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pia, de tal manera que un asunto presentado ante un tribunal 
local por aplicación de leyes también locales, no podía llevarse 
ante los tribunales federales sino de manera excepcional; esto es, 
1ando se pr: fi 1 local apli- 
es yla y iitacón dead de acuerdo con el sistema difu- 
so de control de la constitucionalidad de las leyes. Al respecto, 
el artículo 160 de nuestra primera Constitución federal dispo- 
nía: “El poder judicial de cada estado se ejercerá por los tribuna- 
les que establezca o designe la Constitución (local); todas las 
causas civiles o criminales q que pertenezcan al conocimiento de 
esos tribunales, serán fenecidas en ellos hasta la última instancia 
y ejecución de la última sentencia”. Este precepto no se incluyó 


en la Ci federal del 5 de febrero de 1857, no de 


n el principio 


tónoma de los tribunales federales y locales (implícitamente en 
el artículo 97). Pero este sistema empezó a modificarse en cuan- 
to la Suprema Corte de Justicia aceptó, en particular a partir de 
1869, la impugnación por medio del juicio de amparo de las 
sentencias de los tribunales locales dictadas en aplicación de la 
legislación también local (con apoyo en una interpretación in- 
debida del artículo 14 constitucional). Por medio de dicha ju- 
risprudencia se concentró de manera paulatina la impugnación 
de las resoluciones judiciales de todos los tribunales del país en 
la Suprema Corte de Justicia, con lo cual se subordinaron al 
más alto tribunal del país los organismos jurisdiccionales del 
Distrito Federal y de los estados, que perdieron así su a: 
mía constitucional”, Héctor Fix-Zamudio y José Ramón Cossío 
Díaz, op. cit., pp. 9-10. Cursivas en el original. 


15 Fernando Vega, Estudios de derecho constitucional. Ex- 
tensión y límites de la Suprema Corte de Justicia en los ampa- 
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ros por violación de la ley civil o penal. Ensayo jurídico, _lm- 
prenta de las Escalerillas, México, 1889, p. 8. 


16 Emilio Rabasa, El juicio constitucional. Orígenes, teoría y 
extensión, Librería de la Vda. de Ch. Bouret, México, 1915 


17 Silvestre Moreno Cora, op. cit., p. 220, 


18 Ibidem, p. 326. 


12 Marcello Carmagnani (coord.), Constitucionalismo y or- 
den liberal en América Latina, 1850-1920, Otto Editore, Tu- 
rín, 2000, p. 7. 


20 Una prueba de esta pronta generalización la constituyen 
los datos A por Silvestre Moreno Cora, op. cit., apéndi- 
ce 18, p. 823: “Para que nuestros lectores se formen una idea 
del aumento extraordinario que ha habido en los amparos en 
estos últimos años, insertamos a continuación la noticia de los 
amparos despachados por la Corte desde 20 de enero de 1869, 
hasta el 31 de diciembre de 1880”, en el cual se informaba que 
de 123 demandas de amparo interpuestas en 1869, se pasó a 2 
108 en 1880. Números mucho mayores se desprenden del Se- 
manario Judicial de la Federación. 


21 Tgnacio L. Vallarta decía con orgullo que “el amparo no 
pregunta al hombre su nacionalidad ni su patria: basta que sea 
hombre, que sea un habitante de la República para que goce de 


los beneficios de este recurso”, en Ignacio Vallarta, El juicio de 
amparo..., Op. Cit., pp. 59 


riamente pobres pobres” hagan uso de papel común (es decir, 


sos y actuaciones. En Silvestre Moreno 


>, -p. Y 61. 


sin sello) para los ocu 


Cora, op. cit., apéndice 


23 En el capítulo VII de la obra de Silvestre Moreno Cora 
apenas citada, dedicado a los amparos concedidos contra órde- 


nes de la Secretaría de Guerra, se ve claramente que los asuntos 


mayormente ventilados eran los relacionados con la leva. Apa- 
rentemente (y_así lo he visto también en algunos casos revisados 


uienes habían sido sujetos a una consig- 


general — amparaba a 


nación forzosa. Dado que el número de amparos promovidos 
por este motivo es muy grande, cabe preguntarnos si no se sus- 
citaría una seria controversia entre la Secretaría de Guerra y la 
Suprema Corte de Justicia. Es decir, ¿es posible que esta res- 
puesta sistemáticamente favorable a los quejosos por actos de 


esta secretaría llegara a convertirse en un problema entre ambas 
instancias de poder? 


24 Dicho propiamente, la materia de la controversia es el acto 
concreto o la omisión de autoridad que el interesado considera 
lesivo de sus garantías individuales. Las cuestiones que podían 
suscitar un amparo eran muy variadas. Entre las que no inclui- 


remos en este trabajo están: ejercicio profesional, sociedades 
agio, confiscación de bienes, falsificación de mar- 


cas de fábrica, expropiación forzosa por causa de utilidad públi- 


ca, consignación forzada al servicio de las armas; etc. Sin em- 
bargo, al revisar el índice de las sentencias de los tribunales fe- 
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derales citas por Silvestre Moreno Cora, op. cit., apéndice 19, 
pp. 824-846, se confirma la importancia (por lo menos numé- 


rica) de las materias a tratar en este ensayo. Por ahora se deja 
fuera la materia de amparo relativa a exacciones fiscales, a la que 


se le dedicará una sección entera más adelante. 


25 Me atrevo a utilizar aquí el término propiedad comunal, 
aun cuando no está presente en los documentos consultados ni 
—al parecer— en las leyes de la época. Lo utilizo en una acep- 


ción por demás simple, tan sólo para designar a una propiedad 
compartida por una colectividad. 


26 Silvestre Moreno Cora, op. cit., p. 90. 
p p 


28 Acerca de esta problemática no se profundizará aquí; en 
este mismo volumen se presenta un concienzudo análisis al res- 
pecto: el trabajo de Daniela Marino “Indios, pueblos y la cons- 
trucción de la Nación. La modernización del espacio rural en el 
centro de México, 1812-1900”. 


22 Ejidos, 1891, p. 13 (documento cit 


o en bibliografía). 


30 El alegato constituía una de las etapas del proceso que una 
demanda de amparo conllevaba, según se desprende de la si- 
guiente cita: “fenecida la dilación probatoria que se acordó, fue- 
ron puestos los autos a solicitud del Promotor Fiscal en la Se- 
cretaría del Juzgado a la vista de las partes para que tomaran 
apuntes y produjeran sus alegatos escritos en el término de la 
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ley”, Prisión, 1897, p. HI. Las cursivas son mías (documento ci- 


tado en bibliografía). 


31 “La propiedad de las personas no puede ser ocupada si: sin su 
consentimiento, sino por causa de utilidad pública y previa in- 
demnización. La ley determinará la autoridad que deba hacer la 
expropiación, y_los requisitos con que ésta haya de verificarse. 


Ninguna corporación civil y eclesiástica, cualquiera que sea su 
carácter, denominación u objeto, tendrá capacidad legal para 
adquirir en propiedad o administrar por sí bienes raíces, con la 
única excepción de los edificios destinados inmediata y directa- 
mente al servicio u objeto de la institución”. Gloria Villegas 
Moreno y Miguel Ángel Porrúa Venero, Leyes y documentos 
constitutivos de la nación mexicana, t. 2, Entre el paradigma 
político y la realidad, Instituto de Investigaciones PEA 
LVI Legislatura, Cámara de Diputados, México, 1997, p. 532. 


32 Ejidos, 1891, p. 16 (documento citado en 


bibliografía). 


29 Ibidem, p ES, 
34 Tbidem, p. 23. 


35 Ibidem, p. 26. Las cursivas son mías. Una vez que la auto- 
ridad judicial perteneciente a la localidad en donde se había 
suscitado el conflicto emitía una sentencia sobre la solicitud de 


amparo, el +l espediente se remitía a la Suprema Corte de Justicia 


ma Corte constant al es de la aid local. Véase 
Silvestre Moreno Cora, op. cit., passim. 


183 


893, p. 4 (documento citado en bibliografía). 


37 Silvestre Moreno Cora, op. cit., p. 231. 


38 Esta idea queda claramente demostrada en Andrés Lira, 
“Del individualismo...”,_Op. cit., en que se ve que otro tipo de 
colectividades, en las culos los individuos que las conformaban 
eran claramente reconocibles (a decir de los juristas), fueron po- 
co a poco flexibilizando la rigidez ind 
cio de amparo. 


ividualista inicial del jui- 


20 Tbidem, p. IL. 


bs O III. El artículo 17 de la Constitución de 1857 
: “Nadie puede ser proceso por deudas de carácter 
amente mientras que el 18 sentenciaba que “Sólo ha- 
brá lugar a prisión por delito que merezca pena corporal. En 
cualquier estado del proceso en que aparezca que al acusado no 
se puede imponer tal pena, se pondrá en libertad bajo de fianza. 
En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención por 
falta de pago de honorarios o de cualquiera otra n 


de delito”. 


inistración 


22 Facultades, 1887 (documento citado en bibliografía). 


43 Alegato, 1897 (doct 


¿mento citado en bibliografía). 
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45 Ibidem, p. 17. 


46 Para un análisis de cómo esta problemática opera en nues- 
tros tiempos, véase Carlos Elizondo Mayer-Serra y Luis Manuel 


Pérez de Acha, “Separación de poderes y garantías individuales: 
la Suprema Corte y los derechos de los contribuyentes”, Docu- 
mentación Administrativa, núm. 273 (septiembre-diciembre de 
2005), pp. 173-210. 


7 La demanda de amparo podía interponerse por el agravia- 


do directamente, o bien, por su apoderado o representante le- 
gal. 


| derechos e intereses de su pa- 
tria; II. Contribuir para los gastos públicos, así de la federación 
como del estado y municipio en que resida, de la manera pro- 


Moreno y Miguel Angel Porrúa Venero,_op. cit.,_p. 


porcional y equitativa que dispongan las leyes”, Gloria Villegas 


49 Incidente, 


1879 (documento citado en bibliografía). 


les, es exclusiva de la autoridad judicial. La política o adminis- 
trativa sólo podrá imp quinientos 


ropiamente ta- 


pesos de multa o hasta un mes de reclusión, en los casos y_mo- 
do que expresamente determine la ley”; artículo 22: “Quedan 
para siempre prohibidas las penas de mutilación y de infamia, 
la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquiera espe- 
cie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualquiera 
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otras penas inusitadas o trascendentales”. Gloria Villegas Mo- 
reno y Miguel Angel Porrúa Venero, op. cit., p. 531. 


51 Incidente (documento citado en bibliografía). 


32 Ibidem, f. 10. 


33 Idem 


34 Aquí es necesario aclarar que los fabricantes de estas dis- 
tintas localidades no ocurrieron en conjunto en busca de ampa- 
ro de la justicia federal. Fue la Suprema Corte quien, al obser- 


var que las demandas habían sido motivadas por la misma cues- 
tión, publicó un folleto en el cual reunió los tres expedientes. 


355 “Nadie puede ser molestado en su persona, familia familia, domi- domi- 
cilio , papeles y_posesiones,,s : 


utoridad competente; que funde y motive la causa 
legal del del procedimiento. En el caso de delito infraganti, toda 
persona puede aprehender al delincuente y a sus cómplices, po- 
niéndolos sin demora a disposición de la autoridad inmediata.” 
Gloria Villegas Moreno y Mi 


uel Angel Porrúa Venero, op. Cit., 


36 La facultad económico-coactiva consiste en el poder de las 
autoridades federales para exigir el pago de un impuesto o 
cualquier adeudo al fisco por parte del contribuyente. En Rafael 


Saldaña, Manual práctico del amparo, Escuela Lino-Tipográfica 


rs e 1929, 9.5 ee 


), se menciona a “El uso de sá 


para el cobro de cantidades que no tienen el carácter de im- 
puestos o adeudos al Fisco”. Silvestre Moreno Cora, Op. cit.,_pp. 
226-227, afirma que por medio de los juicios de amparo se fija- 
ron los verdaderos límites de la facultad económico-coactiva 


concedida a los agentes fiscales, resaltando la incidencia de este 
juicio en la conformación del derecho administrativo mexicano. 


57 Amparos, 1880, p. 37 (documento citado en bibliografía). 


Amparo por violación de garantías individuales, 18 
15 (documento citado en bibliografía). 


59 Relativo a esta cuestión, continuamente ventilada en los 


juicios de amparo de esta temática, Silvestre Moreno Cora, op. 
cit., p. 238, plantea en su disertación la pregunta en el sentido 
e si IN a los es sa distrito conocer E las O 


A en ade Lu. da E 


61 En la jurisprudencia histórica del Semanario Federal de la 
Nación existe un buen número de registros de juicios de ampa- 
ro relativos a este tema. Los años abarcados por esta tendencia 


cuatro páginas, | habiende algunos de mayor extensión. Consis- 
ten en tres partes: la primera, el pedimento del promotor fiscal 
(puede haber primer y segundo pedimento); la segunda, la sen- 
tencia del juez de Distrito, y la tercera, la ejecutoria de la Supre- 
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ma Corte, en la cn CI —-o no— confirmarse la decisión 


en an pata > (es d led del de qué o cd o én i ua _defe; 
quejoso); si éste era concedido o negado; y si existía o 
cia entre lo establecido en cada una de las partes del documento 
(es decir, pedimento, sentencia y ejecutoria). Debido a que la 
información relativa al tema que nos ocupa es bastante copiosa, 
los ejemplos seleccionad í en tres grandes 
materias: timbre, impuestos y contribuciones. 


los se han dividido aqu 


62 Marcello Carmagnani, Estado y mercado. La economía 
pública del liberalismo mexicano, FCE / Colmex, México, 


64 Silvestre Moreno Cora, op. cit., p. 268. 


hdd o fortalecer esta a en el caso mexicano bas sido EE 


El El Colegio € E Milicia di a Libre de Derecho / Univ 
sidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo México, 2004. 


Cabe notar sin embargo, que el autor no se refiere a la realidad 


específica del liberalismo mexicano. 


66 María del Refugio González, -prólogo a Jorge Vera Estañol, 
La evolución jurídica, 11), UNAM, México, 1994 (Serie C, Es- 
tudios Históricos, 43), pp. XH-XIIL. 
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Indios, pueblos 
y la construcción de la Nación 


LA MODERNIZACIÓN DEL ESPACIO 


RURAL EN EL CENTRO DE MÉXICO, 


1812-1900 


DANIELA MARINO* 


“Indio” y “Nación” son dos conceptos de naturaleza diversa y 
significados mutuamente excluyentes en el siglo XIX. Indio es 
una categoría jurídica colonial, que homogeneizó a las pobla- 
ciones existentes en los territorios americanos conquistados por 
España! como súbditos tutelados de la Corona, y los ubicó en 
un estamento determinado de la sociedad colonial al que co- 
rrespondían derechos y obligaciones específicos. Tras reconocer, 
primero, su condición humana y luego su libertad, se creó su 
estatuto jurídico particular como conjunción de tres categorías 
ya existentes en la sociedad castellana: las de rústico, miserable 
y menor de edad. La primera referida a su condición campesi- 
na, la segunda en atención a su extrema pobreza, y la tercera 
que, por la atribuida inocencia o ingenuidad respecto a los es- 
pañoles (en realidad, una valoración antigua o precapitalista de 
los bienes y del trabajo, en contraposición con el interés mer- 
cantilista europeo), determinó la tutela de la Corona. A ellas se 
sumó su condición de conquistados, que les obligó a entregar 
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tributo y fuerza de trabajo a los españoles —a la Corona, a las 
autoridades virreinales y eclesiásticas y a particulares—.? Se les 
organizó corporativamente en pueblos de indios dotados de ju- 
risdicción, esto es, de una autoridad colegiada (el cabildo) que 
— junto con el cacique o gobernador— ejercía el gobierno polí- 
tico y económico (que incluía distribuir el usufructo de las tie- 
rras bajo su dominio directo) y la justicia menor sobre la pobla- 
ción india residente en su territorio, si bien bajo la supervisión 
directa del corregidor o alcalde mayor y la cercana vigilancia e 


intromisión del párroco.* 


Cada una de esas características (la distinción estamental, la 
tutela a un grupo, el pluralismo jurídico, la organización corpo- 
rativa, el vasallaje, el tributo y el trabajo forzado, la autoridad 
de los curas, las tierras amortizadas) serían aborrecidas por los 
futuros constructores de la Nación moderna —particularmente 
los liberales—, quienes tendieron a obviar, sobre todo en la do- 
cumentación oficial, asumiendo el discurso de la igualdad de 
los mexicanos, la existencia de grupos sociales con característi- 
cas culturales y modos de vida diferenciados, o bien —en la 
prensa, la folletería y el ensayo— a remplazar el concepto “in- 
dio” por el de “indígena”, al referirse conmiserativamente a su 
condición.!* 

Así como la categoría plural de “pueblos” (las comunidades 
políticas de la monarquía en el imaginario pactista) va a ir per- 
diendo fuerza frente a “el pueblo” (el pueblo soberano, fuente 
de la legitimidad moderna), en el mismo sentido las “naciones” 
de Antiguo Régimen serán desplazadas conceptualmente en el 
discurso hegemónico por “la Nación”.? El concepto moderno 
de nación supone la constitución de un colectivo social que ha- 
bita un territorio delimitado y comparte características cultura- 
les como la lengua, la historia, las costumbres —más avanzado 
el siglo XIX, se añadirá incluso la homogeneidad biológica por 
medio del concepto de raza—. En términos políticos, se imagi- 
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naba dicho colectivo integrado por individuos responsables 
(condición determinada, básicamente, por ser alfabetizados y 
propietarios, esto es, económicamente independientes e intere- 
sados en la cosa pública) desligados de sociabilidades interme- 
dias y en relación directa con el Estado, por medio del concepto 
de representación. Desde el punto de vista jurídico, suponía la 
deslegitimación de la diferenciación estamental y el pluralismo 
legal, a favor de individuos iguales en derechos y obligaciones y 
sujetos todos a una ley común. 


La construcción de esta idea de nación comenzó, en algunos 
aspectos, a influir las políticas de gobierno desde las reformas 
borbónicas (quitándole a los pueblos el manejo de sus cajas de 
comunidad, obligándoles a vender los propios arrendados, dan- 
do más derechos económicos y de representación a los vecinos 
no indígenas en los pueblos)? y, en mayor medida, en 1812, 
con la primera constitución escrita del Imperio español (que no 
eliminó el poder de la Iglesia ni reformó la administración de 
justicia, pero homogeneizó a la población al declarar a todos los 
varones adultos ciudadanos españoles y vecinos con voto en los 
nuevos ayuntamientos, aboliendo, implícitamente, la categoría 
de indio, sus instituciones particulares y sus privilegios étni- 
cos).? Esta carta estaría vigente de 1812 a 1814 y desde 1820 
hasta el primer imperio mexicano. En 1824, la constitución fe- 
deralista mexicana mantuvo los principios modernos e igualita- 
rios, al igual que las siguientes cartas republicanas, si bien las 
disposiciones electorales y municipales serán cada vez más res- 
trictivas, limitando el acceso de los indígenas al gobierno de sus 
pueblos. Incluso en los periodos centralistas se trabajó a favor 
de eliminar la tutela y los “privilegios” inherentes a los indios 
coloniales.$ 


En síntesis, puede decirse que en el único lugar donde “in- 
dio” y “nación” aparecen, en el siglo XIX, como categorías dia- 
logantes en un mismo discurso es en la imaginación de las éli- 


191 


tes; como análisis y proyectos para transformar, incorporar o 
excluir al indígena de la sociedad nacional en construcción.” 
Este trabajo no se ocupa del discurso de las élites, sino que ana- 
lizará la puesta en práctica de un proyecto modernizador, la 
municipalización, que abarcó todo el siglo y diversos campos de 
actuación, que obtuvo resultados y evaluaciones heterogéneos 
según los actores. En particular, me interesa indagar sobre el es- 
pacio social de construcción del municipio pluriétnico, ya sea 
con minoría o con mayoría de población indígena y cuya auto- 
ridad —individual o colegiada— quedará, de manera casi abso- 
luta, en manos de una élite criollo-mestiza. Este proceso supuso 
transformaciones de las prácticas y las culturas políticas en el 
sentido que buscaban las élites centrales, así como cambios en 
el uso y tenencia de la tierra; notoriamente favoreció el traspaso 
legal de propiedad hacia sectores medios no corporados. El arco 
temporal considerado es 1812-1900, pues será inevitable referir 
los cambios introducidos por el texto gaditano y, al mismo 
tiempo, queremos dejar de lado la crisis del Porfiriato y un mo- 
derado cambio de rumbo en la primera década del siglo XX, 
que señalaremos en el epílogo. Se establecen, además, algunos 
cortes en dicho periodo (básicamente, primera y segunda mitad 
del siglo). El área geográfica que se corresponde con ese espacio 
social es mayormente el México central, aunque también los 
centros políticos y económicos de regiones que seguirán siendo 
densamente indígenas durante todo el siglo XIX, y más (Oaxa- 
ca, Chiapas, Yucatán). Estas últimas, en el sur indígena, tardía y 
escasamente habitado por población de origen europeo, no son 
el objeto de estudio de este artículo, como tampoco el norte de 
limitada ocupación antes del Porfiriato, con grupos indígenas 
mayormente seminómadas y no agrícolas. 


En términos generales, '% podemos calificar este proceso de 
municipalización o “expropiación” de los pueblos de indios, co- 
mo corporaciones de Antiguo Régimen, por el Estado nacional 
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en construcción. Paolo Grossi se refiere así y con el concepto de 
“absolutismo jurídico”, al proceso fundamentalmente decimo- 
nónico por el cual se constituyó el aparato estatal moderno, ex- 
propiando la capacidad de creación jurídica, y por tanto la ju- 
risdicción, de los sujetos privados —categoría en la que se in- 
cluyó, en la América hispana, a los pueblos de indios—.** Co- 
mo ha analizado Bernardo García Martínez, la jurisdicción fue 
un concepto colonial que marcó la transición del altépetl al 
pueblo de indios. En este último caso, la jurisdicción se ejercía 
como dominio eminente sobre la tierra, aun la no ocupada o 
cultivada, y en el ejercicio de funciones económicas, gubernati- 
vas y judiciales exclusivamente sobre la población indígena resi- 
dente, lo que incluía el derecho a disponer de las personas, sus 
recursos, servicios y productos (en forma de tequio, tributo, le- 
va, etc.). Esta jurisdicción no se ejercía sobre españoles y castas 
que pudieran residir dentro de las tierras de los pueblos, en vir- 
tud de un superior dominio eminente ejercido por la Corona 
en forma de mercedes sobre tierras baldías y de la delegación de 
jurisdicción en el alcalde mayor.*? 


La expropiación decimonónica, entonces, no ha de verse ex- 
clusivamente sobre las tierras de los pueblos sino sobre todas las 
atribuciones del paquete jurisdiccional. En ese proceso de mu- 
nicipalización o expropiación de los pueblos de indios podemos 
interpretar dos grandes momentos jurídicos, enmarcados en la 
transición del Antiguo Régimen al orden liberal. El primer mo- 
mento, que llamaré de la “igualdad”, corresponde doctrinaria- 
mente a la primera mitad del siglo, fue de carácter eminente- 
mente político —aunque con importantes consecuencias eco- 
nómicas— y se reflejó, sobre todo, en la deslegitimación de la 
diferenciación étnica y sus consecuencias jurídicas; por tanto, 
en la anulación del régimen particular que correspondía a la po- 
blación indígena americana así como de la jurisdicción ejercida 
por los pueblos de indios en el contexto colonial. Al sumársele 
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la legislación municipal y electoral del periodo independiente, 
su consecuencia más importante, en muchos casos, fue que una 
élite no indígena monopolizará en adelante el ayuntamiento — 
o sus variantes unipersonales en periodos centralistas y de dis- 
minución del número de municipios— y por tanto el ejercicio 
interno de la justicia y el gobierno económico, así como las re- 
laciones políticas con las instancias superiores de gobierno, con 


exclusión casi total de los indígenas. ** 


El segundo momento, que identifico notoriamente a partir 
de la promulgación de la Ley Lerdo y las demás que, en la se- 
gunda mitad del siglo, se instrumentaron para transformar el 
régimen de propiedad, tenencia y registro de la tierra, podemos 
nombrarlo de la “descorporativización”; fue de carácter funda- 
mentalmente económico aunque, por supuesto, tendría tam- 
bién trascendencia social y política en la configuración de los 
actores locales. En un reforzamiento del primer momento de 
igualdad jurídica, la desamortización puede calificarse como 
descorporativización pues, con la aplicación de la ley, las tierras 
del pueblo de indios dejarán de ser accesibles a todos sus miem- 
bros —sobre todo los muy jóvenes y los por nacer— para ser 
fragmentadas en propiedades individuales, pero también por- 
que las tierras se repartirán incluso a aquellos vecinos del muni- 
cipio que no eran indígenas ni sus familias se habían encontra- 
do bajo jurisdicción del pueblo colonial.!* Hacemos hincapié 
en que este proceso se dará con la aplicación de la ley, pues será 
el ritmo y alcance de efectivización de esta política la que deter- 
mine la extensión y profundidad de dichas transformaciones en 
los ámbitos local y regional. 

A esa ampliación política de los beneficiarios de las tierras de 
los pueblos, debemos sumar el incremento demográfico a lo lar- 
go del siglo, particularmente en su segunda mitad. Del mismo 
modo, hay que agregarle el desplazamiento del control de di- 
chos procesos —especialmente del reparto y de los litigios pre- 
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sentados para sacar a la luz, defender o conseguir tierras que re- 
partir— de los barrios a los vecinos no indígenas y que son, por 
un lado, los que controlaban el ayuntamiento —en particular el 
síndico, que los representaba en juicio, y el presidente munici- 
pal, que negociaba con el jefe político y el gobierno estatal— y, 
por el otro, aquellos que no integraban el ayuntamiento —aun- 
que estaban de alguna manera (por parentesco, compadrazgo, 
relaciones laborales o comerciales) vinculados a los que en de- 
terminado año ocupaban los cargos concejiles— pero que de 
todos modos firmaban las presentaciones judiciales a nombre 
propio y de quienes no sabían firmar, participaban en su elabo- 
ración y estaban en condiciones de leer los oficios presentados 
por el abogado patrocinante. En este sentido, los litigios judi- 
ciales colectivos de los pueblos pudieron ser promovidos, en es- 
ta época, por vecinos no indígenas que pugnaban por desamor- 
tizar terrenos comunales para participar en su posterior reparto, 
pues hasta entonces sólo habían conseguido un acceso limitado 
a ellos. 


En este proceso podemos encontrar tanto conflictos internos 
entre diversos actores, como también acciones, si no concerta- 
das, al menos no disputadas. Por una parte, los mestizos se re- 
conocían en la comunidad —ahora ampliada— y asumieron su 
representación al tiempo que una identidad local compartida y 
el manejo de ciertas estrategias tradicionales para defender los 
recursos comunales de los pueblos, sobre todo de ofensivas ex- 
tra-municipales. Por la otra, los indígenas debieron también 
educarse en las nuevas ideas y prácticas liberales para lograr no 
sólo mantener sus recursos sino aun su reconocimiento como 
actores y la continuidad de una interlocución con las instancias 
federales —políticas y judiciales— que les permitieran cierta 
defensa de su posición dentro del municipio. Aquí encontra- 
mos uno de los mayores laboratorios cotidianos de convivencia 
interétnica (que no excluía el conflicto) y aprendizaje político 
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para las mayorías. Por lo tanto, era una de las mayores fábricas 
de modernidad política y cultural. Por supuesto, estos procesos 
no fueron progresivos, unilineales ni idénticos para todos los 
grupos socioeconómicos y étnicos, ni para todos los municipios 
o regiones: aislando casos concretos, podremos identificar dis- 
tintos grados de violencia, integración, etcétera. 


El indio no cabe en la sociedad moderna. 


Cádiz, el momento de la igualdad 


Como ya avanzamos, la legislación y constitución gaditanas 
promulgaron la igualdad jurídica al declarar ciudadanos espa- 
ñoles a todos los habitantes de ambos hemisferios del Imperio 
español.'3 Con ello, en 1812 asistimos a la deslegitimación de 
la diferenciación étnica y sus consecuencias jurídicas o, lo que 
es lo mismo, a la anulación constitucional de la categoría de in- 
dio, sus instituciones y régimen jurídico particular. Se desman- 
tela entonces todo el sistema institucional de tutela diseñado 
por la Corona, al igual que los privilegios, las obligaciones y 
prohibiciones que aún pesaban sobre dicho grupo. 


Casi un siglo después argumentaría un destacado jurista, Sil- 
vestre Moreno Cora, que con ello debieron también haber des- 
aparecido los pueblos y comunidades de indios, aunque recono- 
cía que éstos siguieron existiendo con personalidad jurídica has- 
ta su prohibición por la Ley Lerdo y la Constitución de 1857.** 
Antonio Annino y otros autores han planteado que la ciudada- 
nización casi universal, así como la muy flexible política muni- 
cipal que instauró la Constitución de Cádiz, permitieron la na- 
tural transformación de los pueblos de indios en municipios, e 
incluso el surgimiento de otros nuevos, por la exitosa separa- 
ción de sujetos de sus ex cabeceras a través de la conformación 
de ayuntamiento.*” Esto pudo seguir siendo así, al menos du- 
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rante la primera mitad del siglo XIX, aunque en ciertas regiones 
por mucho más tiempo, sólo en las áreas densamente indígenas, 
prácticamente sin población blanca residente. En el valle de 
México, y en general en el centro del país, si 1812 dio inicio a 
la convivencia y el conflicto, este último crecerá a partir de 
1825 y con certeza en los años treinta, cuando asistimos a la 
pérdida del control de la corporación municipal por parte de 
los indígenas, que deben replegarse a los pueblos y barrios al in- 
terior del municipio donde aún detentan el control de los re- 
cursos y la población.'* Surgen, dirían Bernardo García Martí- 
nez y Andrés Lira, las comunidades, como entes cerrados, social 
y étnicamente homogéneos, políticamente degradados en com- 
paración con la complejidad del pueblo de indios colonial y 


más aún del altépetl, sus antecedentes directos.*” 


La Constitución española de 1812 y la federal de 1824, así 
como la legislación electoral de 1825 restringieron los derechos 
políticos de los ex “indios” al establecer elecciones indirectas y 
una categorización estamental según criterios censitarios: todos 
son vecinos, pero para votar y ser elegido se distingue entre ciu- 
dadano pasivo y ciudadano activo. “Tan temprano como enton- 
ces, encontramos casos que desdicen aquel optimismo sobre la 
continuidad indígena del control político y económico de sus 
territorios: un caso destacado, en el México central, es la subde- 
legación de Toluca, residencia de población española, de castas 
y de tres grupos indígenas diferentes (nahuas, otomíes y matla- 
zincas). Allí existía una villa española, a cuyo vecindario no se le 
permitió establecer cabildo durante todo el periodo colonial 
por encontrarse en jurisdicción del Marquesado del Valle. Exis- 
tían también, en el núcleo urbano, dos cabildos indígenas con 
gobernador y, en la zona rural, 24 cabildos indios con alcalde y 
otros dos con gobernador. Cádiz anuló la jurisdicción del mar- 
quesado y permitió la elección de un solo ayuntamiento para el 
núcleo urbano y los 26 poblados. Aunque todos los grupos par- 
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ticiparon en la elección, ninguno de los capitulares de 1814 era 
indígena.?% En Guanajuato, donde predominaba la población 
no india, se autorizó entre 1820 y 1823 la creación de 23 nue- 
vos ayuntamientos, todos en villas de españoles, mientras que 
no se atendió ninguna solicitud de erigir ayuntamiento en las 
ex repúblicas. Finalmente el jefe político autorizó la creación de 
ocho ayuntamientos en pueblos indígenas, que fueron abolidos 
en 1826, con la nueva legislación municipal guanajuatense.?! 
Sólo los requisitos para conformar ayuntamiento y ser elector o 
munícipe pueden explicar las similitudes entre ambos casos. 


En el partido de “Texcoco (con sólo 10% de población espa- 
ñola y menos de 7% de castas), los no indios asumen cargos de 
gobierno y todo o la mayor parte del nuevo ayuntamiento, no 
sólo en la cabecera (donde eran 42% de la población, entre 
ellos los principales comerciantes y hacendados del partido), 
sino incluso en poblaciones menores, como Papalotla, con 87% 
de población indígena.?? En Huixquilucan (con 90% de pobla- 
ción otomí hacia 1800), la primera información que tenemos 
sobre la exclusión de los indígenas del ayuntamiento data de 
1834, lo que nos permite suponer que, al menos en los años 
veinte, ambos grupos integraban la corporación municipal. Lo 
mismo encuentra Von Mentz en 1823, en Miacatlán, distrito 
de Cuernavaca, donde el alcalde es además administrador de la 
hacienda vecina; y Ouweneel en Jocotitlán, entre 1820 y 1835, 
cuando los anteriores oficiales de república sólo aparecen en los 
ayuntamientos como regidores, nunca como alcaldes. En las 
Huastecas, Escobar encuentra tanto ayuntamientos totalmente 
indígenas en municipios de la sierra, cuanto la introducción de 
nuevos actores sociales (capitanes de milicias, comerciantes, la- 
bradores, artesanos; mestizos, blancos y mulatos), desplazando a 
los antiguos oficiales de república en municipios de economía 
más diversificada.?* También en Guanajuato, los labradores y 
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comerciantes más ricos copan los cargos de elector y los ayunta- 
mientos. 


Posteriormente, la legislación, federal o centralista no hará 
sino acentuar esta situación y quitarles el control de la ciudada- 
nía a los pueblos de indios que se habían organizado en munici- 
pios.2% La primera carta federal dejó a los estados la atribución 
de legislar sobre su organización interna, y en ese rubro cabía 
todo lo referente a municipios y elecciones locales. En el Estado 
de México, esto comenzó con el decreto 36, de febrero de 
1825, que aumentó el número de habitantes necesarios para 
constituir ayuntamiento (de 1 000 a 4 000), incrementando el 
territorio bajo jurisdicción municipal y reduciendo la cantidad 
total de ayuntamientos del estado. También redujo el número 
de integrantes de los ayuntamientos e impuso mayores requisi- 
tos para poder ser elegido autoridad local. El partido de Texco- 
co, por ejemplo, vio comprimir sus 19 ayuntamientos gadita- 
nos en sólo siete municipalidades, aunque luego el Congreso es- 
tatal, a petición expresa, estableció una más, en uso de las atri- 
buciones conferidas para instalar ayuntamiento en poblaciones 
que no cumplieran el mínimo de habitantes requerido pero es- 
tuvieran muy distantes de su cabecera y/o demostraran capaci- 
dad económica y suficiente cantidad de vecinos letrados.?? En 
la misma época, las legislaturas estatales de Guanajuato, Oaxa- 
ca, Yucatán y Sonora establecieron el límite de 3 000 habitan- 
tes, mientras que Chiapas y Nuevo León mantuvieron el crite- 
rio gaditano de 1 000 almas (seguramente en atención a su es- 
caso número de población de razón). "Todas, además, añadieron 
criterios de calidad al sólo requisito demográfico, de modo que 
alcanzar el mínimo de población establecido no garantizaba que 
el congreso estatal autorizara la erección de ayuntamiento. 


Un proceso que no ha sido destacado con el mismo empeño 
es el siguiente: con la “explosión” gaditana de los pueblos en un 
mayor número de municipios, por la laxa política de separar su- 
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jetos para constituir nuevos ayuntamientos, se pudo también 
expresar la diversa composición étnica en el interior del pueblo 
de indios. A partir de 1825, al aumentar considerablemente el 
número de población y los requisitos necesarios para constituir 
ayuntamiento, no se volvió siempre a la situación previa sino 
que pudo romperse la vieja relación cabecera-sujetos. De pron- 
to, un ex sujeto con mayor proporción de población no indí- 
gena podía convertirse en capital administrativa de un territorio 
anteriormente jurisdicción de una cabecera indígena.?6 En 
otros casos, como los que ya mencionamos, no se modificó la 
jerarquía territorial de las poblaciones, sino el balance político 


interno entre grupos étnicos y socioeconómicos.?” 


En diciembre de 1834 y enero siguiente, los indígenas de 
Huixquilucan se dirigieron al gobierno nacional para denunciar 
la elección fraudulenta que habían hecho los vecinos no indí- 
genas (“entre los de razón hicieron su votación [...] sin parecer 
de los hijos del pueblo”), en la que había resultado electo alcal- 
de un vecino de razón, pariente del alcalde saliente. Ante el re- 
clamo de los indígenas, éste les habría gritado en público que 
“el ayuntamiento haría lo que quisiera porque el bastón lo tenía 
por su dinero”. Frente a lo cual, los indígenas peticionaron al 
gobierno su destitución y remplazo por “un natural, para que 
vivamos tranquilos”. El presidente Santa Anna —al que llaman 
“Padre de la Patria” en su petición— habría circulado, según el 
apoderado de los indígenas, orden al gobernador de destituir al 
alcalde, cosa que no se había hecho a principios de 1835.28 Sa- 
bemos que a fines de ese año se promulgarían las Siete Leyes, 
dando inicio a un gobierno centralista y, con ello, a la anula- 
ción de muchos ayuntamientos. De todos modos, queda clara 
en la cita la incorporación de los mestizos y criollos como auto- 
ridad municipal, en sustitución del anterior cabildo indígena; 
incorporación facilitada por los requisitos económicos y de alfa- 
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betización definidos por la legislación electoral para acceder a 
un puesto concejil. 


Las leyes centralistas acentuarán este proceso, disminuyendo 
el número de ayuntamientos y estableciendo autoridades uni- 
personales designadas por los prefectos en los demás munici- 
pios, lo que posibilitará en mayor medida la exclusión de los in- 
dígenas del gobierno de los pueblos (puesto que el cabildo cole- 
giado daba más oportunidad a una representación pluriétni- 
ca).2? Al retornar al régimen federal, a mediados de la década 
de 1840, ya no habrá indígenas en el Ayuntamiento de Huix- 
quilucan. Esto no significa que se hubieran acabado los conflic- 
tos: en 1865, ante una coyuntura que parecía favorable, otra 
vez con una autoridad carismática, los indígenas de Huixquilu- 
can vuelven a pedir autoridades “de su raza” a Maximiliano, co- 
mo antes se lo habían pedido a Santa Anna. Conflictos entre 
indios y las autoridades no indias volverían a surgir en Huix- 
quilucan después de 1880, en torno a la desamortización de eji- 
dos; del mismo modo que en el vecino municipio de Ocoyo- 
acac, hacia fines del Porfiriato: 


[el Ayuntamiento de Ocoyoacac] hace años que no es elegido 
popularmente [y] casi ni recordamos la edad de oro en que dis- 
frutábamos de libertades municipales. De ese defecto de elec- 
ción depende que el ayuntamiento no se crea el padre de los 
pueblos, sino que se tenga como el azote de ellos cuando el po- 
der le mandaba castigar y oprimir [...] La municipalidad de 
Ocoyoacac tenía extensos ejidos, que ha perdido en supuestos 
pleitos, en transacciones leoninas y en convenios que ignora 


[...] en beneficio del cacique dominante [...].% 


La Junta Protectora del Segundo Imperio también fue venta- 
na para que Atlacomulco expusiera el conflicto entre el pueblo 
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indígena y el ayuntamiento mestizo por el uso de un llano de 
pastos, porciones del cual habían sido privatizadas por vecinos 
no indígenas (compradas, según el presidente municipal, que 
era uno de ellos, aunque esto no quedaba claro para los indí- 
genas,?* que se sentían los únicos con derecho a usar ese terreno 
y por ello iban, poco a poco, extendiendo sus milpas sobre el 
llano). El conflicto se manifestaba por el uso de las tierras co- 
munes, pero era fundamentalmente político, al quedar exclui- 
dos los indígenas del ayuntamiento y, por tanto, del manejo de 
los recursos del pueblo.?2 


De modo similar, en otra zona del Departamento de México 
(hoy Guerrero) “los residentes indígenas tanto de la cabecera de 
Chilapa como de los pueblos circundantes, quedaron excluidos 
de la política en 1836, debido al incumplimiento de los reque- 
rimientos y falta de ingresos impuestos por el gobierno centra- 
lista para alcanzar la ciudadanía”.2? Estos conflictos, derivados 
del nuevo diseño legal, sin duda se empalmaban con los pleitos, 
previos y posteriores, en torno a los bienes comunales. Guar- 
dino relata el litigio sostenido por el pueblo de Totolapan, en la 
Tierra Caliente, en 1808-1809 para recuperar un terreno que el 
subdelegado rentaba a un criollo por sucesivos contratos desde 
1792. Las reformas borbónicas habían dado tales atribuciones a 
los subdelegados, quienes naturalmente, como en este caso, ten- 
dían a usar su autoridad para favorecer a los no indígenas de los 
pueblos. Incluso, el subdelegado demuestra una notable auto- 
nomía, negándose a acatar las órdenes de las autoridades virrei- 
nales que habían fallado a favor del pueblo.?* 

Entonces, por un lado, la sustitución del criterio étnico por 
la igualdad jurídica y la vecindad supuso el fortalecimiento de 
los no indios de sectores medios del ámbito rural, desplazando 
a los indígenas del gobierno. Cuando, sobre territorio que había 
sido jurisdicción de un pueblo de indios, se estableció un muni- 
cipio pluriétnico con ayuntamiento controlado por criollos y 
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mestizos, los indígenas pierden no sólo su ejercicio autónomo 
del gobierno y la justicia, incluido el control sobre los bienes 
comunales, sino aun un acceso igualitario a la nueva adminis- 
tración municipal. Las comunidades se repliegan a los pueblos 
y barrios sujetos y los canales de comunicación con los centros 
políticos quedan en manos de los no indios residentes en la ca- 
becera. En varias regiones sucedió incluso que el pueblo de in- 
dios no se fragmenta pero se le impide tener su propio gobierno 
y, en cambio, queda subsumido en una jurisdicción mayor de- 
pendiente de una villa de comerciantes y labradores criollo- 
mestizos (por ejemplo, Guanajuato, San Luis Potosí; pero tam- 
bién Yucatán y Chiapas). Es decir, no se anulan las corporacio- 
nes: se disuelven los pueblos de indios para conformar nuevas 
corporaciones (los ayuntamientos) y se anula la distinción étni- 
ca para redistribuir el control territorial y el ejercicio del go- 
bierno y la justicia (la jurisdicción corporativa) a los sectores 
medios de mestizos, criollos y españoles, quienes habían estado 
ajenos a este tipo de representación en gran parte del territorio 
novohispano. 


Por ello, es necesario abocarnos a continuación a un aspecto 
fundamental del gobierno corporativo: el uso de los bienes co- 
munes (en particular los terrenos) para cumplir sus fines. En 
teoría, los no indios tienen acceso, como vecinos, al uso de los 
ejidos de los pueblos (en muchos casos ya desde fines del siglo 
XVIID), al mismo tiempo que los propios serían administrados 
por el ayuntamiento. En la práctica, en municipios de mayoría 
indígena, el control de los cargos concejiles no será suficiente 
para obtener el manejo directo de todas las tierras en poder de 
los pueblos, convirtiendo a éste en un espacio para el conflicto 
y la negociación. 


La municipalización de los pueblos 
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Como señalamos, al dejar el gobierno interno de los estados 
la carta federal a sus respectivas legislaturas, se abrió un abanico 
de disposiciones referidas a la propiedad comunal y municipal. 
El debate que se dio en las legislaturas estatales consistió básica- 
mente en la opción de desamortizar las tierras comunales o mu- 
nicipalizarlas. Esto es, repartirlas con título de propiedad indi- 
vidual a los vecinos, o continuar con los usos que ya tenían (los 
propios en arriendo, los ejidos de uso común, las tierras de re- 
partimiento explotadas por los indígenas jefes de familia), pero 
ahora pagando canon al ayuntamiento para con esos fondos 
sostener la administración municipal. Ya desde los años de 
1950 la historiografía ha señalado la existencia de legislación 
desamortizadora previa a la Ley Lerdo de 1856 en los estados 
de Michoacán, Jalisco, Oaxaca, Veracruz, Chihuahua, Zacate- 
cas, Guanajuato, Puebla, Durango y México; pese a que se han 
publicado pocos trabajos que aborden en profundidad cada 
uno de esos casos.25 Me centraré aquí en el caso del Estado de 
México que, recordemos, incluía hasta 1849 gran parte del te- 
rritorio del actual estado de Guerrero y, hasta 1869, el territorio 
de los actuales estados de Hidalgo y Morelos —los que rempla- 
zarían paulatinamente la legislación vigente al momento de 
constituirse, por lo que las leyes mexiquenses sobre propiedad 
pudieron tener, en las nuevas jurisdicciones, vigencia más allá 
de las fechas mencionadas—; y, en periodos centralistas, la Ciu- 
dad de México. En este caso, como en los demás que optaron 
por la municipalización, ésta da pie a la persistencia de los 
bienes poseídos y administrados colectivamente, por ende de las 
comunidades y de los indios, si bien legalmente son propios del 
municipio, y el mantenimiento, de facto, de la personalidad ju- 
rídica de las comunidades que señalara Moreno Cora. 


En el caso del antiguo Estado de México, una revisión minu- 
ciosa de las constituciones y leyes promulgadas entre 1824 y 
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1870 acerca de la propiedad comunal, da por resultado que ésta 
no sólo persistió de hecho durante ese periodo sino que, con 
anterioridad a la promulgación de la ley federal de desamortiza- 
ción (1856), era reconocida y garantizada como tal en dichos 
cuerpos normativos.* Sólo mencionaré aquí algunos ejemplos, 
representativos de todo el periodo. 


Apenas constituido el Estado de México como miembro in- 
tegrante de la Federación, se dicta la “Ley orgánica provisional 
para el arreglo del gobierno interior del Estado”, del 7 de agosto 
de 1824, que en su capítulo 6, referido a los prefectos, establece 
que 


Art. 39: Sus funciones o facultades son las siguientes: 

[...] VI: Velar sobre la buena inversión de los fondos públi- 
cos de los pueblos del distrito y del arreglo y buena administra- 
ción de los bienes de comunidad. 


[...] XVI. Arreglar en los pueblos gubernativamente el repar- 
timiento de tierras comunes, conforme a las leyes de la materia, 
entretanto que sobre este punto se adopta una ley general. 


Y con casi idéntica redacción se incorporan dichas funciones 
de los prefectos en la Constitución estatal de 1827 y se mantie- 
nen en las sucesivas reformas de ésta (1831, 1833, 1834 y 
1851), así como en la Ley Reglamentaria de Atribuciones de 
Prefectos y Subprefectos de 15 de octubre de 1852.? 


Asimismo, el decreto “Para la organización de los ayunta- 
mientos del Estado”, de febrero de 1825, había definido, en su 
capítulo IX, cuáles eran los fondos municipales (propios y arbi- 
trios) y, específicamente: 


Art. 101. Los propios de los pueblos consistirán en los bienes 
raíces de que están en pacífica posesión. 
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Art. 102. Serán también propios de los ayuntamientos, los 
edificios que en adelante se hicieren de los fondos comunes de 
la municipalidad. 


Art. 103. Lo serán del mismo modo las tierras que en común 
han poseído los pueblos, con los demás derechos y acciones que 
les pertenecen.? 


Es decir, hay una continuidad en la posesión y uso de las tie- 
rras de propiedad comunal, aunque también se introduce la 
ambigúedad sobre quién detentará el título de posesión/propie- 
dad, si el ayuntamiento y/o los distintos pueblos o localidades 
que componen el municipio. Hay que recordar que muchos 
municipios se erigieron sobre la misma jurisdicción de un pue- 
blo de indios colonial; no obstante, pueblos serán también las 
localidades que componen el municipio decimonónico. Duran- 
te la época colonial, tanto los sujetos como la cabecera del pue- 
blo tenían terrenos comunales y se distinguía con claridad el 
manejo autónomo de los recursos de cada uno. Pero para 1827 
los municipios del centro de México, aún con población indí- 
gena mayoritaria, tienen ayuntamientos étnicamente mixtos o 
bien ya totalmente no indígenas; de allí la importancia que co- 
brará la definición de a quién corresponde el manejo de los pro- 
pios, si al ayuntamiento o a los pueblos, sobre todo si recorda- 
mos que ya no opera la distinción étnica para alcanzar las pre- 
rrogativas señaladas a los vecinos (en este caso, acceder al repar- 
to de tierras del común y al uso común de los ejidos; así como 
la administración de los fondos originados por el uso y arriendo 
de los propios). 

No obstante, fundar financieramente los nuevos municipios 
en las tierras de comunidad no implicó, al menos en el Estado 
de México, deslegitimar el uso que de éstas llegaron a hacer los 
pueblos durante toda la primera mitad del siglo XIX. Eso se 
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desprende de la derogación, en 1835, de un decreto expedido 
dos años antes con el fin de incrementar los propios municipa- 
les mediante la adjudicación de terrenos baldíos a los ayunta- 
mientos. Parece que esta propuesta, aparentemente bieninten- 
cionada, había dado lugar a bastantes abusos en el ámbito local, 
de modo que la legislatura de 1835 se vio obligada a derogarla y 
disponer, explícitamente, que 


Art. 20. Los terrenos de que en virtud o a pretexto del referi- 
do decreto hayan sido despojados, los que los poseían por re- 
partimiento o cualquiera otro título legítimo, para adjudicarlos 
a los ayuntamientos, serán restituidos por el gobierno, asegura- 


do del despojo. 


Art. 3o. Los terrenos de repartimiento que en virtud de dicha 
ley, u otras disposiciones anteriores se hayan dado en arrenda- 
miento, luego que se cumpla el término de este volverán a re- 
partirse conforme a las costumbres que estaban en uso en los 
pueblos antes de ellas [...]*? 


No podemos encontrar disposición más clara sobre la perma- 
nencia legal de las comunidades y la posesión y uso colectivo de 
sus tierras. Por último, podemos señalar que la Constitución es- 
tatal de 1827 incluía, entre las restricciones señaladas al gober- 
nador, la de “Ocupar la propiedad de ninguna persona, ni per- 
turbarle la posesión, uso Ó aprovechamiento de ella [...]”.% La 
versión de este artículo incluida en el Estatuto Provisional para 
el Gobierno Interior del Estado, expedido el 13 de septiembre 
de 1855, es menos liberal de lo que esperaríamos para esa co- 
yuntura: “A ningún habitante del Estado, o corporación civil o 
eclesiástica, se podrá privar ni impedir el legal uso o aprovecha- 


miento de sus bienes, derechos y acciones [...]”.4 
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En conclusión, antes de la Ley Lerdo y la Constitución fede- 
ral de 1857, el antiguo Estado de México reconoce, admite y 
regula los regímenes de propiedad colectiva, amortizada y divi- 
dida. No hay mayores cambios respecto a las formas y usos de 
la propiedad raíz de Antiguo Régimen, excepto porque las tie- 
rras de los pueblos son atribuidas financieramente al municipio, 
en concepto de propios, por tanto bajo supervisión del ayunta- 
miento y el prefecto. No obstante, como ya he comprobado en 
otro sitio, esto funcionaba más a título declarativo que a una 
real capacidad de injerencia del ayuntamiento en el manejo de 
sus bienes que hacían los pueblos. Sin duda, 1856 marcó el 
viraje ideológico que se plasmaría profusamente en los códigos 
civiles a partir de 1868-1870; pero en la práctica tuvo una apli- 
cación bastante irregular antes de la última década del siglo. 


Si bien la legislación mexiquense había incorporado los 
bienes de los pueblos como propios de los ayuntamientos, en el 
caso de Huixquilucan observé —y situaciones similares se han 
descrito en otros sitios— que lo que se transfirió fue la posesión 
formal y el control, sí, de algunos propios de la cabecera, pero 
el usufructo de los ejidos y tierras de común repartimiento de 
todos los barrios de indígenas (incluidos los de la cabecera), así 
como de los propios al menos de los barrios fuera de la cabece- 
ra, continuó en manos de los mismos. El ayuntamiento ejercía 
cierto control, sobre todo en momentos de conflicto, pero no 
podía —en virtud del equilibrio político interno— disponer 
del dinero generado por el arrendamiento de tierras y aguas o la 
explotación de madera, arena o zacatón en tierras y bosques de 
los barrios. Los indígenas habían perdido el gobierno munici- 
pal, pero su presencia altamente mayoritaria en algunos barrios 
prevenía al ayuntamiento de inmiscuirse más de la cuenta en el 
orden interno de aquéllos, excepto en ciertas coyunturas críti- 
cas. Si bien la legislación, su posición económica y el apoyo po- 
lítico de las autoridades supramunicipales —derivados, en últi- 
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ma instancia, de su estatus no indígena— garantizaba a los no- 
tables el control político del ayuntamiento, su condición clara- 
mente minoritaria y el temor a que los indígenas recurrieran a 
la violencia —o siquiera a la justicia—% para recuperar lo que 
había sido suyo condicionaba el control real que podían ejercer 
y delimitaba espacios de acción para cada quien, así como cana- 
les de comunicación y negociación. 


Por otra parte, antes de la República Restaurada y, sobre to- 
do, del Porfiriato, los gobiernos estatales y federales no dispu- 
sieron, en general, del personal suficiente ni los aparatos coacti- 
vos O los instrumentos técnicos necesarios para imponer su 
ideal a las realidades locales. El gobierno municipal seguía sien- 
do corporativo, en la medida en que los cargos del ayuntamien- 
to permanecieron —como en los antiguos ayuntamientos— sin 
remuneración y —como en los cabildos electivos indígenas— 
de rotación anual e inherentes a la condición de fvecino princi- 
pal”. Esto implicó, entre otras cosas, que en el nivel submunici- 
pal se siguiera recurriendo —tal como observé en Huixquilucan 
en la segunda mitad del siglo— a funcionarios menores colo- 
niales como topiles y fiscales, que junto con el auxiliar o juez 
auxiliar —que remplazaba al alcalde territorial o al regidor—, la 
conservación de la autoridad moral de los ancianos, de la admi- 
nistración de bienes comunales y del mantenimiento de la igle- 
sia y organización de la fiesta patronal, constituían en conjunto 


una autoridad con ciertas atribuciones autónomas en los pue- 
blos.** 


Como señala Escobar para las Huastecas durante la primera 
mitad del siglo XIX, en muchos casos los ayuntamientos consti- 
tucionales no tuvieron mayor presencia más allá de la cabece- 
ra.45 Eso permitió el mantenimiento de cierta autonomía por 
parte de los pueblos sujetos, al punto que Michael Ducey los 
califica —siguiendo la argumentación de Alicia Hernández so- 
bre los ayuntamientos— como un “quinto poder”.* Sabemos 
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que en la Huasteca potosina, específicamente en el distrito de 
Tamazunchale —con una altísima proporción de población in- 
dígena—, paralela a la estructura municipal constitucional fun- 
cionaba otra de autoridades étnicas que mantenía incluso la f- 
gura del gobernador indígena. El cargo de jefe político tenía su 
contrapartida en el visitador, continuación de una función bor- 
bónica que realizaba la intermediación entre los pueblos indí- 
genas y el gobierno estatal. Pese al funcionamiento autorizado y 
supervisado de esta estructura compleja de autoridades étnicas 
que trascendía las comunidades, la constitución estatal liberal 
no hacía ninguna mención a ella.? 


Por el contrario, la legislación finisecular de Veracruz sí nor- 
maba el funcionamiento de tenientes de justicia en cada ran- 
chería o congregación, que operaban en coordinación con el 
juez de paz de la cabecera municipal. El teniente era un miem- 
bro de la comunidad indígena, la mayoría de las veces analfabe- 
ta, que intentaba la conciliación en juicios verbales y en casos 
criminales leves podía cobrar multas y encarcelar. Sus funcio- 
nes, específicamente judiciales, diferían de la del subregidor, en- 
cargado de los asuntos municipales en su poblado.* Soluciones 
similares arbitran las legislaturas de Oaxaca y Yucatán, cuando a 
partir de 1825 reinstalaron las repúblicas de indios, si bien en el 
segundo estado generalmente bajo la autoridad de un ayunta- 
miento dominado por el grupo criollo-mestizo. En Oaxaca, la 
distinción entre república y municipio sólo respondía a la canti- 
dad de habitantes —500 y 3 000, respectivamente—, y sí se 
erigieron municipios con ayuntamientos indígenas, además de 
numerosas repúblicas. De estas últimas, abolidas por la Consti- 
tución de 1857, varias pudieron convertirse en municipios, co- 
mo San Miguel Tequixtepec, un solo poblado (sin sujetos) con 
1 000-1 100 habitantes en la segunda mitad del siglo.*? Esta 
disposición oaxaqueña fue excepcional en el contexto nacional. 
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En la meseta central, en cambio, la situación más general en 
los municipios que mantenían porcentajes importantes de po- 
blación indígena, fue que la élite socioeconómica no indígena 
copaba el ayuntamiento de la cabecera y otros cargos importan- 
tes —juez conciliador, administrador de rentas, jefe de rondas 
—, mientras que los cargos de auxiliar de los pueblos y barrios 
—al menos de los de composición mayoritaria indígena— fue- 
ron ocupados por indígenas, operando en gran medida como 
bisagra entre el barrio del que eran máxima autoridad y el 
ayuntamiento y el juez conciliador; y lo mismo puede decirse 
de los cargos no oficiales que subsistían, por debajo del auxiliar, 
para el gobierno interno de los barrios: topiles, fiscales, mayor- 
domos, etc. La dimensión cultural de esta transferencia política 
no ha sido aún suficientemente investigada. 


Por otra parte, esa situación iba a ser determinante en los 
conflictos que, en la segunda mitad del siglo, iban a desatarse 
por la legislación sobre desamortización y anulación de la per- 
sonalidad jurídica de comunidades y pueblos. 


Las corporaciones tampoco: 


Reforma, el momento anticorporativo 


Los procesos descritos para la primera mitad del siglo los 
considero de vital importancia para comprender el ataque final 
del ayuntamiento y los vecinos no indígenas sobre los barrios, 
propiciado por la legislación sobre tierras, la supresión de la 
personalidad jurídica a los pueblos y la modernización jurídica 
que operó en alejar a los grupos subalternos de los tribunales 
por medio de la desaparición de juzgados y defensores particu- 
lares —de indígenas, de menesterosos, de vagos, etc.—, de la 
imposibilidad de apelar a la costumbre como fuente del dere- 
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cho y de la obligada y costosa intermediación de los profesiona- 
les del derecho para llevar adelante los juicios. 


La situación jurídica de los pueblos cambiará notablemente 
tras la expedición de la Ley Lerdo y su incorporación al artículo 
27 de la Constitución de 1857.% A partir de allí, los gobiernos 
mexiquenses —y, estimo, los demás que no habían promulgado 
legislación desamortizadora previa; más aún los que ya se ha- 
bían manifestado en ese sentido— asumen el discurso de la 
propiedad privada, individual y perfecta, desechando las formas 
posesorias de Antiguo Régimen que habían estado vigentes y 
amparadas legalmente hasta 1855 inclusive. 

Este momento, 1856-1857, inicia, en el ámbito federal, la 
desamortización y la quita de la personalidad jurídica a las cor- 
poraciones civiles y eclesiásticas en asuntos de tierras, no sin es- 
tablecer diferencias entre ellas.** Las leyes y la Constitución 
prohíben sujetos colectivos de duración indefinida; sólo el indi- 
viduo es propietario, tiene derecho a litigar y a ampararse. 


En términos jurídicos, no cabe duda de que, en muchos esta- 
dos, la Reforma es un verdadero parteaguas. Como ha quedado 
explicitado al referirse a la legislación mexiquense sobre propie- 
dad de la primera mitad del siglo, el programa anticorporativo 
no se desata hasta 1856. Esto es evidente si comparamos aqué- 
lla con la legislación sobre el mismo tema y la jurisdicción expe- 
dida entre Ayutla y el Código Civil de 1870; y más aún si agre- 
gamos las restantes leyes agrarias federales. No obstante, en la 
década siguiente, poco podrá hacerse para llevarlo a la práctica, 
en lo que a pueblos indígenas concierne; tanto por la falta de 
información adecuada (estadística, catastro, mapas) cuanto por 
las circunstancias políticas. Las segundas se resolverán en 1867; 
las primeras, en plena madurez del Porfiriato.*? 

Para dar idea de ello, digamos que Antonio Huitrón señala 
que la Ley Lerdo fue expedida, en el Estado de México, “por 
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vez primera, [con] el decreto núm. 96 de fecha 20 de octubre 
de 1868”. No obstante los movimientos que pudieron haber- 
se concretado en algunos municipios o distritos, en respuesta 
directa a la ley federal, la opinión del equipo de gobierno en 
funciones en 1869 era que, pese a los enormes beneficios en 
que redundaría, poco se había logrado hasta entonces en cuanto 
a desamortización comunal, según se afirmaba en la memoria 
de ese año: 


Entre nuestros días y el año de 1852 en que fueron presenta- 
das las últimas Memorias completas, se interpone el largo y bo- 
rrascoso periodo de 18 años [...] la dictadura de 1853 que sub- 
vertió el orden constitucional; la de Ayutla que inició reformas 
sociales de la más grande importancia y dio al país la Carta fe- 
deral de 1857, combatida desde su iniciación y victoriosa hoy, 
después de la larga guerra de la reforma y de la devastadora in- 
tervención francesa, han dejado tras de sí una situación distinta 
en todas sus fases de la de 1852 [...] el repartimiento de las tie- 
rras de comunidad dista mucho de estar concluido, y ni se ha 
atendido a él con la eficacia que demanda [...].** 


La restauración de la República marcó el verdadero inicio de 
la afectación de las tierras comunales, a partir de diversas medi- 
das tomadas en 1868, en el antiguo Estado de México (que to- 
davía incluía Hidalgo y Morelos, los que mantendrán esta legis- 
lación tras su separación al año siguiente), siendo las más tras- 
cendentes: la Ley Orgánica de Gobierno, expedida el 15 de 
abril, que erigió al jefe político como pieza fundamental para 
mantener el orden en el ámbito local y dio el impulso más im- 
portante al proceso de privatizar las tierras de las comunidades; 
y la promulgación de la Ley de Catastro, el 25 de mayo, que es- 
tablecía la formación de padrones detallados de la propiedad 
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rústica y urbana de cada municipio. A partir de ese año la des- 
amortización comenzó a hacerse por pueblos, instrumentada 
por los jefes políticos y los ayuntamientos, y no ya a partir de 
denuncias individuales. La mayor afectación, sin embargo, co- 
menzaría hacia 1889-1990, cuando el Estado nacional ordenó 
la desamortización de los ejidos, que hasta entonces se habían 
mantenido en uso comunal. Este proceso sería reforzado por el 
gobierno federal, durante la República Restaurada y el Porfiria- 
to, por otras leyes sobre colonización y tierras baldías, en algu- 
nos casos atacando las posesiones comunales y las individuales 
precarias, a las que se sumaron decretos periódicos y leyes es- 
tatales sobre catastro, contribución rústica, padrones, etcétera. 


Así, durante las dos últimas décadas del siglo XIX se reformó 
la ley juarista de colonización y terrenos baldíos: el decreto fe- 
deral de 1883 ordenó la labor de las compañías deslindadoras 
de terrenos, las que se constituyeron con el fin de establecer la 
cantidad de terrenos baldíos existente en todo el territorio na- 
cional, recibiendo a cambio hasta un tercio de los terrenos que 
denunciaran, con un límite de 2 500 hectáreas por denuncia.* 
Este límite fue anulado por la ley federal de 26 de marzo de 
1894, dirigida al denuncio no sólo de terrenos baldíos sino 
también a los ocupados ilegalmente o con títulos precarios.*” 
Esta suerte de “composición” buscaba “pasar la mayoría del te- 
rritorio nacional al dominio privado”, así como poner “definiti- 
vamente término a las incertidumbres sobre la propiedad de la 
tierra”, formando un registro nacional de propiedad. Toda pro- 
piedad inscrita en dicho registro sería considerada a partir de 
entonces por el gobierno federal como “perfecta, irrevocable y 
exenta de toda suerte de revisión”. La ley establecía que también 
los pueblos que estuvieran ocupando tierras sin títulos legales 
podían denunciarlas “en los mismos términos que los particula- 
res”. Para ello, para defenderse de denuncias ilegales sobre sus 
terrenos, montes y ejidos y para gestionar su fraccionamiento, 
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la ley otorgaba transitoriamente a los ayuntamientos la persona- 
lidad jurídica, lo cual constituía una reversión importante a la 
legislación de Reforma e incluso a la jurisprudencia de la Supre- 
ma Corte. Sin embargo, los plazos, trámites y costos estableci- 
dos dificultaron que los pueblos aprovecharan esta posibilidad. 
En realidad, el objetivo del registro era “constituir definitiva- 
mente una propiedad moderna [e] individual”, lo que dejaba 
evidentemente fuera a los pueblos.?8 


Desde el punto de vista jurídico, debemos resaltar dos fechas 
más en este proceso. Hacia 1870, los tres primeros códigos civi- 
les (ese año se promulgaron el del Distrito Federal y territorios 
y el del Estado de México; Veracruz lo había hecho en 1868) 
encumbran la propiedad privada, individual y perfecta como 
modelo hegemónico. En los años siguientes, todos los demás 
estados publicarán sus códigos inspirados en el del Distrito Fe- 
deral.?? Por otro lado, en 1882 la jurisprudencia de la Suprema 
Corte presidida por Ignacio Vallarta (autor de algunos dictáme- 
nes sobre casos relevantes referidos a propiedad comunal) revi- 
sa, actualiza y sanciona, sin lugar a dudas, la inexistencia jurídi- 
ca de las comunidades y su imposibilidad de poseer, adminis- 
trar y litigar tierras colectivamente; no obstante que en 1894 la 
ley de tierras baldías les regresará, temporalmente, la personali- 
dad jurídica a los ayuntamientos para litigar por tierras de co- 
munidades.* 

Es que la legislación y la jurisprudencia sancionada en el ám- 
bito federal encontraba dificultades de aplicación en los estados, 
en particular las que suponía resolver litigios sobre propiedad y 
límites cuando uno de los actores carecía de personalidad jurí- 
dica. Esto les llevó a adoptar medidas ciertamente anticonstitu- 
cionales pero efectivas a la hora de destrabar la conflictividad 
agraria y el recurso al juicio: el “permiso para litigar” en el Esta- 
do de México, la representación de los pueblos por sus ayunta- 
mientos en Veracruz, los tribunales agrarios para litigios que in- 
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volucraran pueblos indígenas en Jalisco, los defensores de indios 
en Michoacán, el visitador en San Luis Potosí (las últimas tres 
eran instituciones de origen colonial). Es decir que, pese a la 
voluntad de los gobiernos y a un abrumador ejercicio legislati- 
vo, la desamortización fue un proceso largo e inacabado, con 
diversos ritmos y profundidad según las coyunturas y las regio- 
nes. 


Existe una multitud de trabajos sobre descorporativización 
de las tierras de comunidad, pero no contamos con un balance 
cuantitativo sobre el grado que alcanzó la distribución de tie- 
rras, siquiera para algún estado, tal vez para algunos distritos o 
municipios; y es poco probable que algún día lo tengamos.*! El 
problema, básicamente, son las fuentes disponibles. Los casos 
mejor documentados cuentan con información sobre la canti- 
dad de tierras que se desamortizó, a quiénes se les entregó y el 
tamaño de las parcelas, pero generalmente no para todas las 
oleadas desamortizadoras en un mismo territorio. Además de 
incompleta, el mayor problema es que no logran relacionarla 
con un catastro previo de tierras agrícolas para determinar el 
porcentaje de privatización de tierras, así como tampoco existe 
información demográfica confiable con qué relacionarla, menos 
aún según categorías étnicas. Los principales obstáculos a los 
que se enfrentaron los desamortizadores del siglo XIX para re- 
partir la tierra (identificarla, saber a quién pertenece, mensurar- 
la, cartografiarla) son también nuestras principales carencias a la 
hora de reconstruir dichos procesos. Al no haber estadísticas es- 
tatales y distritales, hay que proceder prácticamente municipio 
por municipio, y esto donde se encuentran archivos. Por el con- 
trario, sí tenemos mayor información cualitativa sobre cómo se 
desarrollaron los procesos: quién lo iniciaba, el procedimiento 
seguido, los afectados y los beneficiados, las resistencias al mis- 
mo. 
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Por todo eso, sabemos que en cada municipio la desamorti- 
zación por lo general no se realizó bajo un solo expediente, sino 
por oleadas desamortizadoras: la primera, a partir de 1856, por 
denuncias individuales, avanzó muy lentamente; la segunda, 
después de 1868, por terrenos colectivos, pudo abarcar mayor 
cantidad de tierra y pobladores con una sola acción. Así se hizo 
también el reparto de ejidos, ordenado a partir de 1889 y que 
fue el que provocó mayor resistencia de los pobladores indí- 
genas. La desamortización de terrenos de común repartimiento 
no solía encontrar oposición, pues sólo implicaba legalizar y ti- 
tular la posesión que, de hecho, tenían las familias sobre ese ti- 
po de tierras. La desamortización de los ejidos y de los propios 
de los pueblos sí despertó mayor resistencia, sobre todo la pri- 
mera, pues se trataba de pastos, bosques y otros tipos de terre- 
nos que todos tenían derecho a usar. La segunda, en los casos 
en que su arriendo había dejado de beneficiar a la población 
desde hacía tiempo, pasó casi sin noticia; sólo en algunos de los 
casos que todavía beneficiaba a alguna comunidad pudo provo- 
car descontento. Otro hallazgo importante de este tipo de estu- 
dios fue discernir las diferencias internas de los pueblos: socioe- 
conómicas, étnicas y políticas; y encontrar actitudes diversas so- 
bre el reparto en los distintos actores. Así, se pudo revisar la te- 
sis tradicional de que fueron las haciendas las que obtuvieron 
las tierras desamortizadas de los pueblos vecinos, para entender, 
en cambio, dicho proceso a partir de las divisiones internas de 
los pueblos y la existencia de un sector medio, económicamente 
más dinámico y generalmente en control del ayuntamiento, 
que fue quien generalmente iniciaba los procesos desamortiza- 
dores y se benefició de ellos. Por último, se relativizó también la 
tesis de la oposición permanente de los indígenas a la desamor- 
tización, así como la manifestación siempre violenta de aquélla. 
Por un lado, se describieron y analizaron un abanico de estrate- 
gias de los actores rurales para enfrentarse a la desamortización, 
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que sólo en ocasiones llegaba a la violencia abierta. Por el otro, 
también se encontraron no pocos casos en que los indígenas de 
los pueblos usaron la desamortización como vía para acceder a 
la propiedad de un terreno, excluyendo a otros actores o aun a 
otro pueblo. 


En síntesis, en la segunda mitad del siglo: a) En el centro 
predominan procesos limitados y discontinuos y, salvo en regio- 
nes con un estímulo mercantil importante (por ejemplo, la vai- 
nilla en Papantla), es muy rara la desamortización rápida y ab- 
soluta con uso y abuso de la máquina coactiva del estado. b) En 
estos procesos destaca la iniciativa de individuos y grupos inter- 
nos del municipio, y aun de los pueblos; en particular aquellos 
con una trayectoria comercial exitosa —generalmente no indios 
—, que así obtendrán derechos plenos sobre parte de las tierras 
todavía administradas por comunidades —y posibilidad de 
comprar otras—. c) También resalta la capacidad de los comu- 
neros de facilitar u obstaculizar dichos procesos (en el contexto 
mencionado de falta de información básica para las autorida- 
des: estadística, catastral, cartográfica), de allí que la negocia- 
ción seguía siendo indispensable para llevar a cabo la desamor- 
tización. Grupos de indígenas y/o de campesinos pobres con 
acceso a terrenos comunales, pese a la legislación, la jurispru- 
dencia y aun la opinión pública en contra, mantenían cierta ca- 
pacidad política e incluso de acceso al recurso judicial. d) Los 
efectos locales y regionales de la legislación agraria relativa a co- 
lonización y tierras baldías han sido menos estudiados aún. 

Si enlazamos este proceso desamortizador de la segunda mi- 
tad del siglo, con los procesos de inclusión política y económica 
de los vecinos no indios a las ex jurisdicciones indígenas, descri- 
tos para la primera mitad del siglo, podemos reconocer que la 
legislación desamortizadora —en principio cumplida sólo muy 
parcialmente, pero hacia fines de siglo prácticamente ineludible 
— operó de manera similar a como lo había hecho la legisla- 
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ción que amplió la comunidad política municipal: incorporan- 
do a los no indígenas y desplazando a los indígenas de las posi- 
ciones de control.2 Los vecinos, todos, no sólo recibieron dere- 
chos políticos sino también económicos que habían estado ha- 
ciendo valer, en la primera mitad del siglo, para, individual- 
mente, acceder a las tierras de su municipio de residencia —en 
particular, al usufructo de los recursos de los ejidos comunales: 
pastos y zacate; aguas; arena y piedra; madera, leña y carbón; 
etc.—. En la segunda mitad del siglo XIX lo que observo es que 
la legislación sobre tierras del común, baldías y ejidos propicia- 
rá, en honor a esos derechos económicos, la subdivisión de las 
tierras —en particular los ejidos indivisos, que hasta entonces 
los barrios habían de alguna manera mantenido bajo su control 
— entre todos los vecinos, nuevamente sin distinción étnica pe- 
ro tampoco económica, a pesar de que las leyes desamortizado- 
ras incluían siempre fórmulas para beneficiar preferentemente a 
los más pobres.93 Se cierra así el ciclo de expropiación de los 
pueblos de indios por parte del Estado en construcción, que 
postulamos al principio, para beneficiar a un actor social que 
cumple los requisitos de ciudadanía y que, por tanto, al Estado 
le interesa consolidar tanto económica como políticamente, 
mediante los nuevos municipios. Se trata de un ambicioso pro- 
yecto de modernización política y económica para transformar 
—usando la muy interesante distinción que Carmagnani y Ro- 
mano toman de Weber— el “campo” en la fno-ciudad”, es de- 
cir, la consolidación, junto a las antiguas ciudades, de nuevas 
polis, de civilización”, de una multitud de villas, pueblos, al- 


deas con vida política organizada que darán sustancia al Esta- 
do.*% 


Balance 
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Los municipios pluriétnicos del centro de México se consti- 
tuyeron sobre la base material y cultural de los ex “pueblos de 
indios”, aunque la memoria nacional se construyó —y se escri- 
bió— negando dichas evidencias, o culpando a la Colonia de 
haberlas borrado. Este elemento fundacional, evidente en la 
fuerza cultural que como grupo mantendrán en el interior del 
municipio, es lo que obliga a los ayuntamientos mestizos a ne- 
gociar su legitimidad y los límites de la esfera de acción de cada 
quien. Si esa fuerza cultural declina a lo largo del siglo, obedece 
a que el Estado se niega a reconocerlos como actores colectivos, 
pese a los tempranos esfuerzos de los pueblos en ese sentido. 


El mestizaje será un proceso más que secular, de hecho toda- 
vía no acabado. No obstante, es igualmente evidente que la ho- 
mogeneización jurídica y la desamortización fueron dos proce- 
sos contundentes a la hora de reducir a los anteriormente com- 
plejos pueblos de indios a comunidades pequeñas, étnica y eco- 
nómicamente homogéneas y, a veces, cerradas al exterior. Y ello 
porque tanto la legislación que amplió la comunidad política 
municipal como la legislación desamortizadora operaron, con 
medio siglo de distancia, de manera similar: incorporando a los 
no indígenas y desplazando a los indígenas de las posiciones de 
control. 

Se intentó, desde el poder, eliminar jurídicamente al indio 
—-el sujeto colonial — y por tanto todo lo calificado de indio: 
sistema jurídico, tributo, comunidades, instituciones. En su lu- 
gar se construye lo indígena, en una doble vertiente: por un la- 
do, como pueblo prehispánico que se enfrentó al conquistador, 
que da profundidad histórica, política y culturalmente podero- 
sa, a la nación mexicana; por el otro, como pueblo vencido, po- 
bre y atrasado, que ha perdido su rol de sujeto histórico e impi- 
de el progreso. 


A manera de epílogo, podemos avanzar que en el cambio de 
siglo se darán dos procesos importantes de transformación en 
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materia indígena y agraria. En primer lugar, algunos —tibios— 
cambios legislativos: se suaviza la quita de personalidad jurídica, 
ya que se le devuelve a los ayuntamientos en la ley de tierras 
baldías de 1894 y se reforma el artículo 27 en 1901, e incluso 
se ha sugerido una reversión de la política agraria liberal. Moi- 
sés González Navarro ha destacado la ley de 28 de noviembre 
de 1896, que cedía gratuitamente a los campesinos pobres los 
terrenos baldíos o nacionales que estuvieran ocupando, así co- 
mo a nuevas poblaciones para conformar su fundo legal y para 
garantizar servicios públicos —mercados, paseos y panteones 
—. El reglamento de 6 de septiembre del año siguiente consi- 
deraba como sujetos de la ley anterior a quienes ocuparan terre- 
nos baldíos o nacionales con valor no mayor a 200 pesos. No 
obstante, el reglamento afirmaba que los ejidos y terrenos de 
común repartimiento no eran objeto de dicha ley y se seguirían 
parcelando y adjudicando.*é Por su parte, Donald Stevens y 
María Luna resaltan el cambio de dirección en la política de tie- 
rras al arribar el nuevo siglo. Así, en 1901 se revisó el artículo 
27 constitucional para permitir a las corporaciones civiles no 
religiosas poseer tierras y administrar hipotecas.” El 30 de di- 
ciembre de 1902 un decreto presidencial sometía los futuros 
deslindes de tierras bajo el control directo de Díaz, declaraba 
que sólo el Ejecutivo podía expedir títulos y exigía como requi- 
sito de propiedad el ocupar la tierra por 30 años. “Tres decretos 
en 1909 suspendieron la venta de tierras baldías indefinidamen- 
te y prohibieron la renovación de los contratos una vez expirada 
la concesión original. El decreto del 18 de diciembre de ese año 
estipulaba que quienes recibieran lotes de tierras comunales de- 
bían cultivarlos y les prohibía transferirlos a terceros antes de 
transcurridos 10 años. Finalmente, en 1911 Díaz se dirigió al 
Congreso sobre la necesidad de expropiar latifundios y de que 
las obras de irrigación estuvieran bajo control federal para dis- 
tribuir agua a los pequeños propietarios. María Luna explica 
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dicho viraje en la política agraria federal por la adopción del 
positivismo, que habría permitido un mayor intervencionismo 
estatal, incluso para proteger a grupos determinados mediante 
una legislación diferenciada; sin embargo, recientemente An- 
drés Lira ha explicado convincentemente la reforma de 1901 al 
artículo 27 constitucional por la conciliación porfirista con la 
Iglesia y, sobre todo, la presión de las instituciones de benefi- 


cencia.*2 


En segundo lugar, el positivismo recupera el concepto de ra- 
za y le vuelve a dar una visibilidad que había perdido en el pri- 
mer medio siglo del México independiente. Entonces aparece 
como categoría en los censos porfiristas; se crea el Museo de 
Etnología, se restauran centros ceremoniales prehispánicos co- 
mo Teotihuacan y Xochicalco, se impulsa la investigación 
“científica” sobre los distintos pueblos (se les describe y fotogra- 
fía, se les mide, etc.), e incluso se les asigna un lugar específico 
en los desfiles del Centenario. Al mismo tiempo, se les convier- 
te en motivos ornamentales (en la arquitectura y estatuaria em- 


),0 se les criminali- 


blemática, en los pabellones internacionales 
za e idiotiza (en los nuevos discursos penalistas, médicos, psi- 
quiátricos).”* Pero el positivismo —a través de los escritos de, 
notablemente, Andrés Molina Enríquez— también introduce la 
idea de un desarrollo evolutivo que permite reconocer etapas 
intermedias que no están irremediablemente condenadas sino, 
por el contrario, con el empuje necesario pueden transitar hacia 
otras más avanzadas. Cara y ceca de una misma moneda, si para 
una parte de las élites los indígenas seguían siendo el “otro”, un 
obstáculo para el desarrollo, al menos cierto sector intelectual 
encontraba en ellos una parte de la identidad nacional y una es- 
peranza de redención para todos. 
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* Universidad Autónoma de la Ciudad de México. 


! Aunque diferenciándolas básicamente en dos clases: indios 
salvajes e indios mansos. A los primeros, sobre todo indios de 
frontera, se les podía hacer la guerra e incluso, en una primera 


etapa, esclavizarlos. Los mansos se correspondían con los pue- 
blos agrícolas Y sedentarios, se los integró al cuerpo político co- 


, aunque en una posición subalterna a a ellos 


se ele todo lo que sigue —si bien aquellos bárbaros que 


aceptaron integrarse a las misiones cambiaban también pn cate- 
goría—. 


2 En un primer momento, sobre todo a los encomenderos; 
posteriormente —en la medida en que las encomiendas iban re- 
virtiendo a la Corona, ésta lograba articular una estructura de 
autoridades virreinales y otorgaba mercedes de tierras a con- 


quistadores y recién llegados— fueron los funcionarios reales 
quienes cobraban el tributo para el rey y distribuían la fuerza de 
trabajo indígena entre los empresarios españoles y las obras de 
infraestructura que emprendían las autoridades civiles y ecle- 
siásticas. 


3 Sobre la condición jurídica del indio: Bartolomé Clavero, 
Derecho indígena y cultura constitucional en América, Siglo 
XXI, México, 1994, pp: 11- 19; Woodrow Borah, El Juzgado 

] ! llueva sai FCE, México, 1985, 

El la ción negativa y_despre- 

ciativa del rusticus europeo | ae ignorante, pagano, flojo, vi- 


cioso), véase António M. Hespanha, “Sabios y rústicos. La dul- 
ce violencia de la razón jurídica”, en La gracia del derecho. Eco- 
nomía de la cultura en la edad moderna, cap. 1, CEC, Madrid, 
1993, 9.33: Jacques Le Goft 


, Les paysans et le monde rural 
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dans la littérature du haut Moyen Age (V-VI siécle)”, en J. Le 
Goff, Pour un autre Moyen Age, Gallimard, París, 1977, pp. 
131-144. Sobre el pueblo de Jero dde la zona central: —— 
les Gibson,_Los azti jo e español, 1519-18 
Siglo XXI, México. ] 199] (1 


6) o García Martinez, 
Pee picas = la Sistra. El poder Y el rre entre Los cialis 


a Los men BIOR a " Na Historia li y 
cultural de la población indígena 


(-X VI, FCE, México, 1999. 


el México central, siglos 


í En la prensa y la folletería perdura paralelamente el uso del 
vocablo “indio”, particularmente en textos denigrativos y racis- 
tas; véase Patricia Lagos Preisser, “La prensa decimonónica co- 
fuente para el estudio de la historia de los grupos indí- 


1 en pe Escobar Ohimstede o Po sación 


1993, pp. 365-375 
y Nación. cap HI Tauru 


: Aa OE Modernidad e PT 


Mé, 1991 


“Las cajas de comunidad”, Diálogos, núm. 
108 (1982), pp. 11-14; Margarita Menegus Bornemann, “Las 
reformas borbónicas en | las eomanicades de indios (Comenta: 


rios al Reglamento de Bie Om: 
Beatriz Bernal (coord.), res del IV bas E Historia 
del Derecho Mexicano (1986), t. 11, UNAM, México, 1988, 


pp. 755-776; Dorothy Tanck, Pueblos de indios y educación en 
el México colonial, 1750-1821, Colmex, México, 1999. 
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7 Bartolomé Clavero, op. cit.; Antonio Annino, “Cádiz y la 
erritorial de los pueblos mexicanos, 1812-1821”, en 
Antonio. Ánnino pe SIE . cs elecciones en Iberoa- 
pacio político nacio- 


$ Sobre los estatus diferenciados o “privilegios” de la sociedad 
corporativa colonial, véase la muy reciente compilación de Bea- 
triz Rojas, Cuerpo político y pluralidad de derechos. Los privi- 
legios de las corporaciones novohispanas, Instituto Mora / CI- 
DE, México, 2007; Annick Lempériére, “Reflexiones sobre la 
terminología política del liberalismo”, en Brian Connaughton 
et al. (coord.), Construcción de la legitimidad política en Méxi- 
co, Colmich / UAM / UNAM / Colmex, México, 1999, pp. 
35-56, y Entre Dieu et le Roi, la République. Mexico, XVIe- 
XIXe siecles, 1? parte, Les Belles Lettres, París, 2004, pp. 24-28 
y 84-98, 


2 Estudios recientes sobre el tema son: Enrique Florescano, 


ls e E Los pa de la. nación. Lasa O mea 


Oj 


tas, Are y EA a del na y ía an- 
1871-1921, UIA, México, 2000. 


tropología en México, 


10 Lo que sigue pretende generalizarse para la región central a 
partir de mi propia investigación sobre el Estado de México y 


otras sobre ese mismo y otros estados centrales; pero incluso en 
esa esa región | e encontrarse ejemplos divergentes. Considero, 


E a en su mayor parte, en un espacio plus 
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tnico, no sólo desde el punto de vista social sino también jurí- 


dico y político; así como la pérdida de autonomía indígena (y_el 


poabEs ala sólo a nivel local, ésta implicaba) en esa misma re- 


a A A a A pi A 


consolidación de un r iguroso > en negativo como ola 


de una brutal expropiación”. Paolo Grossi, * un 
co y derecho privado en el siglo XIX”, en Doctor OEA Cau- 
sa ¿Paolo Grossi. Discurs llegit a la cerimonia d'investidura..., 


Universidad Autónoma de Barcelona, Bellaterra, 1991, p. 12. 


12 “la experiencia colonial [...] exigió configurar las jurisdic- 


ciones o circunscripciones basándose antes que nada en la defi- 
nición de un territorio exclusivo dentro del cual toda la pobla- 
ción quedaba sujeta a un lazo político común”. Bernardo Gar- 
cía Martínez, Jurisdicción y. oe una distinción funda- 


gena con una trayectoria económica y social exitosa, que se di- 
ferencian de su grupo para integrarse o al menos relacionarse 
con esa élite. 


14 Este proceso ya había sido verificado para los condueñaz- 
gos de las Huastecas, véase Antonio Escobar Ohmstede, “Los 
condueñazgos indígenas en las huastecas hidalguense y veracru- 
zana: ¿Defensa del espacio comunal?”, en Escobar Ohmstede 
(coord.), Indio, nación y comunidad en el M 


éxico del siglo 
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XIX, CEMCA / CIESAS, México, 1993, pp. 171-188; Antonio 
o en 
a 856-1" es días 


había PET con las a Ea Que. OE 
que los indígenas vendieran sus tierras, si bien tras una serie de 
trámites y autorizaciones superiores, véase Margarita Menegus, 


Op. Cit.,_ y Arturo AS Pineda, M huvas: gobierno 3 tierras 


También Pep que ñ Pa a tierras dk 
los Tn e incluso vendiera las En pa estaban ERRE 


1857, alos dl Llao Saldo Bici A 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero, Instituto 
de Estudios Parlamentarios Eduardo Neri, México, 2001 
1996], pp.73-73 


15 Con la única excepción de la población negra y_mulata; 
aunque en pueblos como Yautepec, “donde es muy raro ó casi 
ninguno el qe no traiga su origen de la Africa”, sí se designaron 
electores de ese origen étnico en el primer proceso electoral no- 
vohispano, con base en el artículo 12 del Bando de Elecciones 
de 1812; Irving Reynoso Jaimes, “Elecciones municipales e in- 


tereses económicos locales. Los ayuntamientos de la región azu- 


»” 


carera de Cuernavaca entre 1812 y 1823”, en Gloria Camacho 
Pichardo et al. (comp.), Memoria del Simposio Hacia el Bicen- 


tenario de la Independencia. Antiguo Estado de México, UA- 
EM / El Colegio Mexiquense, Toluca, 2007 (CD). 
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16 Silvestre Moreno Cora, Tratado del juicio de amparo con- 
forme a las sentencias de los Tribunales, libro 1, cap. IV, Tipo- 
grafía y Litografía La Europea, México, 1902: “De la proceden- 
cia del amparo con relación a cada una de las personas morales 
que reconoce la ley”, transcrito en Andrés Lira, El Amparo Co- 


lonial y el Juicio de Amparo Mexicano (Antecedentes novohis- 


panos del Juicio de Amparo), FCE, México, 1972, pp. 159- 


160. 


17 Antonio Annino, op. cit.; Antonio Escobar Ohmstede, 
“Los ayuntamientos y los pueblos indios en la sierra huasteca: 
conflictos entre viejos y nuevos actores, 1812-1840”, en Leticia 


Reina (comp.), La relodiaivación de América, siglo XIX, Siglo 


XXI, México, 1997, pp. 294-316. Lo mismo pasa en circuns- 
cripciones de población mayoritariamente blanca y_mestiza, 


donde las villas y pueblos sujetos a las ciudades con cabildo pe- 
dirán constituir su propio ayuntamiento; para Guanajuato véa- 


790-1836, Colmich / Instituto Mora, Za- 
mora / México, 2001. Un caso similar, aunque en un contexto 


Ayuntamientos y grupos de poder en Chiapas, 1821-1824”, 
ponencia presentada en el Seminario Poder y gobierno local en 
México, 1808-1857, El Colegio Mexiquense, 3 y_ 4 de julio de 
2008 (en prensa). Sobre el inicio del proceso de fragmentación, 
que afectó a los pueblos de indios tardocoloniales, Daniele 
Dehouve, “Las separaciones de pueblos en la región de Tlapa 
(siglo XVIII)”, Historia Mexicana, vol. XXXIIL,_ núm. 4 (1984), 
pp. 379-404. 
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18 Un proceso similar ha sido observado en las Huastecas, 
Antonio Escobar Ohmstede, “Los ayuntamientos. ..”, Op. cit.; € 
incluso en áreas densamente indígenas como Yucatán, Arturo 


1? Bernardo García Martínez, “La naturaleza política y_cor- 
porativa de los pueblos de indios”, Memorias de la Academia 


Andrés Lira, “Respuesta al discurso de ingreso de Bernardo 


2 René García Castro, “Los pueblos de indios durante y des- 
pués de la Independencia: corporaciones ignoradas y _negadas 
por la ley”, en Gloria Camacho Pichardo et al. (comp.), Memo- 
ria del simposio Hacia el Bicentenario de la Independencia. An- 
luca, 2007, p. 300 (CD). 


21 Antonio Serrano Ortega, op. cit., pp. 147-159. 


22 Diana Birrichaga, “Los espacios de poder local. (Re)confi- 
guración de los grupos políticos en los pueblos texcocanos, 
1820-1850”, en Brian Connaughton (ed.), Prácticas popul 


res, 
cultura política y poder en México, siglo XIX, UAM-Iztapalapa 
/ Ed. Juan Pablos, México, 2008, pp. 230-234. 


25 Daniela Marino, La modernidad a juicio: Los pueblos de 
Huixquilucan en la transición jurídica. Estado de México, 
: Brígida von 


1770-1870, 
; Arij Ouweneel, “Un vis- 


Mientz, Pueblos de indios, mulatos y mestizos, 


CIESAS, México, 1988, pp. 139-141 
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glo XIX”, en A. Ouweneel, Ciclos interrumpidos. Ensayos so- 
bre historia rural mexicana, siglos XVIL-XIX, El Colegio Mexi- 
58-361; Antonio Escobar 


au rama 1098, pp 


amientos... 


Al extremo se registró durante la dictadura santannista, en- 
tre 1853 y 18 


Estado de México tan sólo cuatro ayuntamientos; Carmen Sali- 


55, cuando funcionaban en el territorio del actual 


nas Sandoval, Política y sociedad en los municipios del Estado 
, 1825-1880, El Colegio Mexiquense, Zinacantepec, 


25 Diana Birrichaga,_ Op. Cit. 


26 Fue el caso de Mazatepec y Miacatlán: la primera fue cabe- 


cera a EE a indios es la O controlada por 


anteriores jurisdicciones 1nd1 ¿nas de Aaltocan, 1xcatlan y van 


Pedro; Antonio Escobar Ohmstede, “Los ayuntamientos...”, 


Op. cit.,_p. 307. 


anteriores DO q E CT is pe 


27 Distintos procesos se verifican, por ejemplo, en Peter 
Guardino, -op. cit.; Antonio Escobar Ohmstede, “Los ayunta- 
mientos. ..”, Op. Cit., y Del gobierno indígena al Ayuntamien- 


to a en las Huastecas hidalguense y veracruzana, 
1780-1853”, Mexican Studies/Estudios Mexicanos, vol. 12, 
núm 1 (1996), pp. 1-26; Antonio Serrano Ortega, op. cit.; Dia- 
na Birrichaga,_ op. cit. 
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28 AGN, Ayuntamientos, vol. 17, “Los vecinos del pueblo de 
Huisquiluca pidiendo se les quí d alcalde que tienen”, las cur- 
sivas son mías. Lo suscriben 65 naturales, entre ellos 14 pasa- 

1 gobernador, tres alcaldes y 10 regidores; y dan cuenta 
ae de “los que están [fuera] espendiendo su carvon (sic)”. 
Según Tanck, “Los habitantes de los pueblos se referían a sí 
mismos como los “hijos del pueblo” o “naturales”. Estos términos 
portas énfasis en el lugar de origen en y no en la raza de la perso- 
na”. No obstante, en la cita que ahora n: ra l: 
oposición socioétnica entre los de razón, por un aldo, y los hi- 
jos del pueblo o naturales, por el otro. Dorothy Tanck de Estra- 
da, Pueblos de indios y educación en el México colonial, 1750- 


1821, Colmex, México, 1999, pp. 33-34. 


29 La Ley Sexta, en su artículo 22, estableció el míni 
000 habitantes para erigir ayuntamiento, con algunas excepcio- 
nes (capitales de departamento, ayuntamientos existentes en 
1808 y_ mínimo de 4 000 para los puertos). 


21 O no les parecía lo más importante del caso, puesto que 
ese dinero iba al fondo manejado por el ayuntamiento. 


22 Daniela Marino, “La modernidad...” op. cit., pp. 387- 
391. En Atlacomulco, el conflicto agrario prod 
pansión triguera, el crecimiento de la población indígena y el 


ucto de la ex- 


declive de la intermediación interétnica de los caciques tenía 
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cuando menos un siglo y había estallado violentamente en 
1810, según lo analiza Eric Van Young, “De tempestades y tete- 
ras: Crisis imperial y conflicto local en México a principios del 
siglo XIX”, en Leticia Reina y Elisa Servín (coords.), Crisis, Re- 
forma y Revolución. México: Historias de fin de siglo, Taurus / 
Conaculta, México, 2002, pp. 190-197. 


33 Peter Guardino, op. cit., p. 249. 


34 Ibidem, pp. 75-79; 
Von Mentz,_ Op. Cit., Eric E A PER e eds 
ga, Op. cit., encuentran pruebas de mayor injerencia de comer- 
pueblos tardocoloniales. 


ciantes no indios en el cura e los 


1779- 1 e á ee un o entre E de Sad de su 


jurisdicción en Daniela Marino, “La modernidad. ..”, op. cit., 


pp. 124-125. 


35 Para una revisión historiográfica sobre la desamortización 


comunal, véase Daniela Marino, “La desamortización de las tie- 


rras de los pueblos (centro de México, rar XI0. Balance his- 


toriográfico y fuentes para su estudio”, América 
Historia Económica. Boletín de oli núm se (2001), pp. 
33-43. 


atina en la 


36 Sean Pepe en TON ar a Pre a 


man man (corts), Hi Y 
tura jurídica E A. me KE UN, JAM / / Es em 
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creto de 9. vo de 33, sobre sobre adjudi- 
cación a los a is pp repartimiento”, núm. 
481, de 2 de junio de 1835 en Colección de decretos. .., Op. 
cit.; “Adjudicando a los ayuntamientos los terrenos realengos o 
validos, que existan en el territorio de sus municipalidades”, 
núm. 298, de 9 de mayo de 1833, en Colección de decretos. . 
cit. Este último es el único citado por aquellos hubs 


Sue refieren la legislación desamortizadora en el Estado de Mé- 


xico en la primera mitad del siglo XIX. 


0 “Constitución Política del Estado Libre de México”, título 
_parte primera, cap. IV, artículo 136, inciso quinto, en Colec- 


l , Op. cit, bl 


Marino, “La modernidad. ..”,_Op. cit., cap. 2.2. 


3 Un ejemplo del miedo a la rebelión lo encontramos en el 
archivo de la presidencia municipal de Huixquilucan cuando, 
en 1880, el cura Ignacio Álvarez —de actitud altanera y autori- 
taria con los vecinos, a quienes exige prestaciones personales, y. 

mamente contrariado por los cambios que la modernidad ha 
introducido en la relación Iglesia/sociedad— tiene un serio al- 
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tercado con los vecinos del pueblo de San Bartolo Coatepec, y 
particularmente con su auxiliar Matías Urbina —igualmente or- 
gulloso y defensor de los derechos de su comunidad—. Ante el 
hecho, y aunque el “Sr. Cura Ignacio Alvarez” es un personaje 
socialmente más encumbrado que “Urbinas”, el presidente mu- 
a Eee amonestar al cura DION que “ha disgusta- 
que 10: es la primera vez 


violenta: por. pLÁHE de la poblacids ia e San Bartolo. 
AHMH, Susticia”, vol. 6, exp. 1, “Queja de Urbinas, Auxiliar 


de San Bartolo contra el Sr. Cura Ignacio Alvarez” ó EE 
y carta de Álvarez al Lia municipal, s/f. 


tia, de d do Tepes. el comisario ad se 
entera de que los indígenas de varios pueblos de Huixquilucan 
están pagando a un abogado de la Ciudad de México para que 
los patrocine en un negocio que a aún no acierta a dilucidar. La 
correspondencia del juez comisario con el comis 
los pueblos, criollos ambos, y_con el jefe. slo habla des gue- 
rra de castas”, “junta de indígenas” y de “conspiración”; se men- 
ciona incluso la aprehensión y remisión a la jefatura a declarar 


de algunos auxiliares y otros indigenas ES los pueblos involucra- 
] Daniela M ode Lu OP ci. pp 


44 Diana Birrichaga afirma que, hacia mediados del siglo 
XIX, las alcaldías o juzgados auxiliares del distrito de Texcoco 
eran igualmente ocupadas por los vecinos con menores ingre- 
sos. Sin embargo, a diferencia de lo visto para Huixquilucan, 
encuentra que en dicha jurisdicción la elección de esos funcio- 
narios secundarios se realizaba sobre la base del padrón electoral 
y_ bajo un proceso semejante a la elección de ayuntamiento, 
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aunque restringido al barrio en cuestión, del cual quedaba re- 
nicipal. Otra disimilit 
la gran pena ya re de los vecinos por ocupar dicho cargo 


gistro en actas del archivo mi d surge de 


Texcoco. En Huixquilucan, si bien 


encontramos a de renuncia al cargo de auxiliar, de nin- 
guna manera es una práctica generalizada (Diana Birrichaga 
e Administración de tierras y bienes comunales, políti- 


ETRE territorial y comunidad de los a de Tex- 

-1857, tesis de doctorado, Colmex,2003,_pp. 163- 

166 166 y 1 db 0 Demida Marino, “La modernidad. ..”, Op. cit., Cap. 
2). 


5 Antonio Escobar Ohmstede, “Del gobierno indígena...”, 
Op. cit. 


6 Michael Ducey, “Indios liberales y liberales indigenistas: 
ideología y_poder en los municipios rurales de Veracruz, 1821- 

90”, en Antonio Escobar Ohmstede y Luz Carregha Lama- 
drid (coords.), El siglo XIX en las Huastecas, México, CIESAS 
/ El Colegio de San Luis, 2002, pp. 112-114 y ss. 


17 Carmen Salinas Sandoval, “Los indígenas de la Huasteca 
otosina al iniciar el Porfiriato. Partido Tamazunchale e”, ponen- 
cia presentada en el 35 Congreso Anual de SCOLAS, Morelia, 
marzo de 2002, mimeo. 


La mujer totonaca en el 
E ria XIX”, _en Sole- sole: 


48 Victoria Chenaut, “Honor y ley: 
sonibicto An en 1 la ea mitad « 


Máies, RN ad 292.20 . 138-140, y ¡munida 
ley en Papantla a fines del siglo XIX”, en Laa María Gatti y 
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Victoria Chenaut, La costa totonaca: cuestiones regionales IT, 
CIESAS, México, 1987, pp. 72-74. 


9 Jesús Edgar Mendoza García, Poder político y económico 
de los pueblos chocholtecos de Oaxaca: municipios, cofradías y 
tierras comunales, 1825-1890, cap. 1, tesis de doctorado, Col- 
mex, 2005; Arturo Giúémez Pineda, op. cit., cap. 2; María Nely 
Mendoza, Los alcaldes como administradores de justicia en San 


sele de maentla, CIESAR, 2009, 


50 “Ley de Desamortización de Fincas Rústicas y Urbanas”, 


utiérrez, Leyes de Reforma. Colección de las dis- 
posiciones que se conocen con este nombre publicadas desde 
1855 a PRTEPTE de El Constitucional, México, 
. 9-56; el artículo 27 de la ENE de 185 y 


,en 
1 9 e z, Sn ia 195 q 2 E 1 a 


3! La misma legislación anticorporativa no disolvió ni “extin- 
122) 


A los ay INEA O mE sel O sólo los 


baaa u > que los pa a a sus tierras. e 


nacio Vallarta lo justificaba de la siguiente manera: “el ayunta- 
miento, como persona jurídica, existe, no sólo con relación a 
sus rentas, réditos, impuestos, etc., sino también por lo que res- 
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pecta a las fincas destinadas al servicio u objeto de su institu- 
ción: puede, en consecuencia, litigar demandando o defendien- 
do todas esas fincas en que tiene dominio. [...] Y como la co- 
munidad de indígenas n ía otro [objeto]_que estancar la 
pls él es hoy ile as me sería [darle] la capaci- 
dad jurídica [...] Las corporaciones eclesiásticas han quedado 


con e oe para . los bienes raíces destinados a su 


15 por completo para inter- 


ersan obre. sus Otras Eañn ESE propio 


td A, nd do A 


1 d, no deben sujetarse a una sola e in- 
flexible regla todos los litigios que existen sobre esos bienes: el 
clero no puede demandar ni defender los nacionalizados; el 

ayuntamiento tiene derecho para exigir sus capitales, producto 


las o y. a que se db de ro entre | 7 


miembros de la comunida 


y_ resultado de la desamortización, y los miembros de la comu- 
nidad, dueños de los que a ésta pertenecían, tienen todas las ac- 


ciones que concede la ley común para hacer respetar su propie- 
dad [...] No siendo igual la incapacidad de todas las corpora- 


ciones para poseer bienes raíces o capitales impuestos sobre 
ellos,.1 no se no se puede EE yor la misma ns su personalidad para 


en e negocios más A pen por este - Tribunal de 1 
de enero a 16 de noviembre de 1882, t. IV, en Obras comple- 
tas, Imp. de J. J. Terrazas, México, 1896, pp. 72-74, el subraya- 
do es de Vallarta, y las cursivas, mías. En la raíz de esta defini 
ción de “comunidad” encontramos su significado de Antiguo 
Régimen, como el gobierno económico de los pueblos de in- 
dios, véase Andrés Lira, “La voz comunidad en la recopilación 
de 1680”, Relaciones. Estudios de Historia y Sociedad, vol. V, 
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núm. 18 (1984), pp. 74-92. La Constitución de Cádiz había ya 
abolido al “indio” como estamento de la sociedad de Antiguo 
PTREN sata á determinados derechos y obligaciones, y al 
ueblo de indios”, sujeto de ho y_con su particular estatu- 
to to político; lo que nos confirma en 1882 Vallarta es que fue la 
Reforma la que abolió lo que quedaba: la comunidad o go- 


bierno económico de la corporación amortizadora. Ninguno, 


claro, reconoció al pueblo o comunidad como entidad social y 


22 Raymond Craib, Cartographic Mexico: A History of State 
Fixations and Fugitive Landscapes, Duke University Press, 
Durham, 2004. 


53 Antonio Huitrón, Bienes comunales en el Estado de Méxi- 
co, Gobierno del Estado de México, Toluca, 1972, p. 27, las 


cursivas son mías. 


34 Memoria de todos los ramos de la administración del Es- 
tado de México en el año de 1869, presentada a su honorable 
Legislatura por el C. Jesús Fuentes y Muñiz, Secretario General 
del o en ETRE = precepto constitucional 


del O a, “lol 870 Pp. 4. z 


35 Francois-Xavier Guerra, México, del antiguo régimen a la 
revolución, cap. 4, FCE, México, 1988; Richard Holden, Mexi- 
co and the Survey of Public Land: The Management of Moder- 
nization,_ 1876-1911, Northern Illinois University Press, 
DeKalb, 1994. 
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56 “Decreto del Ejecutivo sobre plentación y compañías 
ici e 1883”, en Gloria Villegas 
Moreno et al., 7 estabilidad política y la modernización eco- 
19 J06- 19 . 7 aa 


nómica. Let nuevo E y la nación, 


57 “Decreto del Congreso. Autoriza al Ejecutivo para refor- 


islación vigente sobre terrenos baldíos. 18 de diciem- 
e de 1893” y “Ley sobre ocupación y enajenación de terrenos 
os 26 ES marzo de 1894”, en ibidem, pp. 84-100. 


mar la | EL 


1, México..., op. cit., t. Í, pp. 286- 

289; Moisés Conalss Má ro, El I orfir riato. La vida social, en 

Daniel Cosío Villegas, Historia Moderna de México, vol. 4, 

Hermes, México, 1957,_pp. 189-191. La personalidad jurídica 

también les había sido restituida transitoriamente a los pueblos 
'n otros momen a moderni- 
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éase Daniela Marino, 


dd A 


22 Daniela Marino, “El régimen jurídico...”,_Op. cit. 


60 Daniela Marino, “Buscando su lugar en el mundo del de- 
recho: actores colectivos y jurisprudencia en la Reforma”, en 


lalala tl vol. 1, » Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Nación, México, 2005, pp. 23 


Leo iS sigue, en D: », “La des: 
ción... . Cit. Un autor que | la > ad cues y_mapear 


el ds en una región delimitada es Emilio Kourí, en A Pue- 


blo Divided. Business, Property and Community in Papantla, 
Mexico, Stanford University Press, Stanford, 2004. 
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62 Estamos utilizando los conceptos “indio” e “indígena” co- 


mo categorías culturales más « emos de in- 


6% Ruggiero Romano y Marcello Carmagnani, “Componen- 
tes sociales”, en Marcello Carmagnani et al. (coord.), Para una 
historia de América 1. Las estructuras, FCE / Colmex, México, 
1 364. 


$6 Moisés González Navarro, El Porfiriato..., Op. cit., p. 192. 


$7 “Las corporaciones e instituciones religiosas, cualesquiera 


que sean su carácter, denominación, duración u objeto, y las ci- 


viles cuando estén bajo el patronato, dirección o administración 
de aquéllas o de ministros de algún culto, no tendrán capacidad 
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legal para adquirir en propiedad o administrar más bienes raíces 
que los edificios que se destinen inmediata y directamente al 
servicio y objeto de dichas corporaciones e instituciones. Tam- 


poco la tendrán para adquirir o administrar capitales impuestos 


sobre bienes raíces. Las corporaciones e instituciones civiles, 


que no se encuentren en el caso expresado, podrán adquirir, y. 
administrar, además de los referidos edificios, los bienes inmue- 
bles y_capitales impuestos sobre ellos, que se requieran para el 
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sostenimiento y fin de las mismas, pero con sujeción a los re- 
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¿Convivencia o conflicto? 
GUERRA, ETNIA Y NACIÓN 


EN EL MÉXICO DEL SIGLO XIX 


GUY P. C. THOMSON* 


Durante el siglo XIX México enfrentó muchos más desafíos 
que la mayoría de las naciones en ambas orillas del Atlántico en 
cuanto a su integridad territorial y viabilidad como Estado. 
Amenazado por su vecino septentrional incluso antes de alcan- 
zar la independencia, en 25 años los Estados Unidos del Norte, 
parangón de modernidad, se anexionaron la mitad de su terri- 
torio. Con anterioridad, la nueva república tuvo que enfrentar- 
se al renaciente absolutismo peninsular. Más tarde, durante la 
década de 1860, el colonialismo francés, disfrazado de panlati- 
nismo, casi extingue a la República Liberal. Paralelamente a es- 
tos factores externos tan poco prometedores, una serie de obstá- 
culos naturales internos insorteables se interpusieron a la crea- 
ción beneficiosa de un Estado nación: una población escasa y 
compuesta por diversas etnias, una complicada y abrupta topo- 
grafía y la ausencia de ríos navegables. 


En vista de tales obstáculos es quizás sorprendente que hasta 
hace poco la historiografía se haya mostrado tan indiferente an- 
te esta delicada situación. Incluso C. A. Bayly, en su reciente y 
muy citada obra The Birth of the Modern World, a pesar de 
conceder varias menciones a México (mientras deja completa- 
mente de lado al resto del mundo hispano), no puede resistir la 
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tentación de presentar al país como un teatro de lo absurdo, re- 
firiéndose en dos ocasiones el enterramiento de la pierna de 
Santa Anna.! Bayly reconoce atisbos de modernidad, a saber: la 
temprana industrialización de México, el patriotismo marcial 
decimonónico y la precoz revolución social del siglo XX (aun- 
que indica que estos atisbos de modernidad derivan en gran 
parte de coyunturas externas como la Guerra Civil de los Esta- 
dos Unidos y luego la primera Guerra Mundial). Sin embargo, 
a grandes líneas, considera que México e Iberoamérica perma- 
necieron irremediablemente desfasados durante el siglo XIX y 
gran parte del siglo XX. Únicamente en la década de 1980 Bay- 
ly discierne un desafío cultural y político surgido entre la pobla- 
ción indígena iberoamericana comparable a la resistencia anti- 
colonialista que un siglo antes este estudioso traza en partes de 
Asia.? 

El conocimiento de Bayly sobre México e Iberoamérica se 
deriva en gran parte de la lectura de A History of Latin America 
de P. J. Bakewell, que figura en la misma colección —el “Bla- 
ckwell History of the World”— en que se publica The Birth of 
the Modern World. De haber conocido el trabajo de Frangois- 
Xavier Guerra, Romana Falcón, Antonio Escobar Ohmstede, 
Antonio Annino, Alicia Hernández y Florencia Mallon, Bayly 
hubiera descubierto en el caso de México resistencias subalter- 
nas a las estructuras de poder colonial y poscolonial compara- 
bles a lo que observa en Asia y África. Pero eso hubiera compli- 
cado su análisis. En África y Asia, la demarcación social, étnica 
y cultural entre europeos y no europeos resulta más fácil de dis- 
tinguir, apenas transcurrido un siglo de prepotencia europea, 
que en Iberoamérica, donde jerarquías étnicas y sociales más ve- 
tustas demuestran ser más complejas, heterogéneas e indefinidas 
desde el punto de vista político.? Según nos propone Luis Me- 
dina: “es más difícil construir la identidad nacional en un Esta- 
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do nacido de dos pueblos y que por razones de conquista viven 


juntos”.1 


En este texto me centraré en la línea divisoria étnica entre los 
indios y la “gente de razón” (usando las etiquetas coloniales to- 
davía vigentes durante el siglo XIX) como espacio revelador pa- 
ra entender el proceso de creación de nación y Estado en el Mé- 
xico decimonónico. A pesar de que el trabajo abordará concre- 
tamente el tema de la experiencia de los indios como milicia- 
nos, soldados, guardias nacionales y contribuyentes durante las 
numerosas guerras civiles y patrióticas mexicanas, también re- 
flexionaré acerca de cambios culturales más generales en torno a 
esta división étnica. En el centro y sureste de México, durante 
el siglo XIX, la fnación” (incluyo también un caso tomado de 
Guatemala) encontró expresión a lo largo de esta división entre 
indios y gente de razón? en materia de elecciones, peticiones, 
educación, bandas de música, fiestas patrias, impuestos y reclu- 
tamiento militar, todos los cuales representan en cierto sentido 
elementos de “modernidad”. 


Aunque desde la época de la Independencia se halla una ver- 
sión popular de la historia de México, una historiografía acadé- 
mica arraigada en estudios locales y regionales nació solamente 
a finales de 1960, con los trabajos de John Womack, Jean Me- 
yer, Luis González, Friedrich Katz, Guillermo de la Peña, Artu- 
ro Warman, etc.* Para la década de 1980 los estudios centrados 
en regiones y localidades eran ya la norma, y se publicaron sín- 
tesis nacionales centradas en lo popular y lo subalterno; a saber, 


Alan Knight, John Tutino, Friedrich Katz, Alicia Hernández, 
Romana Falcón, Claudio Lomnitz y Francois-Xavier Guerra.” 
Al rescatar a las regiones, pueblos y comunidades de campesi- 
nos como actores de pleno derecho, estos estudios descubrieron 
el modo de sortear los peligros de un enfoque excesivamente 
materialista. Se reconocía que el México decimonónico experi- 


mentó la formación de clases impulsadas por fuerzas materiales 
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y por imitación de los modelos culturales y políticos europeos. 
Sin embargo, lo que marca la diferencia entre México y Europa 
y entre México y otras regiones de América fue la supervivencia 
de las comunidades a pesar de la pérdida de su identidad jurídi- 
ca 


Para Guerra, una “ficción democrática” cerró la brecha entre 
el Estado liberal naciente y una nación de cuerpos y colectivida- 
des.$ Por su parte, Antonio Annino se centra en cómo esta “na- 
ción indígena” participó en el constitucionalismo liberal y lo re- 
formó (casi de la misma manera en que la religión indígena re- 
formara el catolicismo tridentino durante el siglo XVI) en un 
proceso que describe como “sincretismo liberal y político”.? 
Otros han definido el éxito de México a la hora de salvar la dis- 
tancia entre élite y pueblo mediante un vocabulario genérico: 
Alicia Hernández habla de “ciudadanía orgánica”* y “conviven- 
cia” entre élites y pueblos,** Peter Guardino de “federalismo 
popular”,*? Michael Ducey de “una nación de pueblos”,!* An- 
nino de “sincretismo constitucional”, Florencia Mallon de “li- 
beralismo comunitario”,'* Thomson de “liberalismo popular” y 
“bilingiiismo constitucional”,*% etc. Ya centrándose en la perdu- 
ración de los $usos y costumbres” de la era colonial, Leticia Rei- 
na incluso inventa un nuevo vocabulario para ubicar a los indí- 
genas en el proceso histórico decimonónico: “reindianización”, 
“macehualización” y “ciudadanización”.'* John Tutino afirma 
que durante este siglo el diálogo entre Estado y comunidad se 
ve condicionado por la “autonomía ecológica [...] la capacidad 
(real o potencial) de las familias y comunidades para producir 
sustento básico de forma independiente”.*” Friedrich Katz ex- 
plica cómo muchas de estas comunidades con el tiempo llega- 
ron a verse como parte de una nación más amplia gracias a su 
participación en guerras patrióticas.'? 

Una característica de estos trabajos es el intento de lograr una 
síntesis nacional basada en monografías regionales (a escala es- 
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tatal o de distrito) y a veces locales (a escala municipal). El siste- 
ma mexicano de estados, distritos y una proliferación de muni- 
cipalidades constitucionales proporciona los datos necesarios 
para documentar la historia de un estado y una nación, tanto 
de “abajo hacia arriba” como de “arriba hacia abajo”.'? A pesar 
de ello, los historiadores (como los mismos edificadores del Es- 
tado liberal decimonónico) se han mostrado reacios a conside- 
rar el nivel subyacente al municipio, donde las divisiones colo- 
niales entre indios y gente de razón perduraron de manera te- 
naz. 


Estudios recientes se han dedicado a indagar en esta “intra- 
historia” —la práctica diaria de la ciudadanía y la creación de la 
nación a escala local— algo más de cerca. Los primeros resulta- 
dos ponen en entredicho si los conceptos de “convivencia”, “fe- 
deralismo popular” y “sincretismo liberal” —nociones que im- 
plican la creación de un consenso político heterogéneo, nove- 
doso y moderno a escala local, donde los actores políticos y los 
ciudadanos ocupan una esfera política mediada por garantías 
constitucionales liberales compartidas de modo fraternal— en 
realidad actuaban como principios activos de gobierno, o si son 
simplemente aspiraciones retóricas de los historiadores.?% Una 
vez desagregados los municipios en pueblos cabecera y pueblos 
sujetos, la realidad se presenta más fragmentada y menos con- 
sensual: lo “popular” oculta cierto elitismo y racismo; un dualis- 
mo duradero puede disfrazarse de “sincretismo constitucional”; 
la “convivencia” y la “ciudadanía orgánica” pueden convertirse 
en eufemismos para el conflicto local.?* Aunque no ha cerrado 
los ojos ante estas tensiones —las guerras contra “indios bárba- 
ros” y las “guerras de castas” están bien documentadas— la his- 
toriografía presenta una fuerte predisposición a presentar una 
visión integrada de la nación, supeditada al gran resultado na- 
cionalista de México en el siglo XX. El “liberalismo patriótico” 
que se forjó en estas alejadas localidades durante las guerras pa- 
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trióticas es considerado como lo que allanó el camino para la 
creación de la nación y la revolución social en México en el si- 
glo XX.2 Sin embargo, aquél podría no haber sido tan popular, 
consensual o generalizado como se ha dado a entender. 


Por lo tanto, un objetivo de este trabajo es poner a prueba 
esa postura: que el México decimonónico había adquirido una 
facultad excepcional de “convivencia” entre el Estado y el pue- 
blo, derivada en cierto modo de la peculiar historia de su espec- 
tacular caída de la grandeza virreinal, seguida después de 1848 
por el igualmente espectacular y estoico revés de la fortuna na- 
cional ante el desafío de las intervenciones extranjeras y las gue- 
rras civiles. Como sugiere Katz: 


Las guerras internacionales han dado forma a la historia de 
México en mayor grado que en la mayoría de los demás países 
de Iberoamérica [...] la participación de las clases populares en 
esos conflictos crearon una conciencia nacional en un momento 
en el que México no poseía los elementos que crearon tal con- 


ciencia en otros países.?% 


Lo que sigue es un análisis de cómo las comunidades indí- 
genas decimonónicas, con su escasa o nula voz respecto a políti- 
ca nacional, utilizaron su participación en las milicias y guar- 
dias nacionales para mejor negociar con poderes superiores. El 
texto se divide en dos partes: la primera examina la relación en- 
tre instituciones militares y ciudadanos durante el “primer libe- 
ralismo” (entre la invasión napoleónica de 1808 a la península y 
la mitad del siglo XIX). La segunda parte indaga más detenida- 
mente sobre tres casos regionales, dos referentes a México y uno 
referente a Guatemala, durante el “segundo liberalismo” (des- 


pués de 1860). 
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Armas, ciudadanos e indios, 1808-1854 


La invasión napoleónica y los alzamientos patrióticos en Ma- 
drid y en todo el mundo hispano, que culminaron en la Cons- 
titución de Cádiz en 1812, reformaron las expectativas popula- 
res en cuanto a las instituciones militares y a la soberanía local. 
La idea de la “nación en armas”, junto con una carta de dere- 
chos y deberes del ciudadano, dentro de sociedades divididas 
por raza y clase dentro de contextos políticos y culturales en su 
mayoría corporativos y extremadamente barrocos, si bien supu- 
so la apertura de oportunidades para los ciudadanos, constituyó 
también una receta conflictiva. La posibilidad de conflicto étni- 
co se hizo evidente en 1808 cuando el virrey Iturrigaray formó 
un cuerpo patriótico de voluntarios indios para la defensa del 
virreinato en caso de una invasión francesa. 


Aun habiendo estado exentos de servicio militar durante tres 
siglos de gobierno español, los indios habían sido testigos de la 
conducta militar de otras castas y, por tanto, debieron haber 
asimilado y codiciado el prestigio asociado con el oficio de ar- 
mas, los uniformes, la ruidosa ocupación de espacios públicos y 
fueros. Iturrigaray recibió una poderosa muestra del potencial 
patriótico y marcial de los indios mexicanos en julio de 1808 
con la respuesta a su llamamiento para formar un cuerpo mili- 
tar de voluntarios indios patrióticos por parte de las autoridades 
provinciales. Aunque la destitución de Iturrigaray en el golpe de 
Estado de septiembre de 1808 puso fin a esta iniciativa, tal em- 
presa fue reavivada por el virrey Lizana en abril de 1810, quien 
adoptó la propuesta de establecer un cuerpo formado por 200 
000 indios —“el Irresistible de Naturales Voluntarios de Fer- 
nando VII”— en caso de la invasión francesa, cuyos oficiales se- 
rían nombrados por las autoridades indias.?* 
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El organizador del proyecto, Juan Nazario Peimbert y Her- 
nández, insistió en su defensa que “los indios no se hallan en lo 
general como estaban al tiempo de su conquista, en que se te- 
nían por pusilánimes y cobardes; ya tienen otras nociones”. Ha- 
biéndose mezclado durante tanto tiempo con españoles y ne- 
gros, los indios ya se dejaban crecer la barba e incluso escupían 
(cualidades que obviamente se consideraban como necesarias en 
todo soldado). Además, habían demostrado recientemente cua- 
lidades marciales de valor y obediencia; esta última adquirida a 
consecuencia de la costumbre indígena de obedecer a las autori- 
dades políticas desde la infancia.?% Esta obediencia ciega a sus 
autoridades exigía que el soldado indígena sirviera bajo el man- 
do de uno de sus propios comandantes. Peimbert y Hernández 
insistía en que los temores criollos a la rebeldía de los indios 
eran infundados y que ese “temor pánico” era consecuencia de 
su “soberbia, de la impiedad, de la ingratitud y de una insacia- 
ble codicia, porque se pretende que jamás los indios se instru- 


yan ni se impongan en sus derechos”.?6 


Las autoridades confiaban lo suficiente en los indios para or- 
denar la formación de un cuerpo de lanceros indios de la par- 
cialidad de San Juan como respuesta al avance del ejército de 
Hidalgo. Esta fuerza se formó y resistió con éxito a pesar de la 
Constitución de Cádiz (la cual excusaba a los indios de los ser- 
vicios obligatorios, aunque a su vez exigía que todos los ciuda- 
danos, sin importar la casta, tomaran las armas en defensa de la 
nación), la epidemia de fiebre amarilla de 1813 y la decisión del 
virrey Calleja de desmovilizarla.?7 Durante sus últimas manio- 
bras en febrero de 1814, se produjo un incidente revelador, algo 
que se repetiría en el transcurso del siglo cuando las jerarquías 
étnicas chocaban con los derechos de ciudadanos armados.?8 Al 
contemplar la formación, algunos dragones provinciales de 
Puebla se burlaron de los voluntarios indígenas, con lo cual su 
comandante Miguel Nava los arrestó por desacato. Afortunada- 


249 


mente, al mismo tiempo que los dragones desenfundaban los 
sables y los indios cogían piedras para lanzárselas a quienes los 
insultaban, una patrulla de las tropas de Zamora que pasaba 
por ahí intervino, impidiendo así el derramamiento de san- 
pre 


Aunque tal entusiasmo patriótico entre los indios en cuanto 
al servicio militar se desvaneció rápidamente después de la In- 
dependencia, debido al reclutamiento forzoso (“la leva”) usado 
por el ejército regular, la conciencia de que los indios podían 
servir como buenos soldados permaneció firmemente asentado 
en la mente de los gobiernos durante los siglos XIX y XX.% Las 
frecuentes rebeliones de pueblos indígenas servían como adver- 
tencia constante de estas prendas marciales. Michael Ducey ha 
demostrado cómo durante la década de la insurgencia, los re- 
beldes totonacas en la parte norte de Veracruz trasladaron su 
lealtad monárquica a su propia versión popular de soberanía y 
ciudadanía armada, amparados por la Virgen de Guadalupe, 
formando la base de un federalismo pretoriano y popular en es- 
ta región durante las tres décadas siguientes. Uno de los puntos 
claves en el manifiesto de 1837 de Mariano Olarte, cabecilla de 
los rebeldes totonacos, abogaba por el “derecho constitucional 
para fabricar, poseer y llevar armas”, garantía que había sido 
concedida ante la rendición de los rebeldes en 1820.*! 

Los totonacos no fueron excepcionales en cuanto a su espíri- 
tu combativo y el uso que hicieron de las armas para controlar 
su territorio y desafiar las esferas superiores del Estado. En el 
Estado de Occidente (que se dividiría más tarde en Sonora y Si- 
naloa), Juan Ignacio Jusacamea, mejor conocido como Juan 
Banderas, resultó igualmente competente al emplear el regla- 
mento de la milicia colonial y llamamientos a la justicia a An de 
conseguir que se reconocieran los derechos territoriales de los 
yaquis, afirmando que la Virgen de Guadalupe lo había enviado 
a restaurar el orden del emperador Moctezuma.*? El éxito de 
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los yaquis y los totonacos al hacer llegar las quejas locales a los 
gobernadores de la capital se debe a una peculiar geografía, a un 
legado colonial de protesta y a un sólido liderazgo (logro que en 
Sonora no concluyó con la muerte de Banderas en 1833 ni la 
de Mariano Olarte en Veracruz en 1838). 


Peter Guardino ha analizado un caso comparable de un “fe- 
deralismo popular” pretoriano y étnicamente comprensivo en 
las zonas meridionales de los estados de Michoacán, México y 
Puebla (el futuro estado de Guerrero), aunque sin contar con el 
liderazgo indígena regional que distinguió a los casos Olarte y 
Banderas.?% En un estudio reciente sobre la misma región, Jesús 
Hernández niega que los pueblos indígenas de esta zona com- 
partieran el mismo mundo político de Juan Álvarez y los líderes 
surianos, poniendo en duda el concepto de “federalismo popu- 
lar”. El historiador mexicano demuestra que los cabecillas de los 
pueblos indígenas no se involucraron directamente en la redac- 
ción de manifiestos y pronunciamientos, algo que consideraban 
ámbito de la “gente de razón”, insistiendo que durante la “gue- 
rra de castas” de la década de 1840 lo que más concernía a las 
comunidades indígenas rebeldes de Chilapa y Tlapa eran cues- 
tiones de índole local y solamente eran federalistas “instrumen- 
talmente”.2% No obstante, incluso este federalismo “instrumen- 
tal” resultó eficaz y proporcionó a Juan Álvarez el respaldo ar- 
mado suficiente para hacerse de la presidencia durante la Revo- 
lución de Ayutla (1854-1855) y trazar una nueva ruta para Mé- 
xico. 


En los Altos de Guatemala podemos encontrar reverberacio- 


nes distantes de estas pautas de “militarismo indígena”*? 


con la 
diferencia de que allí el caudillo conservador Rafael Carrera 
consiguió movilizar a las milicias indígenas contra los federalis- 
tas liberales. En el pueblo quiché maya de Momostenango, los 
informadores del antropólogo Robert Carmack refirieron cómo 


durante las décadas de 1840 y 1850 la rebeldía indígena se ca- 
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nalizaba a través de milicias que “formaban parte de la jerarquía 
civil y religiosa y que indios del entorno rural medraron al os- 
tentar puestos de prestigio en la milicia, las cofradías y puestos 
municipales. La milicia tenía incluso santo patrón propio, y los 
milicianos acudían a oír misa con las armas”.* Esto cimentó la 
base del “militarismo indígena” que perduró en Momostenango 
durante el “segundo liberalismo” y las dictaduras de Estrada Ca- 
brera y Ubico hasta la Revolución de 1944. 


La receptividad de Rafael Carrera ante las quejas de los in- 
dios y su tolerancia hacia las milicias indígenas fue una estrate- 
gia ideada para mantener a los liberales a raya en una zona del 
país donde contaba con poco apoyo y donde los liberales alber- 
gaban la ambición de formar el estado independiente de Los 
Altos. Los conservadores mexicanos, encerrados en las ciudades, 
hicieron caso omiso de este potencial indio hasta la interven- 
ción europea, cuando ya era demasiado tarde.?” Fue la genera- 
ción de liberales surgida de la catástrofe de la guerra con los Es- 
tados Unidos la que aprovechó esta militarización de la rebeldía 
indígena que se había hecho patente durante los alzamientos fe- 
deralistas y las “guerras de castas” de las décadas de 1830 y 
1840. La institución ideada para lograr eso fue la Guardia Na- 
cional establecida en vísperas de la Guerra de 1846.*8 


Militarismo indígena en México y Guatemala 


durante el “segundo liberalismo” 


Antes de examinar los tres casos que componen la segunda 
parte de este texto, permítanme adentrarme en el altiplano 
ecuatoriano y referirles un caso de imitación indígena de con- 
ducta soldadesca durante una fiesta comunal que demuestra el 
entusiasmo de los indios ante el servicio militar, un recurso ig- 
norado por el Estado ecuatoriano durante el siglo XIX. En Four 
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Years among the Ecuadorians (publicado en 1864), Friedrich 
Hassaurek, alemán quarante-huitard, ministro de Estados Uni- 
dos en Ecuador, detalla el envilecimiento de la población indí- 
gena de la Sierra, borrada del mapa político y étnico desde la 
abolición de los tributos en 1852: 


El indio no tiene oportunidad alguna de abrirse camino en la 
vida excepto como bestia de carga y como esclavo. Ni le nace, 
ni las circunstancias le permiten ser otra cosa. Despojado de to- 
da ambición, energía, oficio, o espíritu emprendedor está acos- 
tumbrado a la esclavitud y a ser pateado y maltratado de mane- 


ra brutal durante toda su vida. No aspira a nada más.? 


Sin embargo, durante sus viajes por el norte de Quito duran- 
te las celebraciones de las fiestas de San Juan, Hassaurek docu- 
menta minuciosamente una etnografía mucho más agresiva. 
Bailes, procesiones, corridas de toros, sacrificios de gallos, 
apuestas y juegos, guerras rituales entre comunidades y un co- 
pioso consumo de alcohol; “las fiestas de San Juan, que en esta 
pro-vincia siempre se celebran con gran pompa y entusiasmo 
[...] son [...] jornadas de gran júbilo; la semana más feliz de to- 


do el año”.% 


Una constante en varios de los pueblos que visitó Hassaurek 
eran los grupos de bailarines de contradanza dirigidos por un 
indio con la cara ennegrecida: 


Un fulano con la cara pintada de negro para representar el 
papel de persona negra vestido con una chaqueta militar roja y 
unos calzones blancos y con un tambor pequeño al costado, re- 
presentaba el papel de comandante [...] dirigiéndose al público 
jocosamente; ordenando a grupos de espectadores que se senta- 
ran o se retiraran a sus casas para no ocultar la vista a los que es- 
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taban detrás; y amenazando con detener el baile en caso de de- 
sobediencia. Aquellas severas órdenes siempre eran obedecidas 
[...] El gran baile duró unas dos horas y, al concluir, el dirigen- 
te negro propuso unos vivas en honor del Presidente de la Re- 
pública (Gabriel García Moreno), del párroco y del sotacura, de 


los bailarines y de sí mismo.* 


Hassaurek quedó especialmente impresionado con los baila- 
rines de Cayambe: 


Además de la fantástica vestimenta que requería tan gran 
ocasión, llegaron armados con enormes garrotes y cachiporras, 
preparados para la lucha que, en años anteriores, había sido el 
orden solemne del día. De inmediato observé que eran descen- 
dientes de tribus completamente diferentes a las de Otavalo. De 
movimientos más rápidos y canciones más salvajes, alentados 
por cierta osadía y determinación [...] el líder del grupo llevaba 
la cara pintada de negro mientras que sus ropajes hacían las ve- 
ces de uniforme. Una mujer, fingiéndose negra, lo ayudaba ha- 
ciendo todo tipo de cabriolas. Sus hombres intentaban mante- 
ner en todo momento la apariencia de disciplina y valor milita- 
res. Al juzgar por mi vestimenta de montar y el poncho que mi 
rango era superior al del resto de los hombres montados a mi 
alrededor, me escogió entre ellos y, colocándose a la derecha de 
mi caballo, pronunció un discurso, una tercera parte en que- 
chua y las otras dos en español mediante el cual me garantizó 
que sus fuerzas estaban siempre a mi disposición y que, a cual- 
quier hora del día o de la noche, él y sus hombres estarían en 
ristre cuandoquiera que los necesitara [...].2 


Hassaurek no nos informa acerca del objetivo de esta panto- 
mima. ¿Un recordatorio quizás de las milicias de los pardos del 
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Guayaquil colonial? ¿O una imitación a las tropas entonces des- 
plegadas en las montañas para supervisar el programa de cons- 
trucción de vías de García Moreno? La cuestión es que, incluso 
entre los huasipungos de las comunidades de las haciendas de 
Cayambe, que por lo demás estaban semiesclavizados, se recu- 
rría a la autoridad, disciplina y firmeza militares para cautivar a 
los forasteros influyentes (montados) quienes, en este caso, por 
el precio de una peseta (dos reales) se deleitaban con una repre- 
sentación de destreza militar subalterna: 


Nada más hacer entrega de los dos reales sin vacilar, ordenó a 
sus hombres que bailaran para mi instrucción particular. For- 
maron una fila y apresuradamente se balancearon hacia atrás y 
hacia adelante, hasta que les ordenó que formaran un círculo 
no de cara al centro sino uno detrás de otro en fila india y si- 
guiendo la misma damos una vuelta que ya había presenciado 
en Otavalo. Mientras bailaban, el jefe profería continuas excla- 
maciones de palabras incoherentes en quechua y español. Los 
otros respondían con estribillo monótono [...] Los espectadores 
[...] familiarizados con el idioma quechua me aseguraron que 
era un puro galimatías, palabras unidas sin orden ni concierto, 
mezcladas con sonidos incomprensibles cuyo principal objetivo 


era el de mantener el ritmo.% 


En el siglo XIX, en México y Guatemala la imitación de las 
instituciones militares no era necesaria puesto que, como ya se 
ha visto, los indígenas ya estaban alistados en las milicias y en 
los ejércitos nacionales.*% Sin embargo, el ejemplo ecuatoriano 
resalta dos rasgos importantes del “militarismo indígena”: que 
los oficiales deberían ser nombrados localmente y que el servi- 
cio militar debía ser acorde con los “usos y costumbres” locales, 
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en lugar de con el programa civilizador de algún alejado cuartel 
general. 


Ahora bien, ¿cómo utilizaron los súbditos indígenas su parti- 
cipación en guerras e instituciones militares para mejorar su 
condición política y hacer valer su derecho a ser escuchados? 
Los tres estudios regionales que componen esta segunda parte 
del trabajo son el de los nahuas de la Sierra Norte de Puebla,* 
el de los zapotecos de la Sierra de Ixtlán de Oaxaca** y el de los 
Quiché del municipio de Momostenango, la zona norte del dis- 
trito de Totonicapan en la Sierra Occidental de Guatemala.* 
Las compañías nahua y zapoteca de la Guardia Nacional de la 
Sierra Norte de Puebla y de la Sierra de Ixtlán al noreste de la 
ciudad de Oaxaca contribuyeron de modo significativo al triun- 
fo de los liberales frente a los conservadores en la Guerra de los 
Tres Años (1857-1860), a la derrota de la intervención europea, 
al alzamiento de Porfirio Díaz en 1876, a su asentamiento en el 
poder y a su caída en 1911. Durante este periodo de 60 años, 
soldados indígenas de esas zonas sirvieron como “guardias de 
palacio” de los sucesivos gobernadores de estado. Incluso hoy en 
día, todos los 5 de mayo, aniversario de la victoria contra los 
franceses en 1862, se traen hombres de la Sierra de Puebla a la 
capital para recrear los logros patrióticos de sus antepasados. 


Cuando sus homólogos en Puebla y Oaxaca aseguraron el 
triunfo de Díaz en la revolución de “Tuxtepec, las milicias indí- 
genas en Momostenango (que Rafael Carrera había armado con 
anterioridad) se resistían violentamente a las tentativas del pre- 
sidente liberal Justo Rufino Barrios de desmovilizarlas y reem- 
plazarlas con una fuerza exclusivamente ladina. A pesar de que 
la rebelión conservadora de Momostenango de 1877-1878 
acaudillada por Julián Rubio fue aplastada, los soldados indí- 
genas desmovilizados pronto reaparecieron en las listas de la 
nueva milicia liberal controlada por ladinos. Los soldados qui- 
ché seguían representando las tres cuartas partes de las compa- 
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ñías de infantería, caballería y artillería de Momostenango hasta 
el fin de la dictadura de Ubico en 1944. Al igual que sus homó- 
logos en las Sierras de Puebla e Ixtlán, los quichés de Momoste- 
nango sirvieron como guardia de palacio para sucesivos presi- 
dentes liberales. Carmack atribuye el éxito del municipio para 
evitar los extremos de la represión militar que sufrieron tantos 
otros pueblos de la Sierra Occidental durante la guerra civil de 
1979-1982 a la capacidad de aquél para movilizar a su propia 
milicia autóctona y hacerla desfilar en un momento crítico al 


comenzar la guerra.* 


¿Cómo podemos explicar la predilección de los regímenes li- 
¿ 8 
berales mexicano y guatemalteco por armar, movilizar y recom- 
y8 Y: 
pensar selectivamente a ciertas comunidades indígenas? ¿Se tra- 
taba de una prolongación de la pauta colonial de “divide y ven- 
cerás”, que enfrentaba a un pueblo o etnia con otro? Emilio 
Kourí ha documentado esta práctica para la región de Papantla 
(Veracruz), donde el gobierno se aprovechaba de los comandan- 
8 
tes totonacos “liberales” surgidos durante la Guerra de Inter- 
vención —siendo el más prominente el “Coronel” Simón Ti- 
burcio— para combatir a totonacos rebeldes (que se oponían a 
q 
la división de terrenos comunales y los nuevos impuestos) en las 
y p 
décadas de 1880 y 1890. Como mínimo, el reclutamiento de 
y 
los indios para la Guardia Nacional y la milicia sirvió como me- 
canismo canalizador de rebeldía y, por tanto, disminuyó el te- 
mor a la “guerra de castas”. Pero hay numerosos ejemplos tam- 
bién de comunidades indígenas que usaron el servicio en la 
Guardia Nacional, o el pago del “rebajado” (impuesto que pa- 

g que p 
gaban quienes elegían no servir en la Guardia Nacional), para 
defender los intereses de sus pueblos.*% Podemos acercarnos a 
una respuesta a estas preguntas con un examen más cercano de 
los tres casos, en torno a los siguientes temas: la “autonomía 

8 
ecológica”, la “segunda conquista”, el “militarismo indígena”, la 
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“geopolítica”, el “patriarcado heroico” y la “alfabetización co- 
munal”. 


Autonomía ecológica** 


Los guardias nacionales y las compañías de la milicia de las 
tres regiones se reclutaron en su mayoría de pueblos situados en 
tierra fría, en poblados de campesinos indígenas dedicados al 
cultivo del maíz cuyos ingresos adicionales provenían del pasto- 
reo de ganado y ovejas, telares de lana, el transporte y la mine- 
ría. Durante la desamortización de las propiedades comunales y 
corporativas la tierra en estas sierras alejadas no interesó a los 
fuereños, ya que los mestizos y los ladinos se ceñían a las tareas 
de gobierno, al comercio, a la contratación de mano de obra y a 
las inversiones en minería y producción de alcohol. Una base 
agrícola sedentaria y fija, una transición poco complicada (o 
fingida) de la propiedad comunal y corporativa a la propiedad 
privada, combinada con una relación simbiótica, aunque no 
equitativa, entre indígenas, mestizos y ladinos, demostraron ser 
elementos especialmente propicios para el reclutamiento mili- 
tar. El “contrato” era básicamente el de realizar el servicio mili- 
tar bajo el mando de sus propios oficiales electos de acuerdo 
con los “usos y costumbres” de la comunidad a cambio de exen- 
ciones de las contribuciones personales y prediales además del 
derecho de voz en disputas locales de índole jurídica. Ninguna 
zona de tierra caliente de México o Guatemala proporcionó 
buenos cimientos para una relación política tan duradera y acti- 
va entre campesinos indígenas y élites locales mestizas y ladinas. 
De hecho, en Yucatán y en la región totonaca del norte de Ve- 
racruz, el enfrentamiento entre agricultura de subsistencia y la 
invasión comercial resultó políticamente explosivo durante el 
mismo periodo.*? Por el contrario, las sierras en tierra fría ofre- 
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cían una base ecológica estable y duradera para el caciquismo 
“activo” que caracterizó al periodo liberal. 


La “segunda conquista” 


El concepto de Marcello Carmagnani de la “segunda con- 
quista” de las comunidades es útil a fin de comprender el co- 
mienzo de la tradición pretoriana campesina en cada una de las 
zonas.?+ A partir de finales de la década de 1840, coincidiendo 
con la guerra entre México y los Estados Unidos, las zonas más 
alejadas de las sierras, que habían sido gobernadas indirecta- 
mente y a distancia durante la época colonial, y que no habían 
experimentado reforma administrativa alguna desde la Indepen- 
dencia, se vieron expuestas a una intromisión de gobierno más 
activo a través de prefectos y jefes políticos mestizos y ladinos. 
En ocasiones, un indio también ascendía a tales puestos, como 
el general Juan Francisco Lucas, quien se convirtió en primer 
jefe político nahua del estado de Puebla en 1879. El patriótico 
soldado totonaco coronel Simón Tiburcio llegó a la jefatura de 
Papantla en 1869.% El reclutamiento militar, al igual que la 
creación de escuelas y bandas de música, ofrecían medios de 
movilización de los recursos de las comunidades indígenas en 
torno a un nuevo programa cultural y político controlado a ni- 


vel local.?* 


Los principales caudillos liberales en la Sierra de Puebla pro- 
cedían del pueblo minero de Tetela de Oro (de Ocampo des- 
pués de 1858). “Los tres Juanes” comenzaron su carrera profe- 
sional como preceptores de primeras letras en las escuelas de las 
aldeas: Juan Crisóstomo Bonilla y Juan Nepomuceno Méndez 
llegaron a ser gobernadores de estado, y el jefe nahua Juan 
Francisco Lucas, después de haber alcanzado el rango de general 
de brigada en la Guardia Nacional y de haber servido como jefe 
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político en Tetela, fue conocido en todo el país como el “Pa- 
triarca de la Sierra”. Porfirio Díaz inicio su ilustre carrera en 
1855 como prefecto y comandante de la Guardia Nacional en 
la Sierra de Ixtlán, y mantuvo un interés íntimo y paternal por 
la zona hasta su destitución como presidente en 1911. En Mo- 
mostenango, el ladino Teodoro Cienfuegos surgió como jefe de 
la milicia durante la década de 1890 y se convirtió en un incan- 
sable edificador de escuelas, cuarteles militares, puentes y carre- 
teras. El cenit de su influencia culminó con el dictador Estrada 
Cabrera cuando ocupó el cargo de ministro de Guerra y ascen- 
dió a oficiales indígenas por encima de los ladinos. En Momos- 
tenango, Teodoro Cienfuegos se alió estrechamente con las fa- 
milias nobles como los Vicos; “para los indios de Momostenan- 
go, Teodoro se convirtió en tat' rech tinamit, “padre del pueblo”. 
Su autoridad era incuestionable puesto que era fuerte e invenci- 
ble y poseía legitimidad como protector supremo de los in- 


dios”.> 


En las tres zonas, pues, un gobierno liberal más activo facilitó 
a mestizos y ladinos puntos de apoyo donde las comunidades 
indígenas habían hasta la fecha monopolizado los recursos y 
cultura locales. Sin embargo, el éxito de tal empresa, la adquisi- 
ción de esos asideros, exigió una estrecha colaboración con las 
élites indígenas que se vieron atraídas por el programa civiliza- 
dor. La Guardia Nacional y la milicia fueron un componente 
clave dinámico en esta nueva relación entre indígenas y no indí- 
genas. 


Militarismo indígena 


La Guardia Nacional y las compañías de la milicia estuvieron 
organizadas en esas tres zonas mediante un sistema tradicional 
de gobierno autóctono y sistema de cargos. El reclutamiento 
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corrió a cargo de principales y compañías bajo el mando de co- 
mandantes indígenas. Las autoridades de los pueblos sujetos ex- 
puestos a cabeceras exigentes desde el punto de vista fiscal, 
comprendieron la atracción de las exenciones fiscales y la in- 
fluencia simbólica que acompañaban al servicio militar. Robert 
Carmack describe cómo se consiguió esto en Momostenango: 


Los dirigentes ladinos utilizaron el servicio militar como asi- 
dero y adaptaron la organización de este a la estructura nativa 
tradicional. El personal militar no estaba obligado a ocupar car- 
gos religiosos o civiles y se permitió que grupos de hombres in- 
dígenas se especializaren en asuntos civiles y religiosos. Se per- 
mitió que los tradicionales grupos cantonales formaran unida- 
des milicianas a fin de que el cumplimiento de los deberes mili- 
tares estuviera bajo la supervisión de principales, conjuntamen- 
te con las necesidades e intereses locales. Se respetaron ciertas 
exigencias cantonales. El antiguo privilegio de San Bartolo en 
materia de utilización de armas pesadas fue respetado y los indí- 
genas de ese cantón funcionaron como las baterías de artillería 
de Momostenango. Se concedió que Pueblo Viejo, el casco an- 
tiguo original de Momostenango, tuviera su propia unidad mi- 
liciana bajo el mando de los caciques hidalgos residentes. Los 
Vicos de Buenabaj quienes, como descendientes de los caciques 
pre-hispanos, habían ostentado el privilegio de montar caballos 
durante el periodo colonial proporcionaron los cuatro escua- 
drones de caballería de la milicia de Momostenango.”” 


En Momostenango y en la Sierra de Ixtlán, las muy arraiga- 
das tradiciones de autoridad comunal, concedida a las familias 
principales por los quiché y los zapotecos, apuntalaron el “mili- 
tarismo indígena”. En la Sierra de Puebla, donde no existían fa- 
milias principales, las tradiciones más meritocráticas de lideraz- 
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go nahua renacieron en la Guardia Nacional. El prestigio de 
Lucas derivaba de su éxito en el campo de batalla y en la políti- 
ca en general. Los “jefes de armas”, quienes a través de su suce- 
sor Gabriel Barrios gobernaron la sierra durante la década de 
1920, eran todos “macehuales” (comuneros) y estaban orgullo- 
sos de esta categoría. Guatemala también dio muestras claras de 
avances similares en el mismo periodo cuando Jorge Ubico 
(1931-1944) se separó del liderazgo ladino (Teodoro Cienfue- 
gos) y de los principales de Momostenango, tan favorecidos por 
Manuel Estrada Cabrera (1898-1920), y fomentó una nueva 
clase de intermediarios indígenas que sabían leer y escribir, a 
quienes en quiché se referían como c'amalbe (líderes) o caciques 
(al igual que el PRI en México promocionó a los jóvenes escri- 
banos indígenas en los Altos de Chiapas durante las décadas de 
1930 y 1940):*8 “Podía observarse a estos c'amal marchando 
delante de las largas filas de indígenas celebrando cada victoria 
electoral de Ubico”.*? Aun así, no todo se desarrolló sin proble- 
mas bajo Ubico. Las milicias indígenas figuraron de modo pro- 
minente en las protestas de 1940 contra los trabajos forzados 
dentro del programa de construcción de carreteras que este dic- 
tador cruzaba en Harley-Davidson.*2 


Geopolítica 


Obviamente, este nuevo Estado liberal labrado por mestizos 
y ladinos no iba a consentir que todas las comunidades indias se 
armaran como si se tratara de un nuevo y atrevido compromiso 
en cuanto al autogobierno autóctono restaurado. El Estado li- 
beral en México y Guatemala se construyó tanto sobre la servi- 
dumbre y el peonaje como mediante la ciudadanía activa. El 
“militarismo indígena” fue más bien la excepción que la norma. 
Cada una de las tres regiones poseía una ventaja estratégica cla- 
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ve en el amplio marco de la creación de un Estado liberal que 
compensaba el hecho de otorgar a las comunidades indígenas 
poderes y privilegios que fueron denegados a grupos similares 
en otras partes. Las milicias de Momostenango ayudaron al Es- 
tado guatemalteco a cimentar el control político en toda la Sie- 
rra Occidental, en un momento en que las comunidades indí- 
genas se veían cada vez más presionadas como consecuencia de 
la revolución del café. Se dedujo que era más seguro militarizar 
Momostenango que Totonicapán (la capital del distrito), la cual 
poseía mala reputación como zona indisciplinada y rebelde. Cé- 
lebres por su extremo conservadurismo y religiosidad, la milita- 
rización de los indios de Momostenango por parte de los libera- 
les los apartó de sus mentores conservadores. 


Por su parte, la militarización de las comunidades indígenas 
al sur de la Sierra de Puebla (que comenzó bien temprano en la 
década de 1830 durante la pacificación de la rebelión de Olarte 
en Papantla) ayudó asimismo a los liberales a bloquear el acceso 
a esta posible cornucopia de hombres y víveres a los conserva- 
dores e imperialistas, al tiempo que creaban una reserva militar 
de fácil disponibilidad en el altiplano a lo largo del corredor de 
comunicaciones clave entre la Ciudad de México y Veracruz. 
Por otro lado, si la Sierra de Ixtlán, a la cual se accedía por un 
camino tortuoso y rodeado de montañas, contaba con una ubi- 
cación estratégica para facilitar la marcha hacia la capital del es- 
tado durante las décadas de 1850, 1860 y 1870, la entrada a la 
sierra resultaba casi imposible para las fuerzas externas de ocu- 
pación o pacificación. En la Sierra de Puebla, los pueblos igual- 
mente recónditos de Xochiapulco y Tetela de Ocampo, hogar 
de los “tres Juanes”, que se hallaban adentrados en la Sierra alta 
sin acceso vial, desempeñaron una función parecida como “ciu- 
dadelas de liberalismo patriótico”. 


“Patriarcado heroico” 
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y “alfabetización comunal” 


En su libro Sons of the Sierra: Juárez, Díaz, 82 the People of 
Ixtlán, Oaxaca, 1855-1920, Patrick McNamara adopta dos 
conceptos: el de “patriarcado heroico” (heroic patriarchy) y “al- 
fabetización comunal” (communal literacy), los cuales resultan 
útiles a la hora de definir cómo las comunidades indígenas, o al 
menos los líderes locales, supieron aprovechar las ventajas que, 
ante el Estado liberal y a largo plazo, proveía el servicio militar. 
El concepto de “patriarcado heroico” hace referencia a las peti- 
ciones y comunicaciones entre los pueblos y las autoridades su- 
periores, mediante las cuales los ciudadanos le recordaron a un 
gobierno paternal idealizado, los sacrificios patrióticos y de san- 
gre que habían acometido ellos o sus antepasados en la defensa 
de la nación, y las promesas del Estado en cuanto a exenciones 
fiscales y garantías constitucionales. El concepto “alfabetización 
comunal” hace referencia al proceso mediante el cual las comu- 
nidades cuyos miembros en su mayoría no sabían leer ni escri- 
bir lograron sortear estructuras políticas no democráticas gra- 
cias a la ayuda de los tinterillos locales (o mediante abogados y 
escribanos de las capitales estatales o de la capital nacional) y 
hacer llegar su voz a las autoridades superiores; con lo que Wa- 
tanabe llama “cultura procesal” (procedural culture).* McNa- 
mara explora estos vínculos externos por medio de cartas y peti- 
ciones (del archivo de Porfirio Díaz en la UIA) a fin de explicar 
cómo la Sierra de Ixtlán continuó ejerciendo su influencia sobre 
la política del estado y la federación mucho después de que sus 
líderes hubieran desmovilizado a las tropas y retornado a un 
provincialismo “campesino-burgués”. 

El discurso del “patriarcado heroico” fue exagerado en las tres 
regiones debido a la destacada participación de las guardias na- 
cionales y las milicias en los enfrentamientos patrióticos; en las 
sierras de Puebla y de Ixtlán contra los franceses y en Momoste- 
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nango en la guerra de 1906 contra El Salvador. En Puebla las 
peticiones de los veteranos consiguieron exenciones fiscales y 
una resolución favorable en cuanto a las disputas territoriales 
hasta bien avanzada la década de 1880. Lucas intercedió en 
nombre de las comunidades de donde provenían sus soldados 
durante la década de 1850 y la de 1860 hasta bien entrado el si- 
glo XX, y mantuvo el control de la sierra hasta que murió en fe- 
brero de 1917. Su sucesor, Gabriel Barrios, amplió la red de 
lealtades territoriales mediante los fjefes de armas”, quienes 
concentraban un alto grado de poder local como líderes indí- 
genas en México en las décadas de 1920 y 1930, durante una 
época durante la cual los intereses indígenas solían pasarse por 
alto. En la Sierra de Ixtlán, debido a la fama del padre del dis- 
trito (Porfirio Díaz), los veteranos lograron no solamente con- 
servar las armas sino también la exención fiscal hasta principios 
del siglo XX, 40 años después de acometidos los sacrificios pa- 
trióticos. Lucas no tuvo un homólogo zapoteco, aunque sí exis- 
tieron en la Sierra de Ixtlán jefes locales indígenas renombrados 
como Felipe García, de Guelatao (el lugar de nacimiento de 
Juárez), quien sirvió con Díaz desde comienzos de la Guerra de 
Reforma y cuyas firmas y recordatorios de servicios patrióticos 
aportaron un peso considerable a las peticiones (en 1903, a los 
96 años de edad, García continuaba haciendo peticiones).*% 


En Momostenango aún se recuerda con orgullo a Emilio Hi- 
dalgo, un oficial indígena que se distinguió por graduarse en el 
primer lugar de su generación en la academia militar (¡por de- 
lante del futuro presidente Miguel Ydígoras Fuentes!) y por su 
heroísmo y éxito al frente de las milicias de Momostenango en 
la guerra contra El Salvador. El escritor británico Aldous Hux- 
ley dibujó un triste boceto de un coronel indígena de la milicia 
de Momostenango en 1933: melancólico, bien educado y de- 
cente pero pobre, bebedor de whisky, acérrimo defensor de los 
indígenas, escritor de poesía y canciones que “ensalzaban el es- 
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píritu de lucha de los indios al resistirse a los conquistadores es- 
pañoles”. Concluye su visita al coronel con la siguiente observa- 
ción: “Es extraña ironía por la cual se podría decir que los indí- 
genas han asumido conciencia patriótica de raza únicamente 
como resultado de la educación del hombre blanco”.* 


Epílogo 


A comienzos del siglo XX, en la Sierra de Ixtlán las estrate- 
gias locales que apelaban al paternalismo liberal invocando una 
historia patriótica común se vieron atenuadas por una nueva 
generación de emprendedores mestizos que no poseían recuer- 
dos de primera mano del glorioso pasado patriótico liberal, y 
que intentaron tomar el control de los recursos de la Sierra Za- 
poteca. Además, surgieron conflictos dentro de las comunida- 
des de la sierra en torno al territorio, al control de la mano de 
obra, a la custodia de la memoria de Juárez, además de las elec- 
ciones. Ante el levantamiento de Madero en octubre de 1910, 
Díaz ordenó a Fidencio Hernández y a Guillermo Meijueiro, 
del linaje de los grandes caciques liberales de la sierra de media- 
dos del siglo XIX, que lo socorrieran mediante la rehabilitación 
del batallón de Ixtlán que el dictador había convocado por pri- 
mera vez en 1855. Aquéllos accedieron pero cometieron el error 
de dejar de lado a los principales y ancianos de los pueblos, y de 
armar a los indígenas más jóvenes. 


Con la caída de Díaz se desbarató el delicado equilibrio entre 
las etnias que se había mantenido gracias a una larga tradición 
de cooperación entre emprendedores mestizos y comunidades 
indígenas, cuando los principales zapotecos se dieron a las ar- 
mas en la rebelión de Ixtepeji en 1912. Los lazos de solidaridad 
e identidad surgidos en torno a la Guardia Nacional 50 años 
antes, que había servido para subrayar la relación de reciproci- 
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dad entre pueblos y autoridades superiores a lo largo del Porfi- 
riato, no pudieron restaurarse fácilmente. Las élites políticas de 
Oaxaca decidieron excluir a la Revolución en vez de permitir 


que ésta agudizara aún más estas divisiones.*é 


En la Sierra de Puebla y en Momostenango, por el contrario, 
el “militarismo indígena” asentado en la costumbre de armar a 
ciertas comunidades indígenas con el objeto de enfrentar a un 
grupo étnico contra otro o de generar apoyo en las guerras civi- 
les o resistencia patriótica frente al extranjero, duró hasta bien 
entrado el siglo XX. Las divisiones interétnicas brindaron al go- 
bierno la oportunidad de estrechar vínculos con los ciudadanos, 
a consolidar su control en el ámbito local, a la vez que cimenta- 
ban el apego de los ciudadanos al Estado. 


Conclusión: ¿convivencia o conflicto? 


¿Nos conducen estos tres casos del “militarismo indígena” a 
refutar la afirmación de Miguel Ángel Centeno en su libro 
Blood and Debt War and the Nation-State in Latin America 
sobre la renuencia general del Estado en Iberoamérica a recurrir 
al servicio militar como medio activo para el goce de los dere- 
chos de la ciudadanía o una participación más plena en la vida 
de la nación? En la mayoría de los casos, el oficio de las armas 
en México continuó considerándose como algo peor que una 


condena a prisión. 98 


Antes de la guerra entre México y los Estados Unidos y tras 
la revolución de Tuxtepec en 1876, las milicias que representa- 
ban la soberanía local, regional o estatal con demasiada eficacia 
o que eran controladas por las clases sociales y etnias oprimidas, 
se veían rápidamente desmovilizadas en el momento en que se 
tornaban demasiado amenazadoras. Entre 1854 y 1876, sin 
embargo, las guerras civiles y patrióticas abrieron oportunida- 
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des para líderes de ciertas comunidades de buscar un pacto con 
el Estado liberal a través del servicio militar. 


Estos tres casos, pues, demuestran un trade-off (intercambio) 
entre la naciente burguesía mestiza y ladina serrana” y las co- 
munidades indígenas armadas al mando de sus propios jefes, 
durante la fase inicial de la creación de un Estado liberal en 
México y en Guatemala. 


Ante las extraordinarias circunstancias políticas de las guerras 
civil y patriótica, estas comunidades étnicas aprovecharon una 
geografía que les era favorable, el servicio militar rendido y la 
memoria de estos sacrificios patrióticos para exigir un derecho 
de interlocución y de inclusión en la nación. En la Sierra de Ix- 
tlán, al igual que en la Sierra de Puebla: “Todos los hombres tu- 
vieron la oportunidad de unirse a la Guardia Nacional y todos 
podían afirmar haber desempeñado un papel importante en la 
defensa de la nación”. Sin embargo, después de la reelección 
de Díaz en 1880, aun en las ciudadelas del liberalismo patrióti 


co como Ixtlán, Xochiapulco y Tetela de Ocampo, este trade- 
off fue cada año más difícil de asegurar. 


Los acontecimientos en los Altos de Chiapas a finales de la 
década de 1860 confirman este pragmatismo por parte del Es- 
tado liberal mexicano. 


Una coyuntura que al otro lado de la frontera, en Guatema- 
la, hubiera, quizás, inspirado al Estado liberal a armar a las co- 
munidades indígenas de la Sierra Central, como hacía Rufino 
Barrios en Momostenango, hizo que el gobierno liberal de 
Chiapas, por motivos de rivalidad entre las élites de tierras altas 
(San Cristóbal) y bajas (Tuxtla), aplastara el movimiento sepa- 
ratista tzotzil y lo clasificara como “guerra de castas”.?% En todo 
caso, la violenta persecución del culto mariano sincrético sobre 
el que se basaba el movimiento separatista, provocó el levanta- 
miento de toda la sierra tzotzil contra el gobierno liberal, con 
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un mosaico de milicias bajo las órdenes de “generales” indí- 
genas. ¿Seguramente una oportunidad perdida para la creación 
de una “convivencia” con los pueblos indígenas y de formar un 
Estado liberal más eficaz??? 
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Modernización, religión e Iglesia 
en México (1810-1910): vida 


de rasgaduras y reconstituciones 


BRIAN CONNAUGHTON* 
La cristiandad hendida 


Lo religioso y lo eclesiástico han resultado sensibles siempre a 
los movimientos de cambio en la sociedad, bien por iniciativa 
propia o como pararrayos receptores, y especialmente la época 
moderna ha estado plena de impulsos y justificaciones de cam- 
bio. El hecho de que la edad moderna sea susceptible de fechar- 
se en sus inicios en distintos periodos o que la naturaleza y 
composición de lo moderno también pueda discutirse, no altera 
una dinámica fundamental: que lo moderno ha causado proce- 
sos sucesivos de crisis para la autoridad de las jerarquías eclesiás- 
ticas y dificultado la interpretación religiosa de la realidad, pro- 
blematizando simultáneamente las bases fácticas así como el 
significado social de la experiencia humana de lo divino. 

La vida en el Occidente medieval y México a partir de 1521 
estuvo marcada por un régimen de cristiandad en donde se pre- 
tendió no sólo la unión del trono y el altar, no menos que la de 
razón y fe, sino la fusión de valores y prácticas cristianas en to- 
dos los ámbitos de la vida. Los letrados en el servicio real, el cle- 
ro a cargo de los sacramentos de la fe, así como los oficiales mi- 
litares en sus labores bélicas, debían coincidir como funciona- 
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rios y servidores de los monarcas. Los fines temporales de las 
monarquías y los propósitos trascendentales de la fe habrían de 
complementarse.! En la vida diaria, los clérigos podían ocupar- 
se de perseguir el delito —no sólo el pecado espiritual — y pro- 
mover la educación y la salud pública, a la vez que los funciona- 
rios civiles velaban por el honor y prestigio del clero y la reli- 
gión dentro del contexto de una monarquía que se preciaba de 
su carácter católico.? 


No obstante, tal ideal político-religioso se fue desgastando a 
través del tiempo. Harold Laski asignó un papel importante en 
este desgaste a la Reforma protestante: “La noción de una auto- 
ridad única y universal extensiva a los límites de la vida social 
fue destruida enteramente cuando Lutero apeló a los príncipes 


en busca de la reforma religiosa”.* 


Sobrevino una situación en que los límites del mundo de la 
fe se recorrieron a las fronteras nacionales. Un nuevo énfasis en 
el derecho divino del soberano nacional restañó por un tiempo 
esta rasgadura en la cristiandad, hasta el advenimiento de la in- 
geniería sociopolítica introducida por la nueva ciencia humana 
de la economía política en el siglo XVHI. Con las consiguientes 
pugnas intestinas entre la monarquía reformadora y el clero, se 
tensó la vida de los estados confesionales, situación que se agra- 
varía al surgir el constitucionalismo parlamentario y la política 
basada en la soberanía popular. ! 


Los desgarres en el tejido de la sociedad cristiana conllevaban 
numerosos elementos. Ya otros autores habían detectado hendi- 
duras político-religiosas en el surgimiento de la razón descarna- 
da de Estado en la óptica de Maquiavelo o la defensa hobbesia- 
na de un equilibrio político internacional justificado por el an- 
sia de paz en desmedro de la ortodoxia tras las guerras religiosas 
del siglo XVII. Algunos señalaron rasgaduras epistemológicas 
en la merma del poder de la fe ante la revolución científica o en 
la duda radical de René Descartes en ese mismo siglo.? En un 
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artículo reciente Alan Knight se refiere al conjunto de corrien- 
tes intelectuales asociadas con la Ilustración —racionalismo, se- 
cularismo, humanismo y materialismo—; sugiere que marcan el 
hito decisivo en el paso a la modernidad y el valladar que todo 


país en proceso de modernización tenía que traspasar. 


Hay buenos elementos de análisis e importantes verdades en 
tales abordajes. A propósito de religión e Iglesia católica quizá 
la víctima de tal conjunto de cambios fue primordialmente la 
autoridad del soberano y del clero en la sociedad y los crecien- 
tes retos a su legitimidad y cómoda alianza. Si bien el cuestio- 
namiento a su autoridad se hizo extensivo a algunos aspectos de 
énfasis y práctica en el credo y el comportamiento religioso, fue 
menor el desencanto en relación con el fenómeno mismo de la 
fe en los países que alguna vez pertenecieron al Imperio espa- 
ñol. La polivalencia política y cultural de la fe, y su reciedum- 
bre y múltiples usos locales, permitieron que se modificaran o 
deshojaran capas enteras en la práctica político-religiosa del Es- 
tado y la sociedad de las naciones, incluso se impugnó su carác- 
ter confesional, sin que se nulificara la vida cristiana en el ámbi- 
to nacional ni mucho menos en la aldea. 

En la geografía sagrada del cristianismo sería desde luego ilu- 
sorio plantear que lo nacional y lo local se conservaban aislados 
uno del otro, máxime a partir del agitado siglo XVIII con mo- 
vilizaciones político-militares y el advenimiento de la soberanía 
popular como supuesto móvil y justificativo de la vida en socie- 
dad. En el Imperio español tardío, bajo la monarquía borbóni- 
ca, los estadistas argumentaban que la riqueza de las Indias eran 
los indios, y a éstos había que incluirlos y motivarlos según las 
nuevas directrices de la monarquía.” Desde las alturas del go- 
bierno madrileño partían tanto las cédulas reales como las di- 
rectrices pastorales orientadas a reordenar la vida hasta el ámbi- 
to local. Y desde las aldeas salían las quejas y demandas que 
cuando no eran satisfechas, trascendían ordinariamente los di- 
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versos niveles, de la localidad a la región, a la capital virreinal y 
eventualmente a la sede del poder imperial. Tal porosidad fue 
claramente civil y religiosa simultáneamente.* 


Desde luego, la intercomunicación entre localidades, diversas 
instancias de poder y pareceres no implicaban unicidad de cri- 
terios. Pero fue indispensable en el proceso mediante el cual la 
naciente ingeniería sociocultural de la economía política entra- 
ba en contacto e influía al horizonte local con sus múltiples ex- 
presiones. A partir de ese encuentro que se prolongó a lo largo 
del siglo XIX y más allá, los pueblos de México pisaron “el te- 
rreno inherentemente inestable de la modernidad” y experi- 
mentaron su “sentido de ambivalencia, contradicción y parado- 
ja” en materia religiosa. Los criterios de racionalización y ho- 
mogeneización afectaron el ámbito de las prácticas religiosas. La 
crítica a la tradición obtuvo visos de respetabilidad bajo la pro- 
moción de funcionarios reales y eclesiásticos. El ritmo del cam- 
bio probablemente no fue de la intensidad que Paul Vidal de la 
Blache observó en Francia, mediante el cual los paisajes rurales 
se volvieron a su juicio arreglos contingentes, pero sí suficiente 
para eventualmente producir “identidades híbridas” y “paisajes 
fracturados”. En la medida en que los cambios promovidos por 
la política imperial y luego nacional nulificaron cualquier aisla- 
miento local, todo sitio se volvía un lugar contingente, un te- 
rreno inestable, susceptible de las tensiones consecuentes a una 
problematización de la cultura heredada.? 


De tal manera, las sacudidas al régimen integral de cristian- 
dad se trasmitieron por medio de funcionarios del Estado y la 
Iglesia a todos los rincones de la vida social y dividieron cuando 
menos a las élites político-religiosas. En el ámbito local, pudie- 
ron contribuir al debilitamiento de la presencia y autoridad 
eclesiástica, sin reemplazarlas simultáneamente con el poder y 
prestigio de un Estado y su imaginario que apenas si nacía. No 
obstante, se propiciaba una visión más enaltecida de la sobera- 
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nía real a la vez que una vivencia más ética de la fe, directamen- 
te aplicable al desempeño cabal del trabajo y demás responsabi- 
lidades sociales. En las altas esferas intelectuales, se debatía en 
torno a la estructura de la Iglesia como comunidad religiosa — 
la eclesiología— y la conformación del saber en la sociedad. El 
máximo exponente de una Iglesia regalista en la Nueva España, 
misma que potenciara la autoridad de los funcionarios reales 
sobre la Iglesia, fue Antonio Joachín de Ribadeneyra Barrientos. 
Pero hubo sectores sociales pudientes que se interesaban en un 
cambio de las relaciones entre Iglesia y Estado para que la pri- 
mera se confinara a labores estrictamente sacramentales. El nue- 
vo modelo de Iglesia pretendía una nueva espiritualidad más in- 
teriorizada, alejada de los excesos barrocos que se habían acu- 
mulado en las prácticas populares. 


Las tensiones subsiguientes podían enfrentar no solamente a 
portavoces eclesiásticos y reales al más alto nivel, sino desparra- 
marse hacia los barrios citadinos y los pueblos campesinos co- 
mo Quimixtlán en la Sierra de Puebla, afectando a funcionarios 
menores, curas párrocos y los habitantes indígenas locales.* 

El siglo XVIII, en particular, fue un siglo rico en plantea- 
mientos críticos en torno a las tradiciones de fe y el conoci- 
miento heredado. La historia civil y eclesiástica, no menos que 
la teología, se orientaron a estudiar, desmenuzar y en su caso re- 
plantear la relación entre la actualidad que se vivía y las verda- 
des que se reclamaban como fundamento de la vida sociopolíti- 
ca y religiosa. Surgía una confrontación tripolar entre el pasado 
entendido como tradición, el presente comprendido en su no- 
vedad transicional, y el futuro como destino insoslayable de si- 
multánea ruptura y continuidad. El ideal utópico se podía fijar 
en el lejano pasado, en el prístino cristianismo de los primeros 
tiempos, pero el tiempo comenzaba a concebirse como movién- 
dose irremediablemente hacia delante en una nueva frontera 
donde el cambio permanente se postulaba sobre una renovada 
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visión crítica del pasado. El dilema característico de la moderni- 
dad ya se anunciaba: perpetuar la tradición o superarla en un 
toma y daca de oposiciones y confrontaciones.*! 


México: identidad católica, rasgaduras y composturas 


En este contexto se ubicaba el pensamiento crítico de mu- 
chos de los dirigentes de México en 1810. Cuestionaban simul- 
táneamente los orígenes de la autoridad en lo político y eclesiás- 
tico y ponían en alto su derecho a revisar y criticar el régimen 
vigente en materia civil y religiosa. A nivel de la dirigencia in- 
surgente en su lucha contra el poder virreinal y la jerarquía ecle- 
siástica que lo respaldaba, el México que pronto se haría inde- 
pendiente ya no era un régimen de cristiandad caracterizado 
por una tersa unión cívico-religiosa. La clase política y los pen- 
sadores del país, muchas veces idénticos, reflejaban las mudan- 
zas a que hemos aludido. México ya evidenciaba rasgaduras del 
tejido socio-religioso. El ideal de cristiandad, quizá siempre de- 
masiado utópico para ser vivido a plenitud, ahora comenzaba a 
tornarse inalcanzable.!? Cabe señalar que las Cortes de Cádiz 
(1810-1814) habían también dado impulso a esta nueva diná- 
mica promoviendo: 


un reformismo religioso que busca una Iglesia auténtica, sin 
corrupciones, de carácter nacional, y libre de las dependencias 
materiales del Antiguo Régimen. Con ello se pretendía trans- 
formar la religiosidad hispana, liberándola de las ataduras de 
instituciones opresoras (Inquisición, Roma...), de las servidum- 
bres de un culto barroco y complejo para los fieles... 


En cambio se procuraba que la religión se viera como “ele- 
mento liberalizador, precisamente por fundarse en las verdades 
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de la fe”.*3 Los diputados novohispanos enviados a Cortes y 
clérigos mexicanos prominentes se mostraron afines a tales 


planteamientos entre la segunda y la quinta décadas del siglo 
AL 


En el horizonte del México decimonónico viene bien la afir- 
mación de que la religión “se ha reconformado continuamente 
y se le han dado nuevas formas y significados a través del tiem- 
po”. Tanto su presencia, como sus muchas reformulaciones en 
dimensiones personales e institucionales, fueron parte funda- 
mental en el México de 1810/1821 a 1910/1917. Las tensiones 
y reacomodos consiguientes pueden explicar los “enigmas de la 
secularización” que se experimentó como un proceso funda- 
mentalmente disparejo, discontinuo e incompleto.** Si bien, 
como algunos autores han argumentado, el siglo se caracterizó 
en México por una secularización de la relación entre el Estado 
y la sociedad, al adoptar aquél un carácter oficialmente laico y 
separado de la Iglesia católica y cualquier religión en la Consti- 
tución de 1857 y más radicalmente en las Leyes de Reforma de 
1859-1860, persistió pese a ello una relación peculiar no liberal 
——<ue cuando menos un autor ha llamado corporativa— entre 
Iglesia y Estado.** La religión y la religiosidad adquirieron un 
peso aún más complejo y conflictivo en la vida nacional, sin 
que se finiquitara ni su presencia, ni su carácter identitario ni 
sus posibilidades latentes de expresión política. Citando nueva- 
mente a Sheehan, en este contexto hace falta saber fcómo la re- 
ligión se modernizó, cómo se reconstruyó de tal manera que se 
incorporara en el tejido de la modernidad”,'” como trama ten- 
sionada y hendida, ya que hay pruebas palpables de vitalidad en 
las creencias religiosas de muchos católicos mexicanos no me- 
nos que de miembros de otros credos religiosos que habían pro- 
liferado desde finales del siglo XIX más allá de lo que hubieran 
podido imaginar los defensores de la tolerancia religiosa en los 
congresos nacionales y prensa mexicana hasta 1857.18 
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Un aspecto de la modernidad —debido a la multiplicación 
de parámetros de legitimidad en el conocimiento, el origen y 
alcances de la autoridad política y eclesiástica así como los dere- 
chos de individuos y grupos minoritarios— es ciertamente la 
confrontación en materia religiosa. Una vertiente importante de 
las relaciones entre la Iglesia católica y el Estado en México en 
el siglo XIX se localizó en el rechazo por parte de la jerarquía 
eclesiástica a cualquier escisión en el tejido cristiano —católico 
— del país y desde luego la separación Iglesia y Estado. Sin em- 
bargo, como lo demuestra la historia del patronato sobre la 
Iglesia católica, buscado por distintos gobiernos hasta La Refor- 
ma, la pretensión de una unidad cívico-religiosa nacional era 
ampliamente compartida por funcionarios civiles, clero y 
miembros de la sociedad, acercando a personas de tendencias 
políticas adversas.*? Fue motivo de enconada disputa el peso re- 
lativo del Estado y el clero en tal unión pretendidamente estre- 
cha. Los portavoces liberales del Estado exigían que el clero se 
pusiera al día, que admitiera los principios fundamentales de la 
economía política en su conducta, y que aceptara la compatibi- 
lidad entre los valores cristianos y las libertades republicanas. 
Durante mucho tiempo tales ideas provocaban inquietud y 
cuando más rechazo de planteamientos puntuales, más que re- 
pudio general y sistemático, por parte de portavoces eclesiásti- 
cos. El discurso eclesiástico y los escritos defensores de una pos- 
tura moderada pudieron mientras tanto incorporar a su defensa 
de la ortodoxia católica una buena dosis de alusiones liberales y 
patrióticas orientadas a afirmar la conciliación posible entre fe y 
progreso. Sin embargo, los acelerados intentos de reforma ecle- 
siástica unilateral desde el Estado en 1833-1834, y nuevamente 
hacia 1855-1857, cristalizaron una oposición más radical por 
parte del clero.?2 


La tensión cívico-religiosa giraba mayormente en torno a la 
autoridad. Pero desde el concordato español de 1753, la pro- 
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fundización de las llamadas reformas borbónicas y el cuestiona- 
miento por los portavoces insurgentes entre 1810 y 1821 del 
buen juicio y jurisdicción efectiva de los obispos y cabildos 
eclesiásticos en materia política e incluso religiosa, surgió una 
creciente incógnita en lo relativo al gobierno de la Iglesia. En 
los años veinte un sector del clero era acusado de subversivo, 
añoroso de la monarquía española y activamente ultramontano 
en sus relaciones con la Santa Sede en Roma. Algunos liberales 
ostentaron tesis eclesiológicas sobre la Iglesia como histórica- 
mente republicana, no monárquica, y muchos reclamaron que 
el clero se acogiera plenamente a los valores de la república.?* 
Prominentes figuras eclesiásticas participaron en los gobiernos y 
los congresos de los años veinte y principios de los treinta, mu- 
chas veces como portavoces de vanguardia que parecían pronos- 
ticar un éxito eventual para tales planteamientos.?? El catolicis- 
mo liberal, o liberalismo católico, llegó a tener un peso crecien- 
te, pero jamás tuvo un anclaje tan firme como la antigua alianza 
entre el trono y el altar, porque el Estado mexicano jamás logró 
amparar sus derechos de patronato sobre la Iglesia en un con- 
cordato con Roma, y las opiniones que aunaban catolicismo y 


liberalismo fluctuaban de continuo.?% 


Aunque se aceptaba el derecho canónico a censurar la discu- 
sión pública en la prensa, los resquemores frente a los antiguos 
abusos inquisitoriales produjeron desde las Cortes de Cádiz, y 
nuevamente en la Constitución mexicana de 1824, una libertad 
de imprenta sólo sujeta a crítica y castigo en publicaciones ya 
realizadas.2* Esto era altamente ineficiente como medida de 
control y más mientras se multiplicaban las imprentas y los fo- 
lletos y periódicos en circulación. El catolicismo se desplazaba 
inconteniblemente hacia el foro público. Esto haría que el ensa- 
yo de México en su vida republicana, como vehículo político de 
consolidación nacional, se acompañara de una creciente discu- 
sión sobre la estructura de la Iglesia, la naturaleza y el poder del 
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clero, las prácticas apropiadas de la fe, la relación entre fe, razón 
y ciencia, y desde luego los nexos entre fe, gobierno y pueblo.?* 
Y tal como sucedía en el caso del liberalismo que se anunciaba 
católico y aspiraba a fortalecer un catolicismo liberal, se harían 
presentes paulatinamente los portavoces de una visión católica 
contraria, llenando el foro público de protestas, reclamos y lec- 
ciones de ortodoxia que revelaban, más allá de la moderación 
demostrada por muchos autores, una veta de oposición que se 
conectaba con una reacción católica más generalizada a las luces 
del siglo XVIII y su secuela en el XIX.?6 Figuras de una fuerte 
inclinación conservadora, no obstante, podían evidenciar es- 
fuerzos importantes en pos de una reconciliación entre lo repu- 
blicano y la fe católica, o las luces del siglo y el dogma. Mijan- 
gos ha destacado en este sentido el esfuerzo de Clemente de Je- 
sús Munguía por defender el papel de la Iglesia dentro de una 


nueva sociedad republicana en México.?” 


La tensión entre tendencias católicas contrarias a la Ilustra- 
ción y aspectos medulares del liberalismo decimonónico tenía 
su epicentro en Francia. Se orientaba a lo concreto en su for- 
mulación ideológica: 


[e] nfatizando la fuerza de la historia y la tradición, la capaci- 
dad inherente de los seres humanos para el mal, y el peligro de 
la licenciosidad intelectual, fundía el discurso antifilosófico del 
Antiguo Régimen con la experiencia de los mil setecientos no- 
venta para destacar la verdad y la necesidad de la religión, una 
familia patriarcal fuerte, y la soberanía sacral e inalienable de la 
autoridad política como los únicos medios para prevenir la re- 
currencia de los horrores cuyo recordatorio vivo era la Revolu- 
ción [Francesa].?8 
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La derecha católica de Francia logró arrojar al escenario polí- 
tico-religioso unos axiomas de gran fuerza y perdurabilidad: 
“[e]l peso de la historia, la primacía del todo social, la centrali- 
dad de la familia, la necesidad de la religión, y los peligros de la 
tolerancia —estos principios eran tanto modernos como eter- 


nos”.?? 


Pero México en 1821 tendría por delante décadas de debate 
público y una nueva e insólita historia de confusión e ineficien- 
cia gubernamental, guerras civiles y derrotas externas antes de 
erosionar los esfuerzos de clérigos y pensadores laicos en pos de 
aunar catolicismo y las “luces del siglo”, estrechar los nexos en- 
tre Estado e Iglesia, y basar la identidad nacional moderna y li- 
bertaria —cifrada en el lema oficial de “Dios y Libertad”— en 
símbolos religiosos.*% El clero mexicano estuvo profundamente 
dividido cuando menos desde la época independentista (1810- 
1821). Ciertos clérigos importantes habían ganado un lugar re- 
levante dentro del imaginario patriótico mexicano por su entre- 
ga a la causa de la Independencia. Paralelamente, otros sacerdo- 
tes habían representado a la Nueva España en las Cortes de 
Cádiz, defendiendo la representación americana en ese cuerpo, 
abanderando los derechos políticos de indios y castas, y exigien- 
do respeto por los intereses de los reinos de ultramar. En los 
años veinte, fue notable el fuerte compromiso de muchos cléri- 
gos mexicanos con la instauración del régimen republicano y el 
federalismo. Además de apoyar la Constitución de 1824, pusie- 
ron su empeño en promover reivindicaciones regionalistas co- 
mo la erección de obispados en diversos estados de la república. 
Su largo compromiso con la renovación de la espiritualidad re- 
ligiosa los acercó a problemáticas sensibles para los promotores 
de una nueva ciudadanía. Muchos clérigos dieron su apoyo a la 
supresión de la Inquisición (1813/1820), fueron críticos de la 
actuación política de la Santa Sede, favorecieron un gobierno 
eclesiástico relativamente descentralizado de mayor poder epis- 
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copal, promovieron la generalización y actualización de la edu- 
cación, así como toleraron o fomentaron la discusión de refor- 
mas que afectaran al clero en sus relaciones con el Estado y la 


sociedad nacional.?! 


Más que una confrontación abierta entre pareceres claramen- 
te deslindados, en las primeras tres décadas posteriores a 1821 
hubo un roce frecuente entre las exigencias de la fe y la econo- 
mía política, entre prácticas religiosas y creencias dogmáticas. 
Es decir, el acomodo entre el legado católico y el destino nacio- 
nal se tensó mediante la crítica del modus vivendi sin proble- 
matizar el carácter perdurable de México como nación católica. 
Resultó cuestionado el clero más que la fe, el signo político más 
que la razón y veracidad de la creencia religiosa. Hubo disputas 
en torno a los rumbos de la educación católica, pero nada que 
indicara una descatolización de la enseñanza. El patronato fue 
debatido en cuanto a su origen, significado y puesta en marcha, 
pero hasta los años cincuenta no se cuestionó abiertamente su 
idoneidad para regir los destinos político-religiosos de un Méxi- 
co católico.?? El foro público en lo político-religioso fue rico en 
publicaciones, pareceres y argumentos matizados, dentro de de- 


bates contenciosos.?* 


Desde la década de los veinte, parte importante de la discu- 
sión pública en México se había dado en torno a la estructura 
de la Iglesia y el peso relativo de las iglesias nacionales y sus 
obispos dentro de la Iglesia universal. Se cuestionó mucho el 
papel del clero, señalando sus nexos con España, cercanía al pa- 
pado y afinidad con soluciones monárquicas a los dilemas polí- 
ticos. Sin embargo, el liberal reformista Tadeo Ortiz de Ayala 
en 1832 elogió al clero francés como digno ejemplo para los 
clérigos mexicanos, señalando su carácter austero y mejor edu- 
cación. Aconsejaba Ortiz la reforma de los seminarios mexica- 
nos y el lucimiento de los clérigos por medio de su moderación 
en una época de necesarias reformas.?** En 1844 otro liberal, 
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Luis de la Rosa, subrayaba la importancia del sermón y el púl- 
y: y 

pito en la cultura nacional y aconsejaba su fortalecimiento me- 

diante un buen apoyo en las “ciencias eclesiásticas”.3? 


Persistiría largamente este tono moderado. A principios de 
los años cincuenta, para el reformista Francisco Zarco el catoli- 
cismo era simultáneamente religión y guía civilizatoria. En su 
concepto, en política se combinaba mejor con el liberalismo 
que con el conservadurismo, porque su mensaje era de libera- 
ción y superación del ser humano y su vida. Desarrolló un aná- 
lisis según el cual México, independiente de España, heredó 
prácticas religiosas alejadas del espíritu evangélico e historia 
temprana de la Iglesia y debió proseguir en las reformas inicia- 
das bajo Carlos 111 y Carlos IV. Llamaba, pues, por transforma- 
ciones en la conducta del clero y el comportamiento popular en 
materia religiosa. Exigía una ética más adusta y una conciencia 
mayor de las implicaciones de los principales dogmas de la fe 
para la vida en sociedad. Denunciaba, de consuno, la hipo- 
cresía, el egoísmo disfrazado de piedad, y la superstición que so- 
cavaba la fe solapando los vicios populares. Para Zarco el dog- 
ma de la redención era la muestra palpable de que catolicismo y 
costumbre no eran lo mismo, y que el mensaje íntimo del cris- 
tianismo era de renovación espiritual constante, individual y 
colectiva.? 

Eventualmente una hacienda nacional en bancarrota crecien- 
te a partir de 1828 contribuyó con fuerza a problematizar la ri- 
queza eclesiástica en la mente de los pensadores cercanos al Es- 
tado. Y los reparos de los portavoces clericales contra medidas 
gubernamentales unilaterales y ataques en la prensa hicieron 
que los defensores del liberalismo intensificaran sus acusaciones 
de oscurantismo, fomento de una cultura supersticiosa y actos 
de subversión de parte del clero.” Pero sólo sería así en 1848, 
cuando en el mismo mes de febrero México firmaba el tratado 
de Guadalupe-Hidalgo con Estados Unidos, y Francia presen- 


295 


ciaba la caída por segunda vez de la monarquía, que la amargu- 
ra de la derrota frente al vecino del norte se combinó con la dis- 
cusión de la constitución histórica del país para dar fuerza y 
consistencia a la crítica católica sobre los derroteros de la nación 
desde 1810. 


En la inmediata posguerra, el periódico El Universal denun- 
ció la soberanía popular, las elecciones, la libertad de imprenta 
y todo lo que pudiera asociarse con el liberalismo, y se formó 
un partido conservador que planteaba llevar tales ideas a la 
práctica política. Entre sus contrincantes liberales, los hombres 
más decididos se hacían llamar puros. Pero su camino aún sería 
largo. Luis Gonzaga Cuevas contó que en 1833 el partido libe- 
ral había comenzado una lucha social que pretendía “un cambio 
de tal naturaleza que apenas deje vivo el recuerdo de nuestro 
origen y nuestras costumbres”, pero sus “principios [...] estu- 
vieron condenados por muchos años a un desprecio tal que pa- 
recía que no volverían a invocarse nunca”. La década posterior a 
la guerra con Estados Unidos (1846-1848) cambió esto. A la 
sombra de la dictadura conservadora de Antonio López de San- 
ta Anna de 1853 a 1855, los liberales lograron afianzar un pro- 
grama de regeneración para un México cuyo atraso y debilidad, 
y por ende vulnerabilidad, asociaban con el catolicismo. A los 
ojos de Cuevas, su programa constituía un corte de raíz con las 
tradiciones nacionales. 

Sus preceptos, fueron: “La Iglesia aborrece las luces y es ene- 
miga de los progresos de los pueblos [...] La Iglesia es poderosa, 
y su riqueza está estancada, sin proporcionar ninguna ventaja a 
la gente que pide trabajo, actividad y vida [...] La Iglesia hace 
contrapeso al poder civil y no es posible conciliarla con su sobe- 


ranía e independencia...”%8 


El liberal Juan Bautista Morales, sin embargo, ofrecía una vi- 
sión distinta el 6 de octubre de 1855. En un largo artículo en el 
periódico El Siglo Diez y Nueve, Morales subrayaba el atraso 
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económico del país y sus constantes caídas en gobiernos despó- 
ticos, reclamando al clero responsabilidad en la solución del 
problema. Espetaba dramáticamente: “Es un hecho innegable 
que los paises católicos son los mas atrasado en todos [los] ra- 
mos [...] ¿Los pueblos católicos están acaso condenados á ser la 
hez del género humano?” 


Para dar una respuesta negativa a su pregunta retórica y aca- 
bar con los rezagos de la república, demandaba Morales al clero 
fomentar la superación de las personas y acoplar sus destinos a 
un régimen político liberal: *[s]i los eclesiásticos procuraran por 
su parte ser liberales, las naciones católicas no se verian en el 
atraso en que se hallan”. En los regímenes de intolerancia y pre- 
dominio eclesiástico el clero no se comportaba con la amplitud 
de criterios que en países tolerantes. 


Morales insistía: “[s]i sus individuos fueran liberales, si se 
prestaran con dignidad a promover y sostener las ideas que lo 
son, ¡cuánto bien podian haber conseguido para la iglesia y para 
la república!” Era necesario que se amalgamaran los eclesiásticos 
con los liberales.?? 


Las nuevas energías religiosas 


Sin embargo, la confrontación ahora más cabal de una dere- 
cha y una izquierda católica en México a partir de 1848 no ab- 
sorbió en sí toda la historia de las peripecias del catolicismo me 


xicano en el proceso de modernización del país. Es significativo 
que los visitantes extranjeros comentaran una dinámica religio- 
sa que estaba en movimiento a través de la sociedad. Por ejem- 

plo, el primer representante estadunidense en México, Joel Ro- 
berts Poinsett, opinaba que los campesinos mexicanos eran *so- 
brios, industriosos, dóciles, ignorantes y supersticiosos y dejan 

que sus sacerdotes o amos los manejen para bien o para mal”, 
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pero anotaba que la Independencia había mermado su “apatía”. 
Criticaba la susceptibilidad de ricos y pobres al poder clerical, 
para luego apuntar una tendencia contraria en la clase media: 


Los sacerdotes ejercen en México una influencia ilimitada so- 
bre las clases altas y bajas y, salvo algunas excepciones honora- 
bles, se oponen a las libertades civiles. Quizá no sea del todo 
exacto considerar la influencia del clero como limitada exclusi- 
vamente a las clases altas y bajas de la sociedad, pero ciertamen- 
te una grandísima proporción de la clase media está exenta de 


ella.% 


Si Poinsett ya en los años veinte veía a una clase media en 
proceso de liberarse de una prevaleciente influencia sacerdotal, 
la señora Calderón de la Barca notaba características contradic- 
torias del catolicismo a comienzos de los años cuarenta. Critica- 
ba que “la religión se usa para santificarlo todo, bien o mal [...] 
el ladrón pone una cruz a la entrada de su guarida, y los expen- 
dios de pulque suelen llamarse “Pulquería de la Santísima Vir- 
gen”.41 Asimismo, le parecía que los misterios cristianos sólo 
impresionaban al indio “de bulto”, con imágenes y fiestas reli- 
giosas ostentosas. Comentaba el uso exagerado de cohetes para 
toda ocasión y repetidamente en cada una, si bien manifestaba 
el peligro de trocar esta religiosidad de antiguo signo por una 
secularidad estadunidense importada. En cambio, Calderón 
de la Barca redactaba notas favorables sobre el elocuente ser- 
món de viernes santo por el presbítero José María Iturralde,% 
reconocía cierta espiritualidad apreciable en las ceremonias ca- 
tólicas del país que comparaba favorablemente con la austeri- 
dad de la iglesia escocesa,*% y asimismo llamaba la atención so- 
bre los piadosos ejercicios religiosos que realizaban anualmente 
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hombres y mujeres entre las personas que le tocó tratar durante 


su estancia en México.% 


En la década de los setenta el sucesor de Poinsett, John Wa- 
tson Foster, observaba que el ethos del catolicismo mexicano 
cambiaba perceptiblemente acorde con sus nuevas experiencias. 
Si bien el protestantismo en sí hacía escasos avances en la socie- 
dad mexicana, Foster notaba una influencia de distinta índole: 


bajo otros aspectos ha[bía] obtenido [el protestantismo] una 
influencia notable sobre la Iglesia Católica de México. Esta se 
ha puesto en movimiento por la rivalidad para desarrollar ma- 
yor atención a sus escuelas parroquiales y ha modernizado el ca- 
rácter de la instrucción. La Biblia ya no es un libro cerrado para 
los católicos. En tiempos pasados, antes del advenimiento del 
protestantismo, muy pocos sermones se oían en las grandes ca- 
tedrales e iglesias parroquiales. Ahora se dice un sermón los do- 
mingos en la mayor parte de ellas y aún celebran con frecuencia 
“misiones”, o lo que comúnmente se llama servicios de desper- 
tar religioso. El resultado ha sido que las iglesias, grandes y pe- 
queñas, han sufrido una transformación con la introducción de 
bancas o asientos, que antes eran casi desconocidos, de modo 
que los fieles pueden oír el sermón con provecho y bajo otros 
conceptos se las tiene barridas y adornadas. Se ha prestado ma- 
yor atención a la educación y preparación para el sacerdocio y 
los obispos han vigilado más cuidadosamente de la moral del 
bajo clero. Bajo este respecto, el protestantismo ha resucitado 
un espíritu de rivalidad en la antigua religión, despertando sus 


energías a una vida y actividad nuevas.* 


Estas nuevas “energías” del catolicismo se remontaban en rea- 
lidad al siglo XVIII, continuaron en medio de los conflictos de- 
cimonónicos y la apertura del país a la tolerancia religiosa, y so- 
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brevivirían a las derrotas políticas sufridas por los conservadores 
mexicanos a mediados del siglo. Pese al carácter frecuente- 
mente enconado del debate público en materia de las prácticas 
de la fe, siguieron en pie esfuerzos por la reforma de la Iglesia 
en sus expresiones tanto éticas como institucionales. Comen- 
zando en los años treinta, se instituyeron reformas en los pro- 
gramas de los seminarios que reforzaron los estudios en mate- 
rias como disciplina eclesiástica, sagradas escrituras, dogma, le- 
yes canónicas, griego y latín, y adicionaron cursos de matemáti- 
cas, física, francés e inglés.18$ En Michoacán el obispo Juan Ca- 
yetano Gómez de Portugal aprovechó la supresión de la coac- 
ción estatal en el cobro del diezmo, en 1833, para llevar a cabo 
un viejo sueño de los reformadores católicos y repartir este in- 
greso eclesiástico más ampliamente entre los curas de parroquia. 
El arzobispo Manuel Posada y Garduño, primer arzobispo 
nombrado en el México independiente entre 1840 y 1846, vigi- 
ló activamente las labores de sus clérigos para procurar que és- 
tos fueran “espejos de virtudes” o, en caso contrario, sometidos 
al juicio y castigo que su conducta errada mereciera. Prestó gran 
atención al respeto del arancel vigente por servicios eclesiásti- 
cos, para evitar cobros indebidos, y fue atento a las exigencias 
justificadas de los gobernantes en materia del gobierno parro- 
quial. A semejanza del obispo Portugal de Michoacán, llevó a 
cabo en 1845 un reparto nuevo de diezmos favorable a los pá- 
rrocos.*? Lázaro de la Garza y Ballesteros, obispo de Sonora de 
1837 a 1851 y arzobispo de México a partir de este último año, 
se identificó claramente con una Iglesia regida por renovados 
ideales de servicio y austeridad. No fue ajeno a la necesidad de 
reformas políticas en el país, si bien insistió con el presidente 
Ignacio Comonfort que éstas debían realizarse sin atentar 
contra la Iglesia. A su clero le marcó tanto en Sonora como Mé- 
xico altas metas de cumplimiento en materia de educación es- 
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merada, residencia física en sus parroquias, trato digno a los fe- 


ligreses y el ejercicio apropiado de la predicación.* 


A partir de 1844 se establecieron en México las Hermanas de 
la Caridad como una nueva orden religiosa dedicada a la aten- 
ción de problemas sociales. “Irocaron la antigua devoción con- 
templativa de la clausura por la vida activa al servicio del próji- 
mo en hospitales, centros de beneficencia y escuelas. En vez de 
votos perpetuos que pudieran verse como atentatorios contra la 
libertad individual, hacían votos temporales y renovables. Lejos 
de constituir una carga económica para las fuerzas productivas 
de la sociedad, las Hermanas financiaban su manutención con 
el producto de su trabajo en la sociedad. Sus miembros se mos- 
traban útiles en una sociedad ávida de educación y mejoría so- 
cial, y las candidatas a integrarse en esta vida católica activa fue- 
ron educadas como maestras y enfermeras, respondiendo al 
ideal decimonónico de una mujer mejor preparada. En plena 
Reforma y pese a las medidas de expulsión contra las órdenes 
religiosas tradicionales, el gobierno de Benito Juárez tuvo a bien 
amparar estas nuevas congregaciones religiosas en notable ex- 
pansión.?* 

Estas importantes transformaciones del mundo religioso me- 
xicano incluían no sólo búsquedas de una depuración de la fe y 
el comportamiento de clérigos y feligreses, sino una intensifica- 
ción de la religiosidad mediante la educación y las prácticas de- 
vocionales. El guadalupanismo nacionalista se iba fortaleciendo 
y la prensa católica estuvo muy activa para orientar al público 
en materia de discusión de la fe y sus prácticas, incluso recu- 
rriendo a traducciones del francés para reforzar la visión del 
comportamiento religioso y social idóneo del sacerdote.*? Pero 
esta ansia de intensa vida religiosa llegaba incluso a extenderse 
claramente más allá de la ortodoxia católica. Con apoyo guber- 
namental, durante algunos años, inconformes con el ritmo y el 
signo de los cambios en el interior de la Iglesia católica, busca- 
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ron la constitución de una Iglesia católica nacional, separada de 
la jerarquía católica nacional y del Vaticano.?% Al mismo tiem- 
po, importantes tareas de la caridad cristiana se secularizaron 
como una beneficencia laica bajo el impulso estatal.*% Luego, 
además del advenimiento del protestantismo desde mediados 
del siglo XIX, el espiritismo fue una exploración religiosa im- 
portante para ciertos grupos y personas en medio de una enco- 
nada disputa en torno a la religiosidad que más convenía a la 
nación y sus derroteros. Y hubo apropiaciones populares de una 
tradición profética e inmanentista que no se fijó mayormente 
en el clero católico o las doctrinas y prácticas que propiciaba.?* 


La Iglesia católica respondió a los retos del momento de di- 
versas maneras. Hay claros indicios de que aprendió a negociar 
con sus feligreses extraviados, en particular los que se habían 
beneficiado con la desamortización de la Reforma para reincor- 
porarlos a la grey. Reordenó las prácticas de la fe en sus diócesis, 
expurgando algunas poco ortodoxas y/o centrífugas y centrali- 
zando las actividades bajo una clara dirección episcopal.** Se 
desplegaron enormes energías para recatolizar la sociedad y en- 
mendar las rasgaduras de su tejido sociorreligioso, proyectando 
la fuerza del catolicismo sobre la educación, la lectura y los gru- 
pos sociales emergentes.” Desde la República Restaurada el pe- 
riodismo católico creció y se orientó a un público amplio, in- 
cluso explícitamente el “pueblo pobre y poco ilustrado”. A me- 
diados de los años setenta, El Mensajero Católico se enorgulle- 
cía por haber despejado el prejuicio de que el catolicismo era 
antagónico con la libertad, el republicanismo y las instituciones 
democráticas. Se pretendió crear una “literatura católica” para 
contraponerla a la de sus contrincantes políticas bajo el influjo 
liberal. Adicionalmente, en una tónica muy distinta, aún no se 
ha sopesado plenamente el esfuerzo de escritores católicos, co- 
mo Agustín Rivera, quienes individualmente se esforzaron por 
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aunar el liberalismo triunfante en la esfera política con sus 
creencias católicas.*8 


En todo caso, los católicos respondían activamente a los de- 
safíos de sus rivales, pese a su derrota política en 1867. En par- 
ticular, las ideas liberales y la presencia del protestantismo los 
acicatearon para aspirar a una presencia mayor en la prensa pe- 
riódica, en la literatura en general y hasta en la vida de los pue- 
blos cercanos a las ciudades principales como la de México. 
Con obras sociales inspiradas en san Vicente de Paul, un nuevo 
papel para la mujer y sobre todo para las señoras católicas —eje 
fundamental para la familia en la base de la reconstrucción so- 
cial—, la introducción de escuelas, así como la promoción de 
nuevas materias como la economía política en los estudios cató- 
licos, se pretendía poner al catolicismo a la altura de la época y 
redefinir su papel en la sociedad mexicana con el apoyo de la 
opinión popular.*? 

En este contexto, Moisés González Navarro ha insistido en 
que pese a la derrota de los conservadores católicos en la Guerra 
de Tres Años (1858-1860) y el Segundo Imperio (1863/1864- 
1867), los fieles hallaron nuevas posibilidades de reafirmarse, 
pues la nueva orientación social del catolicismo les daría nueva 
vida, y su formulación mayor la daría León XIII en 1891. Sig- 
nificativamente, con la encíclica papal de Rerum Novarum ese 
año “se hacía patente que la economía política estaba indisolu- 
blemente ligada a la teología”. “Tal paso era un adelanto relevan- 
te frente a algunas posturas anteriores. Suscitó comentarios fa- 
vorables de parte de prominentes liberales como Justo Sierra, 
pese a que este nuevo protagonismo permitió que la prensa ca- 
tólica defendiera valores cristianos antiguos, por ejemplo el cor- 
porativismo, “como un instrumento eficaz para devolver al tra- 
bajo su dignidad y al trabajador su estímulo”.*! A finales del 
crecimiento capitalista intenso y socialmente injusto del Porfi- 
riato, se realizaron congresos católicos entre 1903 y 1910 donde 
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las doctrinas sociales católicas podían discutirse y relucir frente 
a las injusticias que había provocado el liberalismo.*? En 1906 
Miguel Palomar y Vizcarra denunció el capitalismo como “pro- 
ducto de la irreligiosidad”.£% Los congresos católicos se antici- 
paron a muchas de las críticas sociales axiomáticas del siglo XX, 
si bien “en general, [eran] más certeros en el diagnóstico de los 
males sociales por ellos descritos, que resueltos en la terapéutica 
propuesta para su remedio”. Sintomático de los tiempos fue 
que Miguel de la Mora, canónigo magistral de la Iglesia de 
Guadalajara, pidiera en una reunión católica de 1910 que se 
entablara “la enseñanza de la sociología y de la economía social 
en las escuelas para eclesiásticos”.9 Todo sin que desaparecieran 
las reminiscencias de confrontación con el liberalismo, pues 
Trinidad Sánchez Santos sostenía que “la lucha entre el capital y 
el trabajo era obra de la masonería en contra de la autoridad y 
la propiedad”.*6 

El catolicismo social evidenció una fuerte influencia del pen- 
samiento católico europeo al consolidarse bajo promotores co- 
mo Trinidad Sánchez Santos en la primera década del siglo XX. 
El País, periódico dirigido por éste entre 1899 y 1912, cultivó 
una óptica que condenaba el materialismo rampante del porfi- 
rismo y su veneración del mercado como supremo regulador de 
la sociedad. Molesto con los católicos liberales que se habían 
acomodado al régimen y signaron una virtual alianza católica 
con el porfirismo en los años noventa, Sánchez Santos y otros 
católicos sociales reprocharon este contubernio en la última dé- 
cada de la dictadura. El editor de El País no tuvo empacho en 
incorporar a su crítica social el discurso anticapitalista en auge 
en el escenario internacional. Pero afilando su perspectiva neo- 
tomista atacaba el individualismo junto con el materialismo co- 
mo los pilares de una virtual licencia para pecar contra Dios y la 
sociedad. Con la visión de una economía política “cristiana”, 
Sánchez Santos pretendía liderar una reinserción de la ética reli- 
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giosa en los asuntos del sistema económico. Había que restaurar 
la armonía perdida en la economía entre el capital y el trabajo, 
dentro de una visión de la sociedad como un todo corporativo 
y complementario. En la medida en que el capital se entregaba 
a una avaricia desinhibida, mermaba no sólo al obrero sino a su 
familia, y así socavaba las bases mismas de la convivencia so- 
elalyS? 


Como lo afirma Richard Weiner, la movilización católica, 
que había llegado a una álgida expresión en la última década de 
la dictadura, se proyectaría con fuerza en los años siguientes. 98 
Los católicos no lograrían, sin embargo, unirse en sus plantea- 
mientos políticos. Eduardo J. Correa, adepto del partido católi- 
co formado en 1911, informó sobre dramáticas desavenencias 
entre los católicos. 


Antes de la caída del dictador, los prelados temerosamente 
disuadían a los católicos de abanderar la religión en sus actua- 
ciones políticas, mientras reconocidos católicos que actuaban 
en política confinaban sus convicciones de fe a sus hogares. A 
éstos Correa los llamaba “anfibios”.*? El País, como portavoz 
del catolicismo social, no se definió a favor del antirreeleccio- 
nismo en 1909, y sendas pastorales de los obispos de Linares y 
Sonora condenaron la rebelión contra el gobierno en 1910, 
mientras el periodismo católico de oposición era primordial- 
mente provinciano.” Al formarse el Partido Católico Nacional 
a principios de mayo de 1911, El País ni siquiera anunció a sus 
lectores tan notable suceso, aunque su editor Trinidad Sánchez 
Santos había participado en las reuniones que lanzaron el nuevo 
proyecto político. Al contrario, practicaba una “conspiración 
del silencio contra sus hermanos en la fe”.?* 

Francisco l. Madero se basó en el espiritismo para realizar su 
lucha antirreeleccionista en contra de la dictadura de Porfirio 
Díaz y finalmente lanzarse a la revolución.”? Pese a ello, mostró 
una actitud favorable al nuevo partido católico, pero éste se di- 
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vidió de tal manera que no logró concertar ninguna alianza 
efectiva con el líder emergente de la democracia mexicana, ni 
siquiera tras notables éxitos en las elecciones. Cierto elitismo y 
centralismo en los mandos del partido descuidaron una divul- 
gación amplia de sus ideas programáticas, obviaron un recluta- 
miento popular adecuado de candidatos electorales y dieron lu- 
gar a candidaturas de “individuos fosilizados, ajenos por com- 
pleto a las inquietudes modernas” y por ende alejados de los 
principios de los fcatólicos sociales o progresistas”. Se infiltra- 
ron los “anfibios” en el partido, mismos que ondeaban ideas li- 
berales por un lado y por el otro “soñaban con restauraciones 
imposibles”. Al señalar a los opositores del partido en el estado 
de Jalisco, nombraba Correa a “los católicos ricos, los grandes 
latifundistas que se han olvidado de la justicia y la caridad, los 
que siempre han defraudado al fisco y nunca han remunerado 
bien a sus sirvientes”, y por otra, a algunos miembros del alto 
clero.?% 


A mediados de 1911, en la secuela a la caída de Porfirio 
Díaz, el Partido Católico estaba dividido mayormente entre los 
que apoyaban para la presidencia a Francisco León de la Barra y 
los que preferían abstenerse de la contienda electoral, pues sólo 
una minoría apoyaba a Madero. La lucha intestina dio lugar a 
la postulación de Madero para la presidencia, y a León de la Ba- 
rra para la vicepresidencia, distanciándose el partido de un fran- 
co apoyo para el maderismo y manifestando un espíritu contra- 
rio a “la reforma constitucional, iniciada contra el continuismo, 
y alos ideales de la revolución, que palpitaban en los corazones 
y se habían adueñado de los cerebros”.?% Correa denunció per- 
sonalismos, “postulaciones... casi en familia” y servilismo hacia 
el centro en los diversos nombramientos de candidaturas a 
puestos de elección por el Partido Católico. También señaló 
que buen número de candidatos del partido ni siquiera hicieron 


campaña, asumiendo plenamente el reto del proceso electoral.?? 
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En la XXVI Legislatura (1912-1913) los miembros del Partido 
Católico se mostraron poco efectivos por sus divisiones internas 
y su decisión mayoritaria de “formar la mayoría independiente 
que obstruyera al Gobierno” de Madero. Disciplinados pero 
poco aptos en el parlamentarismo, los miembros del Partido 
Católico tampoco demostraron fuertes aptitudes para la discu- 
sión interna en el partido y la formación mayoritaria de postu- 
ras a través del debate.”* 


Las “ambiciones” de algunos líderes del partido, la “abulia” 
manifestada en la frecuente inacción y la general impericia hi- 
cieron que el partido quedara primero como solapador del de- 
rrocamiento de Madero y luego como coludido del régimen de 
Victoriano Huerta. Ante la caída de este último y el triunfo de 
la Revolución, el Partido Católico quedó en consecuencia sen- 
tenciado a muerte.?” 


No obstante, Robert Curley ha argumentado convincente- 
mente que para 1914 los católicos ya habían logrado lanzar un 
movimiento que sobreviviría a esta derrota política, mostrándo- 
se en los años subsecuentes capaces no sólo de una organización 
masiva, bien articulada y comunicada mediante la prensa y lide- 
razgos locales, sino duchos en “negociar la gobernabilidad con 
agentes del estado central”, demostrando su poder como actores 
subalternos y por su peso e influencia convirtiéndose en partíci- 
pes en la construcción del Estado moderno en México. Crearon 
una nueva dinámica de representación popular y produjeron, 
en la opinión de Curley, beneficios sociales relevantes por sus 


acciones a favor de obreros y campesinos.?* 


La permanencia religiosa 


En el periodo de 1810 a 1910/1917 se perfiló en México el 
conflicto que databa de siglos anteriores en torno al papel de la 
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religión en la sociedad moderna, y problematizaba el origen de 
la autoridad y la naturaleza de la legitimidad, y dio lugar a opo- 
siciones como las planteadas por McMahon: entre el pasado co- 
mo guía obligatoria o marco a superar; entre una sociedad ho- 
lista basada en la familia o una de individuos orientada a sus 
derechos particulares; entre la religión y la indiferencia religiosa, 
y finalmente, entre la ortodoxia defensiva y una política de tole- 
rancia. Sin embargo, llevaría buena parte del siglo para que to- 
dos estos elementos se hicieran presentes a la vez. De 1810 a 
1821, tanto insurgentes como realistas se acusaron entre sí de 
un abandono de la fe, los rebeldes reclamando que los fidelistas 
eran afrancesados, engañados por Napoleón y meramente con- 
venencieros en materia de fe, y los segundos acusando a sus 
contrarios de ser influidos por Voltaire, Rousseau, herejes diver- 
sos y autores católicos de ortodoxia sospechosa.?”? De los años 
veinte en adelante, se intensificaron las denuncias contra los re- 
formadores de la Iglesia y los que sostenían reciamente el patro- 
nato, tachándolos de jansenistas, masones y deístas, o pupilos 
de protestantes.3% En contrapartida, los que eran tibios o con- 
trarios al patronato eran acusados de ultramontanos, rutineros y 
carentes de valor para enderezar los entuertos en las prácticas de 
la fe y el comportamiento de la jerarquía de la Iglesia a la luz de 
un nuevo siglo.** 


Curiosamente, tras la gran confrontación que significó la Re- 
forma, cuando la Iglesia excomulgó y negó sacramentos a los 
que juraron la Constitución de 1857, y nuevamente durante la 
presidencia de Sebastián Lerdo de Tejada (1872-1876), los 
elementos de confrontación alteraron su signo. Al profundizar 
la mudanza de un sector liberal hacia posturas positivistas, los 
liberales doctrinarios respondieron molestos. Charles A. Hale 
señala respecto a José María Vigil que: 
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[sJus ataques a La Voz de México o La Ilustración Católica 
[periódicos confesionales] y los que lanzó contra La Libertad 
[periódico positivista] con frecuencia parecían intercambiables. 
En suma, desde el punto de vista liberal doctrinario no siempre 
está claro cuál de los dos grupos, conservadores viejos o nuevos 
liberales, era el verdadero enemigo.*? 


El mismo Hale halló que Gabino Barreda favorecía una edu- 
cación autoritaria, totalizante y orgánica, no tan distinta de la 
católica.3%4 Añade: 


Para los católicos la filosofía educativa positivista resultaba 
particularmente insidiosa porque sus defensores parecían mos- 
trarse más tolerantes con la herencia católica que con el anticle- 
ricalismo liberal (es decir, que con la “anarquía”), al tiempo que 
promovían una religión laica basada en el humanismo y un sis- 
tema ético basado en la ciencia. La oposición católica a la 
E[scuela] Nlacional]P[reparatoria] y su filosofía aumentó en los 
primeros años del decenio de 1880 e, irónicamente, incluso en- 
contró puntos de contacto con la oposición de los liberales.$? 


Barreda mostró su visión holística de la sociedad en su ata- 
que al Catecismo moral presentado al gobierno por el liberal 
Nicolás Pizarro al comienzo de la República Restaurada. Al re- 
chazar la obra de Pizarro por su deísmo, anticlericalismo acerbo 
y repudio a la vida material, Barreda defendía “el capital bajo el 
punto verdaderamente social”, rechazaba la anarquía de una 
moral individualista, y reconocía que “la inmensa mayoría de la 
nación [...] es católica”. Insistió que entre “algunos sacerdotes 
eminentes del catolicismo [...] se encuentran caracteres eleva- 
dos y hombres dignos de la gratitud y veneración universal”, ex- 
plicando que el clero era responsable de “consejo y [...] direc- 
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ción espiritual”, consistiendo “de aquellos en quienes reconoce- 


mos una verdadera superioridad mental y moral”. *é 


Al sobrevenir la Revolución mexicana a partir de 1910, se ha 
notado que pervivía una marcada variación en las actitudes de 
la población hacia la Iglesia católica y la religión según el origen 
geográfico y social de las personas. Desde luego, hace falta ex- 
plorar más ampliamente el horizonte planteado por Oakes, en 
términos de esfuerzos realizados por individuos y grupos para 
sobreponerse a las polarizaciones que se daban entre fe y ciencia 
o Iglesia y Estado. Alan Knight subrayó la ausencia de pruebas 
bien documentadas de anticlericalismo popular mientras seña- 
laba que los líderes carrancistas evidenciaban que para ellos “la 
extirpación de la influencia clerical, católica, en la sociedad me- 
xicana era una característica importante del programa para 
construir un Estado secular centralizado”. A su parecer, se trata- 
ba “de los desarrollos culturales divergentes de las ciudades y del 
campo, de las regiones diferentes, del México “viejo” y del nue- 
vo ”.57 Planteaba un contraste entre lo nacional y lo local al su- 
gerir que la “educación [...] les dio a los carrancistas un punto 
de vista nacional, con el que pudieron, por ejemplo, evaluar 
cuál era el papel que tenía la Iglesia, o el de los enclaves extran- 
jeros”.88 

Pero la perspectiva nacional por sí sola no parece explicar las 
diferencias entre la élite revolucionaria, ya que en el Congreso 
Constituyente de 1916 los diputados se dividieron por tenden- 
cias, formándose lo que Heather Fowler Salamini llamó un 
“campo jacobino” que aglutinaba a “fanáticos anticlericales que 
deseaban despojar a la Iglesia de toda su autoridad temporal de- 
bido a su larga historia de abusos sociales”. Querían “reformas 
radicales” tanto en la estructura educacional como en la socie- 
dad. Consecuente con tal orientación, bajo la gubernatura de 
Francisco Mújica en Michoacán se cerraron varias escuelas cató- 
licas, y el 8 de mayo de 1921, en la conmemoración del día del 
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trabajo, “la catedral fue invadida, un sacerdote fue atacado, re- 
sultó dañada la venerada imagen de la Virgen de Guadalupe, y 
del campanario se colgó una bandera roja”. Sobrevinieron pro- 
testas católicas como respuesta. En la óptica de los caudillos re- 
volucionarios jacobinos, debía “crearse una nueva sociedad en 
la que desaparecieran el clero, los grandes terratenientes y los 
empresarios extranjeros por ser la clase dominante”. Mientras el 
general Álvaro Obregón procuraba convenios con los represen- 
tantes católicos, los jacobinos opinaban que sacrificaba los prin- 
cipios en pos de la paz.*? 


La sociedad, sin embargo, no había cambiado tanto como 
para que los deseos maximalistas de algunos líderes revoluciona- 
rios pudieran consumar una plena supresión de lo religioso. 
Gilbert Joseph asevera que, por el contrario, “al mismo tiempo 
que ataca[ba]n a la Iglesia y se presenta[ba]n como anticlericales 
al estilo tradicional revolucionario, [debían...] manipular los 
símbolos y los ritos del folklore popular católico”. Parece que 
algunos caudillos entendían muy bien el poder del símbolo y el 
rito religioso que habrían aprendido quizá en sus días mozos. 
Bajo Felipe Carrillo Puerto en Yucatán, a “los jefes locales les 
dieron instrucciones de pintar de color rojo los edificios, alentar 
el uso de insignias rojas, y escribir toda la correspondencia ofi- 
cial con tinta roja”.? 

Con la experiencia religiosa viva aún entre muchos elemen- 
tos de la población, la modernidad revolucionaria seguiría con 
múltiples presencias de actores orientados a competir por la 
lealtad de los mexicanos en materia de fe y en relación asimis- 
mo con las tareas sociales y de construcción del Estado. La plu- 
ralidad característica de la sociedad moderna se evidenciaba cla- 
ramente en el tránsito de México a la Revolución y su tensa vi- 
vencia en nuevos acomodos de la vida espiritual de la nación.” 
Parafraseando a Oakes, ante las disyuntivas entre permanencias 
y cambios, una buena parte de la población mexicana optaba 
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por ambos. La realidad nacional afrontaría las rasgaduras en el 
tejido sociorreligioso con zurcidos, parches y remiendos, al pa- 
rejo de otros países contemporáneos suyos. 
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El Porfiriato como Estado-nación 


moderno: ¿paradigma o espejismo? 


PAUL GARNER* 
Introducción 


Este ensayo pretende revisar y vincular la historiografía re- 
ciente sobre la construcción del Estado y de la nación en Amé- 
rica Latina y en México con la del Porfiriato. Busca identificar 
un creciente, aunque controvertido, consenso historiográfico 
que postula que las raíces concretas de la identidad de México 
como Estado-nación moderno y secular —su sistema político 
híbrido (a la vez liberal y autoritario, síntesis sorprendentemen- 
te exitosa de las culturas políticas de la ciudadanía y de la pirá- 
mide, aparentemente incompatibles y contradictorias),* su pro- 
yecto de desarrollo económico y de industrialización, y su pro- 
yección cultural como nación mestiza— no pueden ser vistas ya 
como elementos exclusivos del largo proceso de reconstrucción 
posrevolucionaria en el siglo XX, que finalmente dio forma tan- 
gible a los ideales formulados a mediados del siglo XIX por la 
Reforma.? En cambio, y como resultado de la apertura de nue- 
vos espacios historiográficos que acarrearon consigo el adveni- 
miento del neoliberalismo en la década de 1980 y las derrotas 
electorales del PRI en 2000 y 2006, el origen de estos fenóme- 
nos se ha identificado cada vez más con la época del Porfiriato. 


Así, a principios del siglo XXI, a pesar de que un núcleo du- 


ro de políticos y lo que queda de la prensa política partidista si- 
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guen describiendo el Porfiriato como un espejismo de moderni- 
dad, o como una aberración en la trabajosa pero siempre ascen- 
dente marcha de México hacia el progreso, me referiré a un cre- 
ciente corpus de evidencia que desafía estas interpretaciones y 
revela sus contradicciones fundamentales. No sugiero con esto 
que lo contrario sea cierto —que el proyecto porfiriano de Esta- 
do y nación careciera de defectos e incongruencias, o que, co- 
mo sugiere el título, fuera paradigmático—. Sin embargo, espe- 
ro demostrar que se trataba sin duda de un proyecto tangible, y 
que ciertamente no representaba un espejismo. 


El ensayo se divide en tres partes. En primer lugar, examinaré 
la literatura reciente —y, debo confesar, principalmente angló- 
fona— sobre los lentos y dolorosos procesos de formación del 
Estado y de la nación en América Latina y México. En segundo 
lugar, realizaré una revisión de la historiografía del Porfiriato, 
centrándome particularmente en el proyecto porfiriano de desa- 
rrollo nacional, a través del análisis de uno de los proyectos de 
obra pública más importante y paradigmático que emprendiera 
la administración de Díaz, el Gran Canal del Desagúe del Valle 
de México. Finalmente, revisaré la historiografía sobre las apara- 
tosas celebraciones del primer centenario de la Independencia, 
ya que fue a través de la planeación y ejecución de las fiestas del 
Centenario que el régimen de Porfirio Díaz procuró, ambiciosa- 
mente, convencer a los mexicanos y al resto del mundo de que 
México debía ser considerado un paradigma para la construc- 
ción del Estado y de la nación. 


La construcción del Estado 


y de la nación en América Latina 


Incluso un breve examen de la creciente literatura que pre- 
tende analizar y desagregar las múltiples formas de constitución 
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de Estados y naciones muestra que América Latina ha sido, cu- 
riosamente, marginada del grueso de la literatura teórica. Esto 
sucede tanto dentro de las escuelas de interpretación que tienen 
su origen en la historia o las ciencias sociales, como de las de as- 
cendencia más moderna y en boga, como los estudios poscolo- 
niales, a pesar de que se reconoce universalmente que la cons- 
trucción del Estado y de la nación son procesos claramente 
“modernos”, que surgen de un proceso histórico e intelectual 
que empezó en Occidente a finales del siglo XVII —precisa- 
mente durante la época en que América Latina se independizó 
de España— y, consecuentemente, en el proceso en que está en- 
raizada la construcción del Estado y de la nación en América 
Latina. 


James Dunkerley ha especulado que la razón por la cual se ha 
excluido a América Latina de esta literatura es el contraste —y a 
veces el abismo— que separa las aspiraciones de la región y la 
naturaleza frágil, ambigua, incluso vacilante del largo e irregular 
proceso de formación estatal y desarrollo nacional que ha vivido 
en los últimos 200 años.? Sería un eufemismo describir estos 
procesos como “imperfectos” o “incompletos”. Según una de las 
tesis “modernistas” fundamentales dentro de los estudios con- 
temporáneos sobre la nación y el nacionalismo, que se basa en 
la noción de que la formación del Estado precede y engendra a 
la nación, el proceso deficiente de constitución del Estado en 
América Latina ha retrasado, deformado y tergiversado de ma- 
nera inevitable la creación de una nacionalidad tangible y de un 
proyecto nacional viable. Esto incluso ha dado pie a que algu- 
nos observadores externos, como Samuel Huntington, nieguen 
a América Latina un lugar entre las naciones occidentales, y aun 
dentro de la civilización occidental. f 

Incluso aquellos que simpatizan más con la región (y la co- 
nocen mucho mejor) han llegado a conclusiones pesimistas si- 
milares, aun cuando su análisis y conclusiones provienen de 
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posturas ideológicas radicalmente distintas. Florencia Mallon, 
por ejemplo, afirma de manera inequívoca el “fracaso universal 
de los modelos de desarrollo nacional dirigidos por el Estado” 
en América Latina durante los últimos dos siglos.? Sin embar- 
go, en lugar de condenar o marginar la región, como gusta ha- 
cer Huntington, la solución que propone Mallon es, por un la- 
do, intentar comprender los procesos históricos que han desem- 
bocado en el fracaso de las soluciones nacionales (que se debe 
en gran parte, según esta autora, a la marginación y denigración 
del papel de los actores sociales subalternos en el proceso de for- 
mación de la nación), y, por el otro, emprender una campaña 
comprometida políticamente para construir una narrativa alter- 
na de la dolorosa evolución del Estado-nación, que incluiría la 
voz de los que de ésta carecen, de los desposeídos. 


Dentro de estos textos es posible detectar, en el peor de los 
casos, un tono de pesimismo; en el mejor uno de frustración 
por parte de quienes han observado y descrito lo intangible y 
efímero que han resultado los caminos latinoamericanos hacia 
la consolidación estatal y nacional. Esto quizá explica la popula- 
ridad, especialmente dentro del campo de los estudios cultura- 
les latinoamericanos, de la tesis de Benedict Anderson, que pos- 
tula que las identidades nacionales en América Latina siempre 
han sido más “imaginarias” que “reales”.* Esta perspectiva de 
análisis ha sido tan popular que no puede ya sostenerse ni justi- 
ficarse la descripción de América Latina y del mundo hispánico 
en general como un campo poco propicio o menos propicio a 
las exploraciones de la identidad poscolonial que el mundo an- 
elosajón. Un sinnúmero de estudios han demostrado que en 
América Latina hay múltiples identidades —nacionales o regio- 
nales, colectivas o personales—, que son variadas, híbridas, 
complejas, contradictorias, conflictivas e intangibles, y que su- 
gieren siempre nuevas interpretaciones.” Esto no ha hecho sino 
hacerlas más atractivas para los investigadores, en especial para 
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aquellos de inclinaciones culturales, y más en un momento que 
coincide con el examen de conciencia nacional al que invita el 
bicentenario de la consumación de la Independencia. 


Es importante distinguir, dentro de esta discusión, las dife- 
rencias entre la construcción del Estado y la de la nación, dis- 
tinción que rara vez se hace dentro de la vasta literatura sobre el 
tema, que, las más de las veces, superpone y confunde ambos 
procesos.* Como ha escrito Alan Knight, el papel del Estado en 
la promoción del nacionalismo es sin duda central, pues una de 
las principales esferas de la acción estatal es la defensa de la so- 
beranía territorial, política, económica y cultural frente a ame- 
nazas tanto internas como externas. Esto ha llevado al Estado a 
tratar de promover, expropiar o monopolizar los símbolos y los 
rituales de la identidad nacional —la bandera nacional es el 
ejemplo más obvio—. Sin embargo, ha sido difícil, si no es que 
imposible, consolidar el monopolio estatal sobre los discursos 
patrióticos y nacionalistas, dada la presencia de otros naciona- 
lismos e identidades que compiten con los estatales, especial- 
mente en los Estados-nación más frágiles de América Latina. 
Los esfuerzos del Estado por monopolizar el nacionalismo han 
encontrado siempre la resistencia de grupos internos, de nacio- 
nalistas partidarios, empeñados en hacer ondear sus propias 
banderas. 

En el caso particular de México, como afirman Claudio 
Lomnitz y Roger Batra, entre otros, las visiones partidarias o al- 
ternativas de la nación han sido especialmente importantes. Los 
nacionalistas indigenistas, los católicos militantes y los marxis- 
tas dogmáticos han intentado, de formas distintas, promover 
una visión de la nación diferente a la liberal y secular promovi- 
da desde el poder.? El Estado, como arguye Alan Knight, nunca 
ha ejercido un monopolio sobre las expresiones nacionalistas, 
pues no ha logrado persuadir a los nacionalistas partidarios de 
que sacrifiquen sus visiones sectarias por el bien de la nación en 
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un sentido más amplio. Al mismo tiempo, la defensa de la so- 
beranía y de la identidad nacionales no es más que una de las 
funciones del Estado; las otras son el fomento del desarrollo po- 
lítico, la legitimación del orden político y la satisfacción de po- 
derosos intereses particulares (que Knight identifica como fma- 
fiosos”), entre otras. 


A pesar de las ambigitedades del caso mexicano (sobre las 
cuales volveré), no cabe duda de que en otras regiones de Amé- 
rica Latina, las últimas décadas del siglo XIX resultan, en ojos 
de los estudiosos, como un periodo de logros significativos en la 
construcción tanto del Estado como de la nación. Colin Lewis 
ha analizado lo que describe como una “espiral virtuosa”, arti- 
culada por políticos liberales empeñados en construir la nación 
en Argentina, promoviendo en paquete una serie de medidas 
fundamentales cuyos componentes esenciales eran “la consoli- 
dación estatal, la modernización de la infraestructura, financia- 
da a través de la deuda pública, la expansión de las exportacio- 
nes, los impuestos indirectos y la disciplina monetaria”.*% Si- 
guiendo la misma línea, Stephen Topik ha argúido que fue la 
integración de Brasil a la economía internacional la que apunta- 
ló la consolidación del Estado brasileño. En estas circunstan- 
cias, la vinculación de América Latina con la economía interna- 
cional —como proceso de integración progresiva— desempeñó 
claramente un papel central dentro del proceso de construcción 
estatal y nacional.** Una de las tareas primordiales del Estado 
era proveer aquellos bienes públicos que se habían convertido 
en símbolos de la modernización (transporte, comunicaciones, 
dinero —tanto moneda como crédito—, derechos de propie- 
dad, educación y salubridad) y a los que, entonces y por lo me- 
nos en teoría, los ciudadanos de los Estados-nación latinoame- 
ricanos debían tener acceso. Como resultado, los liberales deci- 
monónicos del continente buscaron activamente el progreso so- 
cial y material, y exaltaron el mercado como espacio primordial 
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para formar la nación y garantizar la paz social, la armonía polí- 
tica y la abundancia material. El paralelismo con el México por- 
firiano llama especialmente la atención. 


La construcción del Estado 


y de la nación en México 


La mayoría de los estudiosos quizás puede aceptar el análisis 
estructuralista que hace Knight del vínculo entre el Estado y la 
construcción de la nación, pero no hay consenso alguno en 
torno a la efectividad de cualquiera de estos dos procesos. Co- 
mo se ha mencionado ya, para Florencia Mallon, el Estado me- 
xicano en el siglo XIX —y su heredero revolucionario en el XX 
— fracasó en su esfuerzo por crear e implementar un modelo 
estatal incluyente de desarrollo nacional. Esto se debe a que, en 
su opinión, los conceptos de “nación” y “ciudadano” se referían 
sólo a los hombres blancos, letrados y propietarios, y por lo tan- 
to excluían a la mayoría indígena y mestiza.*? Para Guy P. C. 
Thomson, al contrario, el proyecto decimonónico de construc- 
ción de la nación fue notablemente exitoso, a pesar de que su 
contrapartida, la consolidación del Estado, lo fue mucho me- 
nos.!3 La fusión del liberalismo y del patriotismo, fraguada du- 
rante las guerras de Reforma e Intervención de mediados del si- 
glo, dependió y se vio moldeada por la participación de una 
amplia gama de comunidades mestizas e indígenas —los actores 
subalternos de Mallon—, que se movilizaron entre 1854 y 
1867 como “ciudadanos en armas”, en defensa de la soberanía 
nacional contra la invasión extranjera, y para defender sus dere- 
chos civiles en contra de la intransigencia clerical. Tuvo éxito 
porque: 
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Funcionó como una ideología nacionalista efectiva, para una 
serie de jefes liberales que esperaban consolidar su liderazgo y 
promover el progreso, recurriendo a un repertorio amplio, y 
potencialmente contencioso, de reformas liberales... la seculari- 
zación de la educación y de la enseñanza de la historia patria; 
una desamortización descentralizada y democrática (y eventual- 
mente socialmente explosiva); una constitución radical, funda- 
da en derechos sociales; una división territorial flexible; la cons- 
trucción de una parte del ejército nacional a partir de un ejérci- 
to de ciudadanos (la Guardia Nacional); el aislamiento y la neu- 
tralización de la Iglesia [...] Los caudillos liberales lograron pe- 
netrar un vasto territorio, estableciendo alianzas en regiones y 
localidades, proveyendo a éstas de los instrumentos para conso- 
lidar su dominio económico y político. 


Desde un punto de vista otra vez distinto, Alan Knight se 
muestra más cauteloso, ambivalente y en general sospechoso 
ante el “éxito” de la construcción de la nación liberal en el siglo 
XIX. Cita interpretaciones más escépticas, como la de Fernando 
Escalante Gonzalbo, quien se pregunta si el México decimonó- 
nico fue algo más que “una mera expresión geográfica, carente 
de verdaderos ciudadanos o patriotas”.1% A decir de los escépti- 
cos, el proyecto de construcción de la nación que postularon las 
élites políticas liberales después de 1867 era no sólo iluso y fic- 
ticio, sino efímero y fugaz, poco más que una elaborada y artifi- 
ciosa ficción que descansaba sobre cimientos frágiles, inestables 
y, sobre todo, elitistas. Se trata de una interpretación acorde a la 
de la historiografía “oficialista” de la posrevolución, que durante 
gran parte del siglo XX retrató al Porfiriato como una distor- 
sión corrupta e “inauténtica” del proyecto liberal decimonóni- 
co, cuyos herederos “auténticos” serían los estadistas de la era 


posrevolucionaria.!* 
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En un tono todavía más pesimista, Alan Knight ha descrito 
recientemente al caciquismo —sistema de poder político infor- 
mal, jerárquico, arbitrario e inherentemente violento— como 
un fenómeno “sorprendentemente duradero”, cuya capacidad 
de adaptación en el siglo XXI sugiere que el Estado secular y la 
creación de instituciones “racionales-legales” en el sentido we- 
beriano durante los últimos 150 años se han visto, en el mejor 
de los casos, profundamente desacreditados, y, en el peor, repre- 


sentan sobre todo un fracaso.** 


Sin embargo, se perfila un consenso que incluye incluso a 
aquellos historiadores que valoran poco el proyecto de desarro- 
llo porfirista, más allá de su contribución significativa al progre- 
so material de la nación. Este consenso postula que la construc- 
ción del Estado vivió un impulso importante durante el Porfi- 
riato. Sin embargo, al mismo tiempo, no hay acuerdo en cuan- 
to al alcance de los esfuerzos porfirianos por construir la na- 
ción. Los problemas centrales de interpretación han sido, en 
primer lugar, el predominio de una distorsión historiográfica 
post-hoc; en segundo, el identificar los objetos de estudio más 
apropiados para poder aquilatar este fenómeno. En otras pala- 
bras, el hecho de que la construcción de la nación porfiriana si- 
ga interpretándose a través del lente de la Revolución de 1910 
produce inevitablemente una visión deformada. El segundo 
problema ha sido abordado sobre todo a través de los estudios 
culturales. Disponemos ya de un corpus extenso de investiga- 
ciones que ponen de manifiesto las múltiples expresiones cultu- 
rales de la élite y, sobre todo, de los sectores populares: los ri- 
tuales religiosos y patrióticos, la construcción de monumentos 
históricos y la escritura de una historia patria, los discursos pú- 
blicos sobre la urbanización, el crimen, la salud pública, y tanto 
la estratificación como la integración racial. Estos estudios pro- 
veen evidencia importante de procesos de construcción nacio- 
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nal que van tanto de arriba hacia abajo como de abajo hacia 
arriba. 


La historiografía del Porfiriato 


Las diferencias de opinión sobre el “éxito” o el “fracaso” de la 
construcción porfiriana del Estado y la nación son reflejo de las 
profundas divisiones historiográficas que han plagado el estudio 
del México de finales del siglo XIX.*” Hay señales claras de que 
la tendencia, aunque quizá no la esencia, del debate ha cambia- 
do. En este contexto, la atención que han prestado los estudio- 
sos al periodo en las últimas dos décadas es notable, y merece 
un comentario. Mauricio Tenorio Trillo y Aurora Gómez Gal- 
varriato han subrayado la transformación, reciente e inconclusa, 
de la era porfiriana como objeto historiográfico. De ser un tema 
satanizado y poco abordado (un “no-tema”), el Porfiriato se ha 
convertido en un “punto de referencia obligatorio”.'* Dentro 
de la academia, aunque no tanto dentro de la esfera pública, he- 
mos logrado, final y misericordiosamente, dejar atrás la “leyen- 
da negra” del Porfiriato, para valorar este periodo como un €cri- 
sol cultural” en el que emergieron muchas de las preocupacio- 
nes que iban a dar forma a la conciencia nacional, y que antes 
se consideraban inquietudes exclusivas del México revoluciona- 
rio y posrevolucionario —“indigenismo, mestizaje, hibridismo, 
nacionalismo, mundialización, sustitución de importaciones, 


desarrollismo”—.!*? 


Esta “nueva” historiografía, multi e interdisciplinaria, ha 
cambiado radicalmente el paisaje historiográfico. Entramos a 
«1, . ” , . . 
un mundo nuevo, posmoderno, “líquido”, más fluido, cuya his- 
toriografía es híbrida y “controvertida, variada en cuanto a te- 
mas y metodología”.?% Dentro de este paisaje transformado, se 
ve claramente que estamos dejando atrás la obsesión con el au- 
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toritarismo y la dictadura, para intentar comprender al régimen 
como una red oligárquica que vinculaba a élites distintas que se 
apoyaban mutuamente. Del mismo modo, hemos presenciado 
el declive de la historiografía estructuralista y de la fijación cla- 
sista que había caracterizado a las interpretaciones “ortodoxas” 
o “revisionistas”, para examinar formas más flexibles de confor- 
midad, movilización y resistencia popular frente al proyecto po- 
lítico, económico y cultural del régimen.?! Las explicaciones 
globales y “totales” se han visto sustituidas por análisis específi- 
cos, regionales y localizados, abocados a desentrañar un amplio 
espectro de prácticas culturales no institucionales. La principal 
consecuencia de este revisionismo de raíz y de la vocación por el 
análisis cultural ha sido el rechazo de la periodización tradicio- 
nal del Porfiriato y de la Revolución, y de su clasificación como 
fenómenos separados. En su lugar, se interpretan los conflictos 
y tensiones que caracterizaron el final del siglo XIX y principios 
del XX como manifestaciones de un desencuentro cada vez más 
radical entre una “sociedad tradicional” y las fuerzas engendra- 
das por la “modernidad” finisecular.?2 No queda claro si el tér- 
mino “Porfiriato” podrá seguir utilizándose para describir este 
fenómeno. 


Como han apuntado Tenorio y Gómez Galvarriato, quizás el 
campo de investigación más floreciente y seguramente el más 
productivo sea la historia económica en sentido amplio, lo cual 
no debe sorprender, dadas las abundantes pruebas de que, por 
primera vez desde la Independencia, fue durante el Porfiriato 
que se experimentó un crecimiento económico significativo.?% 
A partir de las investigaciones estadísticas pioneras contenidas 
en la Historia moderna de México de Daniel Cosío Villegas, la 
historia económica se ha diversificado, retomando el estudio de 
aquellos sectores, mejor conocidos, que experimentaron un 
boom durante el Porfiriato —minería, agricultura de exporta- 
ción, industria manufacturera, transporte—, explorando ade- 
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más temas de política macroeconómica y actividad microeco- 
nómica —la política financiera y fiscal, el sistema bancario, el 
desarrollo de mercados regionales, la historia empresarial, tanto 
de empresas particulares como de los empresarios como indivi- 
duos—. 


Quizás el resultado más interesante de este boom de la histo- 
ria económica es que ha restaurado, literalmente, la “solidez” 
tangible de la modernización tardo-porfiriana —la construc- 
ción de ferrocarriles, puertos, canales, fábricas, bancos, oficinas 
y ciudades en México, la consolidación de sus fronteras, la evo- 
lución de la maquinaria de las instituciones estatales para apo- 
yar la dinámica empresa capitalista—. 

En otras palabras, el Porfiriato tardío fue testigo nada menos 
que del establecimiento de los cimientos de la modernización y 
de los elementos constitutivos del proyecto de desarrollo nacio- 
nal. Un ejemplo destacado, tangible y sólido —hasta paradig- 
mático— de la visión porfiriana de la construcción del Estado y 
de la nación que recientemente ha llamado la atención de la 
academia es el proyecto del Gran Canal del Desagúe del Valle 
de México.?% 


El Gran Canal del Desagie 


El Gran Canal era un ambicioso proyecto de proporciones 
grandiosas —un canal para controlar el nivel de los lagos del 
valle de México; de casi 60 kilómetros de largo y, en ciertos lu- 
gares, hasta con 21 metros de profundidad—, de Zumpango al 
lago de “Texcoco, desde el norte hasta el este de la capital, inclu- 
yendo un túnel de casi 6.5 kilómetros de largo, que descargaba 
el exceso de agua. Su propósito esencial era resolver los peren- 
nes problemas de inundación y drenaje inadecuado que fre- 
cuentemente hacían que extensas zonas de la Ciudad de México 
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quedaran bajo el agua durante la época de lluvias. La solución a 
estos problemas se volvía cada vez más urgente, dado el acelera- 
do crecimiento de la Ciudad de México durante el último cuar- 
to del siglo XIX. El vínculo causal entre urbanización y propa- 
gación de enfermedades contagiosas, así como el deseo de en- 
contrar una solución “científica” a estos problemas llevaron al 
Ayuntamiento de la Ciudad de México a imprimir mayor ur- 
gencia al proyecto.?? El problema fundamental de las inunda- 
ciones había preocupado —y en general derrotado— a todos 
los gobiernos de la ciudad —azteca, colonial o nacional—, des- 
de los inicios del poblamiento del valle en el siglo XV. Las dis- 
tintas administraciones habían visto sus esfuerzos dirigidos a re- 
solver el problema entorpecidos por la falta de recursos, de una 
tecnología adecuada o de estabilidad política. Una revisión so- 
mera de los antecedentes del proyecto porfiriano muestra que se 
trata de una problemática que había llamado la atención de 
muchos de los principales arquitectos del Estado y de la nación 


en el México decimonónico.?* 


El Gran Canal representaba entonces algo más que una solu- 
ción pragmática a un problema duradero, o un mero compo- 
nente de la infraestructura económica y social emergente. Para 
el gobierno porfiriano encarnaba, en esencia, el símbolo de una 
nación que, finalmente y con cierta demora, emergía del atraso 
para abrazar la “modernidad” finisecular, para ocupar su lugar 
dentro de la comunidad internacional de naciones modernas y 
progresistas. Representaba entonces una metáfora de todo el 
proyecto liberal decimonónico. Era además un proyecto que in- 
teresaba vivamente al presidente Díaz, desde mucho antes de 
que accediera a la presidencia en 1876, como lo demuestra su 
detenida supervisión personal del proyecto.?” Significativamen- 
te, el contrato para la construcción del Gran Canal fue asignado 
a un contratista extranjero, a la empresa británica de S. Pearson 
and Son, cuyo director general era el empresario de Yorkshire 
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Weetman Pearson, quien más tarde sería mejor conocido como 
Lord Cowdray. Hay muchas razones por las cuales el contrato 
fue asignado a Pearson. Algunas son prácticas, otras geopolíticas 
y otras ideológicas. Lo que cabe destacar del contrato de Pear- 
son, sin embargo, es que representa una clara ilustración del 
proyecto porfiriano de construcción del Estado, y del papel 
central que en su puesta en marcha desempeñaban el capital, la 
tecnología y el conocimiento extranjeros.? 


La Junta del Desagiie establecida por el gobierno mexicano 
para supervisar la construcción del canal había hecho hincapié, 
desde un principio, en que el progreso del proyecto se había 
visto obstaculizado por la falta de conocimientos prácticos y de 
experiencia técnica en México.?? La única solución —como ex- 
plicara en 1887 José Yves Limantour, vicepresidente de la Junta, 
al ministro mexicano en Bruselas—, era buscar fuera de Méxi- 
co, especialmente en Europa, a “un ingeniero eminente, un 
hombre de reconocida experiencia, que pudiera venir a México 
a supervisar la organización de los trabajos y a estudiar los me- 
dios prácticos para su conclusión”.?% Además del historial de 
ejecución de obra pública de Pearson, su acceso y familiaridad 
con la tecnología más novedosa (y particularmente la utiliza- 
ción de dragas mecánicas) sugerían que el proyecto, a todas lu- 
ces, se concluiría rápida y eficazmente.?*?! 

La asignación del contrato a Pearson también realza la im- 
portancia de la estrategia internacional de Díaz, en particular en 
cuanto a la restauración de México como sujeto de crédito en 
los mercados financieros internacionales. Las condiciones de los 
bonos de la deuda municipal de 1889, que proveyó una pro- 
porción limitada, pero importante, del financiamiento del Gran 
Canal, y la recomendación del agente financiero de México en 
Londres de que la emisión del crédito tendría mayores posibili- 
dades de éxito si se asignaba el contrato a una empresa británi- 
ca, tuvieron sin duda gran influencia en la consecución del ne- 
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gocio. Seguramente no es una coincidencia ni carece de impor- 
tancia que después de la primera emisión internacional de deu- 
da mexicana en Londres en 60 años en marzo de 1888, se reali- 
zara una segunda emisión en 1889, específicamente para finan- 
ciar el proyecto del Gran Canal. El préstamo se negoció con el 
Trustees, Executors and Securities Insurance Corporation de 
Londres por una suma nominal de 2.4 millones de libras ester- 
linas. Las condiciones del préstamo no estipulaban que debía 
contratarse a una compañía británica, pero era la opinión explí- 
cita del agente financiero del gobierno mexicano, Benito Gó- 
mez Farías, que la selección de un contratista inglés significaría 
“un importante apoyo moral, a los ojos del público británico, 
para el éxito de los trabajos” y que, por lo tanto, sería más fácil 
conseguir inversionistas.22 Esos mismos inversionistas británi- 
cos seguramente preferían una compañía británica a la que po- 
drían llamar a cuenta si el proyecto enfrentaba dificultades, o si 
el gobierno mexicano no cumplía con los pagos, como prede- 
cían muchos de los inversionistas, conscientes del triste historial 
de México como nación deudora a lo largo del siglo XIX.?% 


La asignación del contrato a una empresa británica también 
se inserta en el contexto del acercamiento a Europa del go- 
bierno de Díaz, y de la renovación de los vínculos diplomáticos, 
comerciales y financieros con sus antiguos adversarios —Gran 
Bretaña, Francia y España— para contrarrestar la creciente de- 
pendencia económica del capital y el comercio estadunidenses. 
La estrategia de diversificar las fuentes del capital y de la inver- 
sión, creando pugnas entre los intereses foráneos rivales (en la 
minería, la industria o la emergente industria petrolera) de las 
“Grandes Potencias”, representaba una pieza clave de la política 
de protección de la soberanía nacional de Limantour, quien 
describió esta medida en términos concisos: “La sécurité de la 
République resultera surtout d'une émulation de solicitude par- 
mi les grands états qui ont a y surveiller les entreprises de leurs 
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nationaux”. [La seguridad de la República provendrá especial- 
mente de una rivalidad de intereses entre los grandes Estados, 
pues éstos vigilarán las empresas que sus nacionales establezcan 
ahí.]3* 

Sobre todo, el contexto de la construcción del Gran Canal 
subraya la importancia que el discurso desarrollista porfiriano 
otorgaba al capital, a los mercados, a la tecnología y al “saber 
hacer” que venían de fuera. Desde la perspectiva del círculo ín- 
timo de la élite porfirista, el papel principal de los intermedia- 
rios y empresarios extranjeros (como Pearson) era ayudar, literal 
y metafóricamente, a constituir los elementos constructivos del 
Estado liberal y de la nación mexicana. Según los científicos — 
el grupo de jóvenes financieros, abogados y políticos que se 
agruparía en torno a Manuel Romero Rubio, secretario de Go- 
bernación, y que más tarde se unirían al proyecto de la Unión 
Liberal en 1892—,3 para participar del mundo moderno de 
progreso científico y material, era necesario, en primer lugar, es- 
tudiar y comprender los componentes clave y las etapas de de- 
sarrollo que otras naciones habían atravesado y, en segundo, 
atraer el capital, la tecnología y la experiencia extranjera como 
elementos integrales del proyecto de desarrollo nacional. No era 
ésta una proposición puramente económica. Utilizando las me- 
táforas biológicas tan comunes al discurso occidental de finales 
del siglo XIX, el perfeccionamiento del “organismo” mexicano 
requería de una transfusión, no sólo de capital sino de sangre 
extranjera. Por otra parte, abrir las múltiples fronteras mexica- 
nas (territoriales, culturales, biológicas, políticas y económicas) 
a la penetración extranjera representaba una estrategia altamen- 
te riesgosa. Los peligros de dominación extranjera eran reales. 
Para seguir con la metáfora biológica, la inyección de microbios 
extraños podía reforzar al organismo nacional, pero también 
podía matar al paciente. Era vital, entonces, que el Estado re- 
forzara su papel protegiendo la soberanía política y económica 
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de las amenazas, muy reales, que representaba la penetración — 
o infección— extranjera. Este aspecto de la estrategia de los 
científicos ha sido mucho menos estudiado de lo que debiera, 
frente al estereotipo familiar del gobierno débil que dobla la ro- 
dilla ante los inversionistas y empresarios extranjeros. 


A pesar de los muchos obstáculos —técnicos, políticos y f1- 
nancieros— que plagaron la construcción de la obra, y que más 
de una vez amenazaron con descarrilar el proyecto, el Gran Ca- 
nal se concluyó en 1897. Se inauguró formalmente en marzo de 
1900, en una ceremonia presidida por el presidente Díaz, 
acompañado por sus secretarios de Comunicación, Fomento, 
Justicia y Guerra, además del contratista, Pearson, y de miem- 
bros del cuerpo diplomático. La prensa de la Ciudad de México 
publicó extensos reportajes sobre el suceso.*? En vísperas de la 
inauguración, en un ejemplo clásico de la retórica desarrollista 
porfiriana, el presidente Díaz hizo notar la escala “grandiosa” 
del proyecto (y, no sin ironía, el costo igualmente grandioso pa- 
ra los fondos públicos), así como lo que su terminación repre- 
sentaba dentro de la marcha nacional hacia el progreso, bajo su 
tutela. La conclusión de la obra era 


Una de las tareas más grandiosas que el hombre moderno ha 
podido llevar a cabo, parecía desafiar a la ciencia con sus oscu- 
ros problemas y al poder público con sus enormes presupuestos 
[...] Esta obra grandiosa, gloria de nuestra generación... es fru- 
to de la paz y el monumento que conmemorará el periodo evo- 
lutivo durante el cual el pueblo mexicano, depositando las ar- 
mas y olvidando sus rencores políticos, se consagró al trabajo 


pacífico, tomando por base el orden, pudo lograr el progreso.*8 


Una breve ilustración de la importancia del proyecto del 
Gran Canal para la élite política mexicana es la descripción que 
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de éste hiciera el gobernador de Morelos, Pablo Escandón, a 
Rosa King, una inglesa que se había establecido en Cuernavaca 
durante los últimos años del régimen de Díaz. El aval entusiasta 
de Escandón refleja no sólo el simbolismo del proyecto, sino la 
veneración y el afecto que despertaba la figura de Díaz entre 
aquellos que promovían el mito de que el presidente era perso- 
nalmente —y aun de manera exclusiva— responsable del pro- 
greso material, político y cultural que caracterizaron los años de 
su gobierno. 


Señora King [...] usted no puede entender lo bárbaros que 
éramos, antes de que Porfirito nos civilizara. Si hubiera visto la 
Ciudad de México en esos días, con las aguas del lago de Texco- 
co lamiéndonos los tobillos cada época de lluvias, apreciaría el 
proyecto del drenaje del Valle de México. Y considere nuestros 
modernos ferrocarriles y telégrafos, puertos e industrias, finan- 
ciados por el capital extranjero que astutamente ha conseguido 
atraer. Somos cosmopolitas [...] ¡y todo ha sido labor de Porfi- 
rio Díaz!?? 


Se confirmó la importancia simbólica del proyecto unos años 
más tarde, durante las Fiestas del Centenario, suntuosa celebra- 
ción, larga de un mes, del aniversario de la Independencia, en la 
Ciudad de México en septiembre de 1910. Éstas eran, tanto en 
su conceptualización como en su ejecución, esencialmente una 
celebración del proyecto de modernización porfirista. De mane- 
ra significativa, el extenso programa de actividades y entreteni- 
miento para los delegados extranjeros incluyó visitas al Gran 


Canal.% 


Las Fiestas del Centenario de 1910 
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En esta sección final, quiero examinar brevemente la histo- 
riografía sobre las Fiestas del Centenario, pues me parece que 
ésta pone de manifiesto la distancia que se ha zanjado en las úl- 
timas décadas en cuanto a la apreciación de la construcción 
porfirista del Estado y de la nación. Al mismo tiempo, esta his- 
toriografía sigue siendo ambivalente, y sugiere que estamos to- 
davía lejos de llegar al final del camino. 


Debe decirse, desde un principio, que el tema de las fiestas 
siempre ha sido controversial en México, y dentro de la histo- 
riografía mexicana. La controversia surge de una coincidencia 
cronológica y temporal que siempre ha distorsionado su signifi- 
cado —el hecho que las fiestas precedieron de cerca las prime- 
ras sacudidas de una rebelión que desembocaría en una década 
de guerra civil, conocida como la Revolución mexicana—. La 
reconstrucción oficial de la historia patria durante y después de 
la Revolución ha consolidado esta distorsión.*! Los estudios re- 
cientes han restaurado un mayor grado de equilibrio.*2 El pro- 
grama de actividades, apretado y muy elaborado, se analiza aho- 
ra como un espacio privilegiado de expresión de la visión porfi- 
riana de la nación —moderna, progresista, científica, cosmopo- 
lita pero, al mismo tiempo, mestiza y nacionalista—, desplega- 
da vigorosa y prominentemente a lo largo del mes de septiem- 


bre de 1910. 


Era palpable la necesidad ansiosa del régimen por mostrar 
que el México de Díaz era una nación moderna y cosmopolita, 
plenamente compenetrada con los últimos progresos de la cien- 
cia —tanto en la industria como en la higienización, las mejo- 
ras urbanas, la salud mental o, incluso, en el culto a la bicicleta 
—. La élite científica, junto con sus colegas desarrollistas en el 
resto de Occidente, prestaba mucha atención a las obras públi- 
cas, especialmente a aquellas que mejoraban la higiene y la 
salud públicas y los servicios urbanos. Como resultado de esto, 
la construcción de obras de drenaje, de escuelas, hospitales, 
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hospicios, asilos, orfanatos y cárceles figuró de manera destaca- 
da en el proyecto del Centenario. Los ejemplos más claros fue- 
ron los festejos en torno a la obra pública que tenía que ver con 
el agua y la higiene (incluyendo el Gran Canal), a monumentos 
e instituciones dedicados a la salud pública, como la Exhibición 
de Higiene del Congreso Nacional de Medicina, y la inaugura- 
ción de la penitenciaría de San Jacinto Atlixco y del manicomio 
de la Castañeda. 


Al mismo tiempo, el régimen intentaba demostrar y promo- 
ver dos aspectos de importancia particular para la proyección 
cultural de la nación: la representación de la historia patria y la 
promoción de México como nación mestiza. Durante el go- 
bierno de Díaz, la historia patria, liberal y secular, estaba en su 
apogeo. La carrera del general se trazaba en paralelo al desarro- 
llo de la nación a partir de 1855 —del joven radical, mestizo y 
vigoroso, que participara en la Revolución de Ayutla, al diná- 
mico héroe republicano clásico de las guerras de Reforma e In- 
tervención (1858-1867), al criollo patriótico y escultural que 
controlaba con mano firme el destino de la nación—. Según es- 
ta versión, la patria, que se había constituido sobre cimientos 
muy frágiles, había logrado, bajo la tutela de Díaz, derrotar a 
los demonios de la posindependencia —la inestabilidad políti- 
ca, el estancamiento económico, el atraso cultural, y la falta 
profunda de cohesión e integración social y de una identidad 
nacional—. La escritura (y reescritura) de la historia patriótica 
liberal ocupó el lugar central sobre el escenario del Centenario. 
Estuvo presente no sólo en el desfile histórico, que fue el evento 
principal del 15 de septiembre, y que atrajo a 100 000 especta- 
dores aproximadamente, * sino en el traslado ceremonial de la 
pila bautismal de Miguel Hidalgo, desde Cuitzeo de Abasolo en 
Guanajuato hasta la Ciudad de México, transformándola en 
una reliquia nacional, en un icono de la historia patria; en la ce- 
lebración de una paradoja de heroísmo y derrota nacional con 
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la conmemoración de los Niños Héroes en Chapultepec;** y en 
la inauguración de dos importantes monumentos que todavía 
hoy ocupan un lugar de honor en la Ciudad de México —el 
Hemiciclo a Benito Juárez en la Alameda, y el Ángel de la Inde- 
pendencia sobre el Paseo de la Reforma—, eventos culminantes 
de las fiestas el 16 de septiembre. La única concesión a las sensi- 
bilidades conservadoras, y a las protestas escandalosas del Ayun- 
tamiento de la ciudad y de la prensa conservadora, fue la inclu- 
sión de Iturbide y del Ejército Trigarante en el desfile históri- 


co. 4 


La promoción de una visión de México como nación mestiza 
fue igual de destacada. Durante la inauguración del Congreso 
de Americanistas, Justo Sierra, la figura intelectual más promi- 
nente del Porfiriato tardío, primer secretario de Instrucción Pú- 
blica, principal promotor del establecimiento de la Universidad 
Nacional, y autor de México: su evolución social —uno de los 
textos sagrados de la historia patria—, declaraba frente a los 
participantes: 


Todo ese mundo pre-cortesiano cuyos archivos monumenta- 
les venís a estudiar aquí, es nuestro, nuestro pasado, nos lo he- 
mos incorporado como un preámbulo que explica y cimenta 
nuestra verdadera historia nacional, la que data de la unión de 
conquistados y conquistadores para fundar un pueblo mestizo 
que (permitidme esta muestra de patriótico orgullo) está adqui- 
riendo el derecho de ser grande. Por eso, no sólo vemos con in- 
terés, sino con agradecimiento, todo esfuerzo por estudiar, por 
analizar y clasificar los restos de estas civilizaciones y traerlos, 


no sólo a la luz del día, sino a la luz de la ciencia. 


Finalmente, el 18 de septiembre, el hiperbólico —y altamen- 
te fantasioso— discurso del subordinado de Sierra, el subsecre- 
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tario Ezequiel Chávez, frente a los representantes de las univer- 
sidades de París, Oxford, La Habana, Yale, Cornell, California, 
Pennsylvania y “Texas para la inauguración de la Escuela Nacio- 
nal de Altos Estudios, que debía convertirse en un centro de in- 
vestigación de excelencia en ciencias y humanidades, logró en- 
capsular la visión de la nación mestiza emancipada como la ex- 
presión más alta de una historia patria liberal y anticlerical: 


El pueblo actual [...] el que Hidalgo llamó a la vida autonó- 
mica, y en el que se unen las viejas razas indígenas y la de los 
conquistadores como dos caudales que forman un río, como 
dos raíces que forman un tronco, ha creído también siempre en 
la virtud redentora de las escuelas, y si no fundó desde luego, si 
no ha fundado aún todas las que son indispensables, es porque 
su primera necesidad, apenas hubo realizado su emancipación 
política, consistió en realizar también la emancipación civil de 
sus hijos, haciendo que todos tuvieran iguales derechos, y no 
pudo lograr esto sino acabando con todos los privilegios de cla- 
ses, suprimiendo las propiedades de las manos muertas, asegu- 
rando, en fin, para todas, la suprema libertad de las almas, la li- 
bertad de la conciencia. 


Al mismo tiempo, las fiestas estuvieron repletas de contradic- 
ciones profundas. Una de las más impactantes era el contraste 
entre la representación de la Ciudad de México como una ciu- 
dad moderna, cosmopolita, parisina, y las duras realidades de la 
ciudad “real”, en la que abundaban la pobreza urbana y las ten- 
siones sociales. Como lo demuestra la breve instantánea que 
elaboró Michael Johns de la Ciudad de México en la época de 
Díaz, la tasa de mortalidad infantil en la Ciudad de México era 
proporcionalmente más elevada que la de todas las ciudades 
provinciales, y dos veces más alta que la de Buenos Aires o Río 
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de Janeiro.*8 Un reportaje de la revista El Mundo llustrado des- 
cribía, en 1900, la zona al este del Zócalo, que era irónicamente 
uno de los escenarios más importantes de las celebraciones del 
Centenario, con 


barrios llenos de casas chatas, sucias y agrietadas, que huelen 
a miseria y a putrefacción, llenas de gente variopinta, asquerosa 
y desvergonzada [...] Si a alguno de esos turistas superficiales, 
que no ven de la cara de la ciudad sino el elegante centro de 
placer y de dinero, se le llevara, sin saberlo, a uno de nuestros 


barrios y se le preguntara dónde está, no sabría qué decir.*2 


En preparación para las celebraciones, literalmente —aunque 
de forma temporal— se barrió con la evidencia de la pobreza 
urbana, y no hay señal de ella en el relato oficial de las festivida- 
des. Se le borró, literalmente, para ofrecer una visión aséptica 


de la ciudad ideal. 


Pueden encontrarse más pruebas de estas garrafales contra- 
dicciones en los esfuerzos de la élite intelectual porfirista por lo- 
calizar la identidad cultural de México en el indigenismo y la 
mestizofilia, al tiempo que imitaba o reproducía los últimos 
avances en el estudio seudocientífico de herencia racial. De he- 
cho, el papel central que se asignó a la mestizofilia durante las 
fiestas subraya la ambivalencia esencial de la élite porfirista ha- 
cia “la raza”. Por un lado, el retrato de la nación mestiza reque- 
ría una valoración positiva del pasado indígena precolombino 
de México, y de su contribución profunda a la historia patria. 
Sin embargo, al mismo tiempo, el deseo de México por formar 
parte de una cultura internacional, cosmopolita y científica 
obligó a los intelectuales mexicanos, paradójicamente, a validar 
las conclusiones de la investigación “científica” contemporánea, 
inspirada por el determinismo biológico de Spencer, como la 
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frenología y la fisonomía, y la evaluación de la inteligencia a 
través de la medición “científica” de los atributos físicos y la 
proporcionalidad anatómica —especialmente a través de la me- 
dición de cráneos—. 


Esta ambivalencia salió a relucir durante el XII Congreso de 
Americanistas, cuya celebración formaba parte de las fiestas, 
cuando los delegados fueron invitados a una visita a las excava- 
ciones recientes en el sitio arqueológico de Teotihuacan. Uno 
de los delegados quedó impactado y calificó a México de “El 
Egipto de América”. Al día siguiente, esos mismos delegados es- 
taban escuchando la exposición de numerosos trabajos “científi- 
cos” que discutían la inferioridad racial de la población indí- 


gena de México.? 


Conclusiones 


Dados los desplazamientos recientes en los enfoques y ten- 
dencias de la historiografía sobre la construcción del Estado y 
de la nación durante el Porfiriato, conviene plantear ciertas pre- 
guntas centrales: ¿Es posible argúir que las fiestas del Centena- 
rio en 1910 representaron el epítome, o incluso la apoteosis de 
lo que Claudio Lomnitz ha llamado el teatro estatal del nacio- 
nalismo mexicano??* A pesar del número elevado de ciudada- 
nos que asistió a las fiestas, ¿debe atribuirse la ausencia de pro- 
testas populares simplemente a la represión? o ¿lograron las fies- 
tas del Centenario reescribir una versión plausible de la historia 
patria, y representar de manera adecuada a la nación mestiza — 
con representaciones que serían exploradas y redefinidas con 
nuevo entusiasmo cuando se asentara la polvareda que levantó 
la Revolución? —.*2 La pregunta fundamental es ésta: ¿Hasta 
qué punto contribuyó el régimen de Díaz a la construcción del 
Estado y de la nación?, o ¿logró simplemente, a través de la ma- 
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nipulación del discurso republicano y nacionalista y del desa- 
rrollo de un culto a la personalidad, apuntalar un régimen auto- 
ritario e intensamente personalista, fincado en una base social 
muy angosta, dentro de una élite minoritaria, sin resonancia 
profunda dentro de la conciencia nacional? 


La crónica oficial de las fiestas del Centenario no tenía, cier- 
tamente, duda alguna sobre la respuesta, ni sobre los logros del 
régimen: “Así como Roma tuvo a Augusto, e Inglaterra a Victo- 
ria, México tiene a Porfirio Díaz [...] Bajo el gobierno de Porfi- 
rio Díaz se ha creado la nación”.*% Hasta hace relativamente po- 
co, la historiografía posrevolucionaria argúía precisamente lo 
contrario. Mi modesta propuesta es que, a pesar de las contra- 
dicciones obvias y de las descaradas falsificaciones manifiestas 
en las fiestas del Centenario, tenemos ahora abundantes prue- 
bas y un emergente consenso historiográfico, de que debe reco- 
nocerse de manera más exacta el papel central del régimen por- 
firista en la construcción de México como Estado-nación. 
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Comentario 


JOSEFINA ZORAIDA VÁZQUEZ* 


El concepto de modernización acuñado por la sociología a 
mediados del siglo XX intentó dar cuenta de los cambios políti- 
cos, sociales y económicos considerados como transformadores 
de la sociedad tradicional. Desde fines del siglo XVII, las mo- 
narquías multinacionales empezaron a buscar formas de conver- 
tirse en naciones, especialmente unificando la lengua! y los sis- 
temas fiscales. No obstante, serían las revoluciones atlánticas las 
que difundirían esta aspiración, junto a la de acotar el poder del 
Estado para garantizar a los individuos libertad política, religio- 
sa y económica mediante constituciones y leyes. Aunque el con- 
cepto de modernización resulta discutible para muchos histo- 
riadores, resulta útil para distinguir los cambios que provocó la 
adopción del liberalismo durante el siglo XIX. Francois-Xavier 
Guerra hacía la diferencia entre esos dos intentos de moderniza- 
ción por su reducción a grupos pequeños en la del siglo XVII y 
la gran difusión que alcanzó con la Revolución francesa y el 
surgimiento de la escena pública, que permitió que irrumpiera 
a plena luz y conformara una nueva legitimidad,? lo que para él 
era una verdadera revolución. 


Los cambios que se dieron con el proceso distaron de ser li- 
neales y transparentes, ya que las ideas liberales chocaron con la 
realidad y provocaron resistencias. Algunos escépticos niegan 
contundentemente que en Iberoamérica hubiera habido gran- 
des cambios con la independencia, a pesar de que se fundaron 
Estados y éstos se empeñaron en transformarlos en naciones. 
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Estoy convencida de que muchos cambios fueron profundos, 
aunque no siempre favorables, como los mencionados en el tra- 
bajo de Daniela Marino, y no todos lograron sus objetivos, co- 
mo señalan varios trabajos. 


En su ensayo, Paul Garner insiste en que el estudio de la mo- 
dernización en Latinoamérica se obstaculiza por haber quedado 
marginado de gran parte de los estudios del liberalismo decimo- 
nónico, a pesar de la construcción de Estados y el intento de 
convertirlos en naciones, objetivos considerados típicamente 
“modernos”. Para mí, en el caso mexicano el verdadero obstácu- 
lo lo representa el regionalismo. La orografía y multitud de 
etnias a lo largo de una gran extensión territorial, aunado a las 
pésimas comunicaciones, aislaron a algunos grupos de su escasa 
y mal distribuida población, de lo que resultó un fuerte regio- 
nalismo que impidió que los cambios que se produjeron fueran 
uniformes. Esto imposibilita hacer generalizaciones, pues los 
procesos se dieron en tiempos y formas distintas. Así por ejem- 
plo, la desamortización de bienes del clero y de las corporacio- 
nes afectó en distintas formas a las regiones mexicanas. Podría 
aventurarse que uno de los legados del antiguo régimen más di- 
fícil de superar haya sido el regionalismo. 

Vale la pena aclarar que los pueblos y la Iglesia no fueron los 
únicos actores tradicionales de acción pública, como menciona 
el ensayo de Luis Medina. La Iglesia misma incluía en su seno 
varias corporaciones, no sólo las diócesis, los cabildos eclesiásti- 
cos, las parroquias y las diferentes órdenes, todas ellas activas en 
el espacio público, como lo eran también otras corporaciones 
como los consulados de comercio o minería, la universidad, los 
gremios, las cofradías y, desde luego, los influyentes ayunta- 
mientos. 


Las élites provinciales se habían constituido temprano en la 
vida virreinal con los ricos mineros, comerciantes, hacendados y 
ganaderos. La Corona, al institucionalizar a los corregidores co- 
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mo sus representantes en los municipios, “concedió a las élites 
locales la consolidación de su poder al convertir los cargos mu- 
nicipales en propiedad de sus representantes y el derecho de 
traspasarlos como herencia a sus descendientes”.? Por tanto, no 
se puede atribuir el surgimiento de las élites a la Independencia, 
aunque es cierto que supieron aprovechar la desarticulación que 
sufrió la administración con la lucha independentista para libe- 
rarse del control de la Ciudad de México. Eso les permitió que, 
al derrumbarse el Imperio mexicano, pudieran desafiar al Con- 
greso en 1823, negándose a reconocerlo sino como convocante 
de uno nuevo que fuera más representativo. Eso hizo que la 
adopción del sistema federal fuera la única forma de mantener 
la integridad del territorio novohispano. 


La opción federalista tenía sus adeptos desde antes de 1823, 
tanto que había sido propuesta en el seno de las Cortes de 
Cádiz por el diputado tlaxcalteca Guridi y Alcocer y renovada 
durante el trienio liberal por Lucas Alamán y Mariano Michele- 
na, como única posibilidad de salvar la unidad de la monarquía 
hispánica, pero los diputados peninsulares no lo comprendie- 
ron y la fragmentación de la monarquía hispánica fue inevita- 
ble. 

El vacío de poder provocado por la abdicación de Iturbide en 
1823 fue aprovechado por las élites de cuatro provincias (Gua- 
dalajara, Oaxaca, Zacatecas y Yucatán) para declararse estados 
libres y soberanos. Guadalajara, que había constituido el reino 
de Nueva Galicia y el asiento de una Audiencia, y desde un si- 
glo antes aspiraba a convertirse en virreinato, se declaró consti- 
tuida en el estado de Jalisco. De cualquier manera, las cuatro 
provincias se negaron a obedecer al Congreso y al supremo Po- 
der Ejecutivo provisional que había nombrado, con lo que el te- 
rritorio de la antigua Nueva España pareció fragmentarse, si- 
guiendo el camino de los virreinatos meridionales. No obstante, 
la diputación zacatecana al declararse estado libre, federado y 
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“soberano de sí mismo”, subrayó la importancia del bien gene- 
ral y la conveniencia de mantener la unidad, lo que abrió ca- 
mino para mantener la unión bajo un sistema federal. El movi- 
miento federalista abanderado por Jalisco parecía imposible de 
controlar, pero el peligro de la reconquista española, con apoyo 
de la Santa Alianza que ya había restablecido el absolutismo en 
la península, hizo que las provincias rebeldes reconsideraran su 
actitud. El Congreso se había resignado a convocar un nuevo 
Congreso Constituyente y que el ministro de Relaciones Lucas 
Alamán hubiera movilizado un ejército al mando de Nicolás 
Bravo hacia Guadalajara, no para someter a las provincias rebel- 
des, sino para negociar con las diputaciones de Jalisco y Zacate- 
cas desde una base de fuerza. Bravo logró que esos estados acep- 
taran el gobierno provisional. 


El movimiento provocado por el regionalismo hizo que al 
reunirse el Congreso Constituyente a fines de 1823, se apresu- 
rara a garantizar como forma de gobierno el sistema federal en 
el Acta Constitucional que se firmó el 31 de enero de 1824. En 
un proceso complicado, el experimentado diputado a Cortes, 
Miguel Ramos Arizpe, apoyado por otros políticos destacados, 
logró negociar el establecimiento de un gobierno unitario, pero 
los estados se aseguraron de que el gobierno federal fuera débil, 
sin poder fiscal sobre los ciudadanos y, por lo tanto, dependien- 
te del contingente que debían aportar las entidades (algo que la 
mayoría no pudo cumplir). Esto no obstó para que al gobierno 
federal se le encargara el pago de la gran deuda heredada, la de- 
fensa del país, la restauración del orden y el establecimiento de 
las relaciones internacionales. Como en otras partes de Latinoa- 
mérica, el federalismo se interpretó en México en términos del 
antifederalismo jeffersoniano, que favorecía un poder mínimo 
del gobierno federal. Es por eso que se habla de un federalismo 
con tintes confederales, pero no es posible hablar de confedera- 
lismo como sinónimo de federalismo, ya que se contó con un 
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gobierno unitario, aunque débil. A la Confederación de los Es- 
tados Unidos sólo la unía el Congreso constituido por sus re- 
presentantes, que resultó inoperante ya que los estados no cum- 
plían sus mandatos, ni contaba con facultades para resolver 
emergencias no previstas en los artículos redactados en 1777. Al 
acumularse los problemas, sus experimentados políticos convo- 
caron a una convención para establecer un nuevo sistema de 
gobierno, y el federalismo estadunidense de 1787 estableció un 
gobierno con tres poderes y le otorgó al Congreso federal poder 
fiscal sobre los ciudadanos, aunque se aceptó la soberanía inter- 
na de los estados. Así, mientras en Estados Unidos el gobierno 
gobernaba ciudadanos, en México el gobierno federal goberna- 
ba estados. 


La debilidad del gobierno federal era tan evidente que, al ex- 
pirar el plazo para reformar la Constitución en 1830, varios es- 
tados enviaron sus propuestas para reformar la Constitución de 
1824, y en buena medida favorecían el fortalecimiento del go- 
bierno federal y el establecimiento del voto censitario. Por des- 
gracia el faccionalismo impidió el debate, de manera que las 
propuestas recibidas tuvieron que esperar a ser discutidas en 
1835-1836 y sirvieron de base para el establecimiento del pri- 
mer centralismo mexicano, que era liberal puesto que mantenía 
representación ciudadana, la división de poderes y garantizaba 
los derechos de los mexicanos, inexistente en la Constitución de 
1824. 


Gómez Galvarriato y Kourí señalan que la “estructura confe- 
deral del régimen político mexicano”, resultado de la ausencia 
de un pacto entre el poder central y las élites regionales, retardó 
la instalación de la hacienda pública, obstaculizando el funcio- 
namiento del nuevo Estado mexicano. La falta de recursos pre- 
cipitó la caída del primer Imperio y para no descartar la estruc- 
tura confederal, los federalistas pensaron que la solución para 
capitalizar al Estado estaba en una desamortización de los 
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bienes del clero. Sin facultades para ello, varios estados para so- 
lucionar sus necesidades financieras (Estado de México, Vera- 
cruz y Michoacán) desamortizaron bienes del clero desde fines 
de la década de 1820, y Zacatecas intentó utilizarlos para esta- 
blecer un banco que comprara tierras para repartirlas entre los 
zacatecanos carentes de ella. El Cabildo Eclesiástico de Guada- 
lajara se opuso al proyecto. El gobernador Francisco García in- 
tentó neutralizar esta resistencia con un estudio teórico sobre 
los bienes e invitó a José María Luis Mora a redactarlo. En su 
Disertación sobre la Naturaleza y Aplicación de las Rentas y 
Bienes Eclesiásticos,* Mora analiza el origen de las diferentes 
rentas y bienes eclesiásticos y concluye que los existentes en 
México eran “por su naturaleza civiles y temporales [... y que] 
la Iglesia, considerada como cuerpo místico, no tiene derecho 
ninguno a ellos, ni los gobiernos y particulares obligación algu- 
na de dárselo”. Como bienes temporales, la autoridad civil po- 
día utilizarlos cuando eran de utilidad pública. En México eran 
necesarios para superar la crisis financiera de la república y po- 
ner las bases del crédito público, mas como México contaba 
con “un sistema federativo, el poder civil a que corresponden 
estas facultades, es el de los estados y no de la federación”. Esto 
mostraba que Mora se había decidido por un federalismo radi- 
cal. Según parece, los intentos reformistas abanderados por Gó- 
mez Farías en 1833 intentaban recuperar el Real Patronato para 
el gobierno federal, de manera que la posible cosecha de una 
desamortización le correspondiera, como lo haría la ley de des- 
amortización en 1856. Ahora bien, una vez nacionalizados los 
bienes del clero, las condiciones otorgadas no lograron sacar a la 
hacienda mexicana de sus problemas, aunque según Jan Bazant 
la sanearon al absorber la abundancia de papeles circulantes de 
la deuda interna. Durante el Porfiriato se recurrió a la venta y 
adjudicación de terrenos baldíos, con lo que se acrecentó la re- 
caudación hacendaria. 


371 


La búsqueda de solución a la pobreza del erario del gobierno 
nacional condujo a experimentar, como alternativa al federalis- 
mo, con tres tipos de centralismo (el de las Siete Leyes de 1836, 
la dictadura de 1841 a 1843, y el de las Bases Orgánicas de 
1843). Éstos recurrieron a los impuestos directos, pero en un 
contexto de constantes pronunciamientos federalistas y amena- 
zas externas. Uno a uno los experimentos fracasaron, condenan- 
do al gobierno nacional a quedar en las garras de la usura. Para 
Gómez Galvarriato y Kourí las guerras civiles y extranjeras, la 
ineficiencia administrativa, el federalismo y centralismo, el fra- 
caso financiero, sumado a la debilidad de los mercados de capi- 
tales locales y de la economía en su conjunto caracterizaron la 
problemática del Estado mexicano. Con la lucha independen- 
tista, la eficiente recaudación fiscal virreinal del siglo XVIII se 
convirtió en irregular e insuficiente, y el gobierno fue incapaz 
de pagar sus deudas y se vio precisado a refinanciarse a corto 
plazo con préstamos usurarios. No fue sino hasta que Matías 
Romero preparó la Memoria de Hacienda de 1870 cuando se 
definió el proyecto liberal de reforma hacendaria, aunque tardó 
en ponerse en práctica. 


La construcción de ferrocarriles había estado en la agenda del 
gobierno desde hacía tiempo, pero hasta la década de 1860 no 
se había logrado construir sino pequeños tramos, como el de la 
Villa a la Ciudad de México, y una pequeña rama en Veracruz. 
La construcción de las grandes líneas durante el Porfiriato favo- 
reció el comercio y la exportación, contribuyendo a estabilizar 
la hacienda pública. Por otra parte, la conversión Dublán de 
1886 al arreglar la deuda externa, permitió que el país volviera 
al mercado de capitales externos. Para 1896, finalmente, una 
negociación logró la eliminación de las alcabalas que abrió paso 
a la unidad económica de la nación. Lo más insólito es que las 
medidas del ministro Limantour permitirían que la hacienda 
gozara por primera vez en la última etapa del régimen de Díaz 
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de un superávit. Pero el siglo XIX terminó, como afirman Gal- 
varriato y Kourí, sin que se “hubiese conseguido realizar una re- 
forma tributaria liberal”, una asignatura que, por lo demás, si- 
gue pendiente. Mas la agenda de modernización en el aspecto 
económico produjo cambios notables en materia de comercio, 
impuestos y propiedad de la tierra, aunque fueron menos exito- 
sas de lo que sus teóricos esperaban “en términos de generar 
mayor crecimiento económico”. 


Encontré en los trabajos huellas de las viejas interpretaciones 
acuñadas por los liberales al triunfo de la República para resal- 
tar su hazaña, y que se niegan a desaparecer. Entre ellas destaca 
la de acusar al ejército y a la Iglesia de ser motores conservado- 
res y centralistas. Esto amerita algún comentario. El ejército fue 
fundado tardíamente en 1765 ante el temor de que Nueva Es- 
paña pudiera sufrir ataques británicos, despertado una vez que 
La Habana había sido ocupada en 1763. No obstante, no tuvo 
ningún papel relevante, aunque formó las milicias provinciales 
que se convertirían en la vértebra del ejército realista contra los 
insurgentes. La lucha independentista fue la que convirtió a la 
corporación en fuerza política. Algunos jefes aprovecharon la 
estrategia de emergencia contrarrevolucionaria, que los facultó 
para cobrar impuestos y ejercer justicia, para convertirse en ver- 
daderos caciques. La unión de los dos ejércitos contendientes 
en 1821 permitió la consumación, pero también rompió la uni- 
dad del ejército, ya que realistas e insurgentes tenían metas dife- 
rentes. Esto impidió que la corporación fuera monolítica, el 
Imperio se vio forzado a otorgar ascensos a unos cuantos jefes 
insurgentes, pero la mayoría, al igual que los cargos, se les con- 
cedieron a los realistas, y sus aliados fueron marginados en las 
milicias. Sin embargo, con el derrumbe del Imperio la situación 
cambió y fueron los insurgentes los que ascendieron a un grado 
increíble, en algunos casos.? La corporación se atribuyó la Inde- 
pendencia y también la adopción de la república, convirtiéndo- 
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se en el garante del orden. Pero la consolidación de su poder la 
propiciaron las luchas internas y de defensa externa, ya que la 
prosperidad y riqueza de la Nueva España y su gran territorio 
despertaron las ambiciones de las potencias comerciales y del 
expansionismo estadunidense, convirtiendo a México en el país 
más amenazado del continente. 


Por su parte, la Iglesia que había sido víctima del embate 
Borbón y de la lucha insurgente entró a la vida independiente 
muy debilitada, estado que aumentó por la falta de reconoci- 
miento del Estado mexicano por la Santa Sede, presionada por 
España y la Santa Alianza. De tal manera que para 1829 el país 
no contaba con un solo obispo. Los gobiernos mexicanos inde- 
pendientes confiaron en que como México era un país tan cató- 
lico, el Vaticano concedería el Concordato que permitiera el 
ejercicio del Real Patronato que había ejercido la Corona espa- 
ñola, considerado parte esencial del ejercicio de la soberanía. 
Aunque el gobierno mexicano nombró a Francisco Pablo Váz- 
quez como enviado ante la Santa Sede desde 1824, sus instruc- 
ciones de no presentarse hasta que fuera recibido oficialmente 
retardaron su presencia en Roma. Impaciente, se fue acercando 
a esa ciudad, y después de presentarse ahí, fue recibido por el 
papa, aunque tuvo que esperar para obtener el nombramiento 
de obispos propietarios. Sus dotes y habilidad lograron que se 
nombrara a seis obispos de la lista de candidatos propuesta por 
el presidente Vicente Guerrero, siendo él galardonado para la 
sede de Puebla. Esto no significó el reconocimiento de la inde- 
pendencia, que no se concedió sino en 1836, cuando se nego- 
ciaba el reconocimiento de España. Aun entonces no se logró 
negociar el Concordato, pero hasta el rompimiento de relacio- 
nes de la Santa Sede con el gobierno reformista, los obispos fue- 
ron nombrados de la lista de candidatos presentada por el go- 
bierno mexicano. 
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La Iglesia y el ejército contaban con fuero, pero al no ser ins- 
tituciones monolíticas, reflejaban a la sociedad de su tiempo, lo 
que hacía que albergaran todas las tendencias políticas. Sabe- 
mos que la oficialidad del ejército y la mayoría de los regulares 
varones pertenecían a las logias masónicas. La Iglesia contaba 
con el respeto de la población, pero su debilidad le impidió te- 
ner gran injerencia política, aunque Pérez inició su fortaleci- 
miento y sus continuadores serían, tal vez, el jesuita Basilio 
Arrillaga y Juan Manuel Irizarri. Sólo en tiempos de la Refor- 
ma, la Iglesia se mostraría desafiante. Lo que es obvio es que 
desde 1821 los militares utilizaron el tema religioso en sus pla- 
nes políticos. 


El fracaso del ejército en profesionalizarse se debió en buena 
parte a la práctica iniciada por Agustín de Iturbide de premiar a 
oficiales que se adhirieron al Plan de Iguala según el número de 
tropas con que contribuían, lo que convirtió a los pronuncia- 
mientos en la fuente principal de ascenso. La falta de recursos 
impidió que pudiera modernizarse su armamento, al tiempo 
que la falta de pago de salarios promovió inestabilidad. No obs- 
tante, se ha pasado por alto que los planes lanzados por los pro- 
nunciamientos eran enviados a autoridades civiles y militares de 
todos los rincones de México, lo que permitió que se convirtie- 
ran en un instrumento que difundía noticias sobre las amenazas 
y problemas mexicanos, así como ideas políticas. Desde luego, 
los pronunciamientos distaban de ser una forma tradicional de 
hacer política, pues iniciados en 1820 en la península, la prácti- 
ca se contagió a los territorios hispanoamericanos como una 
nueva forma de establecer un contrato social para conquistar la 
legitimidad, convocando la necesidad de “constituir a la na- 
ción”. 

La secularización de la vida mexicana fue un proceso cons- 
tante a partir de la Independencia, forzando a la Iglesia a hacer 
transformaciones espirituales. Las mismas órdenes religiosas 
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abandonaron la contemplación por la vida de servicio, tal como 
lo harían las Hermanas de la Caridad y las órdenes educadoras. 
No obstante, el cambio más profundo e importante que sufrió 
la Iglesia fue la desamortización y nacionalización de sus bienes. 
Aunque algunos prelados promovieran cambios, es indudable 
que la £modernidad” provocó crisis para la autoridad de las je- 
rarquías eclesiásticas y dificultó la interpretación religiosa de la 
realidad, como advierte Connaughton. 


Es inexacto atribuir a la Iglesia y al ejército haber patrocina- 
do el monarquismo antes de la década de 1850. Desde luego 
sorprende que se cite el viejo estudio del historiador alemán 
Ginther Káhle que han revisado estudios recientes, pues sus 
conclusiones respondían todavía al contexto de la llamada his- 
toria “oficial”. En 1821, a excepción de la mayoría de los insur- 
gentes, el pueblo favorecía la monarquía constitucional, pero la 
falta de presupuesto y el intento centralizador de Iturbide con- 
dujeron al desastre. El éxito obtenido por Estados Unidos en 
medio siglo, alimentó en toda América la idea de que el repu- 
blicanismo era el sistema ad hoc para el continente, lo que con- 
denó al monarquismo a ser minoritario. Así, los dos intentos 
monarquistas, el de 1840, sugerido por José María Gutiérrez de 
Estrada, y el de 1846, derivado de la conspiración organizada 
por el ministro español Salvador Bermúdez de Castro, provoca- 
ron escándalos mayúsculos. Es más, muchos de los monarquis- 
tas de la década de los sesenta eran republicanos desilusionados 
que se aferraron a ese sistema como única salida para las des- 
venturas del país. 


Conviene aclarar también que, en sentido estricto, antes de 
la desilusión que produjo la pérdida de territorio en 1848, no 
se puede hablar de partidos políticos. Existían facciones masó- 
nicas y grupos de opinión que se alineaban de acuerdo a los 
problemas del momento. Generalmente se hablaba de federalis- 
tas —moderados y radicales o sanscoulottes—, centralistas y 
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santannistas; antes de la década de 1850 no se mencionaban li- 
berales y conservadores. El desastre de la guerra llevó a centra- 
listas y federalistas a acusarse de la culpa, debate que favoreció 
el surgimiento del primer partido, con principios y metas cla- 
ras: el Conservador, fundado por Alamán en 1849. 


La guerra con los Estados Unidos y su resultado contribuyó 
mucho en la construcción de una identidad como ven clara- 
mente Medina y Thomson. El impacto afectó a muchos niveles. 
La ocupación de buena parte del territorio y la presencia de sol- 
dados estadunidenses, tan diferentes de los nativos, generó cier- 
ta conciencia nacional, tanto como lo hizo el servicio en las 
guardias nacionales y la leva periódica de indígenas para el 
ejército, que logró ampliar la castellanización y uniformó sus 
costumbres. El sentido nacional que desde 1812 buscaban des- 
pertar los catecismos y rituales cívicos, convirtió en necesidad 
enseñar historia y contar con un himno nacional. El Compen- 
dio de historia de México de Epitacio de los Ríos fue impreso 
en 1851 y el himno nacional fue finalmente premiado y canta- 


do en 1853. 


Las bases de la identidad tenían viejas raíces. Seguramente 
empezaron a generarse con la búsqueda de reivindicaciones de 
los descendientes de los conquistadores y el hecho de que ha- 
bían sido soldados tlaxcaltecas, otomíes y tarascos aculturados 
los que llevaron a cabo la conquista del territorio, difundiendo 
por todo éste las costumbres del centro. Sin duda los tres siglos 
de administración virreinal también identificaron de alguna for- 
ma a los novohispanos. El criollismo, que distaba de ser racial, 
era un sentimiento de orgullo “americano” por la grandeza del 
pasado y la belleza de su territorio, y obtuvo un símbolo en la 
Virgen de Guadalupe, reconocida por el papado como Patrona 
de América en 1748. Este criollismo se volvería beligerante ante 
algunas de las reformas emprendidas por los Borbones, de ma- 
nera que en 1771 ya exigía participación en el gobierno de “su 
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tierra”. El “patriotismo criollo” empezó a tener visos de identi- 
dad, tanto que a principios del XIX el barón Von Humboltd 
notó que los novohispanos insistían en que eran “americanos, 
no españoles”.* 


Fue la revolución que generó la invasión napoleónica a la pe- 
nínsula ibérica en 1808, la que favoreció la primera reacción 
patriótica en toda la monarquía, que se traduciría en el artículo 
6” de la Constitución española de 1812. Ésta declaraba que “el 
amor de la patria es una de las principales obligaciones de todos 
los españoles”. Una vez que se convirtió la lucha por la autono- 
mía en independentista, el sentimiento patriótico fue a la tierra 
que todavía no se definía, utilizando América Septentrional, 
Anáhuac, América mexicana, aunque internacionalmente ya era 
común que se aplicara el nombre de México para el reino, no 
para la ciudad, tal vez por influjo del éxito del libro de Francis- 
co Javier Clavijero. De todas maneras, el orgullo patriótico me- 
xicano le dio un nuevo carácter a la insurgencia y adquirió sello 
mexicano en 1821, y se reflejó en discursos, artículos y libros 
como el de Carlos María de Bustamante, Mañanas de la Alame- 
da de México (1835). 

Según parece la modernización jurídica fue aún más difícil, 
en especial porque incluso el liberalismo español no llegó a 
completar su cambio. Durante la primera mitad, en todas las 
representaciones y protestas populares se pedía la reforma de la 
justicia. Los políticos intentaron arrebatarla a alcaldes para que 
la tomaran en sus manos jueces letrados, modernización que di- 
ficultó su escasez. Desde luego, el objetivo liberal de la igualdad 
ante la ley fue resistido por las corporaciones que perdían sus 
fueros tradicionales. La exclusividad del individuo como sujeto 
de derecho exigía un rompimiento con la tradición e imponía 
al Estado la responsabilidad de proteger al individuo, en caso de 
que sus derechos fueran vulnerados por sus agentes. Por eso Rhi 
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Sausi destaca el juicio de amparo como una de las conquistas 
modernizadoras del siglo liberal. 


Sabemos que los cambios modernizadores no favorecieron a 
los indios. Las reformas borbónicas les habían arrebatado a los 
pueblos de indios las cajas de comunidad, y el liberalismo gadi- 
tano canceló la categoría de súbito tutelado de la Corona al de- 
clarar la igualdad de españoles e indios. Esta modificación hizo 
que los indios perdieran sus privilegios étnicos al compartir la 
representación con los vecinos no indios en los pueblos, además 
de la reducción que significó convertir las elecciones en indirec- 
tas. Marino ejemplifica cómo los cambios desembocaron en 
municipios pluriétnicos, con lo que en muchos lugares la repre- 
sentación pasó a mestizos o criollos. Marino caracteriza la pri- 
mera mitad del siglo XIX como etapa dominada por la igual- 
dad, en un contexto en que “todo lo calificado de indio” era 
desfavorable. A su vez, la segunda mitad la dominó el fin de la 
corporativización y la transformación del régimen de propie- 
dad, que se llevaron a cabo en procesos limitados y disconti- 
nuos, pues la capacidad de los comuneros hizo que continuaran 
siendo indispensables las negociaciones. De lo que no cabe du- 
da es de que los cambios jurídicos fueron profundos, aunque 
valdría la pena sumar la modernización que significó la castella- 
nización de una buena parte de la población indígena, no sólo 
por la leva, sino también por la expansión de las comunicacio- 
nes. Lo cierto es que indios como Ignacio Ramírez, Benito Juá- 
rez e Ignacio M. Altamirano llegaron a ser figuras importantes 
en la vida nacional. Si en 1821 60% de la población era indí- 
gena y en su mayoría monolingúe, para 1900 no se podía decir 
lo mismo. 

Los diferentes ensayos muestran que “la modernización” no 
fue un proceso homogéneo, y los ángulos elegidos por los auto- 
res enriquecen la visión panorámica de los cambios que sufrie- 
ron las instituciones mexicanas en el siglo XIX. Es posible que 
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el estado de guerra, tanto interna como externa, facilitara que se 
pusieran en vigor algunos cambios, como la desamortización y 
la separación de la Iglesia y el Estado. De esa manera, los habi- 
tantes tuvieron que resignarse a adaptarse al cambio de los 
tiempos. A mí no me queda duda de que la transformación de 
la sociedad, la economía y la cultura fue profunda, aunque no 
lograra todos sus objetivos y provocara una serie de problemas 
que la Revolución de 1910 intentaría enfrentar con otras mo- 
dernizaciones”o reconstruyendo “modernizadas” algunas insti- 
tuciones y conceptos del antiguo régimen, tal vez otra paradoja 
de la historia mexicana. 
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* El Colegio de México. 


l José de Gálvez, el visitador borbónico de Nueva España, in- 


sistía en hablar de la nación española en lugar de la monarquía 
hispánica, y entre las reformas estuvo la castellanización de los 


indios que habían sido evangelizados en sus lenguas y en gran 


medida eran monolingies. 


núm. 73 Po 32- 83. 


í Disertación sobre la Naturaleza y Aplicación de las Rentas y 
Bienes Eclesiásticos y sobre la Autoridad a que se hallan sujetos 
en cuanto a su Creación, Aumento, Subsistencia o Supresión, 
en Obras completas de José María Luis Mora, vol. HI, Instituto 
Mora / SEP_México, 1987, pp. 161-244. 


? Juan Nepomuceno Almonte testificó y_se le admitió que su 
padre Morelos le había dado el grado de coronel a los 14 años. 


6 Alejandro de Humboldt, Ensayo Político sobre el Reino de 
la Nueva España, vol. I, Miguel Ángel Porrúa, México, 1985, p 
220, 
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Después de la Independencia, la clase política 
mexicana quiso construir un Estado ”a la altura 
del siglo”, que garantizara el orden y promoviera 
el progreso. Este libro reseña sus esfuerzos 
por “modernizar” aspectos clave de la vida social, 
económica y política de México. Los alcances 
y las limitaciones de sus proyectos revelan 
la enorme complejidad y riqueza del siglo xix 
en México: el siglo de las reformas. 
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